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Artículo 17 - DE LOS DERECHOS PROCESALES  
 

En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda 
persona tiene derecho a:  
 

1) que sea presumida su inocencia;  
2) que se le juzgue en juicio público, salvo los casos contemplados por el magistrado 

para salvaguardar otros derechos;  
3) que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del 

proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales;  
4) que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos 

fenecidos, 
5) salvo la revisión favorable de sentencias penales establecidas en los casos previstos 

por la ley procesal;  
6) que se defienda por sí misma o sea asistida por defensores de su elección;  
7) que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no disponer de medios 

económicos para solventarlo;  
8) la comunicación previa y detallada de la imputación, así como a disponer de copias, 

medios y plazos indispensables para la preparación de su defensa en libre 
comunicación;  

9) que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas;  
10) que no se le opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las 

normas jurídicas;  
11) el acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones procesales, las 

cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. El sumario no se prolongará más 
allá del plazo establecido por la ley, y a la indemnización por el Estado en caso de 
condena por error judicial.  

 
  Artículo 18 - DE LAS RESTRICCIONES DE LA DECLARACIÓN  
 
  Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, contra su cónyuge o contra la 
persona con quien está unida ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad inclusive.  
 

 Los actos ilícitos o la deshonra de los imputados no afectan a sus parientes o allegados.  
 
  Artículo 19 - DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  
 

 La prisión preventiva solo será dictada cuando fuese indispensable en las diligencias del 
juicio. En ningún caso la misma se prolongará por un tiempo mayor al de la pena mínima 
establecida para igual delito, de acuerdo con la calificación del hecho efectuada en el auto 
respectivo.  
 

Artículo 20 - DEL OBJETO DE LAS PENAS  
 

Las penas privativas de libertad tendrán por objeto la readaptación de los condenados y 
la protección de la sociedad.  
 

Quedan proscritas la pena de confiscación de bienes y la de destierro.  
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Artículo 21 - DE LA RECLUSIÓN DE LAS PERSONAS  

 
  Las personas privadas de su libertad serán recluidas en establecimientos adecuados, 
evitando la promiscuidad de sexos. Los menores no serán recluidos con personas mayores de 
edad.  La reclusión de personas detenidas se hará en lugares diferentes a los destinados para los 
que purguen condena.  
 

Artículo 71. -DEL NARCOTRÁFICO, DE LA DROGADICCIÓN Y DE LA 
REHABILITACIÓN  
 

El Estado reprimirá la producción, y el tráfico ilícitos de las sustancias estupefacientes y 
demás drogas peligrosas, así como los actos destinados a la legitimación del dinero proveniente 
de tales actividades. Igualmente combatirá el consumo ilícito de dichas drogas. La ley 
reglamentará la producción y el uso medicinal de las mismas.  
 

Se establecerán programas de educación preventiva y de rehabilitación de los adictos, con 
la participación de organizaciones privadas.  
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LEY N° 4100/2010 
 
 

QUE APRUEBA EL MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE LOS 
GOBIERNOS DE LOS ESTADOS DEL GRUPO DE ACCION FINANCIERA DE 
SUDAMERICA CONTRA EL LAVADO DE ACTIVOS (GAFISUD) 

 
 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
 

LEY 
 

Artículo 1°.- Apruébase el “Memorando de Entendimiento entre los Gobiernos de los 
Estados del Grupo de Acción Financiera de Sudamérica contra el Lavado de Activos 
(GAFISUD)”, suscrito en la ciudad de Cartagena de Indias, Colombia, el 8 de diciembre de 2000, 
cuyo texto es como sigue: 

 
“MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE 

LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS DEL GRUPO DE ACCION FINANCIERA DE 
SUDAMERICA CONTRA EL LAVADO DE ACTIVOS (GAFISUD) 

 
PREAMBULO 

 
Considerando la amenaza que representan las actividades de lavado de activos, así como 

el interés en la protección de un sistema económico – financiero seguro y transparente que no 
pueda ser utilizado por las organizaciones criminales. 
 

Ratificando el compromiso de preservar y mantener la estabilidad social, económica y 
política de nuestra región. 
 

Considerando el trabajo desarrollado y las acciones emprendidas hasta el momento en la 
lucha contra el lavado de activos por los países que ahora se reúnen. 
 

Reconociendo la oportunidad y los beneficios de aceptar y aplicar el acervo de las 
medidas contra el lavado de activos del Grupo de Acción Financiera Internacional contra el 
blanqueo de capitales, así como contar con el apoyo de sus miembros y de las organizaciones 
internacionales dedicadas a la protección de la comunidad internacional frente a las amenazas de 
la criminalidad organizada. 
 

Asumiendo que la cooperación internacional es crucial en la lucha contra el lavado de 
activos y reafirmando el compromiso expuesto en varios foros para aplicar de forma efectiva la 
Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas de 1988 y el Reglamento Modelo de la CICAD sobre Delitos de Lavado relacionados 
con el Tráfico Ilícito de Drogas y otros Delitos Graves. 
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Siguiendo el compromiso manifestado en la Reunión de Cancún, de febrero de 2000, de 

Ministros de Finanzas del Hemisferio Occidental para la creación de un grupo regional de acción 
contra el lavado de activos. 
 

Ejecutando la recomendación de la reunión de Presidentes de América del Sur, realizada 
en Brasilia, en septiembre de 2000. 
 

Destacando el beneficio que reporta a los países de la región y a la comunidad 
internacional el establecimiento de mecanismos de prevención y control del lavado de activos. 
 

Los Estados signatarios de este Memorando acuerdan: 
 

I. OBJETIVOS 
 

a) Crear y poner en funcionamiento el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica contra 
el lavado de activos (en adelante, GAFISUD) en las condiciones señaladas en este Memorando; 

 
b) Reconocer y aplicar las 40 Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 

Internacional contra el blanqueo de capitales y las recomendaciones y medidas que en el futuro 
adopte el GAFISUD.   

II. MIEMBROS 
 

1. Los Estados Signatarios de este Memorando tienen la condición de miembros originarios. 
 
2. Otros Estados podrán incorporarse previa solicitud de adhesión al presente Memorando y de 

su admisión por el Pleno. 
 

III. MIEMBRO ASESOR 
 

1. La Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) integra el 
GAFISUD en carácter de Miembro Asesor. 
 

IV. OBSERVADORES 
 

1. Tendrán esta condición aquellos Estados y organizaciones que hayan expresado su apoyo a 
los objetivos del GAFISUD y hayan sido admitidos como tales por el Pleno. 

 
2. Además de respaldar los objetivos y las actividades del GAFISUD, los observadores podrán 

brindar la asistencia técnica y el apoyo financiero, de acuerdo con sus normas y políticas en la materia, 
para la consecución de los objetivos perseguidos. 

 
3. El procedimiento para la admisión de los observadores requerirá la petición formal al 

Presidente del GAFISUD por parte del Estado u organización. 
 

V. ESTRUCTURA Y FUNCIONES 
 

1. El GAFISUD se estructura a partir de los siguientes órganos: 
 

I) El Consejo de Autoridades 
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II) El Pleno de Representantes 
 
III) La Secretaría 
 

2. El Consejo de Autoridades es el órgano supremo del GAFISUD y estará integrado por un 
representante de cada Estado que ejerza la máxima responsabilidad en materia de lucha contra el lavado 
de activos. Se reunirá cuando el Pleno lo considere conveniente y en las ocasiones en que lo estime 
necesario para la aprobación de asuntos o proyectos que requieran de un alto grado de respaldo político-
institucional. 

 
3. El Pleno está compuesto por los delegados designados por cada Estado miembro. Se reunirá, 

al menos, dos veces al año y tendrá como funciones: 
 

I) Valorar, discutir y, en su caso, aprobar todas las resoluciones. 
 
II) Aprobar el Programa de Acción. 
 
III) Aprobar el Presupuesto. 
 
IV) Aprobar el informe anual. 
 
V) Controlar la ejecución del Programa de Acción aprobado. 
 
VI) Designar al Secretario Ejecutivo, aprobar la estructura y demás funciones de la 

Secretaría. 
 
VII) Aprobar las normas de procedimiento que sean necesarias. 
 
VIII) Aceptar la incorporación de nuevos miembros y observadores. 

 
4. Las reuniones del Pleno se regirán por las siguientes reglas: 

 
I) Todos los Miembros, el Miembro asesor y los Observadores participarán en las 

reuniones. 
 
II) El Pleno determinará aquellas reuniones a las que sólo puedan asistir los Miembros. 
 
III) Sólo los Miembros tienen derecho de voto. El Miembro asesor y los Observadores 

tendrán voz pero no voto. Sólo los miembros presentes tienen derecho a votar. 
 
 5. El Presidente del GAFISUD será elegido por el Pleno, de entre uno de sus miembros y como 
tal ejercerá su representación. El ejercicio de la Presidencia se extenderá por períodos de un año, 
prorrogables. Al inicio de cada período, el Presidente someterá a la aprobación del Pleno el Programa 
de Acción, en el que se expondrán los objetivos y líneas de trabajo del GAFISUD durante su presidencia. 

 
 6. El Secretario Ejecutivo será una persona idónea y con elevado perfil técnico. Será designado 
por el Pleno, por períodos determinados prorrogables y ejercerá su cargo en forma remunerada. 

 
7. La Secretaría llevará a cabo las funciones técnicas y administrativas para el desarrollo de las 

actividades del GAFISUD. Son funciones de la Secretaría: 
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I) Preparar el informe anual de actividades, el Presupuesto y los programas de trabajo 
contenidos en el Programa de Acción. 

 
II) Proveer a la Presidencia y al Pleno con informes periódicos de su actividad. 
 
III) Ejecutar el Programa de Acción aprobado. 
 
IV) Administrar el Presupuesto aprobado. 
 
V) Coordinar, colaborar y facilitar las evaluaciones mutuas. 
 
VI) Ejercer la representación técnica y actuar como nexo entre el GAFISUD y terceros 

países y organizaciones involucradas en la lucha contra el lavado de activos y materias 
conexas. 

 
VII) Asistir al Consejo de Autoridades, a la Presidencia y el Pleno en el desarrollo de 

sus actividades. 
 
VIII) Las demás que le sean asignadas por el Pleno. 

 
VI. MECANISMO DE ADOPCION DE DECISIONES 

 
1. Todas las resoluciones del Consejo de Autoridades y del Pleno de Representantes serán 

adoptadas por el consenso de los miembros, el que será registrado por la Secretaría. 
 
2. En los casos de aprobación de informes vinculados con evaluaciones mutuas no resultará 

necesario contar con el consenso del Estado involucrado en el informe para adoptar una resolución al 
respecto. 

 
VII. AUTOEVALUACIONES Y EVALUACIONES MUTUAS 

 
1. Los miembros acuerdan participar en un programa de auto-evaluación, coordinado por la 

Secretaría. 
 
2. Los miembros acuerdan participar en un programa de evaluaciones mutuas conducido de 

acuerdo con los procedimientos de evaluación mutua aprobados por el Pleno. 
 
3. En todo caso, en cada evaluación mutua participarán expertos técnicos de tres Miembros. 

Dentro del equipo de evaluadores podrá solicitarse la asistencia de expertos de países y de las 
organizaciones observadoras, cuando así lo estime apropiado el Miembro evaluado. 

 
 

VIII. FINANCIAMIENTO 
 

1. Las actividades del GAFISUD serán financiadas por las contribuciones anuales de sus 
miembros, los aportes voluntarios de los observadores y otras fuentes adicionales. Los Miembros harán 
efectivas sus obligaciones económicas cuando su orden jurídico interno lo permita. 

 
2. Los gastos derivados de la participación de cada Miembro u Observador en las actividades 

del GAFISUD, incluida la participación en procesos de evaluación mutua, serán atendidos por cada uno 
de ellos. 
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3. La Presidencia, con el apoyo de la Secretaría, someterá al Pleno la consideración de proyectos 

y líneas de trabajo y sus formas de financiamiento. 
 

IX. IDIOMAS 
 

Los idiomas oficiales son el Español y el Portugués. 
 

X. ENMIENDA DEL MEMORANDO 
 

El Memorando de Entendimiento puede ser modificado por el Consejo de Autoridades a 
propuesta del Pleno del GAFISUD. 
 

XI. ENTRADA EN VIGOR 
 

Este Memorando de Entendimiento entrará en vigor en la fecha en que sea firmado por los 
Estados. 
 

XII. RETIRO 
 

El retiro de un Miembro o de un Observador se hará efectivo una vez recibida la notificación 
respectiva en la Secretaría. 

 
Firmado en la Ciudad de Cartagena de Indias a los ocho días del mes de diciembre del año dos 

mil, en un ejemplar que hace fe y que queda depositado en la Secretaría del GAFISUD.  
  
Fdo.: Por el Gobierno de la República Argentina, Lorenzo Cortese, Secretario de 

Programación para la prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico.  
 

Fdo.: Por la Gobierno de la República de Bolivia, Guido Riveros Franck, Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario en Colombia. 
 

Fdo.: Por el Gobierno de la República Federativa del Brasil, Adrienne Giannetti Nelson 
de Senna, Presidente de la CDAF.  

 
Fdo.: Por el Gobierno de la República de Colombia, Rómulo González Trujillo, Ministro 

de Justicia y del Trabajo. 
 

Fdo.: Por el Gobierno de la República de Chile, Jorge Vives Dibarrart, Asesor del 
Subsecretario del Interior.  

 
Fdo.: Por el Gobierno de la República del Ecuador, Xavier Arregui, Director Nacional de 

Procesamiento de Información Reservada. 
 

Fdo.: Por el Gobierno de la República del Paraguay, Euclides Acevedo, Ministro de 
Industria y Comercio.  

Fdo.: Por el gobierno de la República del Perú, Sergio Kostritsky Pereira, Jefe de 
Cooperación Internacional de Contradrogas. 
 

Fdo.: Por el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, Alberto Bension, Ministro 
de Economía y Finanzas.  
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Fdo.: Por la OEA - CICAD, Alberto Hart, Secretario Ejecutivo Adjunto.” 

 
Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a tres días del mes de junio 
del año dos mil diez, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de Diputados, a 
ocho días del mes de setiembre del año dos mil diez, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 
204 de la Constitución Nacional. 
                                                                                                                                                                                                                   

            Luís Carlos Neuman Irala                    Oscar González Daher  
                  Vicepresidente 1°                                  Presidente 
          En ejercicio de la Presidencia                                  H. Cámara de Senadores 

   H. Cámara de Diputados 
    
Jorge Ramón Avalos Mariño                                         Blanca Beatriz Fonseca Legal 
      Secretario Parlamentario               Secretaria Parlamentaria     
 

Asunción, 27 de setiembre de 2010 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
 

El Presidente de la República 
Fernando Armindo Lugo Méndez 

 
Héctor Ricardo Lacognata Zaragoza 
Ministro de Relaciones Exteriores 
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LEY N° 5582/2016 
 

QUE APRUEBA LA ENMIENDA AL MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO 
DEL GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA DE SUDAMÉRICA CONTRA EL 
LAVADO DE ACTIVOS (GAFISUD) 
 

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
 

L E Y: 
 

Artículo 1°. - Apruébase, la “Enmienda al Memorando de Entendimiento del Grupo de 
Acción Financiera de Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD)”, adoptada en la 
ciudad de Antigua, Guatemala, el 11 de diciembre de 2014 y cuyo texto es como sigue: 
 

“Enmienda al Memorando de Entendimiento del Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD) 

 
Considerando que el Artículo X del Memorando de Entendimiento entre los Gobiernos 

de los Estados miembros del Grupo de Acción Financiera de Sudamérica contra el Lavado de 
Activos, suscrito el 8 de diciembre de 2000 en Cartagena de Indias, establece que el Memorando 
podrá ser modificado por el Consejo de Autoridades a propuesta del Pleno del Grupo de Acción 
Financiera de Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD). 
 

Considerando que el Consejo de Autoridades del Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD), en reunión llevada a cabo el 6 de diciembre 
de 2001 en Santiago de Chile, decidió modificar el Memorando de Entendimiento introduciendo 
el inciso c) en el artículo primero, referido así establecimiento de medidas para la prevención y 
eliminación de la financiación del terrorismo entre los objetivos. 

 
Considerando que el Consejo de Autoridades del Grupo de Acción Financiera de 

Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD), en reunión llevada a cabo el 21 de julio de 
2006 en Brasilia, decidió modificar los numerales 3 y 4 del artículo V y el artículo VI del 
Memorando de Entendimiento, sobre aspectos relacionados a la suspensión o desvinculación del 
Grupo de los miembros. 

 
Conscientes del proceso de consolidación del Organismo que afianza su posicionamiento 

en la región y su proyección a nivel global. 
 
Reconociendo que de los presentes países que actualmente integran el Organismo, varias 

no se encuentran geográficamente ubicados en Sudamérica. 
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Considerando que el Grupo de Acción Financiera (GAFI), actualizó sus estándares y 

aprobó los estándares internacionales sobre la lucha contra el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo y de la proliferación - Las Recomendaciones del Grupo de Acción 
Financiera (GAFI). 

 
Considerando que todos los miembros que integran el Organismo son países 

latinoamericanos. 
Los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros del Organismo, acuerdan 

lo siguiente: 
 

Primero. Modificar y adoptar denominación adicional del organismo: "Grupo de 
Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT)". 

 
En consecuencia, en donde se mencione el Grupo de Acción Financiera de 

Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD), en el Memorando de 
Entendimiento se realizará la adición del término Grupo de Acción Financiera de 
Latinoamérica (GAFILAT), en todas sus partes, donde ambas denominaciones podrán ser 
utilizadas indistintamente, separadas o las dos en conjunto. 

 
Segundo. Creación de la Vicepresidencia con el objetivo de que quien ejerza la misma 

coadyuve en la gestión de la Presidencia y se encuentre en pleno conocimiento de las 
medidas de mediano y largo plazo que incidirían en el momento del ejercicio de su 
Presidencia. 

 
Por tanto, en el Artículo V. Estructura y Funciones del Memorando de Entendimiento 

se incluye como numeral cinco puntos dos (5.2) el siguiente texto: 
 

“5.2. El Vicepresidente de GAFISUD/GAFILAT será elegido por el Pleno de 
Representantes, de entre uno de sus miembros. Asistirá consultivamente al Presidente 
Pro Tempore, y coadyuvará en la elaboración y ejecución de las políticas y acciones 
de mediano y largo plazo del Organismo, asesorando en cualquier acción, programa, 
plan o actividad que transcienda temporalmente la Presidencia Pro Tempore. El 
Vicepresidente asumirá la Presidencia Pro Tempore una vez finalice la anterior.” 

 
Tercero. Incluir en el Memorando de Entendimiento el financiamiento del terrorismo 

y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva y en el texto 
respectivo de la Declaración Política y en el Preámbulo. 

 
Cuarto. Modificar el Artículo I. Objetivos del Memorando de Entendimiento, en sus 

cláusulas l.b. y I.c., eliminando la cláusula I.c. y dejando la cláusula l.b. bajo el siguiente 
texto: 

 
“b) Reconocer y aplicar las Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 

(GAFI), y las Recomendaciones y medidas que adopte el GAFISUD/GAFILAT.” 
 

Quinto. Sustituir en el texto respectivo de la Declaración Política, el Preámbulo y el 
Memorando de Entendimiento lo siguiente: a) el nombre 'Grupo de Acción Financiera 
Internacional' y 'Grupo de Acción Financiera Internacional contra el Blanqueo de 
Capitales' por “Grupo de Acción Financiera (GAFI)”; b) la palabra 'blanqueo' por 
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“lavado” en el octavo párrafo de la Declaración Política y c) la palabra “este” por “estos” 
en el noveno párrafo de la Declaración Política. 

 
Sexto. Se mantienen en vigencia todas las demás disposiciones del Memorando de 

Entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica contra el Lavado de Activos (GAFISUD), y sus modificatorias, incluyendo 
los derechos y obligaciones de los países miembros, tanto como las contribuciones 
anuales. 

 
Séptimo. Las modificaciones contenidas en la presente Enmienda entrarán en vigor 

para cada uno los Gobiernos de los Estados parte del Organismo, una vez que los mismos 
depositen el documento en el cual conste que se ha dado cumplimiento de los 
procedimientos internos necesarios al efecto. 

 
  En aceptación y ratificación del total contenido de la presente Enmienda y el 
Memorando de Entendimiento modificado, se firma en 2 (dos) ejemplares originales del mismo 
tenor, quedando uno depositado en la Secretaría del GAFISUD/GAFILAT, el día 11 del mes de 
diciembre del año 2014 en Antigua, Guatemala. 
 
  Fdo.: Por la República del Paraguay, Oscar A. Boidanich Ferreira, Ministro - 
Secretario Ejecutivo de la SEPRELAD. 

 
Fdo.: Por GAFISUD/GAFILAT, Luis Edmundo Suarez, Presidente Pro Tempore 2014 

GAFISUD/GAFILAT. 
 
Fdo.: Por GAFISUD/GAFILAT, Esteban Sergio Fullin, Secretario Ejecutivo 

GAFISUD/GAFILAT.” 
 
Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.  

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a veintiséis días del mes 
de noviembre del año dos mil quince, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara 
de Diputados, a diecisiete días del mes de marzo del año dos mil dieciséis, de conformidad a lo 
dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional.  
 
 

 Miguel Tadeo Rojas Meza                  Mario Abdo Benítez  
               Vicepresidente 2º                        Presidente 
      En Ejercicio de la Presidencia         H. Cámara de Senadores 
            H. Cámara de Diputados                
    
     José Domingo Adorno Mazacotte                                           Carlos Núñez Agüero 
              Secretario Parlamentario                                                           Secretario Parlamentario 

      
Asunción, 15 de abril de 2016 

 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 

 
El Presidente de la República 
Horacio Manuel Cartes Jara 
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                    Eladio Ramón Loizaga Lezcano 
              Ministro de Relaciones Exteriores 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
LEY Nª 2298/2003 

 
 
QUE APRUEBA LA CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

 
EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 

 
LEY: 

 
Artículo 1°.- Apruébase la “Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional”, adoptada en la ciudad de Nueva York, el 15 de noviembre de 2000 y 
suscrita por el Paraguay el 12 de diciembre de 2000, en la ciudad de Palermo, Italia, cuyo texto 
es como sigue: 
 

“CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

 
Artículo 1 
Finalidad 

 
El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y combatir mas 
eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 
 

Artículo 2 
Definiciones 

 
Para los fines de la presente Convención: 
 

a) Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un grupo estructurado de tres o más 
personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de 
cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con 
miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden 
material; 

 
b) Por “delito grave” se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una 

privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave; 
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c) Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la 

comisión inmediata de un delito y en el que no necesariamente  se haya asignado a sus miembros 
funciones formalmente  definidas  ni haya continuidad  en la condición de miembro o exista  una 
estructura desarrollada; 
 

d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, 
muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que 
acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos activos; 
 

e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u 
obtenidos directa o indirectamente de la comisión de un delito; 

 
f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de 

transferir, convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales  de bienes por 
mandamiento expedido por un tribunal u otra autoridad competente; 
 

g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión 
de un tribunal o de otra autoridad competente; 
 

h) Por “delito determinante” se entenderá  todo delito del que se derive un producto que 
pueda pasar a constituir materia de un delito definido  en el artículo 6 de la presente Convención; 
 

i) Por “entrega vigilada”  se entenderá la técnica consistente  en dejar que remesas ilícitas 
o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar delitos 
e identificar  a las personas involucradas en la comisión de éstos; 
 

j) Por “organización regional de integración  económica” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han 
transferido competencia en las cuestiones  regidas por la presente Convención  y que ha sido 
debidamente facultada, de conformidad  con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, 
aceptar o aprobar la Convención  o adherirse a ella; las referencias a los “Estados Parte” con 
arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones dentro de los límites de su 
competencia. 
 

Artículo 3 
Ambito de aplicación  

 
1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Convención se aplicará a la 
prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 

 
a) Los delitos tipificados con arreglo a los Artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente 

Convención; y 
 

b) Los delitos graves que se definen en el Artículo 2 de la presente Convención, cuando 
esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo 
organizado. 

 
2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si: 
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a) Se comete en más de un Estado; 
 

b) Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte sustancial de su preparación, 
planificación, dirección o control se realiza en otro Estado; 

 
c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo 

organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o  
 

d) Se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. 
 
 
 
 

Artículo 4 
Protección de la soberanía 

 
1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención  en consonancia  
con los principios de igualdad soberana e integridad  territorial  de los Estados, así como de no 
intervención en los asuntos internos  de otros Estados. 

 
2. Nada de lo dispuesto  en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en 
el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado  reserve  
exclusivamente a sus autoridades. 

 
Artículo 5 

Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado 
 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente; 

 
a) Unas de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen 

el intento o la consumación de la actividad delictiva: 
 

 i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito 
que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material y, cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un 
acto perpetrado  por uno de los participantes  para llevar  adelante ese acuerdo o que 
entrañe la participación de un grupo delictivo  organizado; 

 
ii) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad 

delictiva general de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos 
en cuestión, participe activamente en: 

 
a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; 

 
 b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que 

su participación contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita. 
 

b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de 
la comisión de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado. 
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2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que se refiere el párrafo 
1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas. 

 
3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un grupo delictivo 
organizado para la penalización de los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) 
del párrafo 1 del presente artículo velarán por qué su derecho interno comprenda todos los delitos 
graves  que entrañen  la participación de grupos delictivos organizados. Esos Estados parte, así 
como los Estados Parte cuyo derecho interno requiera  la comisión de un acto que tenga por 
objeto llevar  adelante el acuerdo concertado con el propósito  de cometer los delitos  tipificados  
con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, lo notificarán al 
Secretario  General de las Naciones Unidas en el momento de la firma o del depósito de su 
instrumento  de ratificación, aceptación  o aprobación de la presente  Convención o de adhesión 
a ella. 
 

 
Artículo 6 

Penalización del blanqueo del producto del delito 
 

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, 
cuando se cometan intencionalmente: 

 
a)   i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son 
producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito  de los bienes 
o ayudar a cualquier persona involucrada  en la comisión del delito determinante a eludir  
las consecuencias jurídicas  de sus actos; 

 
ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, 

disposición, movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas 
de que dichos bienes son producto del delito. 

 
b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 

 
i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento 

de su recepción, de que son producto del delito; 
 

ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con 
arreglo al presente artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el 
intento de cometerlos, y la ayuda , la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras 
de su comisión. 

 
2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo: 

 
a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más 

amplia posible de delitos determinantes; 
 

b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves 
definidos en el Artículo 2 de la presente Convención y los delitos tipificados con arreglo a los 
Artículos 5, 8 y 23 de la presente Convención.  Los Estados Parte cuya legislación establezca 
una lista de delitos determinantes incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de 
delitos relacionados con grupos delictivos organizados; 
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c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos 

tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos 
cometidos fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre 
y cuando el acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se 
haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se hubiese cometido allí; 

 
d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una 

copia de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda 
ulterior que se haga  a tales leyes o una descripción  de ésta; 

 
e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, 

podrá disponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán 
a las personas que hayan cometido el delito determinante; 

 
f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento de un 

delito tipificado en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas 
objetivas. 

 
Artículo 7 

Medidas para combatir el blanqueo de dinero 
 

1. Cada Estado Parte: 
 

a) Establecerá un amplio  régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos 
y las instituciones financieras no bancarias y,  cuando proceda, de otros órganos situados dentro 
de su jurisdicción que sean  particularmente susceptibles de utilizarse para el blanqueo  de 
dinero, a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se 
hará hincapié  en los requisitos relativos a la identificación  del cliente, el establecimiento  de 
registros y la denuncia de las transacciones sospechosas; 

 
b) Garantizará, sin perjuicio  de la aplicación  de los Artículos 18 y 27 de la presente 

Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la Ley  
y demás autoridades encargadas  de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea 
pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar  
e intercambiar información a nivel nacional e internacional  de conformidad  con las condiciones 
prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará  la posibilidad de establecer una 
dependencia  de inteligencia financiera que sirva de centro  nacional de recopilación,  análisis  y 
difusión de información  sobre posibles actividades de blanqueo de dinero. 

 
2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y 
vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con 
sujeción a salvaguardias que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir 
en modo alguno la circulación de capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de 
que los particulares y las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de 
cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes. 

 
3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente 
artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se 
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insta a los Estados Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones 
regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero. 

 
4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la Ley y de 
reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.  

 
Artículo 8 

Penalización de la corrupción 
 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

 
a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o 

indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 
persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe  o se abstenga de actuar en el 
cumplimiento de sus funciones oficiales; 

 
b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un 

beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el 
fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones 
oficiales. 

 
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 del 
presente artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un 
funcionario internacional. Del mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de 
tipificar como delito otras formas de corrupción. 

 
3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipificar como delito 
la participación como cómplice en un delito tipificado con arreglo al presente artículo. 

 
4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del Artículo 9 de la presente Convención, 
por “funcionario público” se entenderá todo funcionario público o persona que preste un servicio 
público conforme a la definición  prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al 
derecho penal del Estado Parte en el que dicha persona desempeñe  esa función. 

 
Artículo 9 

Medidas contra la corrupción 
 

1. Además de las medidas previstas en el Artículo 8 de la presente Convención, cada Estado Parte, en 
la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces 
de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, 
detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 

 
2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus 
autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos, incluso 
dotando a dichas autoridades de suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier 
influencia indebida en su actuación. 

 
Artículo 10 
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Responsabilidad de las personas jurídicas 
 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus principios 
jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación en delitos graves 
en que esté involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados con arreglo 
a los Artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 

 
2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 

 
3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que hayan perpetrado los delitos. 

 
4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales eficaces, 
proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas  consideradas  
responsables con arreglo al presente artículo. 

 
 

Artículo 11 
Proceso, fallo y sanciones 

 
1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a los Artículos 5, 6, 
8 y 23 de la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos. 

 
2. Cada Estado parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de que 
disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos 
comprendidos en la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para 
hacer cumplir la Ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenir  
su comisión. 

 
3. Cuando se trate de delitos tipificados  con arreglo a los Artículos 5, 6, 8 y 23  de la presente 
Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad  con su derecho interno 
y tomando debidamente en consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar  que al 
imponer condiciones en relación con la  decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la 
apelación se tenga presente la necesidad de garantizar  la comparecencia del acusado en todo 
procedimiento penal ulterior. 

 
4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades competentes tengan presente la 
naturaleza grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al considerar la eventualidad 
de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas 
culpables de tales delitos. 

 
5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya 
eludido la administración de justicia. 

 
6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de los 
delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables   o demás principios 
jurídicos que informan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados 
Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese derecho. 
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Artículo 12 

Decomiso e incautación 
 

1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: 

 
a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor 

corresponda al de dicho producto; 
 

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la 
comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

 
2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del 
presente artículo con miras a su eventual decomiso. 

 
3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros bienes, 
esos bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo. 
 
4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos bienes 
podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación, ser objeto de 
decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado. 
 
5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido el producto del delito o de bienes con los que se haya entremezclado el 
producto del delito también podrán ser objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la 
misma manera y en el mismo grado que el producto del delito. 
 
6. Para los fines del presente artículo y del Artículo 13 de la presente Convención, cada Estado Parte 
facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la incautación 
de documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las 
disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario. 
 
7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el origen 
lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello 
sea conforme con los principios de su derecho interno y con la índole del proceso judicial  u otras 
actuaciones conexas. 
 
8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe. 
 
9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él previstas se 
definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste. 
 

Artículo 13 
Cooperación internacional para fines de decomiso 

 
1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer 
de un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los 
bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del Artículo 12 de la presente 
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Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su 
ordenamiento jurídico interno: 
 

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la 
que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 

 
b) Presentar a sus autoridades  competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado 

solicitado, la orden de decomiso  expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte 
requirente de conformidad  con lo dispuesto en el párrafo 1 del Artículo 12 de la presente Convención 
en la medida en que guarde relación con el producto  del delito, los bienes, el equipo u otros 
instrumentos mencionados  en el párrafo 1 del Artículo 12 que se encuentren en el territorio  del Estado 
Parte requerido. 

 
2. A raíz de una solicitud  presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un 
delito comprendido  en la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas 
encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo  o la incautación del producto 
del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del Artículo 12 de la 
presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente 
o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado 
Parte requerido. 
 
3. Las disposiciones del Artículo 18 de la presente Convención serán aplicables mutatis mutandis al 
presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del Artículo 18, las solicitudes 
presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 
 

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una 
descripción de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición de los hechos en que se basa la 
solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte 
requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 

 
b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una 

copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que 
se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de 
ejecución que se solicita dar a la orden; 

 
c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de 

los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas. 
 

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de 
procedimiento o en los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera 
estar vinculado al Estado Parte requirente. 

 
5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus 
Leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior 
que se haga a tales Leyes y reglamentos o una descripción de ésta. 

 
6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 
del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente 
Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 
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7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al presente artículo si el 
delito al que se refiere la solicitud no es un delito comprendido en la presente Convención. 

 
8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros 
de buena fe. 

 
9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada con arreglo al 
presente artículo. 

 
 

Artículo 14 
Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados 

 
1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que hayan decomisado con 
arreglo al Artículo 12 o al párrafo 1 del Artículo 13 de la presente Convención de conformidad con su 
derecho interno y sus procedimientos administrativos. 

 
2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al Artículo 13 de la presente 
Convención, los Estado Parte, en la medida en que lo permita su derecho interno y de ser requeridos a 
hacerlo, darán consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes 
decomisados al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar a las víctimas del delito o 
devolver ese producto del delito o esos bienes a sus propietarios legítimos. 

 
3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a los Artículos 12 y 13 de 
la presente Convención, los Estados Parte podrán considerar en particular la posibilidad de celebrar 
acuerdos o arreglos en el sentido de: 

 
a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los fondos derivados de la 

venta de dicho producto o de dichos bienes o una parte de esos fondos, a la cuenta designada de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 del Artículo 30 de la presente Convención 
y a organismos intergubernamentales especializados en la lucha contra la delincuencia organizada; 

 
b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o definidos para cada 

caso, ese producto del delito o esos bienes, o los fondos derivados de la venta de ese producto o de 
esos bienes, de conformidad con su derecho interno o sus procedimientos administrativos. 

 
Artículo 15 
Jurisdicción 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, para establecer su jurisdicción respecto 
de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando: 

 
a) El delito se cometa en su territorio; o 

 
b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave registrada 

conforme a sus leyes en el momento de la comisión del delito. 
 

2. Con sujeción a lo dispuesto en el Artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también 
podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando: 
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a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 
 

b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga 
residencia habitual en su territorio; o 

 
c) El delito: 

 
i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del Artículo 5 de la presente 

Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión de un delito grave dentro 
de su territorio; 

 
ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 

1 del Artículo 6 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la 
comisión, dentro de su territorio, de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del 
apartado a) o al inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del Artículo 6 de la presente Convención. 

 
3. A los efectos del párrafo 10 del Artículo 16 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en 
la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no 
lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 
 
4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención cuando el presunto 
delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite 
 
5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 o 2 del presente artículo ha 
recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otro u otros Estados Parte están 
realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las 
autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus 
medidas. 
 
6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no excluirá el 
ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad con su derecho 
interno. 

 
Artículo 16 
Extradición 

 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente Convención o a los casos en 
que un delito al que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del Artículo 3 entrañe la 
participación de un grupo delictivo  organizado y la persona que es objeto de la solicitud de extradición  
se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la 
extradición sea punible con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte 
requerido. 
 
2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos de los cuales no 
estén comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente 
artículo también respecto de estos últimos delitos. 
 
3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos 
que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados 
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Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre si. 
 
4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto a los delitos a los que se aplica 
el presente artículo. 
 
5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán: 
 

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si 
considerarán o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de 
extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y 
 

b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia 
de extradición, esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte 
en la presente Convención a fin de aplicar el presente artículo. 
 
6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos 
a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos. 
 
7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas al requisito de 
una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido  puede denegar 
la extradición. 
 
8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimientos de 
extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los 
delitos a los que se aplica el presente artículo. 
 
9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, 
y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio  
cuya extradición se pide  o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la comparecencia de esa 
persona en los procedimientos de extradición. 
 
10. El Estado Parte  en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita respecto 
de un delito  al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará 
obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora 
injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán 
su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto 
de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados 
Parte interesados cooperarán entre si, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y 
probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 
 
11. Cuando el derecho interno  de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, de algún otro 
modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a condición de que esa persona sea devuelta  a ese Estado 
Parte para cumplir la condena que le haya sido impuesta  como resultado del juicio o proceso por el que 
se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado Parte y el Estado Parte que solicite la 
extradición acepten esa opción,  así como otras condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o 
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entrega condicional será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 10 
del presente artículo. 
 
12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el hecho 
de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite 
y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte 
requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena 
con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 
 
13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la que se 
haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente 
artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado 
Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 
 
14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir que la 
solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su sexo, raza, 
religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios 
a la posición de esa persona por cualquiera de estas razones. 
 
15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se considere 
que el delito también entraña cuestiones tributarias. 
 
16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar información 
pertinente a su alegato. 
 
17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para llevar a 
cabo la extradición o aumentar su eficacia. 
 

Artículo 17 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 

 
Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de prisión 
o a otra pena de privación de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a fin de 
que complete allí su condena. 
 

Artículo 18 
Asistencia judicial recíproca 

 
1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial  recíproca respecto de investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente Convención 
con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 3 y se prestarán también asistencia de esa índole  cuando el 
Estado Parte requirente tenga  motivos razonables para sospechar que el delito a que se hace referencia 
en los apartados a) o b)  del párrafo 1 del Artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las 
víctimas, los testigos, el producto, los instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el 
Estado Parte requerido y que el delito entraña la participación de un grupo delictivo organizado. 
 
2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y 
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actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el Artículo 10 de la presente Convención en el Estado Parte requirente. 
 
3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá solicitarse 
para cualquiera de los fines siguientes: 
 

a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 
 

b) Presentar documentos judiciales; 
 

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 
 

d) Examinar objetos y lugares; 
 

e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos; 
 

f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, 
incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o comercial 
de sociedades mercantiles; 
 

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos 
con fines probatorios; 
 

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; 
 

i)  Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido. 
 
4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, sin que 
se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una autoridad 
competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender 
o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada por 
este último Estado Parte con arreglo a la presente Convención. 
 
5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio de 
las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que 
facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan 
restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en 
sus actuaciones, información que sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte 
receptor notificará al Estado Parte transmisor  antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, 
consultará al Estado parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, 
el Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 
 
6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados 
bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial 
recíproca. 
 
7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de asistencia 
judicial recíproca.  Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán 
las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, 
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en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que 
apliquen estos párrafos  si facilitan la cooperación. 
 
8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca con 
arreglo al presente artículo. 
 
9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al presente 
artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo necesario, el Estado 
Parte requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el derecho interno del Estado 
parte requerido. 
 
10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado Parte 
y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar testimonio o 
para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser trasladada 
si se cumplen las condiciones siguientes: 
 

a) La persona debidamente informada, da su libre consentimiento; 
 

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 
condiciones que éstos consideren apropiadas. 
 
11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 
 

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de 
mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa; 
 

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de 
devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de antemano o de 
otro modo las autoridades competentes de ambos Estados Parte; 
 

c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha sido 
trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 
 

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido 
trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada. 
 
12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad con los 
párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, 
no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad 
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o condenas 
anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido trasladada. 
 
13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para trasmitirlas a las autoridades competentes 
para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un 
régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central 
que desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio.  
 
Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
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recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una autoridad competente para su 
ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada 
Estado Parte notificará al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el 
nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial 
recíproca y cualquier otra comunicación pertinente serán trasmitidas a las autoridades centrales 
designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de los 
Estados Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en 
circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la Organización 
Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 
 
14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condiciones que 
permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables 
para cada Estado Parte. En situaciones de urgencias, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las 
solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito. 
 
15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 
 

a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 
 

b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se 
refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas 
investigaciones, procesos o actuaciones; 
 

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación 
de documentos judiciales; 
 

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento 
particular que el Estado Parte requirente desee que se aplique; 
 

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y 
 

f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 
 
16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria para 
dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho 
cumplimiento. 

 
17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requerido y en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los 
procedimientos especificados en la solicitud. 
 
18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, 
cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar declaración 
como testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a 
solicitud del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible 
o conveniente que la persona en cuestión comparezca personalmente en el territorio del Estado 
Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir en que la audiencia esté a cargo de una 
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autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del 
Estado Parte requerido. 
 
19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado 
Parte requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada 
de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus 
actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este último 
caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte requerido antes de revelar la 
información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un 
caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente informará sin 
demora al Estado Parte requerido de dicha revelación. 
 
20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca 
de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle 
cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de 
inmediato al Estado Parte requirente. 
 
21. La asistencia judicial reciproca podrá ser denegada: 
 

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo;  
 

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría 
menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales; 
            

c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohiba a sus autoridades actuar 
en la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; 

 
d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte 

requerido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca. 
 
22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente 
porque se considere que el delito también entraña asuntos fiscales. 

 
23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente. 

 
24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible 
y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado 
Parte requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado 
Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente 
respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte requirente informará con 
prontitud cuando ya no necesite la asistencia solicitada.  

 
25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturbase 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 
 
26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de 
diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido 
consultará al Estado Parte requirente para considerar se es posible prestar la asistencia solicitada 
supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la 
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asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá observar las condiciones 
impuestas. 
 
27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra 
persona que, a instancia del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio 
o en colaborar en una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte 
requirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de 
su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad 
anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto 
cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos o 
durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que se le haya informado 
oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de salir 
del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él 
después de haberlo abandonado. 

 
28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el 
Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. 
Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se 
consultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como 
la manera en que se sufragarán los gastos. 
 
29. El Estado Parte requerido: 
 

a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros 
documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga 
acceso el público en general; 

 
b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, 

proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de 
otros documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén 
al alcance del público en general.   

 
30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la práctica, 
hagan efectivas sus disposiciones o las refuercen. 

 
Artículo 19 

Investigaciones conjuntas 
 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades 
competentes puedan establecer órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos 
de esa índole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante acuerdos concertados 
caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por que la soberanía del Estado Parte en 
cuyo territorio haya  de efectuarse la investigación sea plenamente respetada. 

 
Artículo 20 

Técnicas especiales de investigación 
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1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, 
cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones prescritas por su 
derecho interno, las medidas que sean necesarias para permitir el adecuado recurso  a la entrega 
vigilada y, cuando lo considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales de 
investigación, como la vigilancia electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, por 
sus autoridades competentes en su territorio con objeto de combatir eficazmente la delincuencia 
organizada. 

 
2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los 
Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación 
en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando 
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se 
cumplirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas. 

 
3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda 
decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se 
adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá cuando sea necesario, tener en cuenta los 
arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados 
Parte interesados. 

 
4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el 
consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como 
interceptar los bienes, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o 
parcialmente. 

 
Artículo 21 

Remisión de actuaciones penales 
 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el 
enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente Convención cuando se estime que esa 
remisión obrará en beneficio de la debida administración de justicia, en particular en casos en que 
intervengan  varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 

 
Artículo 22 

Establecimiento de antecedentes penales 
  

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias 
para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa 
declaración de culpabilidad, en otro Estado, de un presunto delincuente a fin de utilizar esa 
información en actuaciones penales relativas a un delito comprendido en la presente Convención. 

 
Artículo 23 

Penalización de la obstrucción de la justicia 
  

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

 
a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la 

concesión de un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de 
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testimonio o la aportación de pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de los 
delitos comprendidos en la presente Convención;  

 
b) El uso de fuerza física, amenaza o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de 

las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer 
cumplir la ley en relación con la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Nada de lo previsto en el presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a 
disponer de legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos. 
 

Artículo 24 
Protección de los testigos 

 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger de 
manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que participen en 
actuaciones penales y que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente 
Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 

 
2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin 
perjuicio de los derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías procesales, en: 

 
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la 

medida de lo necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición 
total o parcial de revelar información relativa a su identidad y paradero;   

 
b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los testigos se preste 

de modo que no se ponga en peligro su seguridad, por ejemplo, aceptando el testimonio por 
conducto de tecnologías de comunicación como videoconferencias u otros medios adecuados. 

 
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados 
para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 

 
4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las víctimas en el caso de 
que actúen como testigos. 

 
Artículo 25 

Asistencia y protección a las víctimas 
 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar 
asistencia y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, en 
particular en casos de amenaza de represalia o intimidación. 

 
2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a las víctimas de los 
delitos comprendidos en la presente Convención obtener indemnización y restitución. 

 
3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y examinen 
las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las etapas apropiadas de la actuaciones penales 
contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa. 

 
Artículo 26 
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Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de hacer 
cumplir la Ley 

 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o 
hayan participado en grupos delictivos organizados a: 

 
a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines investigativos y 

probatorios sobre cuestiones como: 

i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las 
actividades de los grupos delictivos organizados; 

ii) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos delictivos 
organizados;  

iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o puedan 
cometer. 

 

b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda  contribuir 
a privar a los grupos delictivos organizados de sus recursos o del producto del delito. 

 

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos apropiados, la mitigación 
de la pena de las personas acusadas que presten una cooperación sustancial en la investigación o 
el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

 

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a las personas que 
presten una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos 
comprendidos en la presente Convención. 

 

4. La protección de esas personas será la prevista en el Artículo 24 de la presente Convención. 

5. Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo que se encuentre 
en un Estado Parte pueda prestar una cooperación sustancial a las autoridades competentes de 
otro Estado Parte, los Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar 
acuerdos o arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, 
por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 2 y 3 del presente artículo. 

 

Artículo 27 

Cooperación en materia de cumplimiento de la Ley 

 

1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de 
cumplimiento de la Ley orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente 
Convención. En particular, cada Estado Parte adoptará medidas eficaces para: 
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a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios 
competentes y, de ser necesario, establecerlas, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de 
información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así 
como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras 
actividades delictivas; 

 

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a 
delitos comprendidos en la presente Convención acerca de: 

 

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en 
tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas; 

 

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos 
delitos; 

 

 

 

 

iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a 
utilizarse en la comisión de esos delitos. 

 

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se 
requieran para fines de análisis o investigación; 

 

d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios 
competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de 
oficiales de enlace, con sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte 
interesados;   

 

e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos 
concretos empleados por los grupos delictivos organizados, así como, cuando proceda, sobre las 
rutas y los medios de transporte y el uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados 
u otros medios de encubrir sus actividades; 

 

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole 
adoptadas con miras a la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

 

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa entre 
sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la Ley y, cuando tales acuerdos o 
arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte 
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interesados, las Partes podrán considerar la presente Convención como la base para la cooperación 
en materia de cumplimiento de la Ley respecto de los delitos comprendidos en la presente 
Convención. Cuando proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la celebración de 
acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones internaciones o regionales, con miras a aumentar 
la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la Ley. 

 

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer 
frente a la delincuencia organizada transnacional cometida mediante el recurso a la tecnología 
moderna. 

 

Artículo 28 

Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza 

de la delincuencia organizada 

 
1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con los círculos 
científicos y académicos, las tendencias de la delincuencia organizada en su territorio, las 
circunstancias en que actúa la delincuencia organizada, así como los grupos profesionales y las 
tecnologías involucradas. 

 
2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir experiencia analítica 
acerca de las actividades de la delincuencia organizada, tanto a nivel bilateral como  por conducto 
de organizaciones internacionales y regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según 
proceda, definiciones, normas y metodologías comunes. 

 
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las medidas en vigor 
encaminadas a combatir la delincuencia organizada y evaluarán su eficacia y eficiencia. 

 
Artículo 29 

Capacitación y asistencia técnica 
 

1. Cada Estado parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas 
de capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de hacer 
cumplir la Ley, incluidos fiscales, jueces de instrucción y personal de aduanas, así como para el 
personal de otra índole encargado de la prevención, la detección y el control de los delitos 
comprendidos en la presente Convención. Esos programas podrán incluir adscripciones e 
intercambios de personal. En particular y en la medida en que lo permita el derecho interno, 
guardarán relación con: 

 
a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los delitos 

comprendidos en la presente Convención; 
 

b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente inplicadas en delitos 
comprendidos en la presente Convención, incluso en los Estados de tránsito, y las medidas de 
lucha pertinentes; 

 
c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando; 
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d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de los bienes, 
el equipo u otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y los métodos empleados para 
la transferencia, ocultación o disimulación de dicho  producto, bienes, equipo u otros 
instrumentos, así como los métodos utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros delitos 
financieros; 
 

e) El acopio de pruebas; 
 

f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos; 
 

g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la Ley, incluidas la 
vigilancia electrónica, la entrega vigilada y las operaciones encubiertas; 

 
h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada transnacional 

mediante computadoras, redes de telecomunicaciones u otras formas de la tecnología moderna; e 
 

i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos. 
 

2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de 
investigación y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados en las 
esferas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando 
proceda, a conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la cooperación 
y fomentar el examen de los problemas de interés común, incluidos los problemas y necesidades 
especiales de los Estados de tránsito. 

 
3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia técnica que faciliten la 
extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha capacitación y asistencia técnica podrán 
incluir la enseñanza de idiomas, adscripciones e intercambios de personal entre autoridades 
centrales u organismos con responsabilidades pertinentes.   
 
4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los Estados Parte 
intensificarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por optimizar las actividades operacionales 
y de capacitación en las organizaciones internacionales y regionales, así como en el marco de 
otros acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 

 
Artículo 30 

Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la 
asistencia técnica 

 
1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente 
Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuenta 
los efectos adversos de la delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo 
sostenible en particular. 

 

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de los posible y en forma coordinada 
entre sí, así como con organizaciones internaciones y regionales, por: 

 

a) Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en desarrollo con 
miras a fortalecer las capacidades de esos países para prevenir y combatir la delincuencia 
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organizada transnacional; 

 

b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países 
en desarrollo para combatir con eficacia la delincuencia organizada transnacional y ayudarles a 
aplicar satisfactoriamente la presente Convención; 

 

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en 
transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presente 
Convención. A tal fin, los Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas 
y periódicas a una cuenta específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de 
financiación de la Naciones Unidas. Los Estados Parte también podrán considerar en particular la 
posibilidad, conforme a su derecho interno y a las disposiciones de la presente Convención, de 
aportar a la cuenta antes mencionada un porcentaje del dinero o del valor correspondiente del 
producto del delito o de los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo dispuesto en la presente 
Convención; 

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que 
se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular 
proporcionando un mayor número de programas de capacitación y equipo moderno a los países 
en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los objetivos de la presente Convención. 

 

3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de 
asistencia externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los planos bilateral, regional o 
internacional. 

 

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre 
asistencia material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer 
efectiva la cooperación internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar 
y combatir la delincuencia organizada transnacional. 

 

Articulo 31 

Prevención 

 

1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover 
prácticas y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional. 

 

2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, reducir las oportunidades actuales o futuras de que dispongan los grupos delictivos 
organizados para participar en mercados lícitos con el producto del delito adoptando 
oportunamente medidas legislativas, administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían 
centrarse en:  

 

a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismo encargados de hacer cumplir 
la Ley o el ministerio público y las entidades privadas pertinentes, incluida la industria;  
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b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos para 
salvaguardar la integridad de las entidades públicas y de las entidades privadas interesadas, así 
como códigos de conducta para profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios 
públicos, asesores fiscales y contadores; 

 

c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos organizados de 
licitaciones públicas y de subsidios y licencias concedidos por autoridades públicas para realizar 
actividades comerciales; 

 

d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de grupos 
delictivos organizados; a este respecto, dichas medidas podrían incluir las siguientes: 

 

i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales 
involucradas en la constitución, la gestión y la financiación de personas jurídicas; 

 

ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio apropiado 
durante un período razonable a las personas condenadas por delitos comprendidos en la 
presente Convención para actuar como directores de personas jurídicas constituidas en sus 
respectivas jurisdicciones; 

 

iii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para actuar 
como directores de personas jurídicas; y 

 

iv)  El intercambio de información contenida en los registros mencionados en los 
incisos i) y iii) del presente apartado con las autoridades competentes de otros Estados 
Parte. 

 

3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las personas condenadas por 
delitos comprendidos en la presente Convención. 

 

4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las prácticas 
administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si existe el peligro de que sean utilizados 
indebidamente por grupos delictivos organizados. 

 

5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las 
causas y la gravedad de la delincuencia organizada transnacional y la amenaza que representa.  
Cuando proceda, podrá difundirse información a través de los medios de comunicación y se 
adoptarán medidas para fomentar la participación pública en los esfuerzos por prevenir y combatir 
dicha delincuencia. 
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6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de la Naciones Unidas el nombre y la 
dirección de la autoridad o las autoridades que pueden ayudar a otros Estados Parte a formular 
medidas para prevenir la delincuencia organizada transnacional. 

 

7. Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes, según proceda, con miras a promover y formular las medidas mencionadas en el 
presente artículo. Ello incluye la participación en proyectos internacionales para la prevención de 
la delincuencia organizada transnacional, por ejemplo, mediante la mitigación de las 
circunstancias que hacen vulnerable a los grupos socialmente marginados a las actividades de la 
delincuencia organizada transnacional. 

 

Artículo 32 

Conferencia de las Partes en la Convención 

 

1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto de mejorar la 
capacidad de los Estados Parte para combatir la delincuencia organizada transnacional y para 
promover y examinar la aplicación de la presente Convención. 

 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de las Partes a más 
tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. La Conferencia de las 
Partes aprobará reglas de procedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas en los 
párrafos 3 y 4 del presente artículo (incluidas normas relativas al pago de los gastos resultantes 
de la puesta en marcha de esas actividades). 

 

3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los objetivos 
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a: 

 

a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los Artículos 29, 
30 y 31 de la presente Convención, alentando inclusive la movilización de contribuciones 
voluntarias; 

 

b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las modalidades y 
tendencias de la delincuencia organizada transnacional y sobre prácticas eficaces para 
combatirlas; 

    

c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las organizaciones no 
gubernamentales pertinentes; 

 

d)  Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; y 
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 e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación. 

 

4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la Conferencia de las 
Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades 
encontradas por los Estados Parte en aplicación de la presente Convención mediante la 
información que ellos le faciliten y mediante los demás mecanismos de examen que establezca la 
Conferencia de las Partes. 

 

5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información sobre sus programas, 
planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para 
aplicar la presente Convención, según lo requiera la Conferencia de las Partes. 

 

Artículo 33 

Secretaría 

 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría  necesarios  a 
las Conferencia de las Partes en la Convención. 

 

2. La Secretaría: 

 

a)  Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades 
enunciadas en el Artículo 32 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones de 
la Conferencia de las Partes y les prestará los servicios necesarios; 

 

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información 
a la Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del Artículo 32 de la presente 
convención ; y 

 

c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes. 

 

Artículo 34 

Aplicación de la Convención 

 

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para 
garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención. 

 

2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de conformidad con 
los Artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención independientemente del carácter transnacional 
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o la participación de un grupo delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 
del Artículo 3 de la presente Convención, salvo en la medida en que el Artículo 5 de la presente 
Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado. 

 

3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente 
Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional. 

 

Artículo 35 

Solución de controversias 

 

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación de la presente Convención mediante la negociación. 

 

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de 
la presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses 
después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de 
acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la 
Corte. 

 

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de 
la presente Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 
del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del 
presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente 
artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

 

Artículo 36 

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre 
de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York hasta el 12 de diciembre de 2002. 

 

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo. 
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3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros 
ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas 
organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por 
la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier 
modificación pertinente del alcance de su competencia. 

 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea 
Parte en la Presente Convención. Los Instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

 

Artículo 37 

Relación con los protocolos 

 

1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos. 

 

2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones regionales de 
integración económica también deberán ser parte en la presente Convención. 

 

3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por un protocolo a menos 
que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad con sus disposiciones. 

 

4. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con ésta, teniendo en 
cuenta la finalidad de esos protocolos. 

 

Artículo 38 

Entrada en vigor 

 

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en  que se haya 
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los 
efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización  regional de 
integración económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros 
de tal organización. 
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2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o 
apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el cuadragésimo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,  la presente Convención entrará 
en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado 
el instrumento pertinente. 

  

Artículo 39 

Enmienda 

 

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 
Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la 
Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. La 
Conferencia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se 
han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la 
aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados 
Parte presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 

 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al 
número de sus Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa. 

 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en 
vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de esa enmienda. 

 

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las 
disposiciones de la presente Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que 
hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 

 

Artículo 40 

Denuncia 

 

1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al 
Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Secretario General haya recibido la notificación. 
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2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Parte en la presente 
Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros. 

 

La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del presente artículo entrañará la 
denuncia de sus protocolos. 

 

Artículo 41 

Depositario e idiomas 

 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 

 

2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés, y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención.”  

 
 Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los treinta y un días del mes 
de julio del año dos mil tres, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de Diputados 
a los treinta días del mes de octubre del año dos mil tres, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 
204 de la Constitución Nacional. 

 
 
     Benjamín Maciel Pasotti                                              Carlos Mateo Balmelli       

    Presidente                                                                     Presidente                    
     H. Cámara de Diputados                                             H. Cámara de Senadores        
 
        Raúl Adolfo Sánchez                                   Ana María Mendoza de Acha           
      Secretario Parlamentario                                            Secretaria Parlamentaria           
 

 Asunción, 25 de noviembre de 2003 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 
           Leila Rachid de Cowles 
     Ministra de Relaciones Exteriores 
 
 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

46 
 

LEY Nª 2378/2004 
 
 

QUE APRUEBA LA CONVENCION PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS ACTOS DE 
TERRORISMO CONFIGURADOS EN DELITOS CONTRA LAS PERSONAS Y LA 
EXTORSION CONEXA CUANDO ESTOS TENGAN TRASCENDENCIA INTERNACIONAL 

 
 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
 

LEY: 
 
 Artículo 1°.-  Apruébase la “Convención para Prevenir y Sancionar los Actos de 
Terrorismo configurados en delitos contra las personas y la extorsión conexa cuando éstos tengan 
Trascendencia Internacional”, abierta a la firma en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos 
de América, el 2 de febrero de 1971 y suscrito por la República del Paraguay, el 17 de enero de 
2002, cuyo texto es como sigue: 
 

“CONVENCION PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS ACTOS DE TERRORISMO 
CONFIGURADOS EN DELITOS CONTRA LAS PERSONAS Y LA EXTORSION CONEXA 

CUANDO ESTOS TENGAN TRASCENDENCIA INTERNACIONAL 
 

LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS 
AMERICANOS, 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que la defensa de la libertad y de la justicia y el respeto de los derechos fundamentales 

de la persona humana, reconocidos por la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, son deberes primordiales de los 
Estados; 
 

Que la Asamblea General de la Organización, en la Resolución 4 del 30 de junio de 1970, 
condenó enérgicamente los actos de terrorismo y en especial el secuestro de personas y la 
extorsión conexa con éste, los que calificó como graves delitos comunes; 
 

Que están ocurriendo con frecuencia actos delictivos contra personas que merecen 
protección especial de acuerdo con las normas del derecho internacional y que dichos actos 
revisten trascendencia internacional por las consecuencias que pueden derivarse para las 
relaciones entre los Estados; 
 

Que es conveniente adoptar normas que desarrollen progresivamente el derecho 
internacional en lo que atañe a la cooperación internacional en la prevención y sanción de tales 
actos; 
 

Que en la aplicación de dichas normas debe mantenerse la institución del asilo y que, 
igualmente, debe quedar a salvo el principio de no intervención, 
 
 

HAN CONVENIDO EN LOS ARTICULOS SIGUIENTES: 
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Artículo 1 
 

Los Estados contratantes se obligan a cooperar entre sí, tomando todas las medidas que 
consideren eficaces de acuerdo con sus respectivas legislaciones y especialmente las que se 
establecen en esta Convención, para prevenir y sancionar los actos de terrorismo y en especial el 
secuestro, el homicidio y otros atentados contra la vida y la integridad de las personas a quienes 
el Estado tiene el deber de extender protección especial conforme al derecho internacional, así 
como la extorsión conexa con estos delitos. 
 
Artículo 2 
 

Para los efectos de esta Convención, se consideran delitos comunes de trascendencia 
internacional cualquiera que sea su móvil, el secuestro, el homicidio y otros atentados contra la 
vida y la integridad de las personas a quienes el Estado tiene el deber de extender protección 
especial conforme al derecho internacional, así como la extorsión conexa con estos delitos. 
 
Artículo 3 
 

Las personas procesadas o sentenciadas por cualquiera de los delitos previstos en el 
Artículo 2 de esta Convención, estarán sujetas a extradición de acuerdo con las disposiciones de 
los tratados de extradición vigentes entre las partes o, en el caso de los Estados que no condicionan 
la extradición a la existencia de un tratado, de acuerdo con sus propias leyes. 
 

En todo caso corresponde exclusivamente al Estado bajo cuya jurisdicción o protección 
se encuentren dichas personas calificar la naturaleza de los hechos y determinar si las normas de 
esta Convención les son aplicables. 
 
Articulo 4 
 

Toda persona privada de su libertad por aplicación de la presente Convención gozará de 
las garantías judiciales del debido proceso. 
 
Artículo 5 
 

Cuando no proceda la extradición solicitada por alguno de los delitos especificados en el 
Artículo 2 porque la persona reclamada sea nacional o medie algún otro impedimento 
constitucional o legal, el Estado requerido queda obligado a someter el caso al conocimiento de 
las autoridades competentes, a los efectos del procesamiento como si el hecho se hubiera cometido 
en su territorio. La decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado requirente. 
En el juicio se cumplirá con la obligación que se establece en el Artículo 4. 

 
Artículo 6 
 

Ninguna de las disposiciones de esta Convención será interpretada en el sentido de 
menoscabar el derecho de asilo. 

 
 
Artículo 7 
 

Los Estados contratantes se comprometen a incluir los delitos previstos en el Artículo 2 
de esta Convención entre los hechos punibles que dan lugar a extradición en todo tratado sobre la 
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materia que en el futuro concierten entre ellos. Los Estados contratantes que no supediten la 
extradición al hecho de que exista un tratado con el Estado solicitante consideran los delitos 
comprendidos en el Artículo 2 de esta Convención como delitos que dan lugar a extradición, de 
conformidad con las condiciones que establezcan las leyes del Estado requerido. 
 
Artículo 8 

 
Con el fin de cooperar en la prevención y sanción de los delitos previstos en el Artículo 

2 de la presente Convención, los Estados contratantes aceptan las siguientes obligaciones: 
 

a) Tomar las medidas a su alcance, en armonía con sus propias leyes, para prevenir e impedir 
en sus respectivos territorios la preparación de los delitos mencionados en el Artículo 2 
y que vayan a ser ejecutados en el territorio de otro Estado contratante; 

 

b) Intercambiar informaciones y considerar las medidas administrativas eficaces para la 
protección de las personas a que se refiere el Artículo 2 de esta Convención; 

 
c) Garantizar el más amplio derecho de defensa a toda persona privada de libertad por 

aplicación de la presente Convención; 
 

d) Procurar que se incluyan en sus respectivas legislaciones penales los hechos delictivos, 
materia de esta Convención cuando no estuvieren ya previstos en aquéllas; 

 
e) Cumplimentar en la forma más expedita los exhortos en relación con los hechos delictivos 

previstos en esta Convención. 
 

Artículo 9 
 

La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos, así como de cualquier Estado Miembro de la Organización de las Naciones 
Unidas o de cualquiera de los organismos especializados vinculados a ella o que sea parte en el Estatuto 
de la Corte Internacional de Justicia, y de cualquier otro Estado que la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos invite a suscribirla. 
 

Artículo 10 
 

La presente Convención será ratificada por los Estados signatarios de acuerdo con sus 
respectivos procedimientos constitucionales. 
 

Artículo 11 
 

El instrumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, y 
dicha Secretaría enviará copias certificadas a los gobiernos signatarios para los fines de su ratificación. 
Los instrumentos de ratificación serán depositados en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos y dicha Secretaría notificará tal depósito a los Gobiernos signatarios. 
 

Artículo 12 
 

La presente Convención entrará en vigor entre los Estados que la ratifiquen, en el orden en que 
depositen los instrumentos de sus respectivas ratificaciones. 
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Artículo 13 

 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados contratantes 

podrá denunciarla. La denuncia será transmitida a la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, y dicha Secretaría la comunicará a los demás Estados contratantes. 
Transcurrido un año a partir de la denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados contratantes. 
 

DECLARACION DE PANAMA 
 

La Delegación de Panamá deja constancia de que nada en esta Convención podrá 
interpretarse en el sentido de que el derecho de asilo implica el de poderlo solicitar a las autoridades  
de los Estados Unidos en la Zona del Canal de Panamá, ni el reconocimiento  de que el Gobierno de 
los Estados Unidos tiene derecho a dar asilo o refugio político  en el territorio de la República de 
Panamá que constituye la Zona del Canal de Panamá. 
 
 EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, presentados sus plenos poderes, 
que han sido hallados en buena y debida forma, firman la presente Convención, en nombre de sus 
respectivos gobiernos, en la ciudad de Washington, el dos de febrero de mil novecientos  setenta 
y uno”. 
 

Artículo 2°.-   Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los treinta días del mes 
de octubre del año dos mil tres, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de 
Diputados a los trece días del mes de abril del año dos mil cuatro, de conformidad a lo dispuesto 
en el Artículo 204 de la Constitución Nacional. 

  
 

        Benjamín Maciel Pasotti                                          Carlos Mateo Balmelli       
                  Presidente                                                               Presidente 
        H. Cámara de Diputados                                          H. Cámara de Senadores                                        
          
       Armín D. Diez Pérez Duarte                                  Ana María Mendoza de Acha           
          Secretario Parlamentario                                         Secretaria Parlamentaria           
 

 
 Asunción, 30 de abril de 2004 

 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 

El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 
            Leila Rachid de Cowles 
    Ministra de Relaciones Exteriores 
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LEY Nº 2381/2004         

    
QUE APRUEBA EL CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA SUPRESION DEL 
FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO 

 
 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
 

LEY: 
 

 
 
 Artículo 1°.-  Apruébase el “Convenio Internacional para la Supresión del Financiamiento 
del Terrorismo”, suscrito por la República del Paraguay  el 12 de octubre de 2001, cuyo texto es 
como sigue: 
 

“CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION DE 
LA FINANCIACION DEL TERRORISMO 

 
Preámbulo 

 
Los Estados Partes en el presente Convenio, 

  
 Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas relativos 
al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las relaciones de amistad 
y buena vecindad y la cooperación entre los Estados, 
 
 Profundamente preocupados por el hecho de que se intensifican en todo el mundo los atentados 
terroristas en todas sus formas y manifestaciones, 
 
 Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones Unidas 
contenida en la resolución 50/6 de la Asamblea General, de 24 de octubre de 1995, 
  
 Recordando también todas las resoluciones pertinentes de la Asamblea General sobre la 
cuestión, incluida la resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, y su anexo sobre la Declaración sobre 
medidas para eliminar el terrorismo internacional, en la que los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas reafirmaron solemnemente que condenaban en términos inequívocos todos los actos, métodos y 
prácticas terroristas por considerarlos criminales e injustificables, donde quiera y quienquiera los 
cometiera, incluidos los que pusieran en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos 
y amenazaran la integridad territorial y la seguridad de los Estados, 
 

Observando que en la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo 
internacional se  alentaba además a los Estados a que examinaran con urgencia el alcance de las 
disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación del 
terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un marco 
jurídico global que abarcara todos los aspectos de la cuestión, 

 
Recordando la resolución 51/210 de la Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, en cuyo 

párrafo 3, inciso f), la Asamblea exhortó a todos los Estados a que adoptaran medidas para prevenir y 
contrarrestar, mediante medidas internas apropiadas, la financiación de terroristas y de organizaciones 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

51 
 

terroristas, ya sea que se hiciera en forma directa o indirecta, por conducto de organizaciones que 
tuvieran además o que proclamaran tener objetivos caritativos, sociales o culturales, o que realizaran 
también actividades ilícitas, como el tráfico ilegal de armas, la venta de estupefacientes y las 
asociaciones ilícitas, incluida la explotación de personas a fin de financiar actividades terroristas, y en 
particular a que consideraran, en su caso, la adopción de medidas  reguladoras para prevenir y 
contrarrestar los movimientos de fondos que se sospechara se hicieran con fines terroristas, sin impedir 
en modo alguno la libertad de los movimientos legítimos de capitales, y que intensificaran el intercambio 
de información acerca de los movimientos internacionales de ese  tipo de fondos, 

 
Recordando asimismo la resolución 52/165 de la Asamblea General, de 16 de diciembre de 

1997, en la que la Asamblea invitó a los Estados a que consideraran, en particular, la posibilidad de 
aplicar las medidas que figuraban en los incisos a) a f) del párrafo 3 de su resolución 51/210, de 17 de 
diciembre de 1996, 
 

Recordando además la resolución 53/108 de la Asamblea General, de 8 de diciembre de 
1998, en la que la Asamblea decidió que el Comité Especial establecido en virtud de su resolución 
51/210, de 17 de diciembre de 1996, elaborara un proyecto de Convenio internacional para la 
represión de la financiación del terrorismo que complementara los instrumentos internacionales 
conexos existentes, 
 

Considerando que la financiación del terrorismo es motivo de profunda preocupación 
para toda la comunidad internacional, 
 
 Observando que el número y la gravedad de los actos de terrorismo internacional dependen 
de la financiación que pueden obtener los  terroristas, 
 
 Observando igualmente que los instrumentos jurídicos multilaterales vigentes no se 
refieren explícitamente a la financiación del terrorismo, 
 
 Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional 
entre los Estados con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir la 
financiación del terrorismo, así como para reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el castigo de 
sus autores, 

 
Han acordado lo siguiente: 

   
 

Artículo 1 
  
 A los efectos del presente Convenio: 
 

1. Por “fondos” se entenderá los bienes de cualquier tipo, tangibles o intangibles, muebles 
o inmuebles, con independencia de cómo se hubieran obtenido, y los documentos o instrumentos 
legales, sea cual fuere su forma, incluida la forma electrónica o digital, que acrediten la propiedad 
u otros derechos sobre dichos bienes, incluidos, sin que la enumeración sea exhaustiva, créditos 
bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros, acciones, títulos, obligaciones, letras de 
cambio y cartas de crédito. 
 

2. Por “institución gubernamental o pública” se entenderá toda instalación o vehículo de 
carácter permanente o temporario utilizado u ocupado por representantes de un Estado, 
funcionarios del Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo o la administración de justicia, empleados 
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o funcionarios de un Estado u otra autoridad o entidad pública o funcionarios o  empleados de 
una organización intergubernamental, en el desempeño de sus funciones oficiales. 
 

3. Por “producto” se entenderá cualesquiera fondos procedentes u obtenidos, directa o 
indirectamente, de la comisión de un delito enunciado en el Artículo 2.   
 

Artículo 2 
 

1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el medio que fuere, directa 
o indirectamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la intención de que se 
utilicen ,  o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer: 
 

a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de los 
tratados enumerados en el anexo y tal como esté definido en ese tratado; 

 
b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves 

a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en 
una situación de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza 
o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización 
internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo. 

 
2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
al presente Convenio, un Estado que no sea parte en alguno de los tratados enumerados 
en el anexo podrá declarar que, en la aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, 
el tratado no se considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo 
1.  La declaración quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en vigor para el 
Estado Parte, que notificará este hecho al depositario; 

 
b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados enumerados en 

el anexo, podrá efectuar una declaración respecto de ese tratado con arreglo a lo previsto 
en el presente artículo. 
 
3. Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1, no  será necesario que 

los fondos se hayan usado efectivamente para cometer un delito mencionado en los apartados a) 
o b) del párrafo 1. 
 

4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enunciado en el párrafo 
1 del presente artículo. 

 
5. Comete igualmente un delito quien: 

 
a) Participe como cómplice en la comisión de un delito, enunciado en los párrafos 

1 ó 4 del presente Artículo; 
 

b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 o  4 del presente 
artículo o dé órdenes a otros de cometerlo; 
 

c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 
1 ó 4 del presente artículo por un grupo de personas que actúe con un propósito común. 
La contribución deberá ser intencionada y hacerse: 
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i)Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines 
delictivos del grupo, cuando esa actividad o esos fines impliquen la comisión de 
un delito enunciado en el párrafo 1 del presente artículo; o 
 
 ii)Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito 
enunciado en el párrafo 1 del presente Artículo. 

 
Artículo 3 

 
 El presente Convenio no será aplicable cuando el delito se haya cometido en un solo 
Estado, el presunto delincuente sea nacional de ese Estado y se encuentre en el territorio de ese 
Estado y ningún otro Estado esté facultado para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto 
en el párrafo 1 ó 2 del Artículo 7, con la excepción de que serán aplicables a esos casos, cuando 
corresponda, las disposiciones de los Artículos 12 a 18. 
 

Artículo 4 
 
 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para: 
 

a) Tipificar como infracción penal, con arreglo a su legislación interna, los delitos 
enunciados en el Artículo 2; 

 
b) Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su 

carácter grave. 
 

Artículo 5 
 

1. Cada Estado Parte, de conformidad con sus principios jurídicos internos, adoptará las 
medidas necesarias para que pueda establecerse la responsabilidad de una entidad jurídica ubicada 
en su territorio o constituida con arreglo a su legislación, cuando una persona responsable de su 
dirección o control cometa, en esa calidad, un delito enunciado en el Artículo 2. Esa responsabilidad 
podrá ser penal, civil o administrativa. 
 
  2. Se incurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad penal de las 
personas físicas que hayan cometido los delitos. 
 

3. Cada Estado Parte velará en particular por que las entidades jurídicas responsables de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 estén sujetas a sanciones penales, civiles o 
administrativas eficaces, proporcionadas y disuasorias. Tales sanciones podrán incluir sanciones 
de carácter monetario. 

 
Artículo 6 

 
 Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, incluida, cuando 
proceda, la adopción de legislación interna, para asegurar que los actos criminales comprendidos 
en el ámbito del presente Convenio no puedan justificarse en circunstancias alguna por 
consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar. 
 
                      Artículo 7 
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1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el Artículo 2 cuando éstos sean cometidos: 
 
  a) En el territorio de ese Estado; 
 

b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de una aeronave 
matriculada de conformidad con la legislación de ese Estado en el momento de la 
comisión del delito; 

 
  c) Por un nacional de ese Estado. 
 

2. Cada Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de cualquiera de 
tales delitos cuando sean cometidos: 
 

a) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) 
o b) del párrafo 1 del Artículo 2 en el territorio de ese Estado o contra uno de sus 
nacionales o haya tenido ese resultado; 

 
b) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) 

o b) del párrafo 1 del Artículo 2 contra una instalación gubernamental de ese Estado en 
el extranjero, incluso un local diplomático o consular de ese Estado o haya tenido ese 
resultado; 

 
c) Con el propósito o el resultado de cometer un delito de los indicados en los 

apartados a) o b) del párrafo 1 del Artículo 2, en un intento de obligar a ese Estado a 
realizar o abstenerse de realizar un determinado acto; 

 
d) Por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese Estado; 

 
e) A bordo de una aeronave que sea explotada por el gobierno de ese Estado. 

 
3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a él, 

notificará al Secretario General de las Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción de 
conformidad con su legislación nacional con arreglo al párrafo 2. El Estado Parte de que se trate 
notificará inmediatamente al Secretario General los cambios que se produzcan. 
 

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que resulten necesarias para establecer 
su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el Artículo 2 en los casos en que el presunto 
autor del delito se halle en su territorio y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 ó 2 del 
presente artículo. 
 

5. Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción respecto de uno de los delitos 
mencionados en el Artículo 2, los Estados Partes interesados procurarán coordinar sus acciones 
de manera apropiada, en particular respecto de las condiciones para enjuiciar y de las modalidades 
de la asistencia judicial recíproca. 
 

6. Sin perjuicio de las normas generales de derecho internacional, el presente Convenio 
no excluye el ejercicio de ninguna jurisdicción penal establecida por un Estado  Parte de 
conformidad con su legislación nacional. 
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Artículo 8 
 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, de conformidad con 
sus principios jurídicos internos, para la identificación, la detección y el aseguramiento o la 
incautación de todos los fondos utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en el 
Artículo 2, así como el producto obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible decomiso. 
 

2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus principios jurídicos internos, las 
medidas que resulten necesarias para el decomiso de los fondos utilizados o asignados para 
cometer los delitos indicados en el Artículo 2 y del producto obtenido de esos delitos. 
 

3. Cada Estado Parte interesado podrá considerar la posibilidad de concertar acuerdos 
para compartir con otros Estados Partes, por norma general o en cada caso, los fondos procedentes 
de los decomisos previstos en el presente artículo. 
 

4. Cada Estado Parte considerará el establecimiento de mecanismos mediante los cuales 
los fondos procedentes de los decomisos previstos en el presente artículo se utilicen para 
indemnizar a las víctimas de los delitos mencionados en los incisos a) o b) del párrafo 1 del 
Artículo 2, o de sus familiares. 
 

5. La aplicación de las disposiciones del presente artículo se efectuará  sin perjuicio de 
los derechos de los terceros de buena fe. 
 

Artículo 9 
 

1. El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio puede encontrarse el 
culpable o presunto culpable de un delito enunciado en el Artículo 2 tomará inmediatamente las medidas 
que sean necesarias de conformidad con su legislación nacional para investigar los hechos comprendidos 
en esa información. 
 

2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente o presunto delincuente, 
si estima que las circunstancias lo justifican, tomará las medidas que correspondan conforme a su 
legislación nacional a fin  de asegurar la presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento 
o extradición. 
 

3. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas en el párrafo 2 
tendrá derecho a:  
 

a) Ponerse sin demora en comunicación con el representante más próximo que 
corresponda del Estado del que sea nacional o al que competa por otras razones proteger 
los derechos de esa persona o, si se trata de un apátrida, del Estado en cuyo territorio 
resida habitualmente; 

 
  b)  Ser visitada por un representante de dicho Estado; 
 

c) Ser informada de los derechos previstos en los apartados a) y b) del presente 
párrafo. 

 
4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3 se ejercitarán de conformidad con 

las leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle el delincuente o presunto 
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delincuente, a condición de que esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla plenamente 
el propósito de los derechos indicados en el párrafo 3 del presente artículo. 
 

5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá sin perjuicio del derecho de todo Estado 
Parte que, con arreglo al apartado b) del párrafo 1 o al apartado b) del párrafo 2 del Artículo 7, 
pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse en 
comunicación con el presunto delincuente y visitarlo. 
 

6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una persona notificará 
inmediatamente la detención y las circunstancias que la justifiquen, a los Estados Partes que hayan 
establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 ó 2 del Artículo 7 y, si lo considera 
oportuno, a los demás Estados Partes interesados, directamente o por intermedio del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Estado que proceda a la investigación prevista en el párrafo 
1 del presente artículo informará sin dilación de los resultados de ésta a los Estados Partes 
mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 

 
Artículo 10 

 
1. En los casos en que sea aplicable el Artículo 7, el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre 

el presunto delincuente, si no procede a su extradición, estará obligado a someter sin demora indebida 
el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuicia miento, según el procedimiento previsto en 
la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con independencia de que el delito haya sido o no 
cometido en su territorio.  Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las 
aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave de acuerdo con el derecho de tal Estado. 
 

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la extradición de uno de sus 
nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a ese Estado para cumplir la 
condena que le sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió su extradición 
o su entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo con esa opción y las demás 
condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición o entrega condicional será suficiente para 
cumplir la obligación enunciada en el párrafo 1. 
 

Artículo 11 
 

1. Los delitos enunciados en el Artículo 2 se considerarán incluidos entre los que dan lugar a 
extradición en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con anterioridad a la entrada 
en vigor del presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos 
de extradición en todo tratado sobre la materia que concierten posteriormente entre sí. 

 
2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado reciba de 

otro Estado Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de extradición, podrá, a su 
elección, considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición con 
respecto a los delitos previstos en el Artículo 2. La extradición estará sujeta a las demás condiciones 
exigidas por la legislación al que se ha hecho la solicitud. 
 

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos enunciados en el Artículo 2 como casos de extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas  por la legislación del Estado al que se haga la solicitud. 
 

4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se considerará que los 
delitos enunciados en el Artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se perpetraron sino 
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también en el territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los 
párrafos 1 y 2 del Artículo 7. 
 

5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes con 
respecto a los delitos enumerados en el Artículo 2 se considerarán modificadas     entre esos Estados 
Partes en la medida en que sean incompatibles con el presente Convenio. 
 

Artículo 12 
 

1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en  relación con cualquier 
investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los delitos 
enunciados en el Artículo 2, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias para el 
proceso que obren en su poder. 
 

2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia judicial recíproca al amparo 
del secreto bancario. 
 

3. El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información o prueba que reciba del 
Estado Parte requerido para investigaciones, enjuiciamientos o causas distintos de los consignados en la 
petición, sin la previa autorización del Estado Parte requerido. 
 

4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer mecanismos para compartir con 
otros Estados Partes la información o las pruebas necesarias a fin de establecer la responsabilidad penal, 
civil o administrativa en aplicación del Artículo 5. 
 
  5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud de los 
párrafos 1 y 2 de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial recíproca 
que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán 
dicha asistencia de conformidad con su legislación nacional. 
 

Artículo 13 
            
  Ninguno de los delitos enunciados en el Artículo 2 se podrá considerar, a los fines 
de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, como delito fiscal. En consecuencia, los 
Estados Partes no podrán invocar como único motivo el carácter fiscal del delito para rechazar 
una solicitud de asistencia judicial recíproca o de extradición. 
 

Artículo 14 
 

 A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, ninguno de los delitos 
enunciados en el artículo 2 se considerará delito político, delito conexo a un delito político ni delito 
inspirado en motivos políticos. En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de extradición 
o de asistencia judicial recíproca formulada en relación con un delito de ese carácter por la única 
razón de que se refiere a un delito político, o un delito conexo a un delito político o un delito 
inspirado  en motivos políticos. 

 
Artículo 15 

 
 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido de que imponga 
una obligación de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el Estado Parte al que se 
presenta la solicitud tiene motivos fundados para creer que la solicitud de extradición por los delitos 
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enunciados en el Artículo 2 o de asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha 
formulado con el fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento de lo solicitado podría 
perjudicar la situación de esa persona por cualquiera de esos motivos. 
 

Artículo 16 
 

1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un 
Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de prestar testimonio o 
de identificación para que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación o el 
enjuiciamiento de delitos enunciados en el Artículo 2 podrá ser trasladada si se cumplen las 
condiciones siguientes: 
 

a) Da, una vez informada, su consentimiento de manera libre; 
 

b) Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, con sujeción 
a la condiciones que consideren apropiadas.  
 
2.  A los efectos del presente artículo: 

 
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a 

mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice 
otra cosa; 

 
b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su obligación 

de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue trasladada según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados; 

 
c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado desde el 

que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 
 

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona en el 
Estado al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo de la pena que ha de cumplir 
en el Estado desde el que haya sido trasladada. 
 
3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de 

conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su 
nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida ni sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o 
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue trasladada. 
 

Artículo 17 
 

 Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o 
sea  encausada con arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, incluido el goce de 
todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se 
encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho 
internacional en materia de derechos humanos. 

 
Artículo 18 
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1.  Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos enunciados en el 
Artículo 2, tomando todas las medidas practicables, entre otras, adaptando, de ser necesario, su 
legislación nacional para impedir que se prepare en sus respectivos territorios la comisión de esos 
delitos tanto dentro como fuera de ellos, incluidas: 
 

a) Medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de personas y 
organizaciones que promuevan, instiguen, organicen o cometan a sabiendas los delitos 
enunciados en el Artículo 2; 

 
b) Medidas que exijan que las instituciones financieras y otras profesiones que 

intervengan en las transacciones financieras utilicen las medidas más eficientes de que 
dispongan para la identificación de sus clientes habituales u ocasionales, así como de los 
clientes en cuyo interés se abran cuentas, y presten atención especial a transacciones 
inusuales o sospechosas y reporten transacciones que se sospeche provengan de una 
actividad delictiva. A tales efectos, los Estados Partes considerarán: 

 
i) Adoptar reglamentaciones que prohíban la apertura de cuentas cuyos 

titulares o beneficiarios no estén ni puedan ser identificados, así como medidas 
para velar por que esas instituciones verifiquen la identidad de los titulares reales 
de esas transacciones; 

 
ii) Con respecto a la identificación de personas jurídicas, exigir a las 

instituciones financieras que, cuando sea necesario, adopten medidas para 
verificar la existencia jurídica y la estructura del cliente mediante la obtención, 
de un registro público, del cliente o de ambos, de prueba de la constitución de la 
sociedad, incluida información sobre el nombre del cliente, su forma jurídica, su 
domicilio, sus directores y las disposiciones relativas a la facultad de la persona 
jurídica para contraer obligaciones; 

 
iii) Adoptar reglamentaciones que impongan a las instituciones 

financieras la obligación de reportar con prontitud a las autoridades competentes 
toda transacción compleja, de magnitud inusual y todas las pautas inusuales de 
transacciones que no tengan, al parecer, una finalidad económica u obviamente 
lícita, sin temor de asumir responsabilidad penal o civil por quebrantar alguna 
restricción en materia de divulgación de información, si reportan sus sospechas 
de buena fe; 

 
iv) Exigir a las instituciones financieras que conserven, por lo menos 

durante cinco años, todos los documentos necesarios sobre las transacciones 
efectuadas, tanto nacionales como internacionales.   

  
2. Los Estados Partes cooperarán además en la prevención de los delitos enunciados en 

el Artículo 2 considerando: 
 

a) Adoptar medidas de supervisión, que incluyan, por ejemplo, el establecimiento 
de un sistema de licencias para todas las agencias de transferencia de dinero; 

 
b) Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el transporte transfronterizo 

físico de dinero en efectivo e instrumentos negociables al portador, sujetas a salvaguardias 
estrictas que garanticen una utilización adecuada de la información y sin que ello 
obstaculice en modo alguno la libre circulación de capitales. 
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3. Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la prevención de los delitos 
enunciados en el Artículo 2 mediante el intercambio de información precisa y corroborada, de 
conformidad con las disposiciones de su legislación nacional, y la coordinación de medidas 
administrativas y de otra índole adoptadas, según proceda, para impedir que se cometan los delitos 
enunciados en el Artículo 2, especialmente para: 
 

a) Establecer y mantener vías de comunicación entre sus organismos y servicios 
competentes a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos 
los aspectos de los delitos enunciados en el Artículo 2; 

 
b) Cooperar en la investigación de los delitos enunciados en el Artículo 2 en lo 

que respecta a: 
 

i) La identidad, el paradero y las actividades de las personas con respecto 
a las cuales existen sospechas razonables de que participan en dichos delitos; 

 
ii) El movimiento de fondos relacionados con la comisión de tales delitos. 

 
4. Los Estados Partes podrán intercambiar información por intermedio de la Organización 

Internacional de Policía Criminal (Interpol). 
 
 
 
 
 

Artículo 19 
 
 El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto delincuente 
comunicará, de conformidad con su legislación nacional o sus procedimientos aplicables, el 
resultado final de esa acción al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá la 
información a otros Estados Partes. 

 
Artículo  20 

 
 Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del presente 
Convenio de manera compatible con los principios de la igualdad soberana, la integridad territorial 
de los Estados y la no injerencia en los asuntos internos de otros Estados. 
 

Artículo 21 
 
 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, las obligaciones 
y las responsabilidades de los Estados y de las personas con arreglo al derecho internacional, en 
particular los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas, el derecho internacional humanitario y 
otros convenios pertinentes. 

 
Artículo 22 

 
 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte para ejercer su 
jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén 
exclusivamente reservadas a las autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno. 
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Artículo 23 
 

1. El anexo podrá enmendarse con la adición de tratados pertinentes que: 
  
  a) Estén abiertos a la participación de todos los Estados; 
 
  b) Hayan entrado en vigor; 
 

c) Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de por lo 
menos 22 Estados Partes en el presente Convenio.  

 
2. Una vez que el presente Convenio haya entrado en vigor, un Estado Parte podrá proponer 

tal enmienda. Toda propuesta de enmienda se comunicará al depositario por escrito. El depositario 
notificará a todos los Estados Partes las propuestas que reúnan las condiciones indicadas en el 
párrafo 1 y solicitará sus opiniones respecto de si la enmienda propuesta debe aprobarse. 
 

3. La enmienda propuesta se considerará aprobada a menos que un tercio de los Estados 
Partes objeten a ella mediante notificación escrita a  más tardar 180 días después de su distribución. 
 

4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días después de que se haya 
depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda para todos los Estados Partes que hayan depositado ese instrumento. Para cada Estado 
Parte que ratifique, acepte o apruebe la enmienda después de que se haya depositado el vigésimo 
segundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los 30 días después de que ese Estado Parte 
haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación.  
 

Artículo 24 
 

1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación del presente Convenio y que no puedan resolverse mediante 
negociaciones dentro de un plazo razonable serán sometidas a arbitraje a petición de uno de ellos. 
Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje 
las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma de organizarlo, cualquiera de ellas podrá 
someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante solicitud presentada de 
conformidad con el Estatuto de la Corte. 
 

2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o 
adherirse a él, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. 
Los demás Estados Partes no estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de ningún 
Estado Parte que haya formulado esa reserva. 
 

3. El Estado que haya formulado la reserva conforme a las disposiciones del párrafo 2 podrá 
retirarla en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 

Artículo 25 
 

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados desde el 10 de enero 
de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 
 

2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o aprobación, Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario 
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General de las Naciones Unidas. 
 

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos 
de adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 
Artículo 26 

 
 El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se deposite 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 
 
 Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio o se 
adhieran a él después de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión. 
 

Artículo 27 
 

1. Todo estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante notificación por 
escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 

2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario  General de las 
Naciones Unidas reciba la notificación. 
 
 
 
 

Artículo 28 
 
 El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, que enviará copias certificadas de él a todos los Estados. 
 
 EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York el 10 de enero de 2000. 
 

Anexo 
 

1. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya 
el 16 de diciembre de 1970. 
 

2. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, 
firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971. 
 

3. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas 
internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973. 
 

4. Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General 
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de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979. 
 

5. Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, aprobada en Viena el 
3 de marzo de 1980. 
 

6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten 
servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 
 

7. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima, firmado en Roma el 10 de marzo de 1988. 
 

8. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas 
emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988. 
 

9. Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con 
bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.”   

 
Artículo 2°.-   Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a treinta días del mes de 
octubre del año dos mil tres, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de 
Diputados a trece días del mes de abril del año dos mil cuatro, de conformidad a lo dispuesto en 
el Artículo 204 de la Constitución Nacional. 

  
 

        Benjamín Maciel Pasotti                                          Carlos Mateo Balmelli       
                 Presidente                                                                 Presidente 
        H. Cámara de Diputados                                             H. Cámara de Senadores                                        
          
             
 
 
       Armín D. Diez Pérez Duarte                                  Ana María Mendoza de Acha           
          Secretario Parlamentario                                         Secretaria Parlamentaria           
 

 Asunción, 6 de mayo de 2004 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 
            Leila Rachid de Cowles 
      Ministra de Relaciones Exteriores 
     
    
 
 

LEY Nº 3216/2007 
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QUE APRUEBA EL PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACION Y EL TRAFICO 
ILICITOS DE ARMAS DE FUEGO, SUS PIEZAS Y COMPONENTES Y 
MUNICIONES, QUE COMPLEMENTA LA CONVENCION DE LAS NACIONES 
UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

 
EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 

 
LEY: 

 
 
Artículo 1°.- Apruébase el “Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas 

de fuego, sus piezas y componentes y municiones, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, adoptado en la ciudad de 
Nueva York, Estados Unidos de América, el 31 de mayo de 2001, cuyo texto es como sigue: 
 

“PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACION Y EL TRAFICO ILICITOS DE 
ARMAS DE FUEGO, SUS PIEZAS Y COMPONENTES Y MUNICIONES, QUE 

COMPLEMENTA LA CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

 
PREAMBULO 
 

Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
 

Conscientes de la urgente necesidad de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el 
trafico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, a causa de los efectos 
perjudiciales de estas actividades para la seguridad de cada Estado y región y del mundo en 
general, que ponen en peligro el bienestar de los pueblos, su desarrollo económico y social y su 
derecho a vivir en paz, 
 

Convencidos, por tanto, de la necesidad de que los Estados adopten todas las medidas 
apropiadas a tal fin, incluidas medidas de cooperación internacional y de otra índole en los planos 
regional y mundial, 
 

Recordando la resolución 53/ 111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en 
la que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición 
abierta con la finalidad de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia 
organizada transnacional y de examinar la posibilidad de elaborar, entre otras cosas, un 
instrumento internacional contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas 
y componentes y municiones, 
 

Teniendo presentes los principios de igualdad de derechos y de libre determinación de los 
pueblos, consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios 
de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados 
de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 

 
Convencidos de que complementar la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento internacional contra la fabricación y 
el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones será de utilidad para 
prevenir y combatir esos delitos, 

Han acordado lo siguiente: 
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I. Disposiciones generales 

 
Artículo 1 

Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional 

 
1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 
 

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa. 
 

3. Los delitos tipificados con arreglo al Artículo 5 del presente Protocolo se considerarán 
delitos tipificados con arreglo a la Convención. 
 

Artículo 2 
Finalidad 

 
La finalidad del presente Protocolo es promover, facilitar y reforzar la cooperación entre 

los Estados Parte con el propósito de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 

 
Artículo 3 

Definiciones 
 

Para los fines del presente Protocolo: 
 

a) Por "arma de fuego" se entenderá toda arma portátil que tenga cañón y que lance, 
esté concebida para lanzar o pueda transformarse fácilmente para lanzar un balín, una 
bala o un proyectil por la acción de un explosivo, excluidas las armas de fuego antiguas 
o sus réplicas. Las armas de fuego antiguas y sus réplicas se definirán de conformidad 
con el derecho interno. En ningún caso, sin embargo, podrán incluir armas de fuego 
fabricadas después de 1899; 

 
b) Por "piezas y componentes" se entenderá todo elemento o elemento de repuesto 

específicamente concebido para un arma de fuego e indispensable para su 
funcionamiento, incluidos el cañón, la caja o el cajón, el cerrojo o el tambor, el cierre o 
el bloqueo del cierre y todo dispositivo concebido o adaptado para disminuir el sonido 
causado por el disparo de un arma de fuego; 

 
c) Por "municiones" se entenderá el cartucho completo o sus componentes, entre 

ellos las vainas, los cebos, la carga propulsora, las balas o proyectiles utilizados en las 
armas de fuego, siempre que esos componentes estén de por si sujetos a autorización en 
el respectivo Estado Parte; 

 
d) Por "fabricación ilícita" se entenderá la fabricación o el montaje de armas de 

fuego, sus piezas y componentes o municiones: 
 
i) A partir de piezas y componentes que hayan sido objeto de tráfico ilícito; 
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ii) Sin Licencia o autorización de una autoridad competente del Estado Parte en 
que se realice la fabricación o el montaje; o 

 
iii) Sin marcar las armas de fuego en el momento de su fabricación, de 

conformidad con el Artículo 8 del presente Protocolo; 
 

La concesión de licencia o autorización respecto de la fabricación de piezas y 
componentes se hará de conformidad con el derecho interno; 
 

e) Por "trafico ilícito" se entenderá la importación, exportación, adquisición, venta, 
entrega, traslado o transferencia de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones desde o a través del territorio de un Estado Parte al de otro Estado Parte si 
cualquiera de los Estados Parte interesados no lo autoriza conforme a lo dispuesto en el 
presente Protocolo o si las armas de fuego no han sido marcadas conforme a lo dispuesto 
en el Artículo 8 del presente Protocolo; 

 
f) Por "localización" se entenderá el rastreo sistemático de las armas de fuego y, de 

ser posible, de sus piezas y componentes y municiones, desde el fabricante al comprador, 
con el fin de ayudar a las autoridades competentes de los Estados Parte a detectar, 
investigar y analizar la fabricación y el tráfico ilícitos. 

 
Artículo 4 

Ámbito de aplicación 
 

1. A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará 
a la prevención de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes 
y municiones y a la investigación y el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo al 
Artículo 5 del presente Protocolo cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado. 
 

2. El presente Protocolo no se aplicará a las transacciones entre Estados ni a las 
transferencias estatales cuando la aplicación del Protocolo pudiera perjudicar el derecho de un 
Estado Parte a adoptar medidas en aras de la seguridad nacional en consonancia con la Carta de 
las Naciones Unidas. 
 

Artículo 5 
Penalización 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias 

para tipificar como delito las siguientes conductas, cuando se cometan intencionalmente: 
 

a) La fabricación ilícita de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; 
 
b) El tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; 

 
c) La falsificación o la obliteración, supresión o alteración ilícitas de la(s) marca(s) 

de un arma de fuego requerida(s) de conformidad con el Artículo 8 del presente  
Protocolo. 

 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 

necesarias para tipificar como delito las siguientes conductas: 
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a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de 

comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo o la 
participación en él como cómplice; y 

 
b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento para la 

comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente Artículo. 
 

Artículo 6 
Decomiso, incautación y disposición 

 
1. A reserva de lo dispuesto en el Artículo 12 de la Convención, los Estados Parte 

adoptarán, en la mayor medida posible de conformidad con su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de las armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones que hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos. 
 

2. Los Estados Parte adoptaran, de conformidad con su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas necesarias para impedir que las armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones 
que hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos caigan en manos de personas no autorizadas, 
en particular mediante la incautación y destrucción de esas armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones, a menos que se haya autorizado oficialmente otra forma de 
disposición, siempre y cuando se hayan marcado las armas de fuego y se hayan registrado los 
métodos para la disposición de esas armas de fuego y municiones. 

 
II. Prevención 

 
Artículo 7 
Registros 

 
Cada Estado Parte garantizará el mantenimiento, por un período no inferior a diez años, 

de la información relativa a las armas de fuego y, cuando sea apropiado y factible, de la 
información relativa a sus piezas y componentes y municiones que sea necesaria para localizar e 
identificar las armas de fuego y, cuando sea apropiado y factible, sus piezas y componentes y 
municiones que hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos, así como para evitar y detectar 
esas actividades. Esa información incluirá: 
 

a) Las marcas pertinentes requeridas de conformidad con el Artículo 8 del presente 
Protocolo; 

 
b) En los casos que entrañen transacciones internacionales con armas de fuego, sus 

piezas y componentes y municiones, las fechas de emisión y expiración de las licencias 
o autorizaciones correspondientes, el país de exportación, el país de importación, los 
países de tránsito, cuando proceda, y el receptor final, así como la descripción y la 
cantidad de los artículos. 

 
Artículo 8 

Marcación de las armas de fuego 
 

1. A los efectos de identificar y localizar cada arma de fuego, los Estados Parte: 
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a) En el momento de la fabricación de cada arma de fuego exigirán que ésta sea 
marcada con una marca distintiva que indique el nombre del fabricante, el país o lugar de 
fabricación y el número de serie, o mantendrán cualquier otra marca distintiva y fácil de 
emplear que ostente símbolos geométricos sencillos, junto con un código numérico y/o 
alfanumérico, y que permita a todos los Estados Parte identificar sin dificultad el país de 
fabricación; 

 
b) Exigirán que se aplique a toda arma de fuego importada una marca sencilla y 

apropiada que permita identificar el país de importación y, de ser posible, el año de ésta, 
y permita asimismo a las autoridades competentes de ese país localizar el arma de fuego, 
así como una marca distintiva, si el arma de fuego no la lleva. Los requisitos del presente 
apartado no tendrán que aplicarse a la importación temporal de armas de fuego con fines 
lícitos verificables; 

 
c) Velarán por que, en el momento en que se transfiera un arma de fuego de las 

existencias estatales a la utilización civil con carácter permanente, se aplique a dicha arma 
la marca distintiva apropiada que permita a todos los Estados Parte identificar el país que 
realiza la transferencia. 
 
2. Los Estados Parte alentarán a la industria de fabricación de armas de fuego a formular 

medidas contra la supresión o la alteración de las marcas. 
 

Artículo 9 
Desactivación de las armas de fuego 

 
Todo Estado Parte que, de conformidad con su derecho interno, no reconozca como arma 

de fuego un arma desactivada adoptará las medidas que sean necesarias, incluida la tipificación 
de delitos específicos, si procede, a fin de prevenir la reactivación ilícita de las armas de fuego 
desactivadas, en consonancia con los siguientes principios generales de desactivación: 
 

a) Todas las piezas esenciales de un arma de fuego desactivada se tornarán 
permanentemente inservibles y no susceptibles de ser retiradas, sustituidas o modificadas 
de cualquier forma que pueda permitir su reactivación; 

 
b) Se adoptarán disposiciones para que una autoridad competente verifique, cuando 

proceda, las medidas de desactivación a fin de garantizar que las modificaciones 
aportadas al arma de fuego la inutilizan permanentemente; 

 
c) La verificación por una autoridad competente comprenderá la expedición de un 

certificado o la anotación en un registro en que se haga constar la desactivación del arma 
de fuego o la inclusión de una marca a esos efectos claramente visible en el arma de fuego. 

 
Artículo 10 

Requisitos generales para sistemas de licencias o autorizaciones 
de exportación, importación y tránsito 

 
1. Cada Estado Parte establecerá o mantendrá un sistema eficaz de licencias o 

autorizaciones de exportación e importación, así como de medidas aplicables al tránsito 
internacional, para la transferencia de armas de fuego, sus piezas y  componentes y municiones. 
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2. Antes de emitir licencias o autorizaciones de exportación para la expedición de armas 
de fuego, sus piezas y componentes y municiones, cada Estado Parte se asegurará de que: 
 

a) Los Estados importadores hayan emitido las correspondientes licencias o 
autorizaciones; y 

 
 
b) Los Estados de tránsito hayan al menos comunicado por escrito, con anterioridad 

a la expedición, que no se oponen al tránsito, sin perjuicio de los acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales destinados a favorecer a los Estados sin litoral. 
 
3. La licencia o autorización de exportación e importación y la documentación que la 

acompañe contendrán conjuntamente información que, como mínimo, comprenda el lugar y la 
fecha de emisión, la fecha de expiración, el país de exportación, el país de importación, el 
destinatario final, una descripción y la cantidad de las armas de fuego, sus piezas y componentes 
y municiones y, cuando haya tránsito, los países de tránsito. La información contenida en la 
licencia de importación deberá facilitarse a los Estados de tránsito con antelación. 

 
4. El Estado Parte importador notificará al Estado Parte exportador, previa solicitud, la 

recepción de las remesas de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones que le hayan 
sido enviadas. 

 
5. Cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades, las medidas necesarias para 

garantizar que los procedimientos de licencia o autorización sean seguros y que la autenticidad 
de los documentos de licencia o autorización pueda ser verificada o validada. 
 

6. Los Estados Parte podrán adoptar procedimientos simplificados para la importación y 
exportación temporales y para el tránsito de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones para fines lícitos verificables, tales como cacerías, prácticas de tiro deportivo, 
pruebas, exposiciones o reparaciones. 
 

Artículo 11 
Medidas de seguridad y prevención 

 
A fin de detectar, prevenir y eliminar el robo, la pérdida o la desviación, así como la 

fabricación y el trafico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, cada 
Estado Parte adoptará medidas apropiadas para: 
 

a) Exigir que se garantice la seguridad de las armas de fuego, sus piezas y componentes 
y municiones en el curso de su fabricación, de su importación y 
exportación y de su tránsito a través de su territorio; y 

 
b) Aumentar la eficacia de los controles de importación, exportación y tránsito, 

incluidos, cuando proceda, los controles fronterizos, así como de la cooperación 
transfronteriza entre los servicios policiales y aduaneros. 

 
Artículo 12 
Información 

 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 27 y 28 de la Convención, los Estados 

Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos ordenamientos jurídicos y 
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administrativos internos, información pertinente para cada caso específico sobre cuestiones como 
los fabricantes, agentes comerciales, importadores y exportadores y, de ser posible, transportistas 
autorizados de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 

 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 27 y 28 de la Convención los Estados 

Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos ordenamientos jurídicos y 
administrativos internos, información pertinente sobre cuestiones como: 

 
a) Los grupos delictivos organizados efectiva o presuntamente involucrados en la 

fabricación o el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; 
 

b) medios de ocultación utilizados en la fabricación o el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones así como las formas de detectarlos; 

 
c) Los métodos y medios, los lugares de expedición y de destino y las rutas que 

habitualmente utilizan los grupos delictivos organizados que participan en el tráfico ilícito 
de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; y 

 
d) Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas conexas, para 

prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus 
piezas y componentes y municiones. 
 
3. Los Estados Parte se facilitarán o intercambiarán, según proceda, toda información 

científica y tecnológica pertinente que sea de utilidad para las autoridades encargadas de hacer 
cumplir la ley a fin de reforzar mutuamente su capacidad de prevenir, detectar e investigar la 
fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y de 
enjuiciar a las personas involucradas en esas actividades ilícitas. 
 

4. Los Estados Parte cooperarán en la localización de las armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones que puedan haber sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos. Esa 
cooperación incluirá la respuesta rápida de los Estados Parte a toda  solicitud de asistencia para 
localizar esas armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, dentro de los medios 
disponibles. 
 

5. Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico o a cualesquiera 
acuerdos internacionales, cada Estado Parte garantizará la confidencialidad y acatará las 
restricciones impuestas a la utilización de toda información que reciba de otro Estado Parte de 
conformidad con el presente artículo, incluida información de dominio privado sobre 
transacciones comerciales, cuando así lo solicite el Estado Parte que facilita la información. Si no 
es posible mantener la confidencialidad, antes de revelar la información se dará cuenta de ello al 
Estado Parte que la facilitó. 

 
Artículo 13 

Cooperación 
 

1. Los Estados Parte cooperarán en los planos bilateral, regional e internacional a fin de 
prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones. 
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 13 del Artículo 18 de la Convención, cada 
Estado Parte designará un órgano nacional o un punto de contacto central encargado de mantener 
el enlace con los demás Estados Parte en toda cuestión relativa al presente Protocolo. 

 
3. Los Estados Parte procurarán obtener el apoyo y la cooperación de los fabricantes, 

agentes comerciales, importadores, exportadores, corredores y transportistas comerciales de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones a fin de prevenir y detectar las actividades 
ilícitas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 
 
 

Artículo 14 
Capacitación y asistencia técnica 

 
Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones internacionales 

pertinentes, según proceda, a fin de que los Estados Parte que lo soliciten reciban la formación y 
asistencia técnica requeridas para reforzar su capacidad de prevenir, combatir y erradicar la 
fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, 
incluida la asistencia técnica, financiera y material que proceda en las cuestiones enunciadas en 
los Artículos 29 y 30 de la Convención. 

 
Artículo 15 

Corredores y corretaje 
 

1. Con miras a prevenir y combatir la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
sus piezas y componentes y municiones, los Estados Parte que aún no lo hayan hecho considerarán 
la posibilidad de establecer un sistema de reglamentación de las actividades de las personas 
dedicadas al corretaje. Ese sistema podría incluir una o varias de las siguientes medidas: 

 
a) Exigir la inscripción en un registro de los corredores que actúen en su territorio; 
 
b) Exigir una licencia o autorización para el ejercicio del corretaje; o 
 
c) Exigir que en las licencias o autorizaciones de importación y de exportación, o en 

la documentación adjunta a la mercancía, se consigne el nombre y la ubicación de los 
corredores que intervengan en la transacción. 

 
2. Se alienta a los Estados Parte que hayan establecido un sistema de autorización de las 

operaciones de corretaje como el descrito en el párrafo 1 del presente artículo a que incluyan datos 
sobre los corredores y las operaciones de corretaje en sus intercambios de información efectuados 
con arreglo al Artículo 12 del presente Protocolo y a que mantengan un registro de corredores y 
de las operaciones de corretaje conforme a lo previsto en el Artículo 7 del presente Protocolo. 
 

III. Disposiciones finales 
 

Artículo 16 
Solución de controversias 

 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la 

interpretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
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2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la 
aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un 
plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis 
meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse 
de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esas Partes podrá remitir la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la 
Corte. 

 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 

aprobación del presente Protocolo o de la adhesión a él, declarar que no se considera vinculado 
por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el 
párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 
 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

 
Artículo 17 

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 
 

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York desde el trigésimo día después de su aprobación por la Asamblea 
General hasta el 12 de diciembre de 2002. 

 
2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales 

de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
1 del presente artículo. 
 

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán 
depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus 
Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

 
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 

regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea 
Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

 
Artículo 18 

Entrada en vigor 
 

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se 
haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
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a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos 
del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de integración 
económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal 
organización. 

 
2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, 

acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado el 
cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el presente 
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización 
haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior. 

 
 
 
 

Artículo 19 
Enmienda 

 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, 

los Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la 
Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los 
Estados Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán todo lo 
posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de 
lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en 
última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo 
presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 
 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos 
igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa. 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará 
sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 
 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de esa enmienda. 

 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que 

hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las 
disposiciones del presente Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen 
ratificado, aceptado o aprobado. 
 

Artículo 20 
Denuncia 
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1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación 
escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después 
de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 

 
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en 

el presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
 

Artículo 21 
Depositario e idiomas 

 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 
 
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés 

y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 
 
 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por 

sus respectivos gobiernos han firmado el presente Protocolo.” 
 
Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los veintitrés días del mes 
de noviembre del año dos mil seis, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de 
Diputados, a diez días del mes de mayo del año dos mil siete, de conformidad a lo dispuesto en el 
Artículo 204 de la Constitución Nacional. 

 
 Víctor Alcides Bogado González                         Enrique González Quintana 

                                 Presidente                                                                 Presidente 
                   H. Cámara de Diputados                                             H. Cámara de Senadores 
                                                                        

   Zacarías Vera Cárdenas         Arsenio Ocampos Velázquez 
    Secretario Parlamentario             Secretario Parlamentario 

                    
                                                                                                  Asunción,    1 de junio de 2007  

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 

Rubén Ramírez Lezcano 
Ministro de Relaciones Exteriores 

 
 

LEY Nº 3677/2008 
 

  QUE APRUEBA EL CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION DE LOS 
ACTOS DE TERRORISMO NUCLEAR  

 
   EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY 
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Artículo 1º.- Apruébase el “Convenio Internacional para la Represión de los Actos de 

Terrorismo Nuclear”, adoptado en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, el 13 
de abril de 2005, cuyo texto es como sigue: 
 

“CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION 
DE LOS ACTOS DE TERRORISMO NUCLEAR 

 
Los Estados Partes en el presente Convenio, 
 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas 

relativos al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las relaciones 
de amistad y buena vecindad y la cooperación entre los Estados, 

 
Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones Unidas, del 

24 de octubre de 1995, 
 
Reconociendo el derecho de todos los Estados a desarrollar y utilizar la energía nuclear 

con fines pacíficos y sus intereses legítimos en los beneficios que puedan obtenerse de la 
utilización de la energía nuclear con fines pacíficos, 

 
Teniendo presente la Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, 

de 1980, 
 
Profundamente preocupados por el hecho de que se intensifican en todo el mundo los 

atentados terroristas en todas sus formas y manifestaciones, 
 
Recordando la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional, que 

figura en el Anexo de la Resolución 49/60 de la Asamblea General, del 9 de diciembre de 1994, 
en la que, entre otras cosas, los Estados Miembros de las Naciones Unidas reafirman 
solemnemente que condenan en términos inequívocos todos los actos, métodos y prácticas 
terroristas por considerarlos criminales e injustificables, dondequiera y por quienquiera sean 
cometidos, incluidos los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los 
pueblos y amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados, 

 
Observando que en la Declaración se alienta además a los Estados a que examinen con 

urgencia el alcance de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, 
represión y eliminación del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la 
existencia de un marco jurídico global que abarque todos los aspectos de la cuestión, 

 
Recordando la Resolución 51/210 de la Asamblea General, del 17 de diciembre de 1996, 

y la Declaración complementaria de la Declaración de 1994 sobre medidas para eliminar el 
terrorismo internacional, que figura en el Anexo de esa Resolución, 

Recordando también que, de conformidad con la Resolución 51/210 de la Asamblea 
General, se estableció un comité especial encargado de elaborar, entre otras cosas, un convenio 
internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear a fin de complementar los 
instrumentos internacionales vigentes conexos, 

 
Observando que los actos de terrorismo nuclear pueden acarrear consecuencias de la 

máxima gravedad y amenazar la paz y la seguridad internacionales, 
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Observando también que las disposiciones jurídicas multilaterales vigentes no bastan para 
hacer frente debidamente a esos atentados, 

 
Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional 

entre los Estados con miras a establecer y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir esos 
actos terroristas y enjuiciar y castigar a sus autores, 

 
Observando que las actividades de las fuerzas militares de los Estados se rigen por normas 

de derecho internacional situadas fuera del marco del presente Convenio y que la exclusión de 
ciertos actos del ámbito del presente Convenio no exonera ni legitima actos que de otro modo 
serían ilícitos, ni obsta para su enjuiciamiento en virtud de otras leyes, 

 
Han acordado lo siguiente: 

Artículo 1 
 
A los efectos del presente Convenio: 
 
1. Por “material radiactivo” se entenderá material nuclear y otras sustancias radiactivas 

que contienen núclidos que sufren desintegración espontánea (un proceso que se acompaña de la 
emisión de uno o más tipos de radiación ionizante, como las partículas alfa y beta, las partículas 
neutrónicas y los rayos gamma) y que, debido a sus propiedades radiológicas o fisionables, 
pueden causar la muerte, lesiones corporales graves o daños considerables a los bienes o al medio 
ambiente. 

 
2. Por “materiales nucleares” se entenderá el plutonio, excepto aquél cuyo contenido en 

el isótopo plutonio-238 exceda del 80% (ochenta por ciento), el uranio-233, el uranio enriquecido 
en el isótopo 235 ó 233, el uranio que contenga la mezcla de isótopos presentes en su estado 
natural, pero no en forma de mineral o de residuos de mineral, y cualquier material que contenga 
uno o varios de los elementos mencionados; 

 
Por “uranio enriquecido en el isótopo 235 ó 233” se entenderá el uranio que contiene el 

isótopo 235 ó 233, o ambos, en cantidad tal que la razón de abundancia entre la suma de estos 
isótopos al isótopo 238 sea mayor que la razón entre el isótopo 235 y el 238 en el estado natural. 

 
 3. Por “instalación nuclear” se entenderá: 
 

a) Todo reactor nuclear, incluidos los reactores instalados en buques, vehículos, 
aeronaves o artefactos espaciales con la finalidad de ser utilizados como 
fuentes de energía para impulsar dichos buques, vehículos, aeronaves o 
artefactos espaciales, así como con cualquier otra finalidad; 

 
b) Toda instalación o medio que se utilice para la fabricación, el 

almacenamiento, el procesamiento o el transporte de material radiactivo. 
 
 4. Por “dispositivo” se entenderá: 
   

a) Todo dispositivo nuclear explosivo; o 
 

b) Todo dispositivo de dispersión de radiación o de emisión de radiación que, 
debido a sus propiedades radiológicas, pueda causar la muerte, lesiones 
corporales graves o daños considerables a los bienes o al medio ambiente. 
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 5. Por “instalación pública o gubernamental” se entiende toda instalación o vehículo 
permanente o provisional utilizado u ocupado por representantes de un Estado, miembros de un 
gobierno, el Poder Legislativo o el Judicial, funcionarios o empleados de una entidad estatal o 
administrativa o funcionarios o empleados de una organización intergubernamental a los efectos 
del desempeño de sus funciones oficiales. 
 
 6. Por “fuerzas militares de un Estado” se entienden las fuerzas armadas de un Estado que 
estén organizadas, entrenadas y equipadas con arreglo a la legislación nacional primordialmente 
a los efectos de la defensa y la seguridad nacionales y las personas que actúen en apoyo de esas 
fuerzas armadas que estén bajo su mando, control y responsabilidad oficiales. 
 

Artículo 2 
 

1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien, ilícita e intencionalmente: 
 
a) Posea material radiactivo o fabrique o posea un dispositivo:  

 
i) Con el propósito de causar la muerte o lesiones corporales graves; o  
ii) Con el propósito de causar daños considerables a los bienes o al medio 

ambiente 
 

b) Utilice en cualquier forma material radiactivo o un dispositivo, o utilice o dañe 
una instalación nuclear en forma tal que provoque la emisión o entrañe el riesgo 
de provocar la emisión de material radiactivo: 
 

i) Con el propósito de causar la muerte o lesiones corporales graves; o 
ii) Con el propósito de causar daños considerables a los bienes o al medio 

ambiente; o 
iii) Con el propósito de obligar a una persona natural o jurídica, una 

organización internacional o un Estado a realizar o abstenerse de realizar 
algún acto. 

  
2. También comete delito quien: 

 
a) Amenace, en circunstancias que indiquen que la amenaza es verosímil, con 

cometer un delito en los términos definidos en el apartado b) del párrafo 1 del presente 
artículo; o 

 
b) Exija ilícita e intencionalmente la entrega de material radiactivo, un dispositivo 

o una instalación nuclear mediante amenaza, en circunstancias que indiquen que la 
amenaza es verosímil, o mediante el uso de la fuerza. 

 
 

3. También comete delito quien intente cometer cualesquiera de los actos enunciados en 
el párrafo 1 del presente artículo. 
 

4. También comete delito quien: 
 
a) Participe como cómplice en la comisión de cualesquiera de los actos enunciado 
en los párrafos 1, 2 ó 3 del presente artículo; o 
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 b) Organice o instigue a otros a los efectos de la comisión de cualesquiera 
de los delitos enunciados en los párrafos 1, 2 ó 3 del presente artículo; o 

 
  c) Contribuya de otro modo a la comisión de uno o varios de los delitos 

enunciados en los párrafos 1, 2 ó 3 del presente artículo por un grupo de personas que 
actúe con un propósito común; la contribución deberá ser intencionada y hacerse con el 
propósito de fomentar los fines o la actividad delictiva general del grupo o con 
conocimiento de la intención del grupo de cometer el delito o los delitos de que se trate. 

 
Artículo 3 

 
Salvo lo dispuesto en los Artículos 7, 12, 14, 15, 16 y 17 según corresponda, el presente 

Convenio no será aplicable cuando el delito se haya cometido en un solo Estado, el presunto autor 
y las víctimas sean nacionales de ese Estado y el presunto autor se halle en el territorio de ese 
Estado y ningún otro Estado esté facultado para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto 
en los párrafos 1 ó 2 del Artículo 9 del presente Convenio. 

 
Artículo 4 

 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, las 

obligaciones y las responsabilidades de los Estados y de las personas con arreglo al derecho 
internacional, en particular los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y el 
derecho internacional humanitario. 

 
2. Las actividades de las fuerzas armadas durante un conflicto armado, según se 

entienden esos términos en el derecho internacional humanitario, que se rijan por ese derecho no 
estarán sujetas al presente Convenio y las actividades que lleven a cabo las fuerzas armadas de 
un Estado en el ejercicio de sus funciones oficiales, en la medida en que se rijan por otras normas 
de derecho internacional, no estarán sujetas al presente Convenio. 

 
3. No se considerará que lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo exonera 

o legitima actos que de otro modo serían ilícitos, ni que obsta para su enjuiciamiento en virtud de 
otras leyes. 
 
  4. El presente Convenio no se refiere ni podrá interpretarse en el sentido de 
que se refiera en modo alguno a la cuestión de la legalidad del empleo o la amenaza del empleo 
de armas nucleares por los Estados. 
 
 

Artículo 5 
 
  Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para: 
 
   a) Tipificar, con arreglo a su legislación nacional, los delitos enunciados en 

el Artículo 2; 
 
   b) Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta 

su naturaleza grave. 
 

Artículo 6 
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Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, incluida, cuando 

proceda, la adopción de legislación interna, para que los actos criminales comprendidos en el 
ámbito del presente Convenio, en particular los que obedezcan a la intención o al propósito de 
crear un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinadas 
personas, no puedan justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, 
filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean sancionados con penas acordes 
a su gravedad. 
 

Artículo 7 
 
  1. Los Estados Partes cooperarán: 
 
   a) Mediante la adopción de todas las medidas practicables, entre 

ellas, de ser necesario, la de adaptar su legislación nacional para impedir que se prepare 
en sus respectivos territorios la comisión de los delitos enunciados en el Artículo 2 tanto 
dentro como fuera de sus territorios y contrarrestar la preparación de dichos delitos, lo 
que incluirá la adopción de medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales 
de personas, grupos y organizaciones que promuevan, instiguen, organicen o financien a 
sabiendas o proporcionen a sabiendas asistencia técnica o información o participen en la 
comisión de esos delitos; 

 
b) Mediante el intercambio de información precisa y corroborada, de 

conformidad con su legislación interna y en la forma y con sujeción a las condiciones que 
aquí se establecen, y la coordinación de las medidas administrativas y de otra índole 
adoptadas, según proceda, para detectar, prevenir, reprimir e investigar los delitos 
enunciados en el Artículo 2 y también con el fin de entablar acción penal contra las 
personas a quienes se acuse de haber cometido tales delitos. En particular, un Estado Parte 
tomará las medidas correspondientes para informar sin demora a los demás Estados a que 
se hace referencia en el Artículo 9 acerca de la comisión de los delitos enunciados en el 
Artículo 2, así como de los preparativos para la comisión de tales delitos que obren en su 
conocimiento y asimismo para informar, de ser necesario, a las organizaciones 
internacionales. 

 
2. Los Estados Partes tomarán las medidas correspondientes compatibles con su 

legislación nacional para proteger el carácter confidencial de toda información que reciban con 
ese carácter de otro Estado Parte con arreglo a lo dispuesto en el presente Convenio o al participar 
en una actividad destinada a aplicar el presente Convenio.  Si los Estados Partes proporcionan 
confidencialmente información a organizaciones internacionales, se adoptarán las medidas 
necesarias para proteger el carácter confidencial de tal información. 

 
3. De conformidad con el presente Convenio no se exigirá a los Estados Partes que 

faciliten información que no están autorizados a divulgar en virtud de sus respectivas legislaciones 
nacionales o cuya divulgación pueda comprometer la seguridad del Estado interesado o la 
protección física de los materiales nucleares. 
 

4. Los Estados Partes informarán al Secretario General de las Naciones Unidas 
acerca de sus respectivas autoridades y cauces de comunicación competentes encargados de 
enviar y recibir la información a que se hace referencia en el presente artículo. El Secretario 
General de las Naciones Unidas comunicará dicha información relativa a las autoridades y cauces 
de comunicación competentes a todos los Estados Partes y al Organismo Internacional de Energía 
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Atómica. Deberá asegurarse el acceso permanente a dichas autoridades y cauces de 
comunicación. 
 

Artículo 8 
 

A los efectos de impedir que se cometan los delitos de que trata el presente Convenio, los 
Estados Partes harán todo lo posible por adoptar medidas que permitan asegurar la protección del 
material radiactivo, teniendo en cuenta las recomendaciones y funciones del Organismo 
Internacional de Energía Atómica en la materia. 

 
Artículo 9 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su 

jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el Artículo 2 cuando éstos sean cometidos: 
 

   a) En el territorio de ese Estado; o 
 
   b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de 

una aeronave matriculada de conformidad con la legislación de ese Estado en el momento 
de la comisión del delito; o 

 
   c) Por un nacional de ese Estado. 
 

2. Un Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de cualquiera 
de tales delitos cuando: 

 
   a) Sea cometido contra un nacional de ese Estado; o 
 
  b) Sea cometido contra una instalación pública o gubernamental en el 

extranjero, incluso una embajada u otro local diplomático o consular de ese Estado; o 
 
  c) Sea cometido por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio 

de ese Estado; o 
 
  d) Sea cometido con el propósito de obligar a ese Estado a realizar o 

abstenerse de realizar un determinado acto; o 
 
   e) Sea cometido a bordo de una aeronave que sea operada por el 
gobierno de ese Estado. 
 
  3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el Convenio o adherirse 
a él, notificará al Secretario General de las Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción de 
conformidad con su legislación nacional con arreglo al párrafo 2 del presente artículo y notificará 
inmediatamente al Secretario General los cambios que se produzcan. 
 
  4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el Artículo 2 en los casos en que 
el presunto autor se halle en su territorio y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de 
los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 ó 2 
del presente artículo. 
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  5. El presente Convenio no excluye el ejercicio de la jurisdicción penal 
establecida por un Estado Parte de conformidad con su legislación nacional. 
 

Artículo 10 
 
  1. El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio 
se ha cometido o se está cometiendo cualquiera de los delitos enunciados en el Artículo 2, o que 
en su territorio puede encontrarse el autor o presunto autor de cualquiera de esos delitos, tomará 
inmediatamente las medidas que sean necesarias de conformidad con su legislación nacional para 
investigar los hechos comprendidos en la información. 
 
  2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el autor o presunto autor, 
si estima que las circunstancias lo justifican, tomará las medidas que corresponda conforme a su 
legislación nacional a fin de asegurar la presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento 
o extradición. 
 
  3. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas en 
el párrafo 2 del presente artículo tendrá derecho a: 

  
 a) Ponerse sin demora en comunicación con el representante más próximo 
que corresponda del Estado del que sea nacional o al que competa por otras razones 
proteger los derechos de esa persona o, si se trata de un apátrida, del Estado en cuyo 
territorio resida habitualmente; 

 
   b) Ser visitada por un representante de dicho Estado; 
    
   c) Ser informada de esos derechos con arreglo a los apartados a) y 
b). 
 
  4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3 del presente artículo 
se ejercerán de conformidad con las leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle 
el autor o presunto autor, a condición de que esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla 
plenamente el propósito de los derechos indicados en el párrafo 3. 
 
  5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del presente artículo se entenderá sin 
perjuicio del derecho de todo Estado Parte que, con arreglo al apartado c) del párrafo 1 o al 
apartado c) del párrafo 2 del Artículo 9, pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité 
Internacional de la Cruz Roja a ponerse en comunicación con el presunto autor y visitarlo. 
 
 
 
 
 
 
  6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una persona 
notificará inmediatamente la detención y las circunstancias que la justifiquen a los Estados Partes 
que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 y 2 del Artículo 9 y, si 
lo considera conveniente, a todos los demás Estados Partes interesados, directamente o por 
intermedio del Secretario General de las Naciones Unidas. El Estado que proceda a la 
investigación prevista en el párrafo 1 del presente artículo informará sin dilación de los resultados 
de ésta a los Estados Partes mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 
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Artículo 11 

 
  1. En los casos en que sea aplicable el Artículo 9, el Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre el presunto autor, si no procede a su extradición, estará obligado a someter 
sin demora indebida el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, según el 
procedimiento previsto en la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con independencia 
de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas autoridades tomarán su decisión 
en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave de 
acuerdo con el derecho de tal Estado. 
 
  2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la 
extradición de uno de sus nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea 
devuelto a ese Estado para cumplir la condena que le sea impuesta de resultas del juicio o 
procedimiento para el cual se pidió su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la 
extradición están de acuerdo con esa opción y las demás condiciones que consideren apropiadas, 
dicha extradición o entrega condicional será suficiente para cumplir la obligación enunciada en 
el párrafo 1 del presente artículo. 
 

Artículo 12 
 

Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida 
o sea encausada con arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, incluido el goce 
de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio 
se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho 
internacional en materia de derechos humanos. 

 
Artículo 13 

 
1. Los delitos enunciados en el Artículo 2 se considerarán incluidos entre los que 

dan lugar a extradición en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a 
incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado sobre la materia que concierten 
posteriormente entre sí. 

 
2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado 

reciba de otro Estado Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de 
extradición, podrá, a su elección, considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria 
para la extradición con respecto a los delitos enunciados en el Artículo 2. La extradición estará 
sujeta a las demás condiciones exigidas por la legislación del Estado al que se haga la solicitud. 
 

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos enunciados en el Artículo 2 como casos de extradición entre ellos, con 
sujeción a las condiciones exigidas por la legislación del Estado al que se haga la solicitud. 

 
4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se considerará 

que los delitos enunciados en el Artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se 
perpetraron sino también en el territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 y 2 del Artículo 9. 
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5. Las disposiciones de todos los tratados y acuerdos de extradición vigentes entre 
Estados Partes con respecto a los delitos enunciados en el Artículo 2 se considerarán modificadas 
entre esos Estados en la medida en que sean incompatibles con el presente Convenio. 
 

Artículo 14 
 

1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con 
cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto 
a los delitos enunciados en el Artículo 2 incluso respecto de la obtención de todas las pruebas 
necesarias para el proceso que obren en su poder. 

 
2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del 

párrafo 1 del presente artículo de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia 
judicial recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados 
Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad con su legislación nacional. 
 

Artículo 15 
 

A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca ninguno de los delitos 
enunciados en el Artículo 2 se considerará delito político, delito conexo a un delito político ni 
delito inspirado en motivos políticos. En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de 
extradición o de asistencia judicial recíproca formulada en relación con alguno de los delitos 
enunciados en el Artículo 2 por la única razón de que se refiere a un delito político, un delito 
conexo a un delito político o un delito inspirado en motivos políticos. 

 
Artículo 16 

 
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido de que imponga 

una obligación de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el Estado al que se presenta 
la solicitud tiene motivos fundados para creer que la solicitud de extradición por los delitos 
enunciados en el Artículo 2 o de asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha 
formulado con el fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento de lo solicitado podría 
perjudicar la situación de esa persona por cualquiera de esos motivos. 

 
Artículo 17 

 
1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio 

de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de prestar 
testimonio o de identificación o para que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación 
o el enjuiciamiento de delitos enunciados en el presente Convenio podrá ser trasladada si se 
cumplen las condiciones siguientes: 

 
   a) Da libremente su consentimiento informado; y 
 
   b) Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, 
con sujeción   a las condiciones que consideren apropiadas. 
 
 
  2. A los efectos del presente artículo: 
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   a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a 
mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice 
 otra cosa; 

 
  b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su 

obligación de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue trasladada según 
convengan de antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados; 

 
  c) El Estado al que sea trasladada la persona no exigirá al Estado desde el 

que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 
 
  d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona 

en el Estado al que fue trasladada a los efectos del cumplimiento de la condena impuesta 
en el Estado desde el que fue trasladada. 

 
3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de 

conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su 
nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida, ni sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o condenas 
anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue trasladada. 
 

Artículo 18 
 

1. Al incautar o mantener bajo control en alguna otra forma material radiactivo, 
dispositivos o instalaciones nucleares como consecuencia de la comisión de un delito enunciado 
en el Artículo 2, el Estado Parte en posesión del material, los dispositivos o las instalaciones 
deberá: 

 
  a) Tomar medidas para neutralizar el material radiactivo, los dispositivos o 

las instalaciones nucleares; 
 
  b) Velar por que todo material nuclear se mantenga de conformidad con las 

salvaguardias establecidas por el Organismo Internacional de Energía Atómica; y 
 
  c) Tener en cuenta las recomendaciones sobre protección física y las normas 

sobre salud y seguridad publicadas por el Organismo Internacional de Energía Atómica. 
 

2. Al concluir cualquier procedimiento relacionado con un delito enunciado en el 
Artículo 2, o antes de su terminación si así lo exige el derecho internacional, todo material 
radiactivo, dispositivo o instalación nuclear se devolverá, tras celebrar consultas (en particular, 
sobre las modalidades de devolución y almacenamiento) con los Estados Partes interesados, al 
Estado Parte al que pertenecen, al Estado Parte del que la persona natural o jurídica dueña del 
material, dispositivo o instalación sea nacional o residente o al Estado Parte en cuyo territorio 
hubieran sido robados u obtenidos por algún otro medio ilícito. 

 
3. a) En caso de que a un Estado Parte le esté prohibido en virtud del derecho 

interno o  el derecho internacional devolver o aceptar material radiactivo, dispositivos o 
instalaciones nucleares, o si los Estados Partes interesados convienen en ello, con sujeción a lo 
dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 del presente artículo, el Estado Parte en cuyo poder se 
encuentre el material radiactivo, los dispositivos o las instalaciones nucleares deberá seguir 
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tomando las medidas que se describen en el párrafo 1 del presente artículo; el material, los 
dispositivos o las instalaciones deberán utilizarse únicamente para fines pacíficos. 
 
  b) En los casos en que la ley no permita al Estado Parte la posesión del 

material radiactivo, los dispositivos o las instalaciones nucleares que tenga en su poder, 
dicho Estado velará por que sean entregados tan pronto como sea posible a un Estado 
cuya legislación le permita poseerlos y que, en caso necesario, haya proporcionado las 
garantías congruentes con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo en consulta 
con dicho Estado, a los efectos de neutralizarlos; dichos materiales radiactivos, 
dispositivos o instalaciones nucleares se utilizarán sólo con fines pacíficos. 

 
4. En el caso de que el material radiactivo, los dispositivos o las instalaciones 

nucleares a que se hace referencia en los párrafos 1 y 2 del presente artículo no pertenezcan a 
ninguno de los Estados Partes ni a ningún nacional o residente de un Estado Parte o no hayan sido 
robados ni obtenidos por ningún otro medio ilícito en el territorio de un Estado Parte, o en el caso 
de que ningún Estado esté dispuesto a recibir el material, los dispositivos o las instalaciones de 
conformidad con el párrafo 3 del presente artículo, se decidirá por separado acerca del destino 
que se les dará, con sujeción a lo dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 del presente artículo, 
tras la celebración de consultas entre los Estados interesados y cualesquiera organizaciones 
internacionales pertinentes. 

 
5. Para los efectos de los párrafos 1, 2, 3 y 4 del presente artículo, el Estado Parte 

que tenga en su poder el material radiactivo, los dispositivos o las instalaciones nucleares podrá 
solicitar la asistencia y la cooperación de los demás Estados Partes, en particular los Estados 
Partes interesados, y de cualesquiera organizaciones internacionales pertinentes, en especial el 
Organismo Internacional de Energía Atómica. Se insta a los Estados Partes y a las organizaciones 
internacionales pertinentes a que proporcionen asistencia de conformidad con este párrafo en la 
máxima medida posible. 
 

6. Los Estados Partes que participen en la disposición o retención del material 
radiactivo, los dispositivos o las instalaciones nucleares de conformidad con el presente artículo 
informarán al Director General del Organismo Internacional de Energía Atómica acerca del 
destino que dieron al material, los dispositivos o las instalaciones o de cómo los retuvieron. El 
Director General del Organismo Internacional de Energía Atómica transmitirá la información a 
los demás Estados Partes. 

 
7. En caso de que se haya producido emisión de material radiactivo en relación con 

algún delito enunciado en el Artículo 2, nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará en 
forma alguna a las normas de derecho internacional que rigen la responsabilidad por daños 
nucleares, ni a otras normas de derecho internacional. 
 

Artículo 19 
 

El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto autor comunicará, 
de conformidad con su legislación nacional o los procedimientos aplicables, el resultado final del 
proceso al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá la información a los 
demás Estados Partes. 
 

Artículo 20 
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Los Estados Partes celebrarán consultas entre sí directamente o por intermedio del 
Secretario General de las Naciones Unidas, con la asistencia de organizaciones internacionales si 
fuera necesario, para velar por la aplicación eficaz del presente Convenio. 
 

Artículo 21 
 

Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del presente 
Convenio de manera compatible con los principios de la igualdad soberana e integridad territorial 
de los Estados y la no intervención en los asuntos internos de otros Estados. 
 

Artículo 22 
 

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte para ejercer su 
jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén 
exclusivamente reservadas a las autoridades de ese otro Estado Parte por su legislación nacional. 
 

Artículo 23 
 

1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación del presente Convenio y que no puedan resolverse mediante 
negociaciones dentro de un plazo razonable serán sometidas a arbitraje a petición de uno de ellos. 
Si en el plazo de 6 (seis) meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de 
arbitraje las partes no consiguieran ponerse de acuerdo sobre la forma de organizarlo, cualquiera 
de ellas podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

 
2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el presente 

Convenio o adherirse a él, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del 
presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 
respecto de ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 
 

3. El Estado que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
 

Artículo 24 
 

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados desde el 14 de 
septiembre de 2005 hasta el 31 de diciembre de 2006 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York. 

 
2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 

instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

 
 
3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los 

instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
 

Artículo 25 
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1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 

se deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

 
2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben el 

Convenio o se adhieran a él después de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 

 
Artículo 26 

 
1. Cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Convenio. Las 

enmiendas propuestas se presentarán al depositario, quien las comunicará inmediatamente a todos 
los Estados Partes. 

 
2. Si una mayoría de Estados Partes pide al depositario que convoque una 

conferencia para examinar las enmiendas propuestas, el depositario invitará a todos los Estados 
Partes a asistir a dicha conferencia, la cual comenzará no antes de que hayan transcurrido (3) tres 
meses desde la fecha en que se hayan cursado las invitaciones. 

 
3. En la conferencia se hará todo lo posible por que las enmiendas se adopten por 

consenso. Si ello no fuere posible, las enmiendas se adoptarán por mayoría de dos tercios de todos 
los Estados Partes. Toda enmienda que haya sido aprobada en la conferencia será comunicada 
inmediatamente por el depositario a todos los Estados Partes. 

 
4. La enmienda adoptada de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 del 

presente artículo entrará en vigor para cada Estado Parte que deposite su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la enmienda, o adhesión a ella el trigésimo día a partir de 
la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado sus instrumentos pertinentes. 
De allí en adelante, la enmienda entrará en vigor para cualquier Estado Parte el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dicho Estado deposite el instrumento pertinente. 

 
Artículo 27 

 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante notificación 

por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 
2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General 

de las Naciones Unidas reciba la notificación. 
 

Artículo 28 
 

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, que enviará copias certificadas de él a todos los Estados. 

 
En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 

Gobiernos, han firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la Sede de las Naciones Unidas 
en Nueva York el 14 de septiembre de 2005.” 
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Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a nueve días del mes de 
setiembre del año dos mil ocho, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de 
Diputados, a diez días del mes de diciembre del año dos mil ocho, de conformidad a lo dispuesto 
en el Artículo 204 de la Constitución Nacional. 
 
 
  Enrique Salyn Buzarquis Cáceres   Enrique González Quintana 
                   Presidente         Presidente 
            H. Cámara de Diputados          Cámara de Senadores 
     
 
 
       Gustavo Mussi Melgarejo                            Lino César Oviedo 
       Secretario Parlamentario           Secretario Parlamentario  

     
 Asunción, 30 de diciembre de 2008. 

 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 

El Presidente de la República 
Fernando Armindo Lugo Méndez 

 
Alejandro Hamed Franco 

Ministro de Relaciones Exteriores 
 
 
 

LEY Nº 2302/2003 
 
 

QUE APRUEBA LA CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA EL 
TERRORISMO 

 
 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
LEY 

 
 
Artículo 1º.- Apruébase la “Convención Interamericana contra el Terrorismo”, suscrita 

por la República del Paraguay el 3 de junio de 2002, en la ciudad de Bridgetown, Barbados, cuyo 
texto es como sigue: 

 
“CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA EL TERRORISMO 

 
 LOS ESTADOS PARTE EN LA PRESENTE CONVENCION, 
 
 TENIENDO PRESENTE los propósitos y principios de la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos y de la Carta de las Naciones Unidas; 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

89 
 

 CONSIDERANDO que el terrorismo constituye una grave amenaza para los valores 
democráticos y para la paz y la seguridad internacionales y es causa de profunda preocupación para 
todos los Estados Miembros; 
 
 REAFIRMANDO la necesidad de adoptar en el sistema interamericano medidas eficaces 
para prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo mediante la más amplia cooperación; 
 
 RECONOCIENDO que los graves daños económicos a los Estados que pueden resultar 
de actos terroristas son uno de los factores que subrayan la necesidad de la cooperación y la 
urgencia de los esfuerzos para erradicar el terrorismo; 
 
 REAFIRMANDO el compromiso de los Estados de prevenir, combatir, sancionar y 
eliminar el terrorismo; y, 
 
 TENIENDO EN CUENTA la resolución RC.23/RES. 1/01 rev. 1 corr. 1, 
“Fortalecimiento de la cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”, 
adoptada en la Vigésima Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores. 
 
 HAN ACORDADO LO SIGUIENTE: 
 

Artículo 1 
Objeto y fines 

 
 La presente Convención tiene como objeto prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo. 
Para tal efecto, los Estados Parte se comprometen a adoptar las medidas necesarias y fortalecer la 
cooperación entre ellos, de acuerdo con lo establecido en esta Convención. 
 

Artículo 2 
Instrumentos internacionales aplicables 

 
1. Para los propósitos de esta Convención, se entiende por ”delito” aquellos establecidos 

en los instrumentos internacionales que se indican a continuación: 
 

a) Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en 
La Haya el 16 de diciembre de 1970. 

 
b) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación 

civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971. 
 

c) Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas 
internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973. 

 
d) Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979. 
 
e) Convenio sobre la protección física de los materiales nucleares, firmado en 

Viena el 3 de marzo de 1980. 
 
f) Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que 

prestan servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la 
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represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 
24 de febrero de 1988. 

 
g) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 

navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988. 
 
h) Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las 

plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo 
de 1988. 

 
i) Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos 

con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de 
diciembre de 1997. 

 
j) Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 

aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999. 
 
 2. Al depositar su instrumento de ratificación a la presente Convención, el Estado que no 
sea parte de uno o más de los instrumentos internacionales enumerados en el párrafo 1 de este 
Artículo podrá declarar que, en la aplicación de esta Convención a ese Estado Parte, ese 
instrumento no se considerará incluido en el referido párrafo. La declaración cesará en sus efectos 
cuando dicho instrumento entre en vigor para ese Estado Parte, el cual notificará al depositario de 
este hecho. 
 

3. Cuando un Estado Parte deje de ser parte de uno de los instrumentos internacionales 
enumerados en el párrafo 1 de este Artículo, podrá hacer una declaración con respecto 
a ese instrumento, tal como se dispone en el párrafo 2 de este Artículo. 
 

Artículo 3 
Medidas internas 

 
 Cada Estado Parte, de acuerdo con sus disposiciones constitucionales, se esforzará por 
ser parte de los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 de los cuales aún no sea 
parte y por adoptar las medidas necesarias para la aplicación efectiva de los mismos, incluido el 
establecimiento en su legislación interna de penas a los delitos ahí contemplados. 
 

Artículo 4 
Medidas para prevenir, combatir y erradicar 

la financiación del terrorismo 
 
 1. Cada Estado Parte, en la medida en que no lo haya hecho, deberá establecer un régimen 
jurídico y administrativo para prevenir, combatir y erradicar la financiación del terrorismo y para 
lograr una cooperación internacional efectiva al respecto, la cual deberá incluir: 
 

a) Un amplio régimen interno normativo y de supervisión para los bancos, otras 
instituciones financieras y otras entidades consideradas particularmente susceptibles de 
ser utilizadas para financiar actividades terroristas. Este régimen destacará los requisitos 
relativos a la identificación del cliente, conservación de registros y comunicación de 
transacciones sospechosas o inusuales. 
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b) Medidas de detección y vigilancia de movimientos transfronterizos de dinero 
en efectivo, instrumentos negociables al portador y otros movimientos relevantes de 
valores. Estas medidas estarán sujetas a salvaguardas para garantizar el debido uso de la 
información y no deberán impedir el movimiento legítimo de capitales. 

 
c) Medidas que aseguren que las autoridades competentes dedicadas a combatir 

los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 
tengan la capacidad de cooperar e intercambiar información en los niveles nacional e 
internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno. Con 
ese fin, cada Estado Parte deberá establecer y mantener una unidad de inteligencia 
financiera que sirva como centro nacional para la recopilación, el análisis y la difusión de 
información relevante sobre lavado de dinero y financiación del terrorismo. Cada Estado 
Parte deberá informar al Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos sobre la autoridad designada como su unidad de inteligencia financiera. 

 
 2. Para la aplicación del párrafo 1 del presente Artículo, los Estados Parte utilizarán como 
lineamientos las recomendaciones desarrolladas por las entidades regionales o internacionales 
especializadas, en particular, el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y, cuando sea 
apropiado, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Grupo 
de Acción Financiera del Caribe (GAFIC) y el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica 
(GAFISUD). 
 
 
 
 
 

Artículo 5 
Embargo y decomiso de fondos u otros bienes 

 
 1. Cada Estado Parte, de conformidad con los procedimientos establecidos en su 
legislación interna, adoptará las medidas necesarias para identificar, congelar, embargar y, en su 
caso, proceder al decomiso de los fondos u otros bienes que constituyan el producto de la comisión 
o tengan como propósito financiar o hayan facilitado o financiado la comisión de cualquiera de 
los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 de esta 
Convención. 
 
 2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1 serán aplicables respecto de los delitos 
cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte. 
 

Artículo 6 
Delitos determinantes del lavado de dinero 

 
 1. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para asegurar que su legislación penal 
referida al delito del lavado de dinero incluya como delitos determinantes del lavado de dinero 
los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 de esta 
Convención. 
 
 Los delitos determinantes de lavado de dinero a que se refiere el párrafo 1 incluirán 
aquellos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte. 
 

Artículo 7 
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Cooperación en el ámbito fronterizo 
 
 1. Los Estados Parte, de conformidad con sus respectivos regímenes jurídicos y 
administrativos internos, promoverán la cooperación y el intercambio de información con el 
objeto de mejorar las medidas de control fronterizo y aduanero para detectar y prevenir la 
circulación internacional de terroristas y el tráfico de armas u otros materiales destinados a apoyar 
actividades terroristas. 
 
 2. En este sentido, promoverán la cooperación y el intercambio de información para 
mejorar sus controles de emisión de los documentos de viaje e identidad y evitar su falsificación, 
alteración ilegal o utilización fraudulenta. 
 
 3. Dichas medidas se llevarán a cabo sin perjuicio de los compromisos internacionales 
aplicables al libre movimiento de personas y a la facilitación del comercio. 
 

Artículo 8 
Cooperación entre autoridades competentes para la aplicación de la Ley 

 
 Los Estados Parte colaborarán estrechamente, de acuerdo con sus respectivos 
ordenamientos legales y administrativos internos, a fin de fortalecer la efectiva aplicación de la 
Ley y combatir los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el 
Artículo 2. En este sentido, establecerán y mejorarán, de ser necesario, los canales de 
comunicación entre sus autoridades competentes a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido 
de información sobre todos los aspectos de los delitos establecidos en los instrumentos 
internacionales enumerados en el Artículo 2 de esta Convención. 
 

Artículo 9 
Asistencia jurídica mutua 

 
Los Estados Parte se prestarán mutuamente la más amplia y expedita asistencia jurídica 

posible con relación a la prevención, investigación y proceso de los delitos establecidos en los 
instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 y los procesos relacionados con éstos, 
de conformidad con los acuerdos internacionales aplicables en vigor. En ausencia de esos 
acuerdos, los Estados Parte se prestarán dicha asistencia de manera expedita de conformidad con 
su legislación interna. 
 

Artículo 10 
Traslado de personas bajo custodia 

 
 1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un 
Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de prestar testimonio o 
de identificación o para que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación o el 
enjuiciamiento de los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el 
Artículo 2 podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 
 
  a) La persona presta libremente su consentimiento, una vez informada; y, 
 

b) Ambos Estados están de acuerdo, con sujeción a las condiciones que 
consideren apropiadas. 

 
 2. A los efectos del presente Artículo: 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

93 
 

 
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a 

mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice 
otra cosa. 

 
b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su obligación 

de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue trasladada según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados. 

 
c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado desde el 

que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución. 
 
d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona en el 

Estado al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo de la pena que ha de cumplir 
en el Estado desde el que haya sido trasladada. 

 
 3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de 
conformidad con el presente Artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su 
nacionalidad, no será procesada, detenida ni sometida a cualquier otra restricción de su libertad 
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o condenas 
anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue trasladada. 
 

Artículo 11 
Inaplicabilidad de la excepción por delito político 

 
 Para los propósitos de extradición o asistencia jurídica mutua, ninguno de los delitos 
establecidos en los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 se considerará como 
delito político o delito conexo con un delito político o un delito inspirado por motivos políticos. 
En consecuencia, una solicitud de extradición o de asistencia jurídica mutua no podrá denegarse 
por la sola razón de que se relaciona con un delito político o con un delito conexo con un delito 
político o un delito inspirado por motivos políticos.  
 

Artículo 12 
Denegación de la condición de refugiado 

 
Cada Estado Parte adoptará las medidas que corresponda, de conformidad con las 

disposiciones pertinentes del derecho interno e internacional, para asegurar que la condición de 
refugiado no se reconozca a las personas respecto de las cuales haya motivos fundados para 
considerar que han cometido un delito establecido en los instrumentos internacionales 
enumerados en el Artículo 2 de esta Convención. 
 

Artículo 13 
Denegación de asilo 

 
 Cada Estado Parte adoptará las medidas que corresponda, de conformidad con las 
disposiciones pertinentes del derecho interno e internacional, a fin de asegurar que el asilo no se 
otorgue a las personas respecto de las cuales haya motivos fundados para considerar que han 
cometido un delito establecido en los instrumentos internacionales enumerados en el Artículo 2 
de esta Convención. 
 

Artículo 14 
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No discriminación 
 
 Ninguna de las disposiciones de la presente Convención será interpretada como la 
imposición de una obligación de proporcionar asistencia jurídica mutua si el Estado Parte 
requerido tiene razones fundadas para creer que la solicitud ha sido hecha con el fin de enjuiciar 
o castigar a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opinión 
política o si el cumplimiento de la solicitud causaría un perjuicio a la situación de esa persona por 
cualquiera de estas razones. 
 

Artículo 15 
Derechos humanos 

 
 1. Las medidas adoptadas por los Estados Parte de conformidad con esta Convención se 
llevarán a cabo con pleno respeto al estado de derecho, los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. 
 
 2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará en el sentido de que 
menoscaba otros derechos y obligaciones de los Estados y de las personas conforme al derecho 
internacional, en particular la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los 
derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados. 
 
 3. A toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier 
medida o sea encausada con arreglo a la presente Convención se le garantizará un trato justo, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado 
en cuyo territorio se encuentre y las disposiciones pertinentes del derecho internacional. 
 

Artículo 16 
Capacitación 

 
 1. Los Estados Parte promoverán programas de cooperación técnica y capacitación, a 
nivel nacional, bilateral, subregional y regional y en el marco de la Organización de los Estados 
Americanos, para fortalecer las instituciones nacionales encargadas del cumplimiento de las 
obligaciones emanadas de la presente Convención. 
 
 2. Asimismo, los Estados Parte promoverán, según corresponda, programas de 
cooperación técnica y de capacitación con otras organizaciones regionales e internacionales que 
realicen actividades vinculadas con los propósitos de la presente Convención. 
 

Artículo 17 
Cooperación a través de la Organización de los Estados Americanos 

 
 Los Estados Parte propiciarán la más amplia cooperación en el ámbito de los órganos 
pertinentes de la Organización de los Estados Americanos, incluido el Comité Interamericano 
contra el Terrorismo (CICTE), en materias relacionadas con el objeto y los fines de esta 
Convención. 
 

Artículo 18 
Consulta entre las Partes 
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 1. Los Estados Parte celebrarán reuniones periódicas de consulta, según consideren 
oportuno, con miras a facilitar: 
 

a) La plena implementación de la presente Convención, incluida la consideración 
de asuntos de interés relacionados con ella identificados por los Estados Parte; y, 

 
b) El intercambio de información y experiencias sobre formas y métodos 

efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar el terrorismo. 
 
 2. El Secretario General convocará una reunión de consulta de los Estados Parte después 
de recibir el décimo instrumento de ratificación. Sin perjuicio de ello, los Estados Parte podrán 
realizar las consultas que consideren apropiadas. 
 
 3. Los Estados Parte podrán solicitar a los órganos pertinentes de la Organización de los 
Estados Americanos, incluido el CICTE, que faciliten las consultas referidas en los párrafos 
anteriores y preste otras formas de asistencia respecto de la aplicación de esta Convención. 
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Artículo 19 
Ejercicio de jurisdicción 

 
 Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer 
su jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén 
exclusivamente reservadas a las autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno. 
 

Artículo 20 
Depositario 

 
 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, 
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 
 

Artículo 21 
Firma y ratificación 

 
 1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos. 
 
 2. Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados signatarios de 
acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. Los instrumentos de ratificación 
serán depositados en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
 

Artículo 22 
Entrada en vigor 

 
 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el sexto instrumento de ratificación de la Convención en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 
 
 2. Para cada Estado que ratifique la Convención después de que se haya depositado el 
sexto instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado el instrumento correspondiente. 
 

Artículo 23 
Denuncia 

 
 1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación escrita 
dirigida al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos. La denuncia surtirá efecto 
un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Secretario General de la 
Organización. 
 
 2. Dicha denuncia no afectará ninguna solicitud de información o de asistencia hecha 
durante el período de vigencia de la Convención para el Estado denunciante.” 
 

Artículo 2°.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a treinta y un días del mes de 
julio del año dos mil tres, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de Diputados, a 
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treinta días del mes de octubre del año dos mil tres, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 204 
de la Constitución Nacional. 
 
 
 
 

              Benjamín Maciel Pasotti                                     Carlos Mateo Balmelli  
               Presidente                                                         Presidente                    
              H. Cámara de Diputados                                    H. Cámara de Senadores        
 
               Raúl Adolfo Sánchez                                  Ana María Mendoza de Acha 
             Secretario Parlamentario                                     Secretaria Parlamentaria           
 
 

 Asunción,  21 de octubre de 2003 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
El Presidente de la República 
Nicanor Duarte Frutos 
 

Leila Rachid de Cowles 
Ministra de Relaciones Exteriores 

 
 
 

LEY N 374/1994 
 

QUE APRUEBA EL ACUERDO PARA COOPERAR EN LA PREVENCION Y EL CONTROL 
DEL LAVADO DE DINERO PROVENIENTE DEL TRAFICO ILICITO DE 
ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS PSICOTROPICAS, SUSCRITO ENTRE EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PARAGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMERCIA, EL 30 DE NOVIEMBRE DE 1993 
 

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 
LEY: 

 
 Artículo 1o.- Apruébase el Acuerdo para Cooperar en la Prevención y el Control del Lavado 
de Dinero Proveniente del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, suscrito 
entre el Gobierno de la República del Paraguay y el Gobierno de los Estados Unidos de América, el 
30 de noviembre de 1993, y cuyo texto es como sigue: 
 
 

A C U E R D O 
 

ENTRE 
 

EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PARAGUAY 
 

Y 
 

EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA 
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PARA COOPERAR EN LA PREVENCION Y EL CONTROL DEL LAVADO DE 

 
DINERO PROVENIENTE DEL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y 

 
SUSTANCIAS PSICOTROPICAS 

 
 
El Gobierno de la República del Paraguay 
 
y 
 
El Gobierno de los Estados Unidos de América, 
(en adelante denominados las "Partes") 
 
 RECONICIENDO la necesidad de la cooperación internacional en relación con la 
administración y el cumplimiento de las leyes contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas y las actividades ilícitas conexas, 
 
 TENIENDO EN CUENTA la necesidad de la cooperación mutua para combatir el lavado 
internacional de fondos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, y 
 
 DESEANDO erradicar el lavado de dinero mediante la adecuada cooperación mutua, y 
teniendo en cuenta la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 
y Sustancias Psicotrópicas del 10 de diciembre de 1988, 
 
 
 HAN ACORDADO lo siguiente: 
 
 
 ARTICULO I. Definiciones 
 
 1) Por "moneda" se entiende todo dinero fraccionario y papel moneda que se haya designado 
como moneda de curso legal, que circule, se use y acepte ordinariamente como medio de intercambio 
y que es emitido por las Partes y otros Gobiernos. La moneda comprende los certificados de depósito 
de plata de los Estados Unidos, los billetes de banco de los Estados Unidos y los billetes de la Reserva 
Federal así como los billetes oficiales de banco de otros países que se usen y acepten ordinariamente 
como medio de intercambio y es emitido por las Partes y otros Gobiernos. 
 
 2) Por "información sobre una transacción monetaria" se entiende la información a las 
constancias que guarde una institución financiera o los informes elaborados por una institución 
financiera relativos a las transacciones en moneda que excedan de US$ 10.000 (diez mil dólares 
estadounidenses) o su equivalente en moneda extranjera. Esa información comprenderá por los 
menos: 
 
 a) La identidad de quienes realicen las transacciones, o sea, el nombre y la dirección, 
comprobados mediante la presentación de documentos fidedignos, la empresa o profesión y 
cualquier otro dato que sirva de identificación; 
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 b) Si quienes realizan las transacciones lo hacen a nombre de otra persona, se adoptarán las 
medidas razonables para conocer la identidad de esas otras personas a cuyos nombres se realiza la 
transacción, incluido sus nombres y direcciones, empresas o profesiones y cualquier otro dato que 
sirva de identificación; 
 
 c) Las cantidades, fechas y clases de las transacciones; 
 
 d) Las cuentas afectadas por las transacciones; y, 
 
 e) El nombre, la dirección, el número de identidad (si procede), y la clase de institución 
financiera donde se han realizado las transacciones. 
 
 3) Por "institución financiera" se entiende todo agente, agencia, sucursal u oficina, ubicada 
en el territorio nacional de las Partes, de todo banco, negociante en nomeda o casas de cambio, 
cobrador de cheques, corredor o agente de valores u otras instituciones financieras, de conformidad 
con: 
 
 a) Para la República del Paraguay: la Ley No. 417/73 "General de Bancos y de otras 
Entidades Financieras", Decreto-Ley No. 18/52 "Que crea el Banco Central del Paraguay" y sus 
reglamentaciones y la Ley No. 94/91 "De Mercado de Capitales"; y, 
 
 b) Para los Estados Unidos de América: bajo la jurisdicción del Departamento del Tesoro, 
la Ley de Informes sobre Transacciones Monetarias y Extranjeras, Sección 5312 del Titulo 31, 
Código de los Estados Unidos y sus reglamentaciones, 31 C.F.R. Parte 103.11. 
 
 4) Las Entidades Ejecutoras en el presente Acuerdo son: 
 
 a) Por la República del Paraguay: el Ministerio de Hacienda y el Banco Central del 
Paraguay; y, 
 
 b) Por los Estados Unidos de América: el Departamento del Tesoro, representado por el 
"Asistant Secretary for Enforcement" (Secretario Adjunto para el Cumplimiento de la Ley). 
 
 5) Por "persona" se entiende una persona física, una empresa, una sociedad anónima, un 
fideicomiso o una sucesión, una sociedad en comandita por acciones, una empresa conjunta o 
consorcio o cualquier otra empresa o grupo no constituido, y todas las entidades con personería 
jurídica reconocida. 
 
 6) Por "transacción monetaria" se entiende toda operación con moneda efectuada, por una 
institución financiera, o con ella o por su mediación, que exceda de US$ 10.000 (diez mil dólares 
estadounidenses) o su equivalente en moneda extranjera. 
 
 7) Por "autoridades respectivas" se entiende, en el caso de la República del Paraguay, las 
autoridades nacionales competentes y en el caso de los Estados Unidos de América, las autoridades 
federales, estatales y locales. 
 
 ARTICULO II. Cuestiones que abarca el presente Acuerdo 
 
 1) Las Partes se asegurarán que las instituciones financieras bajo su jurisdicción y las 
instituciones financieras sujetas a su legislación registren la información pertinente a cada 
transacción monetaria y la conserven por un plazo no menor de 5 (cinco) años. 
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 2) De conformidad con los términos del presente Acuerdo, las Partes o sus representantes 
designados se facilitarán, en toda su plenitud, la asistencia mutua que precisen para el intercambio 
de información sobre transacciones monetarias, con el fin de que dicha información se emplee en 
investigaciones, incautación y decomiso, procesos o enjuiciamientos penales, civiles o 
administrativos, conforme la legislación vigente en las Partes, relacionados con operaciones ilícitas 
de narcóticos, drogas y actividades ilícitas conexas, entre ellas el tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, el lavado de dinero y las contravenciones a las normas sobre notificación y 
registro acerca de las transacciones monetarias. 
 
 3) Al intercambiar constancias sobre transacciones monetarias con el Departamento del 
Tesoro de los Estados Unidos, el Ministerio de Hacienda y el Banco Central del Paraguay, se 
asegurarán que dichos documentos sean oficiales. Si la Parte requirente solicita documentos 
certificados o autenticados, la Parte requerida proporcionará tal información de conformidad con las 
condiciones solicitadas. 
 
 4) De conformidad con su legislación, las Partes emplearán todas las medidas razonables y 
ejercerán toda la autoridad que les confieran las leyes pertinentes con el fin de facilitar la asistencia 
descripta en el presente Acuerdo. 
 
 ARTICULO III. Solicitudes de asistencia 
 
 1) Las solicitudes de asistencia deberán hacerse por escrito y en un idioma aceptable por la 
Parte requerida: 
 
 a) Para la República del Paraguay, el idioma aceptable es el castellano; y, 
 
 b) Para los Estados Unidos de América, el idioma aceptable es el inglés. 
 
 2) Cada solicitud de asistencia deberá: 
 
 a) Presentar un breve resumen del asunto que se encuentra sometido a examen, 
investigación, incautación o decomiso, o procedimiento penal, civil o administrativo, conforme a la 
legislación vigente en las Partes, que haya sido entablado por una de ellas o sus respectivas 
autoridades para la cual se requiera la información; 
 
 b) Declarar el propósito concreto y el uso que se dará a la información solicitada, incluida 
la identidad de las autoridades que tendrán acceso a la información solicitada; 
 
 c) Estar firmada, en el caso de la República del Paraguay, por el Ministro de Hacienda y/o 
el Presidente del Banco Central y en el caso de los Estados Unidos de América, por el Secretario 
Adjunto para el Cumplimiento de la Ley, Departamento del Tesoro de los Estados Unidos de 
América, o sus representantes designados; 
 
 d) Donde proceda, señalar las leyes que se alega han sido contravenidas por las personas o 
propiedades objeto de la investigación o del enjuiciamiento o contra quienes se haya entablado un 
proceso penal, civil o administrativo, y facilitar un resumen del texto de dichas leyes; 
 
 e) Declarar los nombres de las personas acerca de quienes se solicita la información y 
facilitar todos los datos disponibles que las identifiquen; y, 
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 f) Facilitar toda la información disponible relativa a las transacciones que constituyan el 
objeto de la solicitud de asistencia, incluidos el número de las cuentas, el nombre del titular de las 
cuentas, el nombre de las instituciones financieras participantes en las transacciones, la ubicación de 
las instituciones financieras participantes y las fechas de las transacciones. 
 
 3) Las solicitudes de asistencia y la ejecución de las mismas en virtud de este Acuerdo, 
deberán presentarse a: 
 
  a) Para la República del Paraguay: 
     
   Ministerio de Hacienda 
   Chile No 128 
   Asunción,Paraguay; o, 
 
   Banco Central del Paraguay 
   San Rafael y Pablo VI 
   Asunción,Paraguay 
 
  con copia a la otra Entidad Ejecutora. 
 
b) Para los Estados Unidos de América: 
 
   The Assistant Secretary (Enforcement) 
   U.S. Department of the Treasury 
   1500 Pennsylvania Avenue, N.W. 
   Washington D.C. 20220; 
 
  y, donde proceda, podrán presentarse a: 
 
   Embajada de los Estados Unidos 
   Asunción, Paraguay 
 
  para su transmisión al Secretario Adjunto; y 
 
 4) En casos de urgencia, las solicitudes de asistencia podrán hacerse por teléfono, las cuales 
deberán ser confirmadas inmediatamente por fax o correo expreso y dentro de los 14 días corridos, 
deberá confirmarse mediante una solicitud por escrito. Las comunicaciones por teléfono y fax se 
dirigirán a: 
 
  a) Para la República del Paraguay: 
 
   Ministerio de Hacienda 
   Número de teléfono: 595-21-440038 
   Número de Fax: 595-21-448283; o, 
 
   Banco Central del Paraguay 
   Número de teléfono: 595-21-608011 
   Número de Fax: 595-21-608136 
 
  b) Para los Estados Unidos de América: 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

102 
 

   Director, Office of Financial Enforcement 
   U.S. Department of the Treasury 
   Número de Teléfono: 202-622-0400 
   Número de Fax: 202-622-1479 
 
 ARTICULO IV: CONDICIONES DE LA ASISTENCIA 
 
 1) Toda la información obtenida en virtud del presente Acuerdo, será utilizada solamente  
en conformidad con el propósito declarado en la solicitud de asistencia. 
 
 2) La información facilitada de conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo no 
se divulgará, revelará, transmitirá ni utilizará en forma distinta de la declarada en la solicitud original 
de asistencia, sin la aprobación previa y por escrito de la Parte requerida o de su representante 
designado, salvo que dicha información se hiciera pública en un proceso judicial o administrativo. 
 
 3) La solicitud de asistencia en virtud del presente Acuerdo podrá denegarse cuando el 
cumplimiento de la misma perjudicaría la seguridad, los intereses nacionales, el orden público u otro 
interés fundamental del Parte requerida. La notificación y las razones de esa negativa se presentarán 
oportunamente. La denegación de la solicitud por las razones mencionadas anteriormente no se 
considerará un quebrantamiento del presente Acuerdo. 
 
 4) Una de las Partes podrá aplazar el cumplimiento de una solicitud de asistencia si el 
cumplimiento de la misma dificultara una investigación, un decomiso, un enjuiciamiento u otro 
procedimiento penal, civil o administrativo en curso entablado por una de las Partes o sus autoridades 
respectivas. En el caso de la República del Paraguay, el término "autoridades respectivas" equivale 
a las autoridades nacionales competentes y en el caso de los Estados Unidos de América, equivale a 
las autoridades federales, estatales y locales. Ese aplazamiento deberá notificarse oportunamente. 
 
 5) Los costos ordinarios incurridos en el cumplimiento de una solicitud los sufragará la Parte 
requerida, salvo que las Partes acuerden lo contrario. Si durante el cumplimiento de la solicitud se 
hacen necesarios gastos extraordinarios para cumplirla, por ejemplo, comunicaciones telefónicas 
interurbanas o por fax, las Partes deberán consultarse para acordar los términos y condiciones bajo 
los cuales la solicitud habrá de ejecutarse. 
 
 ARTICULO V. Limitaciones 
 
 El presente Acuerdo se propone definir la relación entre las Partes y establece un mecanismo 
para la cooperación y asistencia. El mismo no se propone generar o conferir derechos, privilegios o 
beneficios a ninguna persona, a terceros u otra entidad que no sean las Partes en el presente Acuerdo 
y sus respectivas autoridades, ni autoriza ni exige ninguna acción que sea incompatible con los 
requisitos constitucionales de las Partes. 
 
 ARTICULO VI. Entrada en vigor y terminación 
 
 1) El presente Acuerdo entrará en vigor después de su firma y del posterior canje de notas 
diplomáticas en el que se confirme el cumplimiento de todos los requisitos legales internos para su 
entrada en vigor. 
 
 2) Este Acuerdo podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes mediante notificación a 
la otra por la vía diplomática. 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

103 
 

 3) Este Acuerdo cesará a los tres meses de recepción de la notificación prevista en el párrafo 
2) de este Artículo. 
 
 SUSCRITO en Asunción, a los treinta días del mes de noviembre de mil novecientos 
noventa y tres, en dos ejemplares originales, en los idiomas castellano e inglés, siendo ambos textos 
igualmente auténticos. 
 
 FDO.: Por el Gobierno de la República del Paraguay, Diógenes Martínez, Ministro de 
Relaciones Exteriores. 
 
 FDO.: Por el Gobierno de los Estados Unidos de América, Jon Glassman, Embajador de los 
Estados Unidos de América en Paraguay. 
 
 Artículo 2o.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Aprobada por la Honorable Cámara de Senadores el once de mayo del año un mil novecientos 
noventa y cuatro y por la Honorable Cámara de Diputados, sancionándose la Ley el nueve de junio 
del año un mil novecientos noventa y cuatro. 
 
 
 Francisco José de Vargas   Evelio Fernández Arévalos 
  Presidente                 Presidente 
  H. Cámara de Diputados             H. Cámara de Senadores 
 
      José Luis Cuevas                                                       Fermín Ramírez 
             Secretario Parlamentario                                         Secretario Parlamentario 
 

 Asunción, 24 de junio de 1994 
 
 Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
 

El Presidente de la República 
Juan Carlos Wasmosy 

 
Luis María Ramírez Boettner 

Ministro de Relaciones Exteriores 
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LEY N° 1015/1997  
Y LEYES MODIFICATORIAS 
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LEY N° 1015/1997 
 
 

QUE PREVIENE Y REPRIME LOS ACTOS ILICITOS DESTINADOS A LA 
LEGITIMACION DE DINERO O BIENES 
 
EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY 
 

 CAPITULO I 
 
 DISPOSICIONES GENERALES 
 
 Artículo 1°.- Ámbito de aplicación.  
 

La presente Ley regula las obligaciones, las actuaciones y los procedimientos para 
prevenir e impedir la utilización del sistema financiero y de otros sectores de la actividad 
económica para la realización de los actos destinados al lavado de dinero y el 
financiamiento del terrorismo, conforme a los acuerdos y tratados internacionales 
ratificados por el Paraguay. 

 
 Artículo 2°.- Definiciones. 
 
 A los efectos de esta ley se entenderán como: 
 

a) Objeto: los bienes obtenidos o derivados directa o indirectamente de la 
comisión de un hecho punible; 

 
b) Activo, bienes, o fondos: cualquier activo, incluyendo, aunque no 

exclusivamente, los activos financieros, activos virtuales, recursos económicos, 
bienes de todo tipo, tangibles o intangibles, muebles o inmuebles, como quiera que 
hayan sido adquiridos, y los documentos legales o instrumentos en cualquier forma, 
incluso electrónica o digital, que evidencien la titularidad de, o la participación en, 
tales fondos u otros activos, además de, aunque no exclusivamente, los créditos 
bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros postales, acciones, valores, 
bonos, letras de cambio o letras de crédito, y cualquier participación, dividendo u 
otros ingresos en, o valor acumulado a partir de, o generado por, tales fondos u otros 
activos;  

 
c) Beneficiario Final: es la persona física que finalmente posee o controla a un 

cliente, así como la persona física en cuyo nombre se realiza una transacción. Incluye 
también a las personas que ejercen el control efectivo final sobre una persona jurídica 
u otra estructura jurídica;  

 
d) Reporte: es la comunicación de hechos, transacciones u operaciones que 

realizan los sujetos obligados a la autoridad de aplicación de esta Ley; 
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e) Operación sospechosa: operación realizada o tentada, con independencia de su 
cuantía, respecto del cual exista sospecha de que esté relacionada al hecho punible de 
lavado de activos, financiamiento del terrorismo u otros hechos punibles precedentes 
o relacionados; 

 
f) Debida Diligencia: es el conjunto de normas, medidas y procedimientos 

tendientes a obtener la información que permita conocer la identidad de un cliente o 
su beneficiario final, establecer su perfil transaccional y verificar que sus operaciones 
sean compatibles con dicho perfil; 

 
g) Informe de inteligencia: es el producto elaborado por la Unidad de Inteligencia 

Financiera en base a los reportes de operaciones y reportes de operaciones 
sospechosas, además de toda la información proveniente de otras fuentes a las que 
accede la misma, en el marco de su competencia. 

 
Asimismo, se aplicarán las definiciones que emita la Secretaría de Prevención de Lavado de 
Dinero o Bienes, resolución mediante, para ajustar la terminología a los estándares internacionales  
 
 CAPITULO II 
 
 DISPOSICIONES PENALES 
 
Artículo 3°.- Tipificación del delito de lavado de dinero o bienes. DEROGADO1 
 
Artículo 4°.- Sanción penal. DEROGADO2 
 
Artículo 5°.- Comiso. 
 
Será decomisado el objeto o el instrumento con el cual se realizó o preparó el delito de lavado de 
dinero o bienes.3   
 

                                                
1 Derogado por la Ley N° 1160/1997 Código ´Penal, arts. 91,196,323 inc. 2° 
 Texto Anterior. Art. 3°.- Tipificación del delito de lavado de dinero o bienes.  
 Comete delito de lavado de dinero o bienes, el que con dolo o culpa: 
  a) oculte un objeto proveniente de un crimen, o de un delito perpetrado por una banda 

criminal o grupo terrorista, o de un delito tipificado por la Ley 1.340/88 "Que reprime el tráfico de 
estupefacientes y drogas peligrosas" y sus modificaciones; 

  b) respecto de tal objeto, disimule su origen, frustre o peligre el conocimiento de su origen 
o ubicación, su encuentro, su decomiso, su incautación, su secuestro, o su embargo preventivo; y, 

  c) obtenga, adquiera, convierta, transfiera, guarde o utilice para sí u otro el objeto 
mencionado en el párrafo primero. La apreciación del conocimiento o la negligencia se basarán en 
las circunstancias y elementos objetivos que se verifiquen en el caso concreto.  

2 Derogado por la Ley N° 1160/1997 Código ´Penal, art. 196 1°,2°,3°,4°, 5°,8°, 9°, 323 inc, 2°. 
  Texto Anterior. Sanción penal. 
 El delito de lavado de dinero o bienes será castigado con pena penitenciaria de dos a diez años. 
 El juez podrá dejar de aplicar la pena al coautor o partícipe si éste colabora espontánea y 

efectivamente con las autoridades para el descubrimiento del ilícito penal tipificado en la presente 
ley, para la individualización de los autores principales o para la ubicación de los bienes, derechos o 
valores que fueron objeto del delito. 

3 Ley N° 1160/1997 Código Penal, arts. 86 y sgtes, 196 inc. 4° 
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Obs. Artículo ampliado por ley N° 5876/2017 de administración de bienes incautados y comisados 
y la Ley N° 6396/2019  
 
Artículo 6°.- Comiso especial. DEROGADO4 . Obs. Ver ley N° 5876/2017 de administración de 
bienes incautados y comisados y la Ley N° 6396/2019 
 
 
Artículo 7°.- Efecto del comiso y del comiso especial. 
 
En caso de comiso y de comiso especial, la propiedad de la cosa decomisada o el derecho 
decomisado pasarán al Estado en el momento en que la sentencia quede ejecutoriada.5 
DEROGADO 
 
De los bienes decomisados se dispondrá en la forma que se establece en esta ley.6 
 
Artículo 8°.- Terceros de buena fe.7 
 
Las sanciones y medidas establecidas en esta ley se aplicarán sin perjuicio 
de los derechos de los terceros de buena fe. 
 
Artículo 9°.- Citación a terceros interesados. 
 
Todas las personas que pudieran tener interés legítimo en los 
procesos judiciales que se inicien por aplicación de la presente ley, deberán ser citados por edictos 
que se publicarán en dos diarios de gran circulación nacional por diez días consecutivos. 
 
Artículo 10.- Gradación de la pena.8 DEROGADO 
 
                                                
4 Ley N° 1160/1997 Código Penal. Arts. 57,90,91,94,196 inc. 4°,323 inc. 2°  
 Texto Anterior.  

Artículo 6°.- Comiso especial. Cuando el autor del delito de lavado de dinero o bienes hubiese 
obtenido con ello un beneficio, para sí o para un tercero, se procederá a su comiso. 
Cuando sea imposible el comiso especial, se impondrá el pago sustitutivo de una suma de dinero 
equivalente al valor del beneficio obtenido. 

 
5 Derogado por la Ley N° 1160/1997 Código Penal. Arts. 88,95,196 inc, 4°, 323 inc. 2° 
6 Art. 37 de esta ley. Ley N° 5876/2017 de administración de bienes incautados y comisados y la Ley N° 
6396/2019 
7 Ley N° 1160/1997 Código Penal art. 196 numeral 6 
8 Derogado por la Ley N° 1160/1997 Código Penal. Ver arts. 26,27,29,31,292,293,323 inc. 2° 
 Texto anterior. .- Gradación de la pena. 

La autoría moral, complicidad o encubrimiento como también el delito tentado y el frustrado serán 
igualmente punibles conforme a lo previsto en la presente ley. 
Al autor moral se le impondrá idéntica pena que la que corresponda al autor material; la complicidad, 
con la mitad de la pena que corresponda al autor material; y el encubrimiento, con la quinta parte de 
la pena que corresponda al autor material. 
El delito tentado será sancionado con la mitad de la pena que corresponda al delito consumado, y el 
delito frustrado con las dos terceras partes de la pena que corresponda al delito consumado, de 
conformidad con las disposiciones pertinentes del Código Penal. 
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La autoría moral, complicidad o encubrimiento como también el delito tentado y el frustrado serán 
igualmente punibles conforme a lo previsto en la presente ley. 
 
Al autor moral se le impondrá idéntica pena que la que corresponda al autor material; la 
complicidad, con la mitad de la pena que corresponda al autor material; y el encubrimiento, con la 
quinta parte de la pena que corresponda al autor material. 
 
El delito tentado será sancionado con la mitad de la pena que corresponda al delito consumado, y el 
delito frustrado con las dos terceras partes de la pena que corresponda al delito consumado, de 
conformidad con las disposiciones pertinentes del Código Penal. 
  
Artículo 11.- Agravantes. 
 
Es circunstancia agravante que los empleados, funcionarios, directores, propietarios u otros 
representantes autorizados de los sujetos obligados, actuando como tales, tengan participación en el 
delito de lavado de dinero o bienes. 
 
Las penas mencionadas en los artículos precedentes serán elevadas al doble si, a la fecha de la 
comisión del delito, el imputado fuese funcionario público. 
 
 CAPITULO III 
 
 DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS 

 
Artículo 12.- Ámbito de aplicación. 
 
Este Capítulo abarca los lineamientos básicos y políticas que todo sujeto obligado debe incorporar 
dentro de sus procesos de prevención, mitigación de riesgos y detección de operaciones, en base 
a un enfoque de riesgo y contexto, acorde a las pautas reglamentarias emitidas por la autoridad de 
aplicación 
 
 
Artículo 13.- Sujetos obligados.9 
 
Quedan sujetos a las obligaciones establecidas en el presente capitulo las siguientes entidades: 
 
  a) los bancos;10 
 
  b) las financieras;11 
 
  c) las compañías de seguro12; 
 
  d) las casas de cambio13; 
 
  e) las sociedades y agencias de valores (bolsas de valores)14; 
                                                
9 Ver Ley N° 1160/1997 Código Penal, arts 16,17,18 
10 Ley N° 861/1996 General de Bancos, Financieras y otras Entidades de Crédito”, y modificaciones 
11 Ley N° 861/1996 General de Bancos, Financieras y otras Entidades de Crédito”, y modificaciones 
12 Ley N° 826/1995 De seguros 
13 Ley N° 2794/2005 De entidades cambiarias y/o casas de cambio 
14 Ley N° 5810/2017 Mercado de Valores 
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  f) las sociedades de inversión15; 
 
  g) las sociedades de mandato16; 
 
  h) las administradoras de fondos mutuos de inversión y de jubilación17; 
 
  i) las cooperativas18; 
 
  j) las que explotan juegos de azar19; 
 
  k) las inmobiliarias; 
 
  l) las organizaciones sin fines de lucro (OSL20); 
 
  m) las casas de empeño21; 
 
  n) las entidades gubernamentales; 
 
  ñ) las actividades y profesiones no financieras, 
 
  o) la/s persona/s física/s o jurídica/s que se dedique de manera habitual a la 

intermediación financiera, 
 
  p) el comercio de joyas, piedras y metales preciosos, 
 
  q) objetos de arte y antigüedades, a la inversión filatélica o numismática; y, 
 
  r) las que realicen actos de comercio en general, que impliquen transferencias de 

dineros o valores, sean éstas formales o informales, de conformidad a lo establecido en 
esta Ley. 

 
 Esta Numeración no es taxativa.  
 
Artículo 14.- Obligación de debida diligencia de los clientes. 
 
Los sujetos obligados deberán aplicar la debida diligencia de sus clientes, sean estos personas 
físicas, jurídicas o estructuras jurídicas, en el momento de entablar la relación comercial o 
contractual, y continuamente durante la misma, así como cuando exista sospecha de la vinculación 
de los clientes o sus operaciones con actividades que sean conducentes, representen amenazas o 
exterioricen indicadores sobre la comisión de lavado de activos y financiamiento del terrorismo. 
 

                                                
15 Ley N° 811/1995, que crea la Administración de Fondos Patrimoniales de Inversión” 
16 Ley N° 1183/1985, Código Civil del Paraguay 
17 Ley N° 811/1995, que crea la Administración de Fondos Patrimoniales de Inversión” 
18 Ley N° 438/1994, De Cooperativas 
19 Ley N° 1016/1997 y Ley N° 4716/2012, Que establece el régimen jurídico para la explotación de 
juegos de suerte o de azar 
20 Ley N° 1183/1985, Código Civil del Paraguay 
21 Ley N° 2283/2003 y Ley N° 2945/2006, Que regula la constitución y funcionamiento de las casas de 
empeño 
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Se deberán examinar las transacciones llevadas a cabo para asegurar que las mismas sean 
consistentes con el conocimiento que tiene el sujeto obligado del cliente, su actividad comercial 
y el perfil de riesgo, incluyendo, cuando corresponda, el origen de los fondos. 
 
La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, en coordinación con los organismos 
de supervisión y fiscalización, podrá reglamentar los parámetros de debida diligencia a ser 
aplicados por los sujetos obligados a sus clientes, pudiendo ser estos simplificados, generales o 
ampliados, los cuales serán determinados en base al riesgo, y a criterios operacionales, 
reputacionales, legales, de concentración y otros a ser establecidos reglamentariamente por éstas 
 
Artículo 15.- Medidas de debida diligencia de los clientes. 
 
Las medidas de debida diligencia a adoptar, son las siguientes: 

 
a) Identificar al cliente, y verificar la identidad del mismo utilizando documentos, 

datos o información confiable, de fuentes independientes.  
 

b) Identificar al beneficiario final y tomar medidas razonables para verificar la 
identidad del mismo. Entender el propósito o carácter que los clientes pretendan dar 
a la relación comercial o contractual.  

 
c) Monitorear periódicamente las transacciones ejecutadas, verificando su 

correspondencia con el perfil del cliente. 
 
En caso de que los sujetos obligados no pudieran cumplir con las medidas de debida diligencia, 
esto dará lugar a no iniciar la relación comercial, no realizar la operación, terminar la relación 
comercial, y en su caso, emitir los reportes de operaciones sospechosas correspondientes a la 
autoridad de aplicación, de conformidad a las reglamentaciones emitidas 
 
 

Artículo 16.- Obligación de contar con procedimientos y sistemas de identificación y 
administración de riesgos, y medidas de transparencia. 
 

Los sujetos obligados deberán implementar procedimientos y sistemas de identificación 
y administración con un enfoque basado en riesgos, destinados a conocer, prevenir e impedir la 
realización de los hechos punibles de Lavado de Activo y Financiamiento del Terrorismo.  
 

Al efecto, la autoridad de aplicación de la presente Ley podrá establecer los parámetros 
mínimos de evaluación de dichos riesgos.  
 
Los sujetos obligados deben velar por la transparencia relativa a los beneficiarios finales de las 
personas o estructuras jurídicas, implementando mecanismos razonables que permitan identificar 
y mantener actualizados sus correspondientes registros 
 

Artículo 17.- Obligaciones de registrar las operaciones y las medidas de debida diligencia. 
 

Los sujetos obligados deberán identificar y registrar con claridad y precisión la totalidad 
de las operaciones tanto nacionales como internacionales realizadas por sus clientes, conteniendo, 
como mínimo, montos, tipos de moneda, y otros elementos que permitan su reconstrucción.  
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El registro debe incluir los documentos, archivos y correspondencia que acrediten o 
identifiquen adecuadamente las operaciones, el cliente, así como todos los registros obtenidos a 
través de las medidas de debida diligencia, incluyendo los resultados de los análisis que se hayan 
realizado, independientemente de que los mismos hayan derivado o no en un reporte a la autoridad 
de aplicación.” 
 

Artículo 18.- Obligación de conservar los registros. 
 
Los sujetos obligados deberán conservar durante un período de cinco años los registros 

de las operaciones y las medidas de debida diligencia que implementen. 
 
El plazo de conservación de los registros de las operaciones, de forma precisa y completa, 

se computará desde que se ha efectuado la operación o ha finalizado la relación comercial. 
 
 Igualmente, los registros obtenidos a través de las medidas de debida diligencia del 
cliente, los archivos, correspondencia y los resultados de los análisis, se conservarán durante cinco 
años después de finalizada la relación comercial o desde la fecha de la transacción ocasional 
 
 Artículo 19.- Obligación de informar operaciones sospechosas22. 
 

 Los sujetos obligados deberán reportar a la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero 
o Bienes, conforme a las reglamentaciones establecidas, cualquier operación realizada o tentada, 
con independencia de su cuantía, respecto de la cual se tengan motivos razonables o exista 
sospecha de la vinculación con actividades que sean conducentes, representen amenazas o 
exterioricen indicadores sobre la comisión de lavado de activos o financiamiento del terrorismo. 

 
El contenido de los reportes de operaciones sospechosas (ROS), así como los datos del oficial 

de cumplimiento y del sujeto obligado remitente serán confidenciales.  
 
La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes analizará los reportes de 

operaciones sospechosas recibidos, u otras informaciones o datos procedentes de otras fuentes, 
con la finalidad de establecer la existencia de indicios de lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo, dentro del marco de su competencia.  

Una vez obtenida de manera motivada la conclusión que correspondiera al caso, y en la 
medida en que los indicios hubieran sido establecidos, elaborará un informe de inteligencia, en 
base a un análisis financiero, operativo o estratégico, que será puesto a conocimiento del 
Ministerio Público y otros Organismos y Entidades del Estado competentes que formen parte del 
sistema Anti Lavado de Activos y contra el Financiamiento del Terrorismo, en su caso, en el 
marco de sus atribuciones legales, acorde a la naturaleza del informe, el cual tendrá carácter de 
reserva 
 
 Artículo 20.- Obligación de confidencialidad. 
 
 Los sujetos obligados no revelarán al cliente ni a terceros las actuaciones o comunicaciones 
que realicen en aplicación de las obligaciones establecidas por esta ley y sus reglamentos. 
 
 Artículo 21.- Obligación de contar con procedimientos de control interno. 
 

                                                
22 Ley N° 1286/1998 Código Procesal Penal, art. 254 y sgtes, 
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 Los sujetos obligados que sean entidades con o sin personería jurídica, establecerán los 
procedimientos adecuados para el control interno de la información  a fin de conocer, prevenir e 
impedir la realización de operaciones de lavado de dinero o bienes. Los sujetos obligados notificarán 
e impondrán a sus directores, gerentes y empleados el deber de cumplir las disposiciones de la 
presente ley, así como de los reglamentos y procedimientos internos a los fines indicados en este 
artículo. 
 
 Artículo 22.- Deber de colaboración y administración de la información23. 
 

 Las personas físicas, los Organismos y Entidades del Estado, las entidades del 
sector privado, así como los sujetos obligados, deberán proveer toda la información 
relacionada con la materia legislada en esta Ley que sea requerida por la autoridad de 
aplicación para el cumplimiento de sus funciones. En estos casos no serán aplicables las 
disposiciones relativas al deber de secreto o reserva legal alguna.  

 
Además, en el marco de las políticas de cooperación y coordinación, la Secretaría de 

Prevención de Lavado de Dinero o Bienes podrá requerir a los Organismos y Entidades 
del Estado, la implementación de interconexiones para obtener accesos en línea a las 
bases de datos, centrales de información y otras fuentes de archivo, tanto de estas, así 
como sujetos obligados, que requiera para desarrollo de sus funciones. 

 
A los fines de este artículo, ninguna persona, pública o privada, podrá oponer el 

carácter reservado de la información solicitada por la Secretaría de Prevención de Lavado 
de Dinero o Bienes, ya que la misma está exceptuada del deber de secreto bancario, 
tributario o de otra naturaleza establecida en disposiciones legales. 

 
Los informes de inteligencia emitidos, así como la información administrada, por la 

Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes tendrán el carácter de reservado 
y solo podrán ser provistos con fines de inteligencia en el marco de lo establecido en la 
presente Ley. 

 
Los mismos no podrán ser requeridos por particulares ni terceros, resultando potestad exclusiva 
de la autoridad de aplicación la determinación de los sujetos que los podrán recepcionar, siempre 
en el carácter de reservado señalado 
 
 Artículo 23.- Régimen especial de obligaciones. DEROGADO por Ley N° 243783/2010 
 

Artículo 24.- Responsabilidad administrativa de sujetos obligados. 
 
                                                
23 Constitución Nacional, art. 128 
24  Texto anterior 
 Los sujetos obligados que exploten juegos de azar, especialmente los casinos, deben 
cumplir lo dispuesto en el artículo 19 cuando:24 
  a) se pague en cheque a los clientes como consecuencia del canje de fichas 

de juego; 
  b) se acredite u ordene la transferencia de fondos a una cuenta bancaria u 

otra forma de no percibir en efectivo; y, 
  c) se expidan certificados acreditativos de las ganancias obtenidas por el 

cliente. 
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Los incumplimientos a la presente Ley, las reglamentaciones y demás normas dictadas 
por la autoridad de aplicación darán lugar a sanciones administrativas a personas jurídicas y a 
personas físicas.  
 

1. Sanciones administrativas a personas físicas infractoras. La comisión de faltas 
administrativas por parte de personas físicas, por los actos u omisiones previstas en la 
presente Ley y las reglamentaciones que se dicten en virtud a esta, dará lugar a la 
imposición de una de las siguientes sanciones: 

 
a) Nota de apercibimiento.  

 
b) Amonestación pública. 

 
c) Multa de hasta 500 (quinientos) salarios mínimos mensuales. 

 
d) Multa cuyo importe será entre el 1% (uno por ciento) y el 10% (diez por ciento) 

del monto de la operación en la cual se cometió la infracción, para cuyo caso tomará 
en cuenta el valor de la operación a la fecha de su realización. En caso de no ser 
posible determinar el monto de la operación de infracción, se aplicará lo dispuesto en 
el inciso c). 

 
e) Remoción del cargo con inhabilitación, por un período de 3 (tres) a 10 (diez) 

años, para el ejercicio de cargos de dirección y administración. 
 
f) Fiscalización de personas jurídicas que fueren sujetos obligados de la presente 

Ley. 
 

g) Cancelación de su autorización o equivalente en el registro correspondiente. 
 
h) Suspensión de distribución de dividendos de hasta en 3 (tres) ejercicios a los 

accionistas con cargos directivos. 
 

2. Sanciones administrativas a personas jurídicas infractoras. La comisión de faltas 
administrativas por parte de las personas jurídicas, por los actos u omisiones previstas en 
la presente Ley y en las reglamentaciones que se dicten en virtud a esta, dará lugar a la 
imposición de una de las siguientes sanciones: 

 
a) Nota de apercibimiento. 

 
b) Amonestación pública. 

 
c) Multa de hasta 5000 (cinco mil) salarios mínimos mensuales. 

 
d) Multa de hasta el 50 % (cincuenta por ciento) del monto de la operación en la 

cual se cometió la infracción, para cuyo caso tomará en cuenta el valor de la operación 
a la fecha de su realización. En caso de no ser posible determinar el monto de la 
operación de infracción, se aplicará lo dispuesto en el inciso c). 

 
e) Suspensión, clausura o inhabilitación temporal de la licencia para operar hasta 

1 (un) año. 
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f) Revocación de la autorización para operar. 
 
 A los funcionarios, empleados, directores y altos gerentes de las personas jurídicas 
infractoras se les impondrán las sanciones previstas para las personas físicas infractoras cuando 
se demuestre que existe causal de involucramiento en los hechos detectados 
 
 Artículo 25.- Gradación de las sanciones. 
 
 Las sanciones aplicables por la comisión de infracciones del artículo anterior se graduarán 
tomando en consideración las siguientes circunstancias: 
 
  a) el grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos; 
 
  b) la conducta anterior del sujeto obligado en relación con las exigencias previstas 

en esta ley; 
 
  c) las ganancias obtenidas como consecuencia de las infracciones; 
 
  d) el haber procedido a subsanar la infracción por propia iniciativa; y, 
 
  e) la gravedad de la infracción cometida, a los efectos de esta ley. 
 
 
 CAPITULO IV 
 
 DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
 
 Artículo 26.- La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes.  
 
 Créase la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes (SEPRELAD) , como 
organismo técnico y autoridad de aplicación de la presente Ley, dependiente de la Presidencia de 
la República.25 
 
 Artículo 27.- Administración y organización.26 
 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, se constituye como la Unidad 
de Inteligencia Financiera de la República del Paraguay, la cual gozará de autonomía funcional y 

                                                
25 Modificado por la Ley N° 3783/2010  
Decreto N° 4561/2010. Por el cual se reglamenta la Ley N° 1015/1997 y la Ley N° 3783/2009 
26 Modificado por la Ley N° 3783/2010 
 Texto anterior La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes estará compuesta por: 
  1. el Ministro de Industria y Comercio quien presidirá la Secretaría; 
  2. un miembro del Directorio del Banco Central del Paraguay que éste designe, quien 

sustituirá al Presidente en caso de ausencia o impedimento; 
  3. un Consejero de la Comisión Nacional de Valores designado por élla; 
  4. el Secretario Ejecutivo de la SENAD; 
  5. el Superintendente de Bancos; y, 
  6. el Comandante de la Policía Nacional. 
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administrativa y contará con personería jurídica propia, dentro de los límites de la Ley y de los 
reglamentos.  
 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, tendrá una partida específica 
en el Presupuesto General de la Nación y administrará con autonomía los recursos que le sean 
asignados, incluyendo los ingresos provenientes del cobro de multas, aranceles, bienes, productos 
financieros, dinero, producto de las subastas y otros conceptos que le fueren asignados en Leyes 
especiales, así como las donaciones nacionales y extranjeras destinadas a la consecución de los 
objetivos institucionales. 
 

Estará a cargo de un Secretario Ejecutivo, quien ostenta el rango, las prerrogativas y los 
honores correspondientes a los Ministros del Poder Ejecutivo, y un Secretario Adjunto, quien 
ostenta el rango, las prerrogativas, los honores correspondientes a los Viceministros del Poder 
Ejecutivo y depende jerárquicamente del Secretario Ejecutivo. Ambos serán nombrados por el 
Poder Ejecutivo y deberán contar con probada idoneidad en la materia  
 
 
 Artículo 28.- Atribuciones. 
 
 Son funciones y atribuciones de la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes: 
 
  1. dictar en el marco de las leyes, los reglamentos de carácter administrativo que 

deban observar los sujetos obligados con el fin de evitar, detectar y reportar las operaciones 
de lavado de dinero o bienes; 

 
  2. recabar de las instituciones públicas y de los sujetos obligados toda la 

información que pueda tener vinculación con el lavado de dinero; 
 
  3. analizar la información obtenida a fin de determinar transacciones sospechosas, 

así como operaciones o patrones de lavado de dinero o bienes; 
 
  4. mantener estadísticas del movimiento de bienes relacionados con el lavado de 

dinero o bienes; 
 
  5. disponer la investigación de las operaciones de los que se deriven indicios 

racionales de delito de lavado de dinero o bienes; 
 
  6. elevar al Ministerio Público los casos en que surjan indicios vehementes de la 

comisión de delito de lavado de dinero o bienes para que se inicie la investigación judicial 
correspondiente; y, 

 
  7. elevar los antecedentes a los órganos e instituciones encargados de supervisar a 

los sujetos obligados cuando se detecten infracciones administrativas a la ley o los 
reglamentos, a los efectos de su investigación y sanción en su caso. 

 
 Artículo 29.- 27 La reglamentación, investigación y sanción de infracciones 
administrativas a la ley y a los reglamentos, conforme al ámbito de aplicación de la presente Ley, 

                                                
27 Modificado por la Ley N° 3783/2010 
 Texto anterior 
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sólo se podrá realizar a través de las instituciones encargadas de la supervisión y fiscalización de 
los sujetos obligados según su naturaleza. 
 
 El procedimiento será establecido en las respectivas leyes que rijan a cada sujeto obligado 
 
 Artículo 30.- Del Consejo Consultor.28 
 
 La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, para el cumplimiento de sus 
fines y objetivos, podrá conformar un Consejo de Carácter consultivo, compuesto por 
representantes de las distintas instituciones afines al ámbito de aplicación de la presente Ley 
  
 Artículo 31.- La Unidad de Investigación de Delitos Financieros. DEROGADO por la Ley 
N° 3783/201029 
 
 Artículo 32.- Deber del secreto profesional. 
 
 Todas las personas que desempeñen una actividad para la Secretaría de Prevención de 
Lavado de Dinero o Bienes y cualquiera que reciba de élla información de carácter reservado o 
tenga conocimiento de sus actuaciones o datos de igual carácter, estarán obligadas a mantener el 
secreto profesional. El incumplimiento de esta obligación acarreará la responsabilidad prevista por 
la ley. 
 
 Artículo 33.- Colaboración internacional. 
 
 En el marco de convenios y acuerdos internacionales, la Secretaría de Prevención de 
Lavado de Dinero o Bienes colaborará en el intercambio de información, directamente o por 
conducto de los organismos internacionales, con las autoridades de aplicación de otros Estados que 
ejerzan competencias análogas, las que estarán igualmente sujetas a la obligación de 
confidencialidad. Al responder a las solicitudes de información de otros Estados se valorará la 
concurrencia de aspectos relativos a la soberanía y la defensa de los intereses nacionales. 
 

                                                
 La reglamentación, investigación y sanción de infracciones administrativas a la ley 
y a los reglamentos referidos al delito de lavado de dinero o bienes sólo se podrá realizar a 
través de las instituciones encargadas de la supervisión y fiscalización de los sujetos 
obligados según su naturaleza. 
 El procedimiento será el establecido en las respectivas leyes que rijan a cada sujeto 
obligado. 
28 Modificado por la Ley N° 3783/2010 
 Texto anterior 
 Artículo 30.- La Unidad de Análisis Financiero. La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o 
Bienes tendrá a su cargo una Unidad de Análisis Financiero que estará integrada por el personal profesional y 
técnico idóneo en materia de finanzas y procesamiento de datos para evaluar y analizar la información recibida 
por la Secretaría 
 La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, para el cumplimiento de sus fines y 
objetivos, podrá conformar un Consejo de Carácter consultivo, compuesto por representantes de las 
distintas instituciones afines al ámbito de aplicación de la presente Ley 
29 Texto anterior 
 La investigación a que se refiere el inciso 5) del artículo 28 será realizada por la Unidad de 
Investigación de Delitos Financieros, dependiente de la SENAD. 
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 Artículo 34.- Exención de responsabilidad. 
 
 La información proporcionada a la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes 
en el cumplimiento de esta ley y sus reglamentos no constituirá violación al secreto o 
confidencialidad y los sujetos obligados, sus directores, administradores y funcionarios, estarán 
exentos de responsabilidad civil, penal o administrativa, cualquiera sea el resultado de la 
investigación, salvo caso de complicidad de los mismos con el hecho investigado. 

 
 

CAPITULO FINAL 
 
 Artículo 35.- Aplicación de sanciones administrativas.30.  
 

Para la aplicación de las sanciones previstas en el Artículo 24 de la presente Ley, las 
autoridades de supervisión considerarán faltas administrativas, las siguientes: 

a) Carecer de políticas o procedimientos escritos adecuados para prevenir el 
lavado de activo y el financiamiento del terrorismo. 

 
b) El incumplimiento de la obligación de implementar sistemas de administración 

de riesgos establecida por la presente Ley. 
 

c) El incumplimiento de las medidas de debida diligencia al cliente, según los 
parámetros relativos a su perfil, así como a las reglamentaciones relacionadas al 
sector del cual provienen. 

 
d) No conservar los registros de las operaciones y los que acrediten la aplicación 

de las medidas de debida diligencia, de conformidad a lo establecido por la presente 
Ley.  

 
e) Carecer de un registro adecuado, claro y preciso de las operaciones realizadas. 

 
f) La falta de designación de un oficial de cumplimiento. 

 
g) Obstaculizar las actuaciones de inspección o supervisión realizadas por las 

autoridades de supervisión competentes. 
 

h) No realizar en tiempo y forma los reportes de operaciones sospechosas (ROS) 
a la autoridad de aplicación. 

                                                
30 Derogado por el Código Penal, arts. 4°,6°,7°,8° inc. 1° numeral 4, 9 
 Texto anterior. Artículo 35.- Jurisdicción penal. Derogado por la Ley N° 
1160/199730. Si el delito tipificado en la presente ley fuera cometido en territorio 
paraguayo, tendrán jurisdicción los tribunales de la República del Paraguay, sin perjuicio 
de las investigaciones que pudieran o debieran realizarse en jurisdicción extranjera por 
delitos conexos, o que los delitos que dieron origen al objeto de lavado hubiesen ocurrido 
en otra jurisdicción territorial. Ver Ley N° 6379/2019, que crea la competencia en delitos 
económicos y crimen organizado en la jurisdicción del fuero penal 
 
Complementado por la ley N° 6379/2019 Que crea la competencia en delitos económicos y crimen 
organizado en la jurisdicción del fuero penal 
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i) Revelar a terceros las actuaciones o comunicaciones remitidas a la autoridad 

de aplicación.  
 

j) Incumplir con la obligación de colaborar en tiempo y forma con la autoridad 
de aplicación o con las instituciones encargadas de la supervisión o fiscalización de 
los sujetos obligados, según su naturaleza. 

 
k) Incumplir con la obligación de realizar auditoría externa, conforme con las 

disposiciones dictadas por la autoridad de aplicación.  
 

l) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta materia por las 
instituciones encargadas de la supervisión y fiscalización de los sujetos obligados. 

 
 m) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley y los 
reglamentos dictados por la autoridad de aplicación 

 
Artículo 36.- Plazo de prescripción para iniciar procesos sancionatorios.  

 
 La acción para iniciar los procesos sumariales tendientes a imponer sanciones por faltas 
administrativas prescribe a los cinco años, contados a partir de que se hubiera concluido la 
transacción o de la cancelación de la cuenta según el caso. 
 
 Artículo 37.- Recursos admisibles 

 . 
Contra las resoluciones particulares dictadas por la máxima autoridad del órgano de 

supervisión en el marco de un sumario administrativo, podrá ser interpuesto el recurso de 
reconsideración, dentro del plazo perentorio de diez días hábiles contados a partir de la 
notificación de la resolución respectiva, quien deberá expedirse sobre el mismo dentro de los 
siguientes veinte días hábiles. El silencio de éste implicará la denegatoria solicitud planteada. 
 

Contra la resolución que rechaza el recurso de reconsideración podrá plantearse la acción 
contencioso-administrativa, dentro del plazo perentorio de dieciocho días hábiles contados, a 
partir de la notificación de dicha resolución. En caso de denegatoria ficta, el cómputo para plantear 
la acción contencioso-administrativa se iniciará a partir del día siguiente del término del plazo 
otorgado al órgano competente para expedirse. 
 

Asimismo, cuando las decisiones no hayan sido adoptadas por las máximas autoridades, 
se podrá interponer recurso jerárquico ante éstas, dentro de los siguientes diez días contados a 
partir de la notificación de la decisión. Para resolver dicho recurso, regirán los mismos plazos 
aplicables al recurso de reconsideración.  
 

La interposición de los recursos puramente administrativos y de la acción contencioso-
administrativa contra las resoluciones no tendrá efecto suspensivo, salvo para la aplicación de 
multas.  
 
 El juez o tribunal podrá decretar, como medida cautelar, la suspensión de los efectos del 
acto administrativo recurrido, siempre que se reúnan los presupuestos genéricos de las medidas 
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cautelares y solo cuando pueda garantizarse debidamente que las mismas no afectarán la 
estabilidad o integridad del sistema financiero o económico31. 
 

Artículo 38.- Ejecución y adjudicación.  
 

Será título ejecutivo a los efectos del cobro compulsivo, la resolución dictada firme y 
ejecutoriada que impone la multa, y la gestión judicial de cobro se hará en la forma establecida 
en la legislación vigente, siendo competente la jurisdicción Civil y Comercial de la Capital por el 
procedimiento establecido para la ejecución de sentencia. 
 

El resultado de las multas que se apliquen en el caso de infracciones administrativas, se 
distribuirá de la siguiente manera: 
 

a) El 75% (setenta y cinco por ciento) para los órganos e instituciones encargados 
de supervisar y fiscalizar a los sujetos obligados cuando se detecten infracciones 
administrativas a la Ley o los reglamentos, propios de su competencia. 

 
b) El 25% (veinticinco por ciento) para la Secretaría de Prevención de Lavado de 

Dinero o Bienes. 
 

En los casos en que no exista un supervisor natural, la totalidad del monto correspondiente 
a las multas será adjudicado al órgano de aplicación de la presente Ley.  
 
 Cuando sea requerido, la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes también 
se constituirá en parte actora junto con los órganos de supervisión correspondientes 
   
 Artículo 39.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Aprobada por la Honorable Cámara de Senadores el veinticuatro de octubre del año un mil 
novecientos noventa y seis y por la Honorable Cámara de Diputados, sancionándose la Ley, el tres 
de diciembre del año un mil novecientos noventa y seis. 
 
        Atilio Martínez Casado Miguel Abdón Saguier           
    Presidente                                                                             Presidente                   
       H. Cámara de Diputados H. Cámara de Senadores        
 
        Edgar Ramírez Cabrera Victor Sánchez Villagra           
      Secretario Parlamentario Secretaria Parlamentaria          
 
 Asunción, 10   de enero de 1996 
 
 Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
 
 El Presidente de la República 
 Juan Carlos Wasmosy 
 
     Carlos Facetti                                            Juan Manuel Morales           
  Ministro de Hacienda                                    Ministro del Interior            
 

                                                
31 ley N° 5876/2017 de administración de bienes incautados y comisados y la Ley N° 6396/2019 
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      Sebastián González Insfrán                                      Ubaldo Scavone              
      Ministro Justicia y Trabajo                         Ministro de Industria y Comercio 
 
 

DECRETO Nº 4561/2010 
 

Asunción, 15 de junio de 2010 
 
POR EL CUAL SE REGLAMENTAN LA LEY N° 1015/97 "QUE PREVIENE Y REPRIME 
ACTOS ILÍCITOS DESTINADOS A LA LEGITIMACIÓN DE DINERO O BIENES" Y LA 
LEY N" 3783/09 "QUE MODIFICA VARIOS ARTÍCULOS DE LA LEY N° 1015/97 Y SE 
APRUEBA LA ESTRUCTURA ORGÁNICA Y FUNCIONAL DE LA SECRETARÍA DE 
PREVENCIÓN DE LAVADO DE DINERO O BIENES (SEPRELAD), DEPENDIENTE DE LA 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. 
 
 
 VISTO La presentación realizada por la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o 
Bienes, en la cual solicita se reglamente la Ley N° 1015/97 "Que previene y reprime actos ilícitos 
destinados a la legitimación de dinero o bienes" y la Ley N" 3783/09 "Que modifica varios 
artículos de la Ley N° 1015/97" y se aprueba la estructura orgánica y funcional de la Secretaría 
de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes (SEPRELAD), dependiente de la Presidencia de la 
República; y 
 
 CONSIDERANDO: Que la Constitución Nacional en su Artículo 238, Numerales 1) y 3) 
atribuye a quien ejerce la Presidencia de la República la facultad de representar al Estado y dirigir 
la administración general del país, así como también reglamentar las leyes. 
 
 Que la Ley N° 3783/09 "Que modifica varios artículos de la Ley N" 1015/97 "Que 
previene y reprime actos ilícitos destinados a la legitimación de dinero o bienes ", en su Artículo 
26 dispone: "Créase la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes SEPRELAD, 
como organismo técnico y autoridad de aplicación de la presente Ley, dependiente de la 
Presidencia de la República". En ese orden en el Artículo 27, establece que "la SEPRELAD, se 
constituye como una Unidad de Inteligencia Financiera de la República del Paraguay, la cual 
gozará de autonomía funcional y administrativa dentro de los límites de la ley y de los reglamentos 
". 

 
Que la SEPRELAD, como organismo especializado de la Presidencia de la República, 

deberá constituirse en el eje articulador de los esfuerzos de la administración pública destinados 
a la prevención del lavado de dinero y financiamiento del terrorismo, a través de una política que 
asegure la plena vigencia del principio de legalidad y en especial de la seguridad jurídica. 
 

Que en sus funciones la SEPRELAD, supone una estructura jurídica, técnica y 
administrativa que le permita cumplir con su misión de manera ágil, eficiente y eficaz. 
 

Que de conformidad a las normas legales y al considerando del presente Decreto, se 
desprende la necesidad de Reglamentar la Ley N° 1015/97 "Que previene y reprime actos ilícitos 
destinados a la legitimación de dinero o bienes" y la Ley N° 3783/09 "Que modifica varios 
artículos de la Ley N° 1015/97" y aprobar la estructura orgánica y funcional de la Secretaría de 
Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, dependiente de la Presidencia de la República. 
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POR TANTO, en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales, 
 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DEL PARA GUA Y 

D E C R E T A :  

Capítulo Único 

Naturaleza Jurídica. Organización. Ubicación y Rango 

 
 
 Art. I°.- La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, identificada con la 
siglas SEPRELAD, es un organismo técnico y autoridad de aplicación de la Ley N° 1015/97 "Que 
previene y reprime actos ilícitos destinados a la legitimación de dinero o bienes " y la Ley N° 3 
783/09 "Que modifica varios artículos de la Ley N° 1015/97", dependiente de la Presidencia de 
la República, constituyéndose como Unidad de Inteligencia Financiera de la República del 
Paraguay. Goza de autonomía funcional y administrativa dentro de los límites de la Ley, los 
Reglamentos y a lo dispuesto en este Decreto. 
 

Capítulo I  

Del Objeto 
 
 Art. 2°.- Este Decreto tiene por objeto establecer normas básicas, relativas a la 
organización de la SEPRELAD, el funcionamiento de los órganos en las que se estructura, para 
la dirección, coordinación, administración y gestión de dicho Organismo. 
 

Capitulo II 
De las Definiciones 

 
 Art. 3°.- Para efectos correspondientes y la aplicación del presente Decreto, entiéndase 
por: 
 

a) CECAD: Centro de Capacitación y Adiestramiento,  

b) ROS _ WEB: Aplicativo de Reportes de Operaciones Sospechosas en Internet. 

c) CCI: Consejo Consultor Interinstitucional. 

d) PASI: Plan Anual de Supervisión e Inspección. 

e) ROS: Reportes de Operaciones Sospechosas. 

f) PACYA: Plan Anual de Capacitación y Adiestramiento. 
 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, podrá adoptar como símbolo 
su propia denominación pudiendo utilizar las siglas SEPRELAD para su designación. Asimismo, 
el Secretario Ejecutivo podrá establecer logos, emblemas o lemas para identificar a la Institución. 

 
 
 
 

Capítulo III 
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De los Recursos32 
 

Art. 4°.- La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, contará con los siguientes 
recursos: 
 

a) Las asignaciones que le acuerde la Ley Anual del Presupuesto General de la Nación.  
 
b) Las sumas que le asignaren las leyes especiales. 

 
c) El importe de los ingresos provenientes de los aranceles por los servicios descriptos a 

continuación: 
 

c.1. Inscripción en el Registro de Sujetos Obligados: por el servicio de inscripción en 
el Registro de Sujetos Obligados, se podrá percibir, en concepto de arancel, hasta 
la suma de tres (3) jornales mínimos establecidos para actividades diversas no 
especificados en la República. 

c.2. Habilitación y reinscripción en el Registro de Auditores Externos: por el servicio 
de inscripción en el Registro de Auditores Externos especializados en materia de 
Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva; la 
SEPRELAD podrá percibir, en concepto de arancel, hasta la suma de cinco (5) 
jornales mínimos establecidos para actividades diversas no especificadas en la 
República.  

c.3. Informaciones técnicas: la SEPRELAD podrá percibir aranceles determinados en 
una resolución fundada, por la provisión de materiales, compendios de 
regulaciones e informaciones técnicas, entre otros. Las sumas percibidas en los 
conceptos enunciados en el presente artículo serán aplicadas al fortalecimiento 
institucional. 

c.4. Los legados, subsidios, préstamos y donaciones que recibiere.  
 

La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes adoptará las medidas 
adecuadas para implementar el reajuste correspondiente, conforme con los costos de usufructo, 
mantenimiento y mejoramiento que los mismos representen para la Secretaría de Estado.  

 

Capítulo IV 
De la Organización y Responsabilidades de la SEPRELAD 

 
Art. 5°.- Organización: Apruébase la estructura orgánica y funcional de la Secretaría de 

Prevención de Lavado de Dinero o Bienes de la Presidencia de la República, que está conformada 
por los niveles de conducción política, áreas especializadas, técnicas, asesoras, administrativas, 
apoyo y ^persistencia, bajo el siguiente orden de autoridad: Secretaría Ejecutiva, Direcciones 
Generales, Direcciones, Departamentos, Divisiones, Secciones y Unidades. 

Sección I 
Nivel de Conducción Política Ministro – Secretario 

Ejecutivo 
 
Art. 6"  La Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, está a cargo de un 

Secretario Ejecutivo, el cual ostenta el rango, las prerrogativas y los honores correspondientes a 

                                                
32 Modificado por Decreto N° 4400/2015 
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los Ministros del Poder Ejecutivo. Colabora en forma directa con el Presidente de la República, 
de quien depende. 

 
El Secretario Ejecutivo de la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, es 

el jefe superior y responsable de la formulación y la ejecución de la política confiada a la 
SEPRELAD y en tal carácter ejerce la representación legal y la potestad de administración y 
supervisión sobre las Direcciones Generales, así como de las demás dependencias y reparticiones 
de la Entidad. 

 
Será designado y removido por el Titular del Poder Ejecutivo. Debe ser ciudadano 

paraguayo natural, haber cumplido veinticinco (25) años de edad, de reconocida idoneidad y con 
experiencia en funciones y labores técnicas vinculadas a la prevención del lavado de dinero o 
bienes y al financiamiento del terrorismo. Su misión principal es la de ejecutar la política del 
Gobierno Nacional en dicha materia. 

 
Art. 7°. Funciones y Atribuciones. El Titular de la Secretaría Ejecutiva de la SEPRELAD 

tiene las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Asesorar al Presidente de la República en el ámbito de la prevención del lavado 
de dinero o bienes y el financiamiento del terrorismo, cuando este así lo solicite. 

 
b)  Coordinar las acciones entre las Instituciones del Estado para establecer 

programas de lucha contra el lavado de dinero o bienes y el financiamiento del 
terrorismo. 

c) Impulsar de manera periódica todas las cuestiones vinculadas con la 
reglamentación, supervisión y sanción de los sujetos obligados, de acuerdo a lo 
establecido en la Ley N° 1015/97 y N° 3783/09, para lo cual dictará las normas 
correspondientes y necesarias para la lucha contra el lavado de dinero y 
financiamiento del terrorismo. 

d) Establecer el Plan Anual de Supervisión e Inspección de los sujetos obligados 
que no cuenten con Entidades reguladoras o supervisoras. 

e) Dictar un manual interno de funciones, procedimientos administrativos y cargos, 
así como de los documentos internos necesarios para regular el adecuado 
funcionamiento de la SEPRELAD, acorde a las necesidades de la Institución. 

f) Colaborar para el intercambio a nivel internacional de informaciones vinculadas 
con el lavado de dinero o bienes y el financiamiento del terrorismo, de 
conformidad al ordenamiento jurídico vigente. 

g) Responder los requerimientos de las autoridades administrativas, judiciales y 
fiscales, en virtud a la investigación de un hecho de lavado de dinero o bienes, 
delitos precedentes y financiamiento del terrorismo. 

h) Promover y propiciar la concienciación a nivel nacional sobre el lavado de 
dinero y el financiamiento del terrorismo, sus consecuencias, la importancia de 
su lucha y prevención a sujetos obligados, las autoridades y la sociedad civil. 
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i) Establecer por Resolución los procedimientos específicos para el tratamiento de 
los aranceles que percibirá la SEPRELAD en contraprestación por los servicios 
brindados. 

j) Disponer por Resolución fundada el destino que se le dará a los recursos 
extraordinarios, donaciones y legados de terceros que reciba la Secretaría, de 
conformidad a los fines de la Institución, habiendo cumplido previamente con 
lo establecido en las leyes que rigen en la materia. 

k) Aprobar el Programa Anual de Capacitación y Adiestramiento para el Centro de 
Capacitación y Adiestramiento de la SEPRELAD. 

l) Suscribir convenios de cooperación con instituciones públicas, o con entidades 
privadas, nacionales o internacionales, en el ámbito de aplicación de la Ley N° 
1015/97y su modificatoria la Ley N°3783/09. 

m) Representar a la SEPRELAD, ante los Organismos Internacionales dedicados a 
combatir el flagelo del lavado de dinero o bienes y financiamiento del 
terrorismo, en los cuales el Paraguay se parte como miembro o invitado. 

n) Resolver los recursos que sean interpuestos ante las Resoluciones emitidas en el 
marco de la aplicación de la Ley N° 1015/97 y su modificatoria Ley N° 3783/09 
y sus Reglamentaciones, de conformidad a las normas legales vigentes. 

o) Coordinar, supervisar y aprobar el anteproyecto de Presupuesto para la 
SEPRELAD. 

p) Administrar los recursos presupuestarios que le sean asignados por la Ley de 
Presupuestos General de la Nación. 

q) Administrar los Recursos Humanos afectados, a los programas, proyectos y 
dependencias de la SEPRELAD, dentro del marco de las normativas que rige la 
Función Pública. 

r) Dictar los reglamentos, organigramas, manual de procedimientos y de funciones 
y atribuciones para las dependencias y funcionarios de la SEPRELAD. 

s) Supervisar y coordinar el funcionamiento eficiente de las Direcciones Generales 
y dependencias de la SEPRELAD. 

t) Todas las demás funciones conferidas por la Ley N° 1015/97 y la Ley N° 3 783 
/09 y las demás que los Reglamentos establezcan. 

La enumeración de funciones y atribuciones no es taxativa. 

Sección II 
Nivel de Áreas Técnicas Especializadas 

 
Art. 8°.- La SEPRELAD cuenta con las siguientes áreas técnicas especializadas 

denominadas: 
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a) Dirección General de Análisis Financiero: Órgano responsable de analizar las 
operaciones sospechosas reportadas por los sujetos obligados y toda aquella 
cuestión puesta a su consideración por la SEPRELAD. Cuenta con el apoyo de 
las siguientes dependencias: 

a.1.) Dirección de Registro y Evaluación 

a. 2.) Dirección de Análisis y Procesamiento de Datos   

b) Dirección General de Normas y Supervisión. Órgano encargado de elaborar los 
proyectos de normas regulatorias administrativas a los diferentes sujetos 
obligados y ejercer la supervisión, conforme a la planificación del 
cumplimiento de las medidas de acuerdo a la categoría del sujeto obligado. 
Cuenta con el apoyo de las siguientes dependencias: 

 
b. 1.) Dirección de Normas.  
b.2.) Dirección de Supervisión. 

 
Sección III 

Nivel de Administración, Asesoría y Auditoría 
 
Art. 9°.- La SEPRELAD dispone de las siguientes dependencias en nivel de 

administración, asesoría y control denominados: 
 
 
a) Dirección General de Administración y Finanzas. Organo responsable de la 

Unidad de Administración y Finanzas (UAF), cuya función se rige por los 
principios de centralización normativa y descentralización operativa, aprobados 
por el Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF), regulados por la 
Ley de Administración Financiera del Estado, la Ley de Contrataciones Públicas, 
la Ley del Presupuesto General de la Nación y sus respectivos Decretos 
Reglamentarios. Cuenta con el apoyo de las siguientes dependencias: 

 

a.1.) Dirección Administrativa 

a. 1.1.) Departamento de Inventario y Control de Bienes,  

a. 1.2.) Departamento de Servicios Generales. 
a. 1.3.) Unidad Operativa de Contratación, (con rango de 

Departamento). 
 
 

b. l.) Dirección de Finanzas 
b.1.1.) Departamento de Presupuesto,  
b.l.2.) Departamento de Tesorería,  
b.l.3.) Departamento de Contabilidad,  
b. 1.4.) Departamento de Patrimonio 

 
c) Dirección de Gestión y Desarrollo de Personas 

c.1.1.) Departamento de Desarrollo del Talento Humano,  
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c.l.2.) Departamento de Capacitación y Bienestar,  
c.1.3.) Departamento de Administración de Personal. 

 
d) Dirección General de Asesoría Jurídica. Órgano encargado de entender y 

asesorar a la SEPRELAD en las cuestiones relacionadas con asuntos jurídicos, 
legislación de carácter internacional, las cuestiones del régimen legal nacional 
y sus implicancias en la actividad Institucional. 

 
Contará con el número de asesores jurídicos, según las necesidades del servicio. 
Los mismos son competentes para entender en todas las cuestiones legales 
sometidas a su estudio y consideración, evacuar consultas jurídicas a través de 
dictámenes y en general revisar y alizar los documentos institucionales y darle 
el marco legal Copiado. Cuenta con el apoyo de las siguientes dependencias: 
 

d. 1.) Dirección de Sumarios. 
d.2.) Dirección de Investigación Jurídica. 

 
e) Dirección General de Auditoría Interna. Órgano encargado de inspeccionar y 

evaluar las gestiones técnicas, administrativas y financieras de la Institución. 
Tendrá a su cargo el control de las gestiones de todas las dependencias de la 
SEPRELAD; proporcionando análisis objetivos y recomendaciones tendientes a 
mejorar el funcionamiento del Institución. Cuenta con el apoyo de las siguientes 
dependencias: 
 

c.1.) Auditoría Financiera. 
 c.2.) Auditoría de Gestión.  
c.3.) Auditoría Informática 

 

Sección IV 

Nivel de Coordinación, Asistencia y Apoyo 

 

Art. 10.- La SEPRELAD cuenta además con las siguientes áreas de coordinación, 
asistencia y apoyo denominadas: 

a) Secretaría General. Órgano responsable de la recepción y gestión de los 
documentos de la SEPRELAD, la redacción de Resoluciones, notas y otros 
instrumentos institucionales; la expedición de fotocopias legalizadas de los 
documentos, cuyos originales obren en la Institución. Tendrá a su cargo la 
mesa de entrada general y el archivo central de la Institución. Cuenta con el 
apoyo de las siguientes dependencias: 

 
a. 1.) Mesa de Entrada,  
a. 2.) Gestión Documental,  
a. 3.) Archivo Central 
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b) Secretaria Privada. Corresponde al titular de la Secretaría Privada atender la 
correspondencia del Secretario Ejecutivo y hacer el seguimiento de los 
asuntos planteados al mismo o dispuestos por él. Elaborar la agenda de 
audiencias y actividades del Secretario Ejecutivo. Desempeñar los servicios 
y misiones encomendadas. 

Sección V 

Nivel de áreas técnicas especializadas 

Art. 11.- La Secretaría cuenta igualmente con dependencias técnicas y áreas 
especializadas: 

a) Dirección de Planificación. Órgano encargado de estructurar, evaluar, 
planificar y ejecutar los programas, planes y proyectos a corto, mediano y 
largo plazo de la SEPRELAD, disponiendo el mejor aprovechamiento de los 
recursos humanos y financieros, para el cumplimiento de los objetivos y 
funciones de la Institución. Cuenta con el apoyo de las siguientes áreas o 
dependencias: 

a.l.) Investigación. 
a. 2.) Monitoreo y Evaluación. 
a. 3.) Estadísticas. 
a. 4.) Planificación. 

b) Dirección de Relaciones Públicas e Internacionales. Órgano que tendrá a su 
cargo la atención de las actividades y áreas de trabajo del despacho del 
Secretario Ejecutivo, atenderá, además, las relaciones con el público en 
general, las gestiones de comunicación y con los medios de prensa, gestionar 
la suscripción de Acuerdos y Convenios con organizaciones internacionales, 
en materia de su competencia. Cuenta con el apoyo de las siguientes áreas o 
dependencias:  

    b.1.) Departamento de Relaciones Públicas 
b. 1.1.) Prensa. 
b.l. 2.) Eventos y Protocolo. 

   b.1.3.) Comunicación y Publicaciones 
c. 1.)  Departamento de Relaciones Internacionales 

c. 1.1.) Traducciones 
c.l.2.) Gestión de Acuerdos de Cooperación 

c) Dirección de Informática y Tecnologías. Órgano responsable en materia de 
organización y sistemas de aplicación informática. Instalar y mantener el hardware y 
el software de base de los sistemas informáticos y garantizar la seguridad y 
funcionamiento de los mismos. En la materia de su competencia será responsable de 
administrar el Aplicativo ROS _ WEB. Cuenta con el apoyo de las siguientes áreas o 
dependencias: 

 
c.l.) Sistemas. 

  c.2.) Tecnología. 
  c.3.) Soporte Técnico 

 
Art. 12.- Las dependencias establecidas en los artículos anteriores serán organizadas y 

estructuradas por Resolución del Secretario Ejecutivo de la SEPRELAD, de conformidad a las 
normas legales que regulan el funcionamiento de dichas reparticiones, igualmente autorizase al 
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Secretario Ejecutivo para que sin perjuicio de las reparticiones técnicas y administrativas 
dispuestas por este Decreto, conforme las dependencias / auxiliares requeridas por las necesidades 
del mejor ordenamiento de la institución 
 

Capítulo VI33 

Del Centro de Capacitación y Adiestramiento 

 
Art. 13.- Créase el Centro de Capacitación y Adiestramiento, como órgano especializado 

de la SEPRELAD, el cual tiene como objetivo el adiestramiento, capacitación y actualización en 
materia de prevención de lavado de dinero o bienes, financiamiento del terrorismo, y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, identificado con las siglas 
CECAD.  

 
La SEPRELAD, a través del CECAD, establecerá un Plan Anual de Capacitación y 

Adiestramiento, así como programas de actividades y eventos específicos, a fin de fomentar la 
especialización en la materia, dirigidos a los sujetos obligados, funcionarios de la Institución, 
entidades gubernamentales y otras Instituciones a ser determinadas vía reglamentación.  

 
La SEPRELAD podrá percibir el equivalente en guaraníes de entre diez (10) y mil (1000) 

jornales mínimos para actividades diversas no especificadas, por el servicio de capacitación y 
adiestramiento, conforme con la reglamentación establecida por el Secretario Ejecutivo. Los 
ingresos percibidos (recursos institucionales) en dichos conceptos servirán para el fortalecimiento 
institucional y la financiación del Plan Anual de Capacitación y Adiestramiento 

 
 
 
 
 
 

Capítulo VII 

Del Sistema de Interconexión 
 

Art. 14.- La SEPRELAD establecerá un Sistema Informático de Interconexión, 
identificado con las siglas ROS _ WEB, que interactúa en forma directa con los sujetos obligados 
para la carga y remisión de los Reportes de Operaciones Sospechosas (ROS) en forma digital. 

 
La SEPRELAD establecerá por Resolución los sujetos obligados que deberán ser usuarios 

obligatorios del Sistema Informático de Interconexión ROS _ WEB, conforme a las políticas y 
programas de la Institución. 

 
La SEPRELAD percibirá un canon anual de los usuarios del Aplicativo ROS _ WEB. La 

Reglamentación del canon será establecido anualmente por la Secretaría Ejecutiva, en Resolución 
fundada. 

 

                                                
33  
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La utilización de otros recursos tecnológicos para la gestión de Reportes de Operaciones 
Sospechosas (ROS) se realizará conforme la reglamentación que dicte la Secretaría de Prevención 
de Lavado de Dinero o Bienes. 

 
 

Capitulo VIII 
Del Consejo Consultor 

 
Art. 15.- Integrase un Consejo Consultor, de carácter Inter institucional, como órgano 

consultivo y asesor de la SEPRELAD, en los procesos y acciones que le fueran sometidos a su 
consideración, para la prevención del lavado de dinero o bienes y financiamiento del Terrorismo, 
identificado con las siglas CCI. 

 
Art. 16.- El Consejo Consultor tiene la responsabilidad de asesorar integralmente a la 

SEPRELAD en las acciones, planes, actividades y en todos los asuntos, que fueran puestos a su 
consideración. Orientar los procesos y otras gestiones que de manera expresa les sean solicitadas. 
No siendo sus decisiones de carácter obligatorio para la SEPRELAD, teniendo en cuenta su 
condición de Órgano Consultivo. 

 
Art. 17.-  El Consejo estará compuesto por: 

a) El Ministro, Secretario Ejecutivo de la Secretaría de Prevención de Lavado de 
Dinero o Bienes (SEPRELAD). 

b) Un (1) Miembro del Directorio del Banco Central del Paraguay (BPC), y  u n ( l )  
alterno. 

c) El titular del Ministerio de Industria y Comercio y un (1) alterno. 

d) El titular de la Secretaría Nacional Antidrogas (SEÑAD) y un (1) alterno. 

e) El titular del Departamento de Delitos Económicos de la Policía Nacional (PN) y  
u n ( l )  alterno. 

f) El titular de la Sub-Secretaria de Estado de Tributación del Ministerio de Hacienda 
(MH) y  un ( l )  alterno. 

g) El titular de la Dirección Nacional de Aduanas (DNA) y  u n ( l )  alterno. 

h) El titular de la Superintendencia de Bancos y  u n ( l )  alterno. 

i) El titular de la Superintendencia de Seguros y un (1) alterno, 

j) El titular de la Comisión Nacional de Valores y un (1) alterno. 

k) Un (1) representante titular y alterno del Ministerio Público (MP). 

l) Un (1) representante titular y alterno del Poder Judicial (PJ). 
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Art. 18.- La Presidencia del Consejo Consultor estará a cargo del titular de la Secretaría 
de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, la cual actuará además como soporte técnico y 
documental del CCI. 

 
El Consejo será convocado por el titular de la SEPRELAD, en forma ordinaria dos (2) 

veces al año y en forma extraordinaria las veces que se considere necesario. La agenda de trabajo 
para el CCI será preparada por la SEPRELAD. 

 
El titular de la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, en su calidad de 

Presidente del Consejo, podrá en caso de necesidad, integrar el consejo con otros miembros en 
calidad de invitados. 
 

Capitulo IX 
De las Disposiciones Generales 

 
Art. 19.-   Los Directores Generales, son responsables de sus respectivas áreas, en las 

cuales, bajo la supervisión y coordinación del Secretario Ejecutivo, promueven y ejecutan las 
políticas relativas a las materias de su competencia. 
 

Art. 20.- Son funciones y atribuciones comunes de todas las Direcciones Generales, sin 
perjuicio de lo establecido específicamente para las mismas, y para sus titulares en la 
Reglamentación: 

 
a) Preparar los lineamientos de los programas, proyectos y planes en función de la 

Política General de la SEPRELAD y presentarlos al Secretario Ejecutivo para su 
consideración 

b) Dirigir, las actividades en el ámbito de sus competencias. Establecer un sistema 
eficaz y eficiente de gestión en sus respectivas áreas y aplicar el principio de 
subsidiariedad  

c) Adoptar todas las medidas de coordinación, supervisión y control necesarias para 
asegurar el cumplimiento de las funciones de su competencia. 

 
Art. 21.- Reemplazo. El Secretario Ejecutivo será reemplazado interinamente por uno de 

los titulares de las Direcciones Generales, en caso de enfermedad o ausencia temporal, por 
Resolución fundada. Dicha Resolución deberá ser comunicada al Poder Ejecutivo. De producirse 
un caso de fuerza mayor que impida la designación por resolución, interinará temporalmente el 
titular de la Dirección General de Administración y Finanzas 

 
El titular de la SEPRELAD, podrá otorgar directrices para el ejercicio de las competencias 

interinamente. 
 
Art. 22.- Convenio de Cooperación. El Secretario Ejecutivo podrá suscribir con los 

representantes de las Entidades de la Administración Central, Entidades Binacionales y otros 
Organismos del Estado, convenios de cooperación interinstitucional que tengan por finalidad 
establecer: 
 

a) La acción conjunta de ambas administraciones públicas en determinadas 
competencias concurrentes. 
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b) La delimitación de tareas en competencias concurrentes. 
c) La coordinación de programas, proyectos y actividades. 
d) La cooperación para el fortalecimiento institucional. 

 
Los acuerdos de cooperación establecerán cuanto menos el objeto, los plazos de vigencia 

el día en que entrarán a regir, entre otros. La enumeración de finalidades no es taxativa. 
 
Igualmente podrá suscribir convenios de cooperación con Organismos Internacionales, 

en el ámbito de aplicación a la Ley N° 1015/97 y su modificatoria la Ley N" 3783/09, conforme 
a la Legislación vigente sobre la materia. 
 

Art. 23.- Asesores.  La SEPRELAD podrá disponer de asesores que estime pertinentes, 
sea en forma permanente o transitoria. Así mismo, podrá requerir para la Institución, el 
asesoramiento de cualquier funcionario sujeto a la Ley de la Función Pública para casos concretos. 
El funcionario, en estos casos, podrá recibir una nota comprobante de méritos conforme a su 
actuación y será debidamente registrada por la Secretaría de la Función Pública de la Presidencia 
de la República, en el legajo del funcionario en cuestión. 
 

Art. 24.- Plan Anual de Supervisión e Inspección. La SEPRELAD establecerá el Plan 
Anual de Supervisión e Inspección, identificado con las siglas PASI, cuyo objetivo será el control 
de los sujetos obligados indicados en la Ley N° 1015/97, "Que previene y reprime actos ilícitos 
destinados a la legitimación de dinero o bienes " y la Ley N° 3783/09, "Que modifica varios 
artículos de la 1015/97". 
 

Art. 25.-  Sumarios Administrativos. La SEPRELAD como autoridad de aplicación de la 
Ley N° 1015/97, "Que previene y reprime actos ilícitos destinados a la legitimación de dinero o 
bienes " y la Ley N" 3783/09, "Que modifica varios artículos de la Ley N" 1015/97", queda 
facultado instruir sumarios administrativos y aplicar sanciones de acuerdo a las resultas del 
sumario, sobre las infracciones cometidas contra la Ley y las normas Reglamentarias vigentes en 
la materia a los sujetos obligados indicados en Ley y las reglamentaciones. 

 
El Secretario Ejecutivo de la SEPRELAD, ordenará la instrucción del sumario 

administrativo, en resolución fundada, la cual contendrá una relación circunstanciada de los 
hechos, las normas legales transgredidas y designará al Juez Sumariante, debiendo agregarse al 
expediente las constancias y antecedentes vinculados con el proceso administrativo. 

 
El Juez Sumariante realizará la investigación reuniendo todos los elementos de juicio 

pertinentes. El procedimiento a ser utilizado será reglamentado por el Secretario Ejecutivo de la 
SEPRELAD. 

 
Todo sumario administrativo instruido por la infracción a las normas vigentes en la 

materia, será sancionado Ley N° 1015/97, "Que previene y reprime actos ilícitos destinados a la 
legitimación de dinero o bienes" y concordantes, garantizando en todo momento el derecho a la 
defensa del sujeto obligado. 
 

Capítulo XI 
Disposiciones Finales 
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Art. 26.- Pago de Membresías. El Secretario Ejecutivo podrá disponer el pago de 
membresías de la SEPRELAD a Organismos Internacionales de los cuales forme parte en materia 
de prevención del lavado de dinero o bienes y financiamiento del terrorismo, ya sea como 
miembro activo o invitado. 

 
Art. 27.- Utilización de medios electrónicos. Los trámites, medidas y actuaciones que 

conforman los procedimientos administrativos institucionales de la SEPRELAD, podrán 
conducirse o realizarse por medios electrónicos. 
 

Art. 28.- Comisionamiento de Personal.  Los Organismos, Entidades de la Administración 
Central, Entes Descentralizados y Empresas Públicas, podrán a requerimiento del Secretario 
Ejecutivo de la SEPRELAD, comisionar a tiempo completo o parcial, el personal técnico o 
profesional solicitado, de manera a dar cumplimiento a sus funciones de Organismo. 
 

Art. 29.- Previsiones Presupuestarías.  Todos los recursos necesarios para el 
funcionamiento de la SEPRELAD, deberán estar previstos de acuerdo a las normas y procesos 
establecidos en la Ley N° 1535/99 "De Administración Financiera del Estado " y a la Ley Anual 
del Presupuesto. Al tal efecto la SEPREALD y los Organismos pertinentes adoptarán todas las 
medidas administrativas y legales que correspondan, para facilitar la aplicación de este Decreto. 
Así mismo la supervisión de los mecanismos aplicados para asegurar la inclusión en el 
Presupuesto General de la Nación de los recursos destinados para ejecutar la política del Gobierno 
Nacional en la lucha contra el lavado de dinero o bienes y el financiamiento del terrorismo. 

 

Art. 30.- Colaboración y Asistencia. Las Entidades de la Administración Central, Entes 
Descentralizados y Empresas Públicas, facilitaran a la SEPRELAD la asistencia y colaboración 
requeridas por ésta para la eficaz gestión de su misión institucional, proveyendo toda la 
información relacionada con la materia que sea requerida. 

Art. 31.- Reglamentación. El Secretario Ejecutivo, queda facultado a dictar los 
Reglamentos necesarios en el marco de la Ley N° 1015/97, "Que previene y reprime actos ilícitos 
destinados a la legitimación de dinero o bienes " y la Ley N° 3783/09, "Que modifica varios 
artículos de la Ley N° 1015/97", Igualmente está autorizado a reglamentar el presente Decreto, 
implementar manuales de funciones y asignar a través de resoluciones las funciones y atribuciones 
específicas de las Direcciones Generales y de las demás dependencias de la SEPRELAD. 

Art. 32.- Aplicación. El Secretario Ejecutivo de la SEPRELAD, aplicará el presente 
Decreto a partir de la fecha de la vigencia del presente acto administrativo, así como también 
propondrá los cambios necesarios con la finalidad de facilitar su correcta aplicación. 

Art. 33.- Instrúyase al Ministerio de Hacienda (MH), Ministerio del Interior (MI), 
Ministerio de Industria y Comercio (MIC), Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD) y Dirección 
Nacional de Aduanas (DNA) para su aplicación y efectos correspondientes. 

Art. 34.- Deróganse todas las disposiciones contrarias a este Decreto 

Art. 35.-   El presente Decreto será refrendado por el Ministerio del Interior 

Art. 36.-  Comuníquese, publíquese y dese al Registro Oficial. 
 
 
 
 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

133 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

DECRETO Nº 1548/2019 
 

POR EL CUAL SE CREA EL CONSEJO DE SUPERVISORES DE SUJETOS OBLIGADOS, 
COMPONENTES DEL SISTEMA ANTI LAVADO DE ACTIVOS (ALA)/CONTRA EL 
FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO (CFT)/CONTRA EL FINANCIAMIENTO PARA 
LA PROLIFERACIÓN DE ARMAS DE DESTRUCCIÓN MASIVA DEL PARAGUAY (CFP). 

 
 Asunción, 2 de abril de 2019. 

  
 

VISTO: La presentación realizada por la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero 
o Bienes (SEPRELAD), a través de la Nota UIF-SEPRELAD/SE N° 273/2019, en la cual solicita 
la creación del Consejo de Supervisores de Sujetos Obligados, Componentes del Sistema Anti 
Lavado de Activos (ALA)/Contra el Financiamiento del Terrorismo (CFT)/Contra el 
Financiamiento para la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva del Paraguay (CFP); y  

 
CONSIDERANDO: Que el Artículo 238, Numeral 1), de la Constitución Nacional faculta 

a quien ejerce la Presidente de la República a dirigir la administración general del país. 
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Que por el Decreto N° 9302, del 6 de agosto de 2018, se actualizó la Evaluación Nacional 

de Riesgo País, en materia de Lavado de Dinero y Financiamiento del Terrorismo, reconocido 
por Decreto N° 4779/2016, y se aprueba su incorporación como nuevos objetivos y acciones del 
Plan Estratégico del Estado Paraguayo (PEEP) de Lucha Contra el LD/FT/FP, aprobado por 
Decreto N° 11.200/2013, modificado por el Decreto N° 507, de fecha 24 de octubre del 2018.  
 

Que el Plan Estratégico del Estado Paraguayo en materia ALA/CFT/CFP, contempla en 
los Objetivos 7°, 10, 11°, 16, 17 y 18 (Coordinación, Tipologías/Alertas, Estadísticas 
Disciplinarias, Enfoque de Riesgos en Regulaciones, Evaluación de Riesgos Sectoriales y 
Enfoque Basado en Riesgos para Supervisores), una serie de acciones tendientes a converger a la 
implementación de las recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional de 
obligada observancia, conforme con la disposición de la Ley N° 4100/010 su modificatoria.  
 

Que en el Objetivo 7°, del mencionado plan, se establece la necesidad de implementar 
acuerdos, metodologías y protocolos que faciliten la coordinación, así como el intercambio de 
información ágil y eficiente entre todas las autoridades que componen el sistema ALA/CFT.  
 

Que en el Objetivo 18 del mencionado plan se dispone adoptar una supervisión con un 
enfoque basado en riesgo por parte de los distintos organismos supervisores que forman parte del 
Sistema Nacional ALA/CFT de la República del Paraguay, por lo que es importante y oportuno 
instaurar una instancia donde las entidades de mayor «expertis» transmitan sus metodologías y 
buenas prácticas a los demás supervisores.  
 

Que de acuerdo con lo establecido en los estándares internacionales en materia ALA/CFT, 
por el Grupo de Acción Financiera (GAFI), los países deben implementar mecanismos que 
aseguren una adecuada coordinación, cooperación e intercambio de información entre los 
distintos organismos de supervisión.  
 

Que las acciones comprendidas en los objetivos señalados tienen por finalidad fortalecer 
el ejercicio de las mejores prácticas internacionales en la materia ALA/CFT/CFP, y velar por la 
efectividad de las mismas, en el ámbito de las respectivas competencias institucionales. 
 

POR TANTO, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales, 
 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY 
DECRETA: 

 
Art. 1°. - Créase el Consejo de Supervisores de Sujetos Obligados, componentes del 

Sistema Anti Lavado de Activos (ALA)/Contra el Financiamiento del Terrorismo (CFT)/Contra 
el Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva de la República del 
Paraguay (CFP), en adelante «El Consejo», con el objetivo de fortalecer el ejercicio de las mejores 
prácticas internacionales en la materia, y velar por la efectividad de las mismas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias.  
 

Art. 2°. - Constitúyase el Consejo por un Presidente, que recaerá en el Secretario Ejecutivo 
del Comité Interinstitucional del Sistema ALA/CFT/CFP del Paraguay, ejercido por el Ministro 
Secretario Ejecutivo de la Secretaría de Prevención del Lavado de Dinero o Bienes (SEPRELAD), 
y por los siguientes Miembros:  
 

a) El Superintendente de Bancos (SIB);  
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b) El Superintendente de Seguros (SIS); 
c)  El Presidente de la Comisión Nacional de Valores (CNV);  
d) El Presidente de la Comisión Nacional de Juegos de Azar (CONAJZAR);  
e) El Presidente del Instituto Nacional del Cooperativismo (INCOOP); y 
f) El Director General de Supervisión y Regulaciones de la SEPRELAD.  

 
La condición de la participación de la Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia queda 

supeditada a la aplicación del Artículo 5° del presente Decreto. 
  

Art. 3°. - Instáurase las reuniones ordinarias mensuales en sede de la Unidad de Gestión de la 
Presidencia de la República, sujetas a las convocatorias a ser realizadas por la Presidencia del 
Consejo con una semana de antelación, a través de la Secretaría del Consejo que será ejercida por 
la instancia a ser propuesta por la Presidencia del Consejo. Reuniones extraordinarias podrán 
realizarse a distancia con apoyo de los instrumentos tecnológicos adecuados.  
 

Los titulares podrán asignar la participación de alternos para sustituirlos en las reuniones, en 
ocasiones que se hallen con permiso.  

 
 

 
Art. 4°. - Dispónese como funciones del Consejo:  

 
a) Diseñar estrategias interinstitucionales para el desarrollo, la implementación y el 

seguimiento de la efectiva supervisión ALA/CFT basada en la evaluación de riesgos, para 
asignar recursos e implementar medidas para prevenir y mitigar el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo;  
 

b) Formular propuestas tendientes a la armonización de los principios y criterios básicos 
para la supervisión en materia de ALA/CFT, conforme con la naturaleza del riesgo 
inherente de cada sector, e, intercambiar experiencias relevantes en el uso de herramientas 
como matrices de riesgo, procedimientos aplicados, estructuras y trámites de reportes; 

 
c) Implementar un sistema ágil de intercambio de información sobre amenazas y 

vulnerabilidades que se identifiquen, e incluyan tendencias y modalidades delictivas 
(Tipologías/Alertas), así como tipos de incumplimientos detectados en los procesos de 
supervisión (Estadísticas);  
 

d) Establecer mecanismos para dar información sobre los resultados de las supervisiones en 
materia de ALA/CFT entre los integrantes del Consejo, dentro del marco de las normas 
de confidencialidad establecida en las leyes vigentes; 
 
 

e) Formular estrategias conjuntas para proporcionar a los Sujetos Obligados información 
sobre los riesgos de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo identificados 
por el Estado paraguayo, que incluyen la retroalimentación sobre la calidad de los 
Reportes de Operaciones Sospechosas, Reportes de Operaciones, Reportes de 
Operaciones en Efectivo y otros insumos de monitoreo.  

  
Art. 5°.- Solicítase la colaboración de la Corte Suprema de Justicia, para autorizar la participación 
como Miembro del Consejo, del Superintendente de la Corte Suprema de Justicia, en el ámbito 
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de las funciones asignadas en el presente Decreto, o con el alcance que esa instancia disponga, de 
manera a coadyuvar con el objetivo del Consejo.  
 
Art. 6°. - El presente Decreto será refrendado por el Ministro del Interior.  
 
Art. 7°. - Comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 
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LEY N° 1160/1997 

CÓDIGO PENAL, SUS MODIFICACIONES  
Y LEYES COMPLEMENTARIAS 
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 LEY N° 1160/1997 

  
  

CODIGO PENAL  

  

LIBRO PRIMERO: PARTE GENERAL  

TITULO I LA LEY PENAL  

  

CAPITULO I 

 PRINCIPIOS BASICOS  

  

Artículo 1°. - Principio de legalidad  

Nadie será sancionado con una pena o medida sin que los presupuestos de la 
punibilidad de la conducta y la sanción aplicable se hallen expresa y estrictamente 
descritos en una ley vigente con anterioridad a la acción u omisión que motive la 
sanción.  

Artículo 2°. - Principios de reprochabilidad y de proporcionalidad. (Modificado 
por Ley Nº 3440/2008) 

1°. No habrá pena sin reprochabilidad.  
2°. La gravedad de la pena no podrá exceder los límites de la gravedad del 

reproche penal.  
3°. No se ordenará una medida sin que el autor o participe haya realizado, al 

menos, un hecho antijurídico. Las medidas de seguridad deberán guardar 
proporción con:  

  
1. la gravedad del hecho o de los hechos que el autor o participe haya 

realizado;  
2. la gravedad del hecho o de los hechos que el autor o partícipe, según las 

circunstancias, previsiblemente realizará; y,  
3. el grado de posibilidad con que este hecho o estos hechos se realizarán   

 

 Artículo 3°.- Principio de prevención (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 

Las sanciones penales tendrán por objeto la readaptación de los condenados y la 
protección de la sociedad.  

  
CAPITULO II  

APLICACION DE LA LEY  
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 Artículo 4°. - Aplicación del Libro Primero a leyes especiales  

Las disposiciones del Libro Primero de este Código se aplicarán a todos los 
hechos punibles previstos por las leyes especiales.  

 

 Artículo 5°. - Aplicación de la ley en el tiempo  

1°. Las sanciones son regidas por la ley vigente al tiempo de la realización del 
hecho punible.  

2°. Cuando cambie la sanción durante la realización del hecho punible, se aplicará 
la ley vigente al final del mismo.  

3°. Cuando antes de la sentencia se modificará la ley vigente al tiempo de la 
realización del hecho punible, se aplicará la ley más favorable al encausado.  

4°. Las leyes de vigencia temporaria se aplicarán a los hechos punibles realizados 
durante su vigencia, aun después de transcurrido dicho plazo.  

  

  Artículo 6°. - Hechos realizados en el territorio nacional (Modificado por Ley Nº 
3440/2008) 

1°. La ley penal paraguaya se aplicará a todos los hechos punibles realizados en 
el territorio nacional o a bordo de buques o aeronaves paraguayos.  

 
2°. Un hecho punible realizado en territorio nacional y, también en el extranjero, 

quedará eximido de sanción cuando por ello el autor o partícipe haya sido 
juzgado en dicho país, y:  

1. absuelto, o  
2. condenado a una pena o medida privativa de libertad y ésta haya sido 
ejecutada,    prescripta o indultada. 
 

Artículo 7°. - Hechos realizados en el extranjero contra bienes jurídicos 
paraguayos  

La ley penal paraguaya se aplicará a los siguientes hechos realizados en el 
extranjero:  

1. hechos punibles contra la existencia del Estado, tipificados en los artículos 
269 al 271;  

2. hechos punibles contra el orden constitucional, previstos en el artículo 273,  

3. hechos punibles contra los órganos constitucionales, contemplados en los 
artículos 286 y 287,  

4. hechos punibles contra la prueba testimonial, tipificados en los artículos 242 
y 243,  

5. hechos punibles contra la seguridad de las personas frente a riesgos 
colectivos, previstos en los artículos 203, 206, 208, 209 y 212,  

6. hechos punibles realizados por el titular de un cargo público paraguayo, 
relacionados con sus funciones.  
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Artículo 8°. - Hechos realizados en el extranjero contra bienes jurídicos con 

protección universal (Modificado por Ley Nª 3440/2008) 
 

1°. La ley penal paraguaya se aplicará también a los siguientes hechos realizados en 
el extranjero:  

 

1. hechos punibles contra la libertad tipificados en los artículos 125 al 127;  

2. trata de personas, prevista en los artículos 129b y 129c; hechos punibles 
mediante explosivos contemplados en el artículo 203, inciso 1°, numeral 
2;  

3. atentados al tráfico civil aéreo y naval, tipificados en el artículo 213;  

4. hechos punibles contra la autenticidad de monedas y valores tipificados 
en los artículos 263 al 267;  

5. genocidio previsto en el artículo 319;  

6. tráfico ilícito de estupefacientes y drogas peligrosas, contemplado en los 
artículos 37 al 45 de la Ley N° 1.340/88 Y su modificatoria;  

7. hechos punibles que la República del Paraguay, en virtud de un convenio 
o tratado internacional aprobado y ratificado, esté obligada a perseguir aun 
cuando hayan sido realizados en el extranjero.  

 
2°. La ley penal paraguaya se aplicará solo cuando el autor o partícipe haya ingresado 

al territorio nacional.  
 

3°. Queda excluida la punición en virtud de la ley penal paraguaya, cuando un 
tribunal extranjero:  

1. haya absuelto al autor o partícipe por sentencia firme; o  

2. haya condenado al autor o partícipe a una pena o medida privativa de 
libertad, y la condena haya sido ejecutada, prescrita o indultada.  

   
Artículo 9°. - Otros hechos realizados en el extranjero  

Se aplicará la ley penal paraguaya a los demás hechos realizados en el extranjero sólo 
cuando:  

 

1. en el lugar de su realización, el hecho se halle penalmente sancionado; y,  

2. el autor o partícipe, al tiempo de la realización del hecho,  

a) haya tenido nacionalidad paraguaya o la hubiera adquirido después de la 
realización del mismo; o  
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b) careciendo de nacionalidad, se encontrará en el territorio nacional y su 
extradición hubiera sido rechazada, a pesar de que ella, en virtud de la 
naturaleza del hecho, hubiera sido legalmente admisible.  

  
Lo dispuesto en este inciso se aplicará también cuando en el lugar de la 
realización del hecho no exista poder punitivo.  

 

1°. Se aplicará también a este respecto lo dispuesto en el artículo 6°, inciso  
 

2°. La sanción no podrá ser mayor que la prevista en la legislación vigente en el lugar 
de la realización del hecho.  

 

 Artículo 10.- Tiempo del hecho  

El hecho se tendrá por realizado en el momento en que el autor o el partícipe haya 
ejecutado la acción o, en caso de omisión, en el que hubiera debido ejecutar la acción. 
A estos efectos el momento de la producción del resultado no será tomado en 
consideración.  

  

 Artículo 11.- Lugar del hecho  

1°. El hecho se tendrá por realizado en todos los lugares en los que el autor o el 
partícipe haya ejecutado la acción o, en caso de omisión, hubiera debido 
ejecutarla; o en los que se haya producido el resultado previsto en la ley o en los 
que hubiera debido producirse conforme a la representación del autor.  

2°. Se considera que el partícipe ha realizado el hecho también en el lugar donde lo 
hubiera realizado el autor.  

3°. La ley paraguaya será aplicable al partícipe de un hecho realizado en el 
extranjero, cuando éste haya actuado en el territorio nacional, aun si el hecho 
careciera de sanción penal según el derecho vigente en el lugar en que fue 
realizado.  

  

 Artículo 12.- Aplicación a menores  

Este Código se aplicará a los hechos realizados por menores, salvo que la 
legislación sobre menores infractores disponga algo distinto.  

 
CAPITULO III  

CLASIFICACION Y DEFINICIONES  
  

  Artículo 13.- Clasificación de los hechos punibles  

1°. Son crímenes los hechos punibles cuya sanción legal sea pena privativa de 
libertad mayor de cinco años.  

2°. Son delitos los hechos punibles cuya sanción legal sea pena privativa de libertad 
de hasta cinco años, o multa.  
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3°. Para esta clasificación de los hechos punibles será considerado solamente el 
marco penal del tipo base.  

  

 Artículo 14.- Definiciones (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 

  1°. - A los efectos de esta Ley se entenderán como:  

1. conducta:  

las acciones y las omisiones;  

2. tipo legal:  

el modelo de conducta con que se describe un hecho penalmente sancionado, 
a los efectos de su tipificación;  

3. tipo base: el tipo legal que describe el modelo de conducta sin considerar 
posibles modificaciones por agravantes o atenuantes;  

4. hecho antijurídico: la conducta que cumpla con los presupuestos del tipo legal 
y no esté amparada por una causa de justificación;  

5. reprochabilidad:  

reprobación basada en la capacidad del autor de conocer la antijuridicidad del 
hecho realizado y de determinarse conforme a ese conocimiento;  

6. hecho punible:  

un hecho antijurídico que sea reprochable y reúna, en su caso, los demás 
presupuestos de la punibilidad;  

7. sanción:  

las penas y las medidas;  

8. marco penal:  

la descripción de las sanciones previstas para el hecho punible y, en especial, 
del rango en que la sanción aplicada puede oscilar entre un mínimo y un 
máximo;  

9. participantes:  

los autores y los partícipes;  

10.  partícipes:  
  los instigadores y los cómplices;  

  
11. emprendimiento:  el hecho punible sancionado con la misma consumación 
y para la tentativa 
12. parientes:  

los consanguíneos hasta el cuarto grado, el cónyuge y los afines en línea recta 
hasta el segundo grado, sin considerar,  

a) la filiación matrimonial o extramatrimonial;   
b) la existencia continuada del matrimonio que ha fundado la relación; ni  
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c) la existencia continúa del parentesco o de la afinidad;  
13. tribunal:  

órgano jurisdiccional, con prescindencia de su integración unipersonal o colegiada;  

14. funcionario:  

el que, conforme al derecho paraguayo, desempeñe una función pública;  

15. actuar comercialmente:  

el actuar con el propósito de crear para sí, mediante la realización reiterada de 
hechos punibles, una fuente de ingresos no meramente transitoria;  

16. titular: el titular de un derecho y la persona que le representa de hecho o de 
derecho.  

17. interés patrimonial: interés que afecte a todo o parte del patrimonio, conforme al 
concepto previsto en el Código Civil.  

18. feto: embrión del ser humano hasta el momento del 
parto.  

  
2°. - Como hecho punible doloso se entenderá también aquel, cuyo marco penal sea 
aumentado en virtud de un resultado adicional, aunque éste hubiese sido producido 
culposamente.  

  
3°. - Como publicación se entenderán, en las disposiciones que se remitan a este 
concepto, los  

escritos, cintas portadoras de sonido o imágenes, reproducciones y demás medios de 
registro.  

 
 

 
TITULO II  

EL HECHO PUNIBLE CAPITULO I  
PRESUPUESTOS DE LA PUNIBILIDAD  

  

  Artículo 15.-  Omisión de evitar un resultado  

Al que omita impedir un resultado descrito en el tipo legal de un hecho punible de 
acción, se aplicará la sanción prevista para éste sólo cuando:  

1. exista un mandato jurídico que obligue al emitente a impedir tal resultado; y  

2. este mandato tenga la finalidad de proteger el bien jurídico amenazado de 
manera tan específica y directa que la omisión resulte, generalmente, tan 
grave como la producción activa del resultado.  

 

Artículo 16.- Actuación en representación de otro  

1º La persona física que actuara como:  
1. representante de una persona jurídica o como miembro de sus órganos;  
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2. socio apoderado de una sociedad de personas; o 3. representante legal de otro, 
responderá personalmente por el hecho punible, aunque no concurran en ella las 
condiciones, calidades o relaciones personales requeridas por el tipo penal, si tales 
circunstancias se dieran en la entidad o persona en cuyo nombre o representación 
obre.  

2º Lo dispuesto en el inciso 1° se aplicará también a la persona que, por parte del titular 
de un establecimiento o empresa, u otro con el poder correspondiente, haya sido:  

1. nombrado como encargado del establecimiento o de la empresa; o  

2. encargado en forma particular y expresa del cumplimiento, bajo responsabilidad 
propia, de determinadas obligaciones del titular,  

y cuando en los casos previstos en ambos numerales, haya actuado en base a este 
encargo o mandato.  

3º Lo dispuesto en el inciso 1° se aplicará también a quien actuará en base a un mandato 
en el sentido del inciso 2°, numeral 1, otorgado por una entidad encargada de tareas de 
la administración pública.  

4º Los incisos anteriores se aplicarán aun cuando careciera de validez el acto jurídico 
que debía fundamentar la capacidad de representación o el mandato.  

  

  Artículo 17.- Conducta dolosa y culposa  

1º Cuando la ley no sancionará expresamente la conducta culposa, será punible sólo la 
conducta dolosa.  

2º Cuando la ley prevea una pena mayor para los hechos punibles con resultados 
adicionales, respecto a dicha consecuencia, ella se aplicará al autor o partícipe cuando 
su conducta haya sido dolosa o culposa.  

 

  Artículo 18.- Error sobre circunstancias del tipo legal  

1º No actúa con dolo el que al realizar el hecho obrara por error o desconocimiento de 
un elemento constitutivo del tipo legal. Esto no excluirá la punibilidad en virtud de una 
ley que sanciona la conducta culposa.  

2º El que al realizar el hecho se representara erróneamente circunstancias que 
constituirían el tipo de una ley más favorable, sólo será castigado por hecho doloso en 
virtud de ésta.   

  

Artículo 19.- Legítima defensa  
No obra antijurídicamente quien realizara una conducta descrita en el tipo legal de un 
hecho punible, cuando ella fuera necesaria y racional para rechazar o desviar una 
agresión, presente y antijurídica, a un bien jurídico propio o ajeno.  

    

Artículo 20.- Estado de necesidad (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 
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1°. - No obra antijurídicamente quien, en una situación de peligro presente para 
un bien jurídico propio o ajeno, lesionara el mismo u otro bien, para impedir un mal 
mayor que no sea evitable de otra manera.  
  

2°. - No obra antijurídicamente quien realizara el tipo legal de un hecho punible por 
omisión, cuando no podía ejecutar la acción sin violar otro deber de igualo mayor rango.  

  

 Artículo 21.- Responsabilidad penal de las personas menores de edad. (Modificado por  
Ley Nº 3440/2008) 

Está exenta de responsabilidad penal la persona que no haya cumplido catorce años de 
edad.  

  Artículo 22.- Error de prohibición  

No es reprochable el que al realizar el hecho desconozca su antijuridicidad, cuando el 
error le era inevitable. Pudiendo el autor evitar el error, la pena será atenuada con arreglo 
al artículo 67.  

    

  Artículo 23.- Trastorno mental  

1º No es reprochable el que, en el momento de la acción u omisión, por causa de 
trastorno mental, de desarrollo psíquico incompleto o retardado, o de grave perturbación 
de la conciencia, fuera incapaz de conocer la antijuridicidad del hecho o de determinarse 
conforme a ese conocimiento.  

2º Cuando por las razones señaladas en el inciso anterior el autor haya obrado con una 
considerable disminución de su capacidad de conocer la antijuridicidad del hecho o de 
determinarse conforme a este conocimiento, la pena será atenuada con arreglo al artículo 
67.  

  

  Artículo 24.- Exceso por confusión o terror  

El que realizará un hecho antijurídico excediéndose por confusión o terror en los límites 
de la legítima defensa o de un estado de necesidad justificante, será eximido de pena.  

  

  Artículo 25.- Inexigibilidad de otra conducta  

El que realizara un hecho antijurídico para rechazar o desviar de sí mismo, de un 
pariente o de otra persona allegada a él, un peligro presente para su vida, su integridad 
física o su libertad, será eximido de pena cuando, atendidas todas las circunstancias, no 
le haya sido exigible otra conducta. En caso de haber sido exigible otra conducta, la 
pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67.  

  

  

CAPITULO II  
TENTATIVA  
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 Artículo 26.- Actos que la constituyen el inicio de la tentativa  (Modificado por Ley Nº 
3440/2008) 

Hay tentativa cuando el autor ejecutara la decisión de realizar un hecho punible mediante 
actos que, tomada en cuenta su representación del hecho, son inmediatamente anteriores 
al fin de la ejecución de la acción descripta en el tipo legal.  

  

  Artículo 27.- Punibilidad de la tentativa  

1º La tentativa de los crímenes es punible; la tentativa de los delitos lo es sólo en los 
casos expresamente previstos por la ley.  

2º A la tentativa son aplicables los marcos penales previstos para los hechos punibles 
consumados.  

3º Cuando el autor todavía no haya realizado todos los actos que, según su 
representación del hecho, sean necesarios para lograr su consumación, la pena será 
atenuada con arreglo al artículo 67.  

 

  

  Artículo 28.- Desistimiento y arrepentimiento  

1º El que voluntariamente desista de la realización ya iniciada del tipo legal o, en caso 
de tentativa acabada, impida la producción del resultado, quedará eximido de pena. Si 
el resultado no acontece por otras razones, el autor también quedará eximido de pena 
cuando haya tratado voluntaria y seriamente de impedirlo.  

2º Cuando varias personas participaran en la realización del hecho, quedará eximido de 
pena el que voluntariamente retirase su contribución ya realizada e impida la 
consumación. Cuando el hecho no se consumará por otras razones o cuando la 
contribución no haya tenido efecto alguno en la consumación, quedará eximido de pena 
quien haya tratado voluntaria y seriamente de impedirla.  

  
CAPITULO III  

PLURALIDAD DE PARTICIPANTES  
  

  Artículo 29.-  Autoría  

1º Será castigado como autor el que realizará el hecho obrando por sí o valiéndose para 
ello de otro.  

2º También será castigado como autor el que obrará de acuerdo con otro de manera tal 
que, mediante su aporte al hecho, comparta con el otro el dominio sobre su realización.  

  

  Artículo 30.- Instigación  

Será castigado como instigador el que induzca a otro a realizar un hecho antijurídico 
doloso. La pena será la prevista para el autor.  
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  Artículo 31.- Complicidad  

Será castigado como cómplice el que ayudará a otro a realizar un hecho antijurídico 
doloso. La pena será la prevista para el autor y atenuada con arreglo al artículo 67.  

  

Artículo 32.- Circunstancias personales especiales  

1º Cuando no se dieran en el instigador o cómplice las condiciones, calidades o 
relaciones personales previstas en el artículo 16 que fundamenten la punibilidad del 
autor, la pena será atenuada con arreglo al artículo 67.  

2º Las circunstancias personales especiales que aumenten, disminuyan o excluyan la 
pena serán tomadas en cuenta sólo para aquel autor o partícipe en que se dieran.  

  

 Artículo 33.- Punibilidad individual  

 Cada participante en el hecho será castigado de acuerdo con su reprochabilidad, 
independientemente de la reprochabilidad de los otros.  

 

  Artículo 34.- Tentativa de instigar a un crimen  

1º El que intentará instigar a otro a realizar un crimen o que instigue a un tercero a 
realizarlo, será punible con arreglo a las disposiciones sobre la tentativa. La pena 
prevista para la tentativa será atenuada con arreglo al artículo 67.  

2º Quedará eximido de la pena prevista en el inciso anterior el que voluntariamente 
desistiera de la tentativa o el que desviará un peligro ya existente de que el otro realice 
el hecho. Cuando no aconteciera el hecho, independientemente de la conducta del que 
desista o cuando se realizara el hecho, independientemente de su conducta anterior, 
será suficiente para eximirle de la pena el que, con su conducta, voluntaria y 
seriamente, hubiera intentado impedir la realización.  

  
 

CAPITULO IV  
DECLARACIONES E INFORMES LEGISLATIVOS  

  
  Artículo 35.- Declaraciones legislativas  

Los miembros de la Convención Nacional Constituyente y del Congreso no serán 
responsables por los votos emitidos y por sus declaraciones en el órgano legislativo 
o en sus comisiones, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera corresponderle 
en el seno de los mismos.  

    

  Artículo 36.- Informaciones legislativas  

Quedarán exentos de toda responsabilidad penal quienes informen verazmente sobre las 
sesiones públicas de los órganos señalados en el artículo 35 y de sus comisiones.  
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TITULO III DE LAS PENAS CAPITULO I  
CLASES DE PENAS  

  

  Artículo 37.-  Clases de penas  

1º Son penas principales:  

a) la pena privativa de libertad;  

b) la pena de multa.  

2º    Son penas complementarias:  

a) la pena patrimonial;  

b) la prohibición de conducir.  
3º     Son penas adicionales:  

a) la composición;  

b) la publicación de la sentencia.  

  
 
 
 
 
 

CAPITULO II PENAS PRINCIPALES SECCION I  
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD  

  
  Artículo 38.- Duración de la pena privativa de libertad  

La pena privativa de libertad tendrá una duración mínima de seis meses y máxima de 
treinta años. Ella será medida en meses y años completos.  
  

  Artículo 39.- Objeto y bases de la ejecución  

1º El objeto de la ejecución de la pena privativa de libertad es promover la readaptación 
del condenado y la protección de la sociedad.  

2º Durante la ejecución de la pena privativa de libertad, se estimulará la capacidad del 
condenado para responsabilizarse de sí mismo y llevar una vida en libertad sin volver a 
delinquir. En cuanto la personalidad del condenado lo permita, serán disminuidas las 
restricciones de su libertad.   

Se fomentarán las relaciones del condenado con el mundo externo, siempre que sirvan 
para lograr la finalidad de la ejecución de la pena.  

3º   En cuanto a los demás derechos y deberes del condenado, la ejecución de la pena 
privativa de libertad estará sujeta a las disposiciones de la ley penitenciaria.  

  

  Artículo 40.- Trabajo del condenado  
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1º El condenado tiene derecho a ser ocupado con trabajos sanos y útiles que 
correspondan dentro de lo posible a sus capacidades; facilitándole mantenerse con su 
trabajo en su futura vida en libertad.  

2º El condenado sano está obligado a realizar los trabajos que, con arreglo al inciso 
anterior, se le encomienden.  

3º El trabajo será remunerado. Para facilitar al condenado el cumplimiento de sus 
deberes de manutención e indemnización y la formación de un fondo para su vuelta a 
la vida en libertad, se podrá retener sólo hasta un veinte por ciento del producto del 
trabajo para costear los gastos que causara en el establecimiento penitenciario.  

4º En cuanto a lo demás, en especial la forma en que el condenado administre el fruto 
de su trabajo, se aplicará lo dispuesto en la ley penitenciaria.   

  Artículo 41.- Enfermedad mental sobreviniente.   

Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad el condenado sufriese una 
enfermedad mental se ordenará su traslado a un establecimiento adecuado para su 
tratamiento.  

  

 

 

 

 

  Artículo 42.- Prisión domiciliaria  

Cuando la pena privativa de libertad no excediera de un año, las mujeres con hijos 
menores o incapaces y las personas de más de sesenta años podrán cumplirla en su 
domicilio, de donde no podrán salir sin el permiso de la autoridad competente. El 
beneficio será revocado en caso de violación grave o reiterada de la restricción.  

  

  Artículo 43.- Postergación del cumplimiento de la pena privativa de libertad  

El cumplimiento de la condena a una pena privativa de libertad puede ser postergado 
cuando ésta deba ser aplicada a una mujer embarazada, a una madre de un niño menor 
de un año o a una persona gravemente enferma.  

  

 Artículo 44.-  Suspensión a prueba de la ejecución de la condena (Modificado por Ley 
Nº 3440/2008) 

1°.- En caso de condena a pena privativa de libertad de hasta dos años, el 
tribunal ordenará la suspensión de su ejecución cuando la personalidad, la conducta y 
las condiciones de vida del autor permitan esperar que éste, sin privación de libertad y 
por medio de obligaciones, reglas de conducta o sujeción a un asesor de prueba, pueda 
prestar satisfacción por el ilícito ocasionado y no vuelva a realizar otro hecho punible.  

2°.- La suspensión, generalmente, no se concederá cuando el autor haya sido 
condenado durante los cinco años anteriores al hecho punible, a una o más penas que, 
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en total, sumen un año de pena privativa de libertad o multa o cuando el nuevo hecho 
punible haya sido realizado durante el período de prueba vinculado con una condena 
anterior.  

3°.- La suspensión de la condena no podrá ser limitada a una parte de la pena y 
a este efecto no se computará la pena purgada en prisión preventiva u otra forma de 
privación de libertad.  

4°.- El tribunal determinará un período de prueba no menor de dos y no mayor 
de cinco años, que deberá contarse desde la sentencia firme. El período de prueba podrá 
ser posteriormente reducido al mínimo o, antes de finalizar el período fijado, ampliado 
hasta el máximo previsto. 
  

  Artículo 45.- Obligaciones  

1º   Para el período de prueba el tribunal podrá imponer determinadas obligaciones con 
el fin de prestar a la víctima satisfacción por el ilícito ocasionado y de restablecer la paz 
en la comunidad. Las obligaciones impuestas no podrán exceder los límites de 
exigibilidad para el condenado.  

  

2º  El tribunal podrá imponer al condenado:  

1. reparar, dentro de un plazo determinado y de acuerdo con sus posibilidades, 
los daños causados por el hecho punible;  

2. pagar una cantidad de dinero a una entidad de beneficencia; o  

3. efectuar otras prestaciones al bien común.  

3º  Cuando el condenado ofrezca otras prestaciones adecuadas y destinadas a la 
satisfacción de la víctima o de la sociedad, el tribunal aceptará la propuesta siempre que 
la promesa de su cumplimiento sea verosímil.  

   

 Artículo 46.- Reglas de conducta  

1º El tribunal podrá dictar reglas de conducta para el período de prueba cuando el 
condenado necesite este apoyo para no volver a realizar hechos punibles. Estas 
reglas de conducta no deberán lesionar derechos inviolables de las personas o 
constituir una limitación excesiva en su relacionamiento social.  

2º El tribunal podrá obligar al condenado a:  

1. acatar órdenes relativas a su domicilio, instrucción, trabajo, tiempo libre o 
arreglo de sus condiciones económicas;  

2. presentarse al juzgado u otra entidad o persona en fechas determinadas;  

3. no frecuentar a determinadas personas o determinados grupos de personas 
que pudiesen darle oportunidad o estímulo para volver a realizar hechos 
punibles y, en especial, no emplearlas, instruirlas o albergarlas;  
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4. no poseer, llevar consigo o dejar en depósito determinados objetos que 
pudiesen darle oportunidad o estímulo para volver a realizar hechos punibles; 
y  

5. cumplir los deberes de manutención.  

3º Sin el consentimiento del condenado, no se podrá dictar la regla de:  

1. someterse a tratamiento médico o a una cura de desintoxicación; o  

2. permanecer albergado en un hogar o establecimiento.  

4º En caso de que el condenado asuma por propia iniciativa compromisos sobre su 
futura conducta de vida, el tribunal podrá prescindir de la imposición de reglas de 
conducta cuando el cumplimiento de la promesa sea verosímil.  

  

  Artículo 47.-  Asesoría de prueba  

1º El tribunal ordenará que durante todo o parte del período de prueba, el condenado 
esté sujeto a la vigilancia y dirección de un asesor de prueba, cuando esto fuera 
indicado para impedirle volver a realizar hechos punibles.  

2º   Al suspenderse la ejecución de una pena privativa de libertad de más de nueve meses 
para un condenado menor de veinticinco años de edad se ordenará, generalmente, la 
asesoría de prueba.  

3º El asesor de prueba prestará apoyo y cuidado al condenado. Con acuerdo del 
tribunal supervisará el cumplimiento de las obligaciones y reglas de conducta 
impuestas, así como de las promesas. Además, presentará informe al tribunal en las 
fechas determinadas por éste y le comunicará las lesiones graves o repetidas de las 
obligaciones, reglas de conducta o promesas.  

4º  El asesor de prueba será nombrado por el tribunal, el cual podrá darle instrucciones 
para el cumplimiento de las funciones señaladas en el inciso anterior.  

5º La asesoría de prueba podrá ser ejercida por funcionarios, por entidades o por 
personas ajenas al servicio público.  

  

  Artículo 48.- Modificaciones posteriores  

 Con posterioridad a la sentencia, podrán ser adoptadas, modificadas o suprimidas las 
medidas dispuestas con arreglo a los artículos 44 al 46.  

  

 Artículo 49.- Revocación (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 

  1°.- El tribunal revocará la suspensión cuando el condenado:  

1. durante el periodo de prueba o el lapso comprendido entre la decisión sobre 
la suspensión y el momento en que haya quedado firme la sentencia, haya 
realizado un hecho punible doloso demostrando con ello que no ha cumplido 
la expectativa que fundaba la suspensión;  
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2. infringiera grave o repetidamente reglas de conducta o se apartara del apoyo 

y cuidado del asesor de prueba, dando con ello lugar a la probabilidad de que 
vuelva a realizar hechos punibles;  

3. incumpliera grave o repetidamente las obligaciones.  

2°.- El tribunal prescindirá de la revocación, cuando sea suficiente:  

1. ordenar otras obligaciones o reglas de conducta;  

2. sujetar al condenado a un asesor de prueba; o  

3. ampliar el período de prueba o sujeción a la asesoría.  
 

3°.- No serán reembolsadas las prestaciones efectuadas por el condenado en 
concepto de cumplimiento de las obligaciones, reglas de conducta o promesas. 

  

   

Artículo 50.- Extinción de la pena  

Transcurrido el período de prueba sin que la suspensión fuera revocada, la pena se tendrá 
por extinguida.  

  

 Artículo 51.- Libertad condicional (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 

  1°.- El tribunal suspenderá a prueba la ejecución del resto de 
una pena privativa de libertad, cuando se den conjuntamente las 
siguientes condiciones:  

1. hayan sido purgadas las dos terceras partes de la condena;  
2. se pueda esperar que el condenado, aun sin compurgamiento del resto de la 

pena, no vuelva a realizar hechos punibles; y  

3. el condenado lo solicite o consienta.  
La decisión se basará en la personalidad del condenado, su vida anterior, las 
circunstancias del hecho punible, su comportamiento durante la ejecución de la 
sentencia, sus condiciones de vida y los efectos que la suspensión tendría en él.  

  
  2°.- En lo demás, regirá lo dispuesto en el inciso 4° del artículo 44 y en los artículos 45 
al 50.  

3°.- La suspensión no se concederá, generalmente, cuando el condenado hiciera 
declaraciones falsas o evasivas sobre el paradero de objetos sujetos al comiso o a la 
privación de beneficios con arreglo a los artículos 86 y siguientes.  

  
4°.- El tribunal podrá fijar plazos no mayores de seis meses, durante los cuales 
no se admitirá la  

reiteración de la solicitud de la suspensión.  
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SECCION II PENA NO PRIVATIVA DE LIBERTAD  
  

  Artículo 52.- Pena de multa  

1º La pena de multa consiste en el pago al Estado de una suma de dinero determinada, 
calculada en días multa. Su límite es de cinco días-multa como mínimo y, al no disponer 
la ley algo distinto, de trescientos sesenta días-multa como máximo.  

2º El monto de un día-multa será fijado por el tribunal considerando las condiciones 
personales y económicas del autor. Se atenderá, principalmente, al promedio del ingreso 
neto que el autor tenga o pueda obtener en un día. Un día-multa será determinado en, 
por lo menos, el veinte por ciento de un jornal mínimo diario para actividades diversas 
no especificadas y en quinientos diez jornales de igual categoría, como máximo.  

3º  No habiendo una base para determinar el monto de un día-multa, el tribunal podrá 
estimar los ingresos, el patrimonio y otros datos económicos pertinentes. Además, podrá 
exigir informes de las oficinas de Hacienda y de los bancos.  

4º  En la sentencia se hará constar el número y el monto de los días-multa.  

5º En caso de suprimirse la categoría legal de salarios y jornales mínimos en la 
legislación laboral, los montos establecidos en el inciso 2° serán actualizados 
anualmente por medio de la tasa del Índice de Precios al Consumidor, publicada 
oficialmente al 31 de diciembre de cada año por el Banco Central del Paraguay o la 
institución encargada de elaborarlo, tomando como referencia el último monto que haya 
estado vigente.  

  

  Artículo 53.- Pena de multa complementaria  

Cuando el autor se haya enriquecido o intentado enriquecerse mediante el hecho, 
además de una pena privativa de libertad, podrá imponérsele una pena de multa 
conforme a sus condiciones personales y económicas.  

  

 

  Artículo 54.- Facilitación de pago  

A solicitud del condenado, el tribunal podrá determinar un plazo para el pago de la multa 
o facultar a pagarla en cuotas, pudiendo ordenar el cese de este beneficio en caso de no 
abonar el condenado una cuota en la fecha señalada.  

  

  Artículo 55.- Sustitución de la multa mediante trabajo  

1º A solicitud del condenado, el tribunal podrá conceder la sustitución del pago de la 
multa mediante trabajo en libertad a favor de la comunidad. Un día-multa equivale a un 
día de trabajo.  
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2º El tribunal fijará la naturaleza del trabajo, pudiendo modificar posteriormente esta 
decisión.  

  

  Artículo 56.- Sustitución de la multa por pena privativa de libertad  

1º  Una multa que quedara sin pago, y no fuera posible ejecutarla en los bienes del 
condenado, será sustituida por una pena privativa de libertad. Un día-multa equivale a 
un día de privación de libertad. El mínimo de una pena privativa de  libertad sustitutiva 
es un día.  

2º  Se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior, cuando el autor reprochablemente no 
cumpliera con el trabajo ordenado con arreglo al artículo 55.  

  

 

 

 

 

  
CAPITULO III  

PENAS COMPLEMENTARIAS  

  

  Artículo 57. Pena patrimonial  

1º  Junto con una pena privativa de libertad mayor de dos años se podrá ordenar, cuando 
ello sea expresamente previsto por la ley y de acuerdo con lo previsto en el artículo 65, 
el pago de una suma de dinero cuyo monto máximo será fijado teniendo en 
consideración el patrimonio del autor.  

2º En la valoración del patrimonio no serán incluidos los beneficios sometidos al 
comiso. Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 92.  

3º En los casos en que no sea posible el pago inmediato, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 93, inciso 2°.  

4º Una pena patrimonial que quedare sin pago, será sustituida por una pena privativa de 
libertad no menor de tres meses ni mayor de tres años. La duración de la pena sustitutiva 
será determinada en la sentencia.  

    

  Artículo 58.- Prohibición temporaria de conducir  

1º En caso de condena a una pena principal por un hecho punible, vinculado con la 
conducción de un vehículo automotor o la violación de los deberes de un conductor, el 
tribunal podrá prohibir al condenado conducir toda o determinada clase de vehículos 
automotores en la vía pública.  2º La prohibición no tendrá una duración menor de un 
mes ni mayor de un año.  
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3º La prohibición entrará en vigencia en el momento en que la sentencia quede firme. 
Durante el tiempo de la prohibición, el documento de licencia de conducir quedará 
administrativamente retenido. El plazo de cumplimiento de la prohibición correrá desde 
el día en que se haya depositado el documento.  

  
CAPITULO  IV  

PENAS ADICIONALES  

  

  Artículo 59.- Composición  

1° En calidad de composición, y en los casos especialmente previstos por la ley, se 
adjudicará a la víctima el pago de una determinada suma de dinero por parte del autor, 
cuando ello sirva al restablecimiento de la paz social.  

2º  El monto del pago será determinado por el tribunal, atendiendo a las consecuencias 
que el ilícito haya ocasionado a la víctima y la situación económica del autor.  

3º La adjudicación de una composición no excluirá la demanda de daños y perjuicios.  

 

  Artículo 60.- Publicación de la sentencia  

1º En los casos especialmente previstos por la ley, el tribunal impondrá al condenado la 
obligación de publicar la sentencia firme, en forma idónea y a su cargo.  

2º  La imposición de la obligación de publicar la sentencia dependerá de la petición de 
la víctima o, en los casos especialmente previstos por la ley, del Ministerio Público.  

  
CAPITULO V  

APERCIBIMIENTO Y PRESCINDIBILIDAD DE LA PENA  

  

  Artículo 61.-  Apercibimiento  

1º  Cuando proceda una pena de multa no mayor de ciento ochenta días-multa, el tribunal 
podrá emitir un veredicto de reprochabilidad, apercibir al autor, fijar la pena y suspender 
la condena a prueba, si:   

1. sea de esperar que el autor no vuelva a realizar hechos punibles; y  

2. considerando todas las circunstancias del hecho realizado y la personalidad 
del autor, sea aconsejable prescindir de la condena.   

En estos casos será aplicable lo dispuesto en el artículo 51, inciso 1°, último párrafo.  

2º  El apercibimiento no se impondrá cuando se ordenare una medida o cuando el autor 
haya sido apercibido o condenado a una pena durante los últimos tres años anteriores al 
hecho punible.  

3º  El apercibimiento no excluirá ordenar el comiso o la privación de beneficios con 
arreglo a los artículos 86 y siguientes.  
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  Artículo 62.- Condiciones  

1º El tribunal fijará la duración del período de prueba. El mismo no será menor de un 
año ni mayor de tres.  

2º En cuanto a las obligaciones, se aplicará lo dispuesto en el artículo 45.  

3º El tribunal podrá imponer al apercibido:  

1. cumplir los deberes de manutención a su cargo; o  

2. someterse a un tratamiento médico o a una cura de desintoxicación.  

4º Para la fijación de las condiciones, se estará a lo dispuesto en los incisos 3° y 4° del  
artículo 46 y en el artículo 48.  

  

  Artículo 63.-  Aplicación de la pena fijada  

1º Cuando el apercibido realizara las conductas descriptas en el inciso 1° del Artículo 
49, el tribunal revocará la suspensión de la condena e impondrá el cumplimiento de la 
pena que había fijado. En estos casos se aplicará lo dispuesto en los incisos 2° y 3° del 
artículo 49.  

2º Cuando al apercibido no se le haya aplicado la pena, al terminar el período de prueba 
el tribunal constatará  que respecto al hecho ya no proceda la sanción. En este caso, la 
pena reservada no será inscripta en el registro.  

  Artículo 64.- Prescindencia de la pena  

Cuando el autor hubiera sufrido, por su propio hecho, consecuencias de tal gravedad 
que ostensiblemente no se justificara agregar una pena, el tribunal prescindirá de ella. 
Esto no se aplicará cuando proceda una pena privativa de libertad mayor de un año.  

 
 
 
 

CAPITULO VI MEDICION DE LA PENA  
  

 Artículo 65.- Bases de la medición (Modificado por Ley Nº 3440/2008) 

  1.- La medición de la pena se basará en el grado de reproche 
aplicable al autor o participe y considerará los efectos de la pena 
en su vida futura en sociedad.  

  
2°.- Al determinar la pena, el tribunal sopesará todas las 

circunstancias generales en favor y en contra del autor y 
particularmente:  

1. los móviles y los fines del autor;  

2. la forma de la realización del hecho y los medios empleados;  
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3. la intensidad de la energía criminal utilizada en la realización del hecho;  

4. la importancia de los deberes infringidos;  

5. la relevancia del daño y del peligro ocasionado;  

6. las consecuencias reprochables del hecho;  

7. las condiciones personales, culturales, económicas y sociales del autor;  

8. la vida anterior del autor;  

9. la conducta posterior a la realización del hecho y, en especial, los  
  esfuerzos para reparar los daños y reconciliarse con la víctima;  

10. la actitud del autor frente a las exigencias del derecho y, en especial, la  
 reacción respecto a condenas anteriores o salidas alternativas al proceso que impliquen 
la admisión de los hechos.  

  

3.- En la medición de la pena, no podrán ser consideradas las circunstancias que 
pertenecen al tipo legal. 

  

 

  Artículo 66.- Sustitución de la pena privativa de libertad  

1º En los casos en que la medición de la pena privativa de libertad no exceda de un 
año, generalmente se la substituirá por una pena de multa, correspondiendo cada mes 
de pena privativa de libertad a treinta días-multa.   

2º  En caso de condena a una pena de multa sustitutiva será aplicable lo dispuesto en el  
artículo 55.  

  

  Artículo 67.- Marcos penales en caso de circunstancias atenuantes especiales  

1º Cuando por remisión expresa a este artículo la ley ordene o permita atenuar la pena, 
se aplicarán las siguientes reglas:  

1. la condena a una pena principal no podrá exceder las tres cuartas partes de su 
límite legal máximo;  

2. el mínimo de una pena privativa de libertad se reducirá:  

a) a dos años en caso de ser de cinco o diez años;  

b) a un año, en caso de ser de dos o tres años; y  

c) al límite legal mínimo, en los demás casos.  

2º Cuando por remisión a este artículo la ley permita atenuar la pena según el prudente 
criterio del juez, éste podrá hacerlo hasta su límite legal mínimo o sustituirla por una 
pena de multa.  

  

  Artículo 68.- Concurrencia de atenuantes  
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Cuando el marco penal del tipo legal sea de carácter atenuado, en la medición de la pena 
no se aplicarán las reglas del artículo anterior.  

   

  Artículo 69.- Cómputo de privación de libertad anterior  

1º Cuando el condenado haya sufrido prisión preventiva u otra privación de libertad, 
éstas se computarán a la pena privativa de libertad o de multa.  

2º  Cuando una pena dictada en sentencia firme sea posteriormente sustituida por otra, 
la pena ya ejecutada le será computada.  

3º  Para el cómputo son equivalentes un día-multa y un día de privación de libertad.  

  

  
Artículo 70.- Medición de la pena en caso de varias lesiones de la ley (Modificado por 
Ley Nº 3440/2008) 

1º Cuando el mismo hecho punible transgreda varias disposiciones penales o la misma 
disposición penal varias veces o cuando varios hechos punibles del mismo autor sean 
objeto de un procedimiento, el autor será condenado a una sola pena que será fijada 
en base a la disposición que prevea el marco penal más grave. Dicha pena no podrá 
ser inferior a la mínima prevista por los marcos penales de las otras disposiciones 
lesionadas.  

2º La pena prevista en el inciso primero podrá ser aumentada racionalmente hasta la 
mitad del límite legal máximo indicado en el mismo. El aumento no sobrepasar el límite 
legal máximo previsto en este Código para la pena privativa de libertad y la multa   

3º Cuando una de las disposiciones lesionadas prevea, obligatoria o facultativamente, 
una prohibición de conducir o una medida, el tribunal deberá ordenarla junto con la 
pena principal.  

  Artículo 71.- Determinación posterior de la pena unitaria  

1º  Cuando una pena establecida en sentencia firme todavía no haya sido 
cumplida, prescrita o indultada,  y el condenado sea sentenciado 
posteriormente por otro hecho realizado antes de la sentencia anterior, será 
fijada una pena unitaria.  

2º Como sentencia firme se entenderá la emitida en el procedimiento anterior, por 
la última instancia competente para enjuiciar los hechos que fundamenten la 
condena.  

3º  Al quedar firme también la sentencia posterior, la pena unitaria será fijada por 
resolución del tribunal.  

4º  La pena unitaria principal posterior deberá ser mayor que la anterior. 
Cuando la sentencia anterior contenga una medida o una sanción 
complementaria, ésta mantendrá su vigencia salvo que, en base a la sentencia 
posterior, ya no proceda su aplicación.  

5º  En caso de suspensión a prueba de las penas anteriores, los incisos 1° y 3° 
serán aplicados sólo cuando haya sido revocada la suspensión.  
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TITULO IV CAPITULO I  

CLASES DE MEDIDAS  
  

  Artículo 72.- Clases de medidas  

1º Las medidas podrán ser privativas o no de la libertad y serán de vigilancia, de 
mejoramiento o de seguridad.  

2º Son medidas de vigilancia:  

1. la fijación de domicilio;  

2. la prohibición de concurrir a determinados lugares;  

3. la obligación de presentarse a los órganos especiales de vigilancia.  

3º Son medidas de mejoramiento:  
1. la internación en un hospital siquiátrico;  
2. la internación en un establecimiento de 

desintoxicación. 4º Son medidas de seguridad:  
1. la reclusión en un establecimiento 
de seguridad; 2. la prohibición de 
ejercer una determinada profesión;  
3. la cancelación de la licencia de conducir.   

.  
 
 
 

CAPITULO II  
MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD  

  

  Artículo 73.- Internación en un hospital siquiátrico  

1º En las circunstancias señaladas en el artículo 23, el que haya realizado un hecho 
antijurídico será internado en un hospital siquiátrico cuando:  

1. exista riesgo, fundado en su personalidad y en las circunstancias del hecho, 
de que el autor pueda realizar otros hechos antijurídicos graves; y  

2. el autor necesite tratamiento o cura médica en este establecimiento.  

2º  La naturaleza del establecimiento y la ejecución de la medida estarán sujetas a las 
exigencias médicas. Será admitida una terapia de trabajo.  

  

  Artículo 74.- Internación en un establecimiento de desintoxicación  

1º   El que haya realizado un hecho antijurídico debido al hábito de ingerir en exceso 
bebidas alcohólicas o usar otros medios estupefacientes será internado en un 
establecimiento de desintoxicación, cuando exista el peligro de que por la misma causa 
realice nuevos hechos antijurídicos graves. Esto se aplicará también cuando haya sido 
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comprobada o no pudiera ser razonablemente excluida una grave perturbación de la 
conciencia en los términos del inciso 1° del artículo 23.  

2º El mínimo de la ejecución de la medida será de un año y el máximo de dos años.  

3º Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos 39 y 40, cuando ello no sea 
incompatible con la finalidad de la medida.  

  

  Artículo 75.- Reclusión en un establecimiento de seguridad  

1°  Conjuntamente con la condena a una pena privativa de libertad no menor de dos 
años, se ordenará la posterior reclusión del condenado en un establecimiento de 
seguridad cuando el mismo:   

1. haya sido condenado con anterioridad dos veces por un hecho punible doloso;  

2. haya cumplido por lo menos dos años de estas condenas; y  

3. atendiendo a su personalidad y a las circunstancias del hecho, manifieste una 
tendencia a realizar hechos punibles de importancia, que conlleven para la 
víctima graves daños síquicos, físicos o económicos.  

2º La medida no excederá de diez años.  

3º Junto con una condena por un crimen que conlleve peligro para la vida se ordenará 
la reclusión, independientemente de los presupuestos señalados en el inciso 1°, cuando 
sea de esperar que el condenado realice otros crímenes iguales o similares.  

4º La medida de reclusión consistirá en la privación de la libertad en establecimientos 
especiales bajo vigilancia de la ocupación y de la forma de vida. A solicitud del recluso, 
se le ofrecerán ocupaciones correspondientes a sus inclinaciones y capacidades, cuando 
ellas no impliquen menoscabos relevantes para la seguridad. Se aplicará también lo 
dispuesto en los artículos 39, inciso 2°, y 40, inciso 3°.  

  

  Artículo 76.- Revisión de las medidas  

1º El tribunal podrá revisar en todo momento la idoneidad de la medida o el logro de su 
finalidad.  

2º La revisión será obligatoria, por primera vez, a más tardar:  

1. en un año, en caso de internación en un establecimiento de desintoxicación; 
y  

2. en dos años, en caso de reclusión en un establecimiento de seguridad.  

3º La revisión se repetirá cada seis meses.  

4º El tribunal revocará las medidas no idóneas y ordenará otras, siempre que se dieran 
los presupuestos legales de las mismas. No se podrá exceder del límite legal máximo de 
la medida ordenada por la sentencia.  

5º En caso de no haber comenzado la ejecución de la medida dos años después de la 
fecha en que la sentencia haya quedado firme, antes del comienzo de la misma el 
tribunal comprobará si todavía existen sus presupuestos o si procede su revocación.  
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  Artículo 77.- Suspensión a prueba de la internación  

1º  El tribunal suspenderá la internación en un hospital siquiátrico o en un 
establecimiento de desintoxicación y ordenará un tratamiento ambulatorio cuando con 
ello  se pudiese lograr la finalidad de la medida, y siempre que se pudiera asumir la 
responsabilidad por la prueba.  

2º  En caso de condena a una pena privativa de libertad, la suspensión no se concederá 
cuando no se dieran los presupuestos señalados en el artículo 44.  

3º  La suspensión será revocada cuando el comportamiento del condenado durante el 
tratamiento ambulatorio o cuando circunstancias conocidas posteriormente demuestren 
que la finalidad de la medida requiera la internación. El tiempo de internación, antes y 
después de la revocación, y el del tratamiento ambulatorio no podrán en total exceder 
del límite legal máximo de la medida.  

  Artículo 78.- Permiso a prueba en caso de internación  

1º Durante una medida de internación, el director del establecimiento podrá otorgar al 
interno un permiso probatorio.  

2º El permiso será considerado como ejecución de la medida. Para exceder los tres 
meses se deberá contar con autorización expresa del tribunal.  

3º Para el tiempo del permiso, el director del establecimiento podrá ordenar el 
cumplimiento de indicaciones médicas o un tratamiento ambulatorio. Además, podrá 
someter al condenado a la vigilancia y dirección de un miembro idóneo del equipo del 
establecimiento. La competencia para ordenar las reglas de conducta señaladas en el 
artículo 46 la tiene solamente el tribunal, que podrá decretarlas a solicitud del director 
del establecimiento.  

  

  Artículo 79.- Permiso a prueba en caso de reclusión  

1º Durante la medida de reclusión, solo el tribunal podrá ordenar un permiso probatorio. 
Este no podrá ser menor de dos años ni mayor de cinco. El permiso no aumentará el 
límite legal máximo de la medida de seguridad.   

2º Para el tiempo del permiso, el tribunal podrá ordenar reglas de conducta y la sujeción 
a un asesor de prueba. Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos 46 al 
48.  

3º El tribunal revocará el permiso cuando el comportamiento durante ese lapso, o 
circunstancias conocidas posteriormente, demuestren la necesidad de la continuación 
de la ejecución. En caso contrario, transcurrido el tiempo del permiso, el tribunal 
cancelará la orden de la medida de seguridad.  

  

  Artículo 80.- Relación de penas y medidas  

1º Las medidas de internación serán ejecutadas antes de la pena y computadas a ella. La 
medida de reclusión se ejecutará después de la pena.  
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2º Lograda la finalidad de la internación en un hospital siquiátrico o en un 
establecimiento de desintoxicación, el tribunal podrá suspender, a prueba, la ejecución 
del resto de la pena cuando:  

1. se halle purgada la mitad de la pena; y  

2. atendidas todas las circunstancias, se pueda presumir que el condenado, una 
vez en libertad, no volverá a realizar otros hechos punibles.  

3º  A los efectos del inciso anterior se dispone:  

1. la prisión preventiva u otra privación de libertad será considerada como pena 
purgada.  

2. el período de prueba no será menor de dos años ni mayor de cinco.  

3. se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los incisos 1° al 3° del artículo 
46 y en los artículos 47 al 50.  

  

CAPITULO III MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD  
  

    Artículo 81.- Prohibición del ejercicio de profesión u oficio  

1º  Al que haya realizado un hecho antijurídico grave abusando de su profesión u oficio 
o violando gravemente los deberes inherentes a ellos, se le prohibirá el ejercicio de dicha 
profesión u oficio cuando el hecho y la personalidad demuestren que el autor 
previsiblemente volverá a delinquir a través de su práctica.  

2º  La prohibición no será menor de un año ni mayor de cinco. En casos excepcionales, 
de alta peligrosidad del autor, se podrá ordenar una duración de hasta diez años con 
revisiones periódicas. Durante el período de prohibición, el autor tampoco podrá ejercer 
la actividad para otro ni por interpósita persona.  

3º  La medida entrará en vigencia en la fecha en que quede firme la sentencia. El tiempo 
de la prohibición será computado a la duración de la pena. El transcurso del plazo será 
suspendido mientras el condenado permanezca privado de su libertad.  

  

  Artículo 82.- Cancelación de la licencia de conducir  

1º  El tribunal privará de la licencia de conducir al que haya realizado un hecho 
antijurídico conexo con la conducción de un vehículo automotor o con la violación de 
los deberes del conductor, cuando el hecho y la personalidad del autor demuestren que 
carece de capacidad para conducirlo.  

2º La licencia de conducir perderá vigencia desde la fecha en que quede firme la 
sentencia. El documento será decomisado.  
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Artículo 83.- Revocación de las medidas  

El tribunal revocará las medidas cuando, transcurrido el período mínimo establecido en 
los artículos 81 y 82, hayan desaparecido sus presupuestos.  

  
CAPITULO IV DISPOSICIONES COMUNES  

  

  Artículo 84.- Reglas básicas para la imposición de medidas de seguridad  

1° El tribunal podrá ordenar una o varias medidas conjuntas. Serán varias medidas si se 
dieran los presupuestos para ello; y una sola, si ella bastare para lograr la finalidad 
deseada, en cuyo caso se elegirá la menos gravosa para el autor.  

2º Las medidas de internación en un hospital siquiátrico o establecimiento de 
desintoxicación podrán ser ordenadas, aun cuando sea imposible llevar adelante el 
proceso penal.  

  

  Artículo 85.- Ejecución de las medidas  

  Las medidas serán ejecutadas dentro de los límites legales y sólo por el tiempo 
que su finalidad requiera.  

  
  
  
  

TITULO IV COMISO Y PRIVACION DE BENEFICIOS CAPITULO I  
COMISO  

  

  Artículo 86.-  Comiso  

1º Cuando se haya realizado un hecho antijurídico doloso, podrán ser decomisados los 
objetos producidos y los objetos con los cuales éste se realizó o preparó. El comiso se 
ordenará sólo cuando los objetos, atendidas su naturaleza y las circunstancias, sean 
peligrosos para la comunidad o exista el peligro de su uso para la realización de otros 
hechos antijurídicos.  

2º El comiso será sustituido por la inutilización, si ello fuera suficiente para proteger la 
comunidad.  

  

  Artículo 87.- Comiso e inutilización de publicaciones  

1º Las publicaciones serán decomisadas cuando por lo menos un ejemplar de las mismas 
haya sido medio u objeto de la realización de un hecho antijurídico. Conjuntamente se 
ordenará la inutilización de placas, formas, clisés, negativos, matrices u otros objetos 
semejantes ya utilizados o destinados para la producción de la publicación.  

2º El comiso abarcará todos los ejemplares que se encuentren en posesión de un 
participante de la producción o difusión o que estén expuestos al público.  
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3º Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 88, inciso 1º, cuando sólo una 
parte de la publicación  fundamentare el comiso y fuera separable. En estos casos la 
orden se limitará a ella.  

  

  Artículo 88.- Efectos del comiso  

1º La propiedad de la cosa decomisada pasará al Estado en el momento en que la 
sentencia quede firme. Asimismo, quedarán extinguidos los derechos de terceros sobre 
la cosa.  

2º Antes de quedar firme la decisión, la orden de comiso tendrá el efecto de la inhibición 
de gravar y vender.  

  

  Artículo 89.- Indemnización de terceros  

 Los terceros que, al quedar firme la orden de comiso o de inutilización, hayan sido 
propietarios o titulares de otros derechos sobre la cosa, serán adecuadamente 
indemnizados por el Estado en dinero efectivo, siempre que no sean punibles por otra 
razón en conexión con el hecho.  

  
 
 

CAPITULO II PRIVACION DE BENEFICIOS Y GANANCIAS  
  

  Artículo 90.-  Privación de beneficios o comiso especial  

1º Cuando el autor o el partícipe de un hecho antijurídico haya obtenido de éste un 
beneficio, se ordenará la privación del mismo. No se procederá al comiso especial si 
ello perjudicara la satisfacción del derecho de la víctima al resarcimiento.  

2º Cuando el autor o el partícipe haya actuado por otro y éste haya obtenido el beneficio, 
la orden de comiso especial se dirigirá contra el que obtuvo el beneficio.  

3º La orden de comiso especial podrá abarcar también el usufructo u otro beneficio  
proveniente de lo obtenido. Cuando lo originalmente obtenido haya sido sustituido por 
otro objeto, podrá ordenarse el comiso especial de éste.  

4º La orden de comiso especial no procederá sobre cosas o derechos que, al tiempo de 
la decisión, pertenezcan a un tercero que no es autor,  partícipe ni beneficiario en los 
términos del inciso 2º.   

Artículo 91.- Comiso especial del valor sustitutivo (Modificado Ley 
6452/2019) 

Cuando con arreglo al artículo 90, inciso 4º, no proceda una orden de comiso especial, 
sea imposible su ejecución o se prescinda de ejecutarla en una cosa, derecho o bien  
sustitutivo, se ordenará su sustitución mediante el pago de una suma de dinero o se 
podrá optar por otras cosas, bienes o derechos, que corresponda al valor de lo obtenido”.  

  
  Artículo 92.- Estimación  
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Cuando el tribunal encuentre dificultades exageradas en la comprobación exacta de lo 
obtenido o de su valor, podrá estimarlo previa realización de diligencias racionalmente 
aceptables.  

  
  Artículo 93.- Inexigibilidad  

1º No será ordenado el comiso especial cuando excediera los límites de exigibilidad para 
el afectado. Además, se podrá prescindir de la orden cuando el valor de lo obtenido sea 
irrelevante.  

2º En los casos en que no sea posible la entrega inmediata de los objetos decomisados, 
se concederá un plazo para el efecto o el pago en cuotas. Esta decisión podrá ser 
modificada o suprimida con posterioridad a su adopción.  

  
  Artículo 94.- Comiso especial extensivo  

1º En caso de la realización de un hecho antijurídico descripto en una ley que se remita 
expresamente a este artículo, también se ordenará el comiso especial de objetos del autor 
o del partícipe, si las circunstancias permiten deducir que fueron obtenidos mediante un 
hecho antijurídico.  

2º Cuando el comiso especial de un objeto determinado no sea total o parcialmente 
posible, debido a razones posteriores a la realización del hecho, se aplicará en lo 
pertinente lo dispuesto en los artículos 91 y 93.  

  
  Artículo 95.- Efecto del comiso especial  

1º En caso de una orden de comiso especial, la propiedad de la cosa o el derecho pasará 
al Estado en el momento en que quede firme la decisión, siempre que, al mismo tiempo, 
el afectado sea el propietario o el titular del derecho. No serán afectados los derechos 
de terceros sobre el objeto.  

2º  Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 88, inciso 2º.  

  
TITULO V  

COMISO Y PRIVACIÓN DE BENEFICIOS  
  

  Artículo 96.- Orden posterior y orden autónoma.  

1°.- Cuando no sea suficiente o no sea posible ejecutar la orden de comiso 
especial, porque los presupuestos de los artículos 91 y 94, inciso 2°, se dieran después 
de ella, el tribunal también podrá ordenar con posterioridad el comiso del valor 
sustitutivo.  

2°.- Cuando no corresponda un procedimiento penal 
contra una persona determinada ni la condena de una 
determinada persona, el tribunal decidirá sobre la 
inutilización, el comiso, la privación de beneficios y 
ganancias, según la  
obligatoriedad o la discrecionalidad prevista en la ley, atendiendo a los demás 
presupuestos de la medida. Esto se aplicará también en los casos en que el tribunal 
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prescinda de la pena o en los casos que proceda una salida alternativa a la realización 
del juicio.  
  

  
 
 
 
 
 
 
  

  
  
.  

TITULO VI  
  INSTANCIA DEL PROCEDIMIENTO  

CAPITULO UNICO LA INSTANCIA  
  

  Artículo 97.- Instancia de la víctima  

1º Un hecho punible cuya persecución penal dependa de la víctima, será perseguible 
solo cuando ella inste el procedimiento.  

2º Está autorizada a instar el proceso la víctima del hecho. El derecho de instar pasará a 
los parientes solo en los casos expresamente previstos por la ley.  

3º Cuando la víctima sea un incapaz, el autorizado será su representante legal. En caso 
de que sea un menor se estará a lo que dispone el artículo 54 de la Constitución.  

4º En caso de varios autorizados, cualquiera de ellos podrá instar el procedimiento.  

  

  Artículo 98.- Plazos  

1º El plazo para instar el procedimiento será de seis meses y correrá desde el día en que 
el autorizado haya tenido conocimiento del hecho o de la persona del participante.  

2º En  caso de varios autorizados o de varios participantes, el plazo correrá por separado 
para o contra cada uno de ellos, respectivamente.  

3º En caso de hechos punibles recíprocos, cuando uno de los participantes haya instado 
el procedimiento, el derecho de instar del otro quedará extinguido al terminar el último 
estadio procesal previo a la sentencia en primera instancia.  

  

  Artículo 99.- Retiro de la instancia  

El autorizado podrá desistir de la instancia mientras no se haya dictado sentencia 
definitiva. En tal caso no se admitirá reiterar la instancia.  
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  Artículo 100.- Instancia o autorización administrativa  

En los casos en que, conforme a la ley, la persecución penal del hecho punible dependa 
de la instancia o de la autorización administrativa correspondiente, se aplicará, en lo 
pertinente, lo dispuesto en los artículos 98  y  99.  

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

TITULO VII LA PRESCRIPCION CAPITULO UNICO CARACTERISTICAS DE LA 
PRESCRIPCION  

  

  Artículo 101.-  Efectos  

  1°.- La prescripción de un hecho punible impide la aplicación de una sanción penal. 
Esto no se aplicará a lo dispuesto en el artículo 96 

  

  

 
Artículo 102.-  Plazos  

  1°.- Los hechos punibles prescriben en:  
1. quince años, cuando el límite máximo del marco penal 
previsto sea de   quince años o más de pena privativa de 
libertad;  
2. tres años, cuando el límite máximo del marco penal 
previsto sea de pena   privativa de libertad de hasta tres 
años o pena de multa;  
3. en un tiempo igual al máximo de la pena privativa de 
libertad en los demás   casos.  
  
2°.- El plazo correrá desde el momento en que termine la conducta punible. En 

caso de ocurrir posteriormente un resultado que pertenezca al tipo legal, el plazo correrá 
desde ese momento.  
  

3º.- Son imprescriptibles los hechos punibles, previstos en el artículo 5º de la 
Constitución.  
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4°._ El plazo se regirá de acuerdo al tipo legal aplicable al hecho, sin 
consideración de agravantes o atenuantes previstas en las disposiciones de la parte 
general o para casos especialmente graves o menos graves 
  

  Artículo 103.- Suspensión  

1°.- El plazo para la prescripción se suspenderá:  

1. cuando, por circunstancias objetivamente insuperables, la persecución penal 
no pueda ser iniciada o continuada. Esto no regirá cuando el obstáculo para la 
prosecución penal consista en la falta de instancia o de la autorización prevista 
en el artículo 1 OO.  

2. hasta el cumplimiento de la mayoría de edad de la víctima, en los casos   de 
los hechos punibles contemplados en los artículos 128 a 140  

 Artículo 104.- Interrupción  

1°.- La prescripción será interrumpida por:  
1. un acta de imputación;  
  
2. un escrito de acusación;  
  
3. una citación para indagatoria del inculpado;  
  
4. un auto de declaración de rebeldía y contumacia;  
  
5. un auto de prisión preventiva;  
  
6. un auto de apertura a juicio;  
  
7. un requerimiento fiscal solicitando disposiciones de contenido 
jurisdiccional;  
  
8. una diligencia judicial para actos de investigación en el extranjero; y,  
  
9. requerimiento fiscal de aplicación de salidas alternativas a la realización     
del juicio.  

  
2°.- Después de cada interrupción, la prescripción correrá de nuevo. Sin 

embargo, operará la prescripción, independientemente de las interrupciones, una vez 
transcurrido el doble del plazo de la prescripción  
  

LIBRO SEGUNDO PARTE ESPECIAL  
  

TITULO I HECHOS PUNIBLES CONTRA LA PERSONA  
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CAPITULO I HECHOS PUNIBLES CONTRA LA VIDA  
  

  Artículo 105.- Homicidio doloso  

  1°.- El que matara a otro será castigado con pena privativa de libertad de cinco a veinte 
años.  

  

2°.- La pena podrá ser aumentada hasta treinta años cuando el autor:  

1. matara a su padre o madre, a su hijo, a su cónyuge o concubina, o a su 
hermano;  

2. con su acción pusiera en peligro inmediato la vida de terceros;  

3. al realizar el hecho sometiera a la víctima a graves e innecesarios dolores  
físicos o síquicos, para aumentar su sufrimiento;   

 
4. actuara en forma alevosa, aprovechando intencionalmente la indefensión 

de la víctima;  

5. actuara con ánimo de lucro;  

6. actuara para facilitar un hecho punible o, en base a una decisión  
 anterior a su realización, para ocultarlo o procurar la impunidad 
para sr o   para otro;  

7. por el mero motivo de no haber logrado el fin propuesto al intentar otro  
    hecho punible; o  

8. actuara intencionalmente y por el mero placer de matar.  

  
3°.- Se aplicará una pena privativa de libertad de hasta cinco años y se castigará 

también la tentativa, cuando:  

1. el reproche al autor sea considerablemente reducido por una excitación  
emotiva o por compasión, desesperación u otros motivos relevantes;  

2. una mujer matara a su hijo durante o inmediatamente después del parto.  

  
4°.- Cuando concurran los presupuestos del inciso 2° y del numeral 1 del inciso 
3°, se aplicará una pena  

privativa de libertad de hasta diez años. 
  

  Artículo 106.- Homicidio motivado por súplica de la víctima  

 El que matara a otro que se hallase gravemente enfermo o herido, obedeciendo a 
súplicas serias, reiteradas e insistentes de la víctima, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta tres años.  

    

  Artículo 107.- Homicidio culposo  
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El que por acción culposa causara la muerte de otro, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta cinco años o con multa.  

  

  Artículo 108.- Intervención en el suicidio.  

1°.- El que incitare a otro a cometer suicidio o lo ayudare, será castigado con 
pena privativa de libertad de tres a diez años.  

 2°.- El que no lo impidiere, pudiendo hacerlo sin riesgo para su vida, será castigado 
con pena privativa de libertad de uno a tres años.  

  3°.- En estos casos la pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67.  
 
.  

  
  Artículo 109.- Aborto  

1°._ El que matare a un feto será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años. Se castigará también la tentativa.  

  

2°.- La pena podrá ser aumentada hasta ocho años, cuando el autor:  

  
1. obrara sin consentimiento de la embarazada; o  
2. con su intervención causara el peligro serio de que la 

embarazada muera o sufra una lesión grave.  
  

3°.- Cuando el hecho se realizare por la embarazada, actuando ella sola o 
facilitando la intervención de un tercero, la pena privativa de libertad será de hasta dos 
años. En este caso no se castigará la tentativa. En la medición de la pena se considerará, 
especialmente, si el hecho haya sido motivado por la falta del apoyo garantizado al niño 
en la Constitución.  

4°.- No obra antijurídicamente el que produjera indirectamente la muerte de un 
feto, si esto, según los conocimientos y las experiencias del arte médico, fuera necesario 
para proteger de un peligro serio la vida de la madre. 
  

CAPITULO II HECHOS PUNIBLES CONTRA LA INTEGRIDAD FISICA  

  

  Artículo 110.-  Maltrato físico  

1°.- El que maltratara físicamente a otro, será castigado con pena de hasta ciento 
ochenta días-multa.  

  2°.- Cuando la víctima sea un niño, la pena privativa de libertad será de hasta un año o 
multa.  

 3°.- La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima, salvo que 
la protección de ésta o de terceros requiera una persecución de oficio.  
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  Artículo 111.- Lesión  

1°.- El que dañara la salud de otro será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta un año o con multa.  

2°.- En los casos del inciso anterior se aplicará lo dispuesto en el artículo 110, 
inciso 3°.  
3°.- Cuando el autor utilizara veneno, arma blanca, de fuego o contundente o 

sometiera a la víctima a graves dolores físicos o psíquicos, se aplicará una pena 
privativa de libertad de hasta tres años o multa 
  

   

  
Artículo 112.- Lesión grave  

1º Será castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años el que, intencional o 
conscientemente, con la lesión:  

1. pusiera a la víctima en peligro de muerte;  

2. la mutilara considerablemente o la desfigurara por largo tiempo;  

3. la redujera considerablemente y por largo tiempo en el uso de su cuerpo o de 
sus sentidos, en su capacidad de cohabitación o de reproducción, en sus 
fuerzas psíquicas o intelectuales o en su capacidad de trabajo; o  

4. causara una enfermedad grave o afligente.  

2º El que dolosamente maltratara físicamente o lesionara a otro y con ello causara uno 
de los resultados señalados en el inciso 1º, habiéndolo tenido como posibles, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años. Será castigada también la 
tentativa.  

  
  Artículo 113.- Lesión culposa  

1°.- El que por acción culposa causa a otro un daño en su salud, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

2°.- La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima, 
salvo que la protección de  

ésta o de terceros requiera una persecución de oficio  
    

  Artículo 114.- Consentimiento  
No habrá lesión, en el sentido de los artículos 111 y 113, cuando la víctima haya 
consentido el hecho.  

  
  Artículo 115.- Composición  

En los casos señalados por los artículos 110, 111, incisos 1º y 3º, y el artículo 112, se 
acordará la composición prevista en el artículo 59. En los casos del artículo 113 el 
tribunal podrá acordar la composición.  
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  Artículo 116.- Reproche reducido  

Cuando el reproche al autor sea considerablemente reducido por una excitación emotiva 
o por compasión, desesperación u otros motivos relevantes  se podrá, en los casos de 
los artículos 110, 111, inciso 1º y 113, prescindir de la condena a una pena, a la 
composición o a ambos.  

  
  Artículo 117.- Omisión de auxilio  

1º El que no salvara a otro de la muerte o de una lesión considerable, pudiendo hacerlo 
sin riesgo personal, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con 
multa, cuando:  

1. el omitente estuviera presente en el suceso; o  

2. cuando se le hubiera pedido su intervención en forma directa y personal.  

2º Cuando el omitente, por una conducta antijurídica anterior, haya contribuido a que se 
produjera el riesgo, se aplicará una pena privativa de libertad de hasta dos años o  multa.  

  
  Artículo 118.- Indemnización  

El que con el fin de prestar el auxilio efectúe gastos o al prestarlo sufriera daños, será 
indemnizado por el Estado. Esto se aplicará también cuando, con arreglo al artículo 
117, inciso 2º, no haya existido un deber de prestarlo. Cumplidas estas 
indemnizaciones, el Estado se subrogará en los derechos del auxiliante.  

  

  

  
 
  

    
CAPITULO III EXPOSICION DE DETERMINADA PERSONA A PELIGRO DE VIDA 

E INTEGRIDAD FISICA  
  

  Artículo 119.- Abandono  

1º El que:  

1. expusiera a otro a una situación de desamparo; o  

2. se ausentara, dejando en situación de desamparo a quien esté bajo su guarda o a quien, 
independientemente del deber establecido por el artículo 117, deba prestar amparo, y 
con dicha conducta pusiera en peligro su vida o integridad física,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años.  

2º Cuando la víctima fuera hijo del autor la pena podrá ser aumentada hasta diez años.  

3º Cuando el autor, antes de que se haya producido un daño, voluntariamente desviara 
el peligro, la pena prevista en los incisos 1º y 2º podrá ser atenuada con arreglo al 
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artículo 67. Cuando el peligro haya sido desviado por otras razones, bastará que el autor 
haya tratado voluntaria y seriamente de desviarlo.  

  

CAPITULO IV HECHOS PUNIBLES CONTRA LA LIBERTAD  
  

  Artículo 120.- Coacción  

1º El que mediante fuerza o amenaza constriña gravemente a otro a hacer, no hacer o 
tolerar lo que no quiera, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años 
o con multa.  

2º No habrá coacción, en los términos del inciso 1º, cuando se amenazara con:  

1. la aplicación de medidas legales cuya realización esté vinculada con la 
finalidad de la amenaza;  

2. la publicidad lícita de una situación irregular, con el fin de eliminarla;  

3. con una omisión no punible, un suicidio u otra acción que no infrinja los 
bienes jurídicos del amenazado, de un pariente o de otra persona allegada a 
él.  

3º No será punible como coacción un hecho que se realizara para evitar un suicidio o un 
hecho punible.  

4º Será castigada también la tentativa.  

5º Cuando el hecho se realizara contra un pariente, la persecución penal dependerá de 
su instancia.  

   

 

 Artículo 121.- Coacción grave  

Se aplicará una pena no menor de ciento ochenta días-multa o una pena privativa de 
libertad de hasta tres años cuando la coacción se realizará:  

1. mediante amenaza con peligro para la vida o la integridad física; o  

2. abusando considerablemente de una función pública.  

  

  Artículo 122.- Amenaza  

1º El que amenazara a otro con un hecho punible contra la vida, contra la integridad 
física o contra cosas de valor considerable, o con una coacción sexual, en forma apta 
para alarmar, amedrentar o reducir su libertad de determinarse, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

2º En estos casos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 110, inciso 2º.  

  
  Artículo 123.- Tratamiento médico sin consentimiento  
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1º El que actuando según los conocimientos y las experiencias del arte médico, 
proporcionara a otro un tratamiento médico sin su consentimiento, será castigado con 
pena de multa.  

2º La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima. Si muriera la 
víctima, el derecho a instar la persecución penal pasará a los parientes.  

3º El hecho no será punible cuando:  

1. el consentimiento no se hubiera podido obtener sin que la demora del 
tratamiento implicase para el afectado peligro de muerte o de lesión grave; y   

2. las circunstancias no obligaran a suponer que el afectado se hubiese negado 
a ello.  

4º El consentimiento es válido solo cuando el afectado haya sido informado sobre el 
modo, la importancia y las consecuencias posibles del tratamiento que pudieran ser 
relevantes para la decisión de una persona de acuerdo con un recto criterio. No obstante, 
esta información podrá ser omitida cuando pudiera temerse que, de ser transmitida al 
paciente, se produciría un serio peligro para su salud o su estado anímico.  

  

  Artículo 124.- Privación de libertad  

1º El que privara a otro de su libertad, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

2º Cuando el autor:  

1. produjera una privación de libertad por más de una semana;  

2. abusara considerablemente de su función pública; o  

3. se aprovechara de una situación de dependencia legal o de hecho 
de la víctima, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años. 
Será castigada también la tentativa.  

3° Cuando el autor privare a otro de su libertad para coaccionarle, bajo amenaza de 
muerte, de lesión grave en los términos del artículo 112 ó con la prolongación de la 
privación de la libertad por más de una semana, a hacer, no hacer o tolerar lo que no 
quiera, será castigado con pena privativa de libertad de hasta ocho años.  

  

  Artículo 125.- Extrañamiento de personas  

1°.- El que mediante fuerza, engaño o amenaza condujera a otro fuera del 
territorio nacional para exponerle a un régimen que pusiera en peligro su vida, su 
integridad física o su libertad, será castigado con pena privativa de libertad de hasta diez 
años.  

2°.- El que actuara sin intención, pero previendo la exposición del otro al 
régimen descrito en el inciso anterior, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años.  

3°.- Cuando la víctima sea menor de dieciocho años, la pena privativa de libertad 
será de hasta doce años.  
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4°.- Será castigada también la tentativa 
  

  

  Artículo 126.- Secuestro  

1°.- El que con la intención de obtener para sí o para un tercero un beneficio 
patrimonial u otra ventaja indebida, privara a otro de su libertad, será castigado con 
pena privativa de libertad de cinco a quince años.  

  
2°.- La pena podrá ser aumentada hasta veinte años, cuando el autor actuara con 

la intención de causar la angustia de la víctima o de terceros.  
3°.- Cuando al realizar el secuestro el autor o partícipe:  
1. matara a otro, la pena privativa de libertad será no menor de diez  
2. causara la muerte por acción culposa, la pena privativa de libertad será de diez a veinte 

años.  
  

4°.- Cuando el resultado fuera una lesión grave en sentido del artículo 112, 
producida dolosamente, la pena privativa de libertad será de ocho a veinte años. Cuando 
este resultado fuera causado mediante una acción culposa, la pena privativa de libertad 
será de ocho a dieciséis años.  

  
5°.- Cuando el autor, renunciando a la ventaja pretendida, pusiera en libertad a 

la víctima en su ámbito de vida, la pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67. 
Si la víctima hubiera regresado a su ámbito de vida por otras razones, será suficiente 
para aplicar la atenuación indicada, que el autor haya tratado de hacerlo voluntaria y 
seriamente.  

  
6°.- El que, habiendo participado con otros en la realización del hecho, luego 

colabore en forma eficaz en la liberación de la víctima o en la acreditación de la 
participación de los demás, podrá ser castigado con una pena privativa de libertad 
atenuada hasta la mitad del marco penal previsto  
  

  Artículo 127.- Toma de rehenes  

 1°.-  Será castigado con pena privativa de libertad de dos a doce años el que:  

1. privando de su libertad a una persona la retuviere para coaccionar a un 
tercero, a hacer, a no hacer o a tolerar lo que no quiera, amenazando a la 
víctima de muerte, de lesión grave o de la extensión de su privación de la 
libertad hasta obtener su objetivo.  

2. utilizara para este fin tal situación creada por otro.  

  

                 2°.-  En estos casos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 126, inciso 6°.  
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CAPITULO V HECHOS PUNIBLES CONTRA LA AUTONOMIA SEXUAL  
  

  Artículo 128.- Coacción sexual y violación  

1°.- El que, mediante fuerza o amenaza con peligro presente para la vida o la 
integridad física, coaccionara a otro a padecer en su persona actos sexuales, o a realizar 
tales actos en sí mismo o con terceros, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta diez años.  

  
 2°.- Cuando la víctima haya sido violada, coaccionándose la al 
coito con el autor o con terceros, la pena privativa de libertad será 
de tres a doce años.  
  

  3°.- Cuando la víctima del coito haya sido una persona menor de 
dieciocho años de edad, la pena privativa de libertad será de tres a 
quince años.  
  

4°.- La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando de la relación 
de la víctima con el autor, surgieren considerables circunstancias que lo ameriten.  

  
5°.- A los efectos de esta Ley se entenderán como:  

1. actos sexuales, aquellos destinados a excitar o satisfacer los impulsos de la 
libido, siempre que respecto a los bienes jurídicos protegidos, la autonomía 
sexual y el desarrollo sexual armónico de niños y adolescentes, sean 
manifiestamente relevantes;  

2. actos sexuales realizados ante otro, aquellos en el sentido del numeral 
anterior que el otro  

percibiera a través de sus sentidos  
  

  

 

 

 Artículo 129.- Trata de personas 

1º El que mediante fuerza, amenaza de mal considerable o engaño, condujera a otra 
persona fuera del territorio nacional o la introdujera en el mismo y, utilizando su 
indefensión la indujera a la prostitución, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta seis años. 
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2º Cuando el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda que se ha 
formado para la realización de hechos señalados en el inciso anterior, se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 57 y 91. 

 

Artículo 129a.- Rufianería  

El que explotara a una persona que ejerce la prostitución, aprovechándose de las 
ganancias de ella, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años. 
  

  Artículo 129b.- Trata de personas con fines de su explotación sexual.  
  

1º.- El que, valiéndose de una situación de constreñimiento o vulnerabilidad de 
otro por encontrarse en un país extranjero, le induzca o coaccione al ejercicio o a la 
continuación del ejercicio de la prostitución o a la realización de actos sexuales en sí, 
con otro o ante otro, con fines de explotación sexual, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta ocho años. Con la misma pena será castigado el que induzca a otra 
persona menor de dieciocho años al ejercicio o la continuación del ejercicio de la 
prostitución o a la realización de los actos señalados en el párrafo 10.  
  

  2°.- Con pena privativa de libertad de hasta doce años será castigado el que 
mediante fuerza, amenaza con un mal considerable o engaño:  

1. induzca a otro al ejercicio o la continuación del ejercicio de la prostitución o a la 
realización de actos sexuales señalados en el inciso 10, párrafo 2;  

2. captara a otro con la intención de inducirle al ejercicio o la continuación del ejercicio 
de la prostitución o a la realización de actos sexuales señalados en el inciso 10, párrafo 
2.  

  
3º.- La misma pena se aplicará, cuando la víctima sea:  
1. una persona menor de catorce años; o  
2. expuesta. al realizarse el hecho, a maltratos físicos graves o un peligro para su vida.  
  

4º.- Con la misma pena será castigado el que actuara comercialmente o como 
miembro de una banda que se ha formado para la realización de hechos señalados en 
los incisos anteriores. En este caso se aplicará también lo dispuesto en los artículos 57 
y 94.  

  
El consentimiento dado por la víctima a toda forma de explotación no se tendrá 

en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en este 
artículo  

Artículo 129c.- Trata de personas con fines de su explotación personal y 
laboral.  

  
1º.- El que, valiéndose de la situación de constreñimiento o vulnerabilidad de otro por 
encontrarse en un país extranjero, le someta a esclavitud, servidumbre, trabajos 
forzados o condiciones análogas o le haga realizar o seguir realizando trabajos en 
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condiciones des proporcionada mente inferiores a las de otras personas que realizan 
trabajos idénticos o similares, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
ocho años. Con la misma pena será castigado el que someta a un menor de dieciocho 
años a esclavitud, servidumbre, trabajos forzados o condiciones análogas o a la 
realización de trabajos señalados en el párrafo 1.  

  
2°.- Con pena privativa de libertad de hasta doce años será castigado el que 

mediante fuerza, amenaza con un mal considerable o engaño:  
1. someta a otro a esclavitud, servidumbre, trabajos forzados o condiciones 

análogas o le haga realizar o continuar realizando trabajos señalados en el inciso 
1 0, párrafo 1;  

2. captara a otro con la intención de someterle a esclavitud, servidumbre, trabajos 
forzados o condiciones análogas o de hacerle realizar o continuar realizando 
trabajos señalados en el inciso 1 0, párrafo 1;  

3. captara a otro con la intención de facilitar la extracción no consentida  de sus 
órganos.  

  
3°.- Se aplicará también lo dispuesto en el artículo 129b, incisos 3° y 4°.  

  
El consentimiento dado por la víctima a toda forma de explotación no se tendrá 

en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en este 
artículo.  
  

  Artículo 130.- Abuso sexual en personas indefensas  

1º El que realizara actos sexuales en otra persona que se encontrase en estado de 
inconciencia o que, por cualquier otra razón, estuviese incapacitada para ofrecer 
resistencia, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años. Será 
castigada también la tentativa.  

2º Si los actos sexuales con personas que se encontraran en las condiciones referidas en 
el inciso anterior comprendieran el coito, la pena privativa de libertad podrá ser 
aumentada hasta diez años.  

3º La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando, por las relaciones de la 
víctima con el autor, se dieran considerables circunstancias atenuantes. En este caso no 
se castigará la tentativa.  

  
 

Artículo 131.- Abuso sexual en personas internadas.  
  

1º.- El que en el interior de una institución cerrada o de la parte cerrada de una 
institución:  

1. realizara actos sexuales con internados bajo su vigilancia o  
  asesoramiento, o  
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2. hiciera realizar a la víctima tales actos en sí mismo o con terceros, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con 
multa.  
2°.- Cuando el autor fuese un funcionario, la pena podrá ser aumentada a pena 
privativa de libertad de  

cinco años.  

 

Artículo 132.- Actos exhibicionistas.  

1°.- El que realizara actos obscenos que ofendan el pudor de las personas de 
manera a inquietar o agraviar de modo relevante a terceros, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta un año o multa.  

2°.- Se podrá prescindir de la ejecución de la pena cuando el autor se sometiera 
a un tratamiento  

idóneo. Será aplicable, en lo pertinente, el artículo 49 
  

  Artículo 133.- Acoso sexual  

1º El que con fines sexuales hostigara a otra persona, abusando de la autoridad o 
influencia que le confieren sus funciones, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años.   

2º En estos casos se aplicará lo dispuesto en el artículo 59.  

3º La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.  

  

CAPITULO VI  
HECHOS PUNIBLES CONTRA NIÑOS Y ADOLESCENTES  

  

Artículo 134.- Maltrato de niños y adolescentes bajo tutela.  
  

El encargado de la educación, tutela o guarda de una persona menor de dieciocho 
años de edad, que sometiera a éste a sufrimientos síquicos, maltratos graves y 
repetidos o lesiones en su salud, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa, salvo que el hecho sea punible como lesión grave según 
el artículo 112. 

Artículo 135.- Abuso sexual en niños.  

1°.- El que realizara actos sexuales con un niño o lo indujera a realizarlos en sí 
mismo o a terceros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o 
con multa. Con la misma pena será castigado el que realizará actos sexuales 
manifiestamente relevantes ante un niño y dirigidos a él, o lo indujera a realizarlos ante 
sí o ante terceros.  
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  2°.- En los casos señalados en el inciso anterior la pena privativa de libertad será 
aumentada hasta cinco años cuando el autor:  
1. al realizar el hecho haya maltratado físicamente a la víctima en forma grave;  

2. haya abusado de la víctima en diversas ocasiones; o  

3. haya cometido el hecho con un niño que sea su hijo biológico, adoptivo o hijastro, 
o con un niño cuya educación, tutela o guarda esté a su cargo.  
  

3°.- Cuando concurran varios agravantes de los señalados en el inciso 2°, el 
autor será castigado con pena privativa de libertad de hasta seis años.  

  
4°.- En los casos señalados en el inciso 1°, la pena privativa de libertad será de 

tres a doce años cuando el autor haya realizado el coito con la víctima. En caso de que 
la víctima sea menor de diez años, la pena podrá aumentarse hasta quince años.  

  5°.- Será castigado con pena de multa el que:  

1. realizara delante de un niño actos exhibicionistas aptos para perturbarle; o  

2. con manifestaciones verbales obscenas o publicaciones pornográficas en los términos 
del artículo 14, inciso 3° se dirigiera al niño para estimularlo sexualmente o causarle 
rechazo respecto al sexo.  
  

  6°.- Cuando el autor sea menor de diez y ocho años, se podrá prescindir de la pena.  
7°.- En los casos de los incisos 1° y 5° se podrá prescindir de la persecución 

penal, cuando el procedimiento penal intensificara desproporcionadamente el daño 
ocasionado a la víctima.  

  
8°.- Se entenderá por niño, a los efectos de este artículo, a la persona menor de 
catorce años. 

    

 Artículo 136.-  Abuso sexual en personas bajo 
tutela 1º El que realizara actos sexuales con una 
persona:   

1. no menor de catorce ni mayor de dieciséis años, cuya educación, guarda o 
tutela esté a su cargo;  

2. no menor de dieciséis años ni mayor de edad, cuya educación, guarda o tutela 
esté a cargo del autor quien, abusando de su dependencia, lo sometiera a su 
voluntad;  

3. que sea un hijo biológico, adoptivo o hijastro del cónyuge o concubino; o  4. 
que indujera al menor a realizar tales actos en él, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa. Con la misma pena será 
castigado el que, ante  un menor y dirigido a él, realizara actos sexuales o lo 
indujera a realizarlos ante sí o ante terceros.  
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2º El que se dirigiera al menor con manifestaciones verbales obscenas o publicaciones 
pornográficas en los términos del artículo 14, inciso 3º, para estimularle sexualmente 
o causarle rechazo, será castigado con pena de hasta ciento ochenta días-multa.  

  
  Artículo 137.-  Estupro  

1°.- El hombre que por medio de la persuasión lograra realizar el coito 
extramarital con una mujer de catorce a dieciséis años, será castigado con pena de multa.  

    2º.- Cuando el autor sea menor de dieciocho años se podrá prescindir de la 
pena.   

  Artículo 138.- Actos homosexuales con menores  
El que siendo mayor de edad realizara actos sexuales con una persona del mismo 
sexo, de catorce a dieciséis años, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta dos años o con multa 

  Artículo 139.-  Proxenetismo  
 1°.-  El que indujera a la prostitución a una persona:  

  
1. menor de dieciséis años de edad;  
  
2. entre dieciséis años y la mayoría de edad, abusando de su desamparo,  
 confianza o ingenuidad; o  
  
3. entre dieciséis años y la mayoría de edad, cuya educación esté a su  

  cargo,  
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o multa.  
  

2°.- Cuando el autor actuara comercialmente, el castigo será aumentado a pena 
privativa de libertad de hasta seis años. Se aplicará también lo dispuesto en los artículos 
57 y 94.  

  
3°.- Cuando la víctima sea menor de catorce años, el castigo será aumentado a 
pena privativa de  

libertad de hasta ocho años  
  

Art. 140.- Pornografía relativa a niños y adolescentes.  
  

1°  El que:  
  

1. produjere publicaciones, en el sentido del Artículo 14, inciso 3°, que 
representen actos sexuales con participación de personas menores de dieciocho años de 
edad o la exhibición de sus partes genitales;  
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2. organizara, financiara o promocionara espectáculos, públicos o privados, 
en los que participe una persona menor de dieciocho años en la realización de actos 
sexuales, o;  
  

3. distribuyera, importara, exportara, ofertara, canjeara, exhibiera, 
difundiera, promocionara o financiara la producción o reproducción de publicaciones 
en sentido del numeral 1,   
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o multa.  
  
2° El que reprodujera publicaciones según el numeral 1 del inciso 1°, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta tres años o multa.  
  

 3° La pena de los incisos anteriores podrá ser aumentada hasta diez años cuando:  
  

1. las publicaciones y espectáculos en el sentido de los incisos 1°  y 2° se 
refieran a menores de catorce años o se dé acceso a los menores de dicha edad a 
publicaciones y espectáculos, en sentido de los incisos citados;  

  
2. el autor tuviera la patria potestad, deber de guarda o tutela del niño o 

adolescente, o se le hubiere confiado la educación o cuidado del mismo;  
  
3. el autor operara en connivencia con personas a quienes competa un deber 

de educación, guarda o tutela respecto del niño o adolescente;  
  
4. el autor hubiere procedido, respecto del niño o adolescente, con violencia, 

fuerza, amenaza, coacción, engaño, recompensa o promesa remuneratoria de cualquier 
especie; o  

  
5. el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda dedicada 

a la realización reiterada de los hechos punibles señalados.  
  
4° El que obtuviera la posesión de publicaciones en el sentido de los incisos 1° y 3°, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  
  

  5° Se aplicará, en lo pertinente, también lo dispuesto en los Artículos 57 y 94  
  

  

   

CAPITULO VII HECHOS PUNIBLES CONTRA EL AMBITO DE VIDA Y LA 
INTIMIDAD DE LA PERSONA  

  
  Artículo 141.- Violación de domicilio  

1°.- El que:  
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1. entrara en una morada, local comercial, despacho oficial u otro ámbito cerrado, 
sin que el consentimiento del que tiene derecho de admisión haya sido declarado 
expresamente o sea deducible de las circunstancias; o  

2. no se alejara de dichos lugares a pesar del requerimiento del que tiene  
  derecho a excluirlo, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2°.- Cuando el autor actuara conjuntamente con otra persona, abusando 
gravemente de su función pública o con empleo de armas o de violencia contra personas 
o cosas, la pena privativa de libertad será de hasta cinco años o multa. En estos casos 
será castigada también la tentativa.  

  
  3°.- La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima  

  
   

Artículo 142.- Invasión de inmueble ajeno  

1°.- El que individualmente o en concierto con otras personas, y sin 
consentimiento del titular, ingresara con violencia o clandestinidad a un inmueble ajeno, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2°.- Cuando la invasión en sentido del inciso anterior se realizara con el objeto 
de instalarse en él, la  

pena será privativa de libertad de hasta cinco años 
  

  Artículo 143.- Lesión de la intimidad de la persona  

 1°.- El que, ante una multitud o mediante publicación en los términos del artículo 14, 
inciso 3°, expusiera la intimidad de otro, entendiéndose como tal la esfera personal 
íntima de su vida y especialmente su vida familiar o sexual o su estado de salud, será 
castigado con pena de multa.  
  

2°.- Cuando por su forma o contenido, la declaración no exceda los límites de 
una crítica racional, ella quedará exenta de pena.  

  

 3°.- Cuando la declaración, sopesando los intereses involucrados y el deber de 
comprobación que según las circunstancias incumba al autor, sea un medio adecuado 
para la persecución de legítimos intereses públicos o privados, ella quedará exenta de 
pena.  

4°.- La prueba de la verdad de la declaración será admitida sólo cuando de ella 
dependiera la aplicación de los incisos 2° y 3°.  
    

5°.- La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.   
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1. de otra persona fuera de su recinto, violando su derecho al respeto del ámbito 
de su vida íntima.  

  
  

3º La misma pena se aplicará a quien hiciera accesible a un tercero una grabación o 
reproducción realizada conforme a los incisos 1º y 2º.  

4º En los casos señalados en los incisos 1º y 2º será castigada también la tentativa 

 

 Artículo 144.- Lesión del derecho a la comunicación y a la imagen 1º El que sin 
consentimiento del afectado:  

1. escuchara mediante instrumentos técnicos;  

2. grabara o almacenara técnicamente; o  

3. hiciera, mediante instalaciones técnicas, inmediatamente accesible a un 
tercero, la palabra de otro, no destinada al conocimiento del autor y no 
públicamente dicha, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos 
años o con multa.  

2º La misma pena se aplicará a quien, sin consentimiento del afectado, produjera o 
transmitiera imágenes:   

2. de otra persona dentro de su recinto privado;  

3. del recinto privado ajeno;  

  

5º La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima, salvo que el 
interés público requiera una persecución de oficio. Si la víctima muriera antes del 
vencimiento del plazo para la instancia sin haber renunciado a su derecho de 
interponerla, éste pasará a sus parientes.  

  

 Artículo. 145. Violación de la confidencialidad de la 
palabra 1º El que sin consentimiento del afectado:  

1. grabara o almacenara técnicamente; o  

2. hiciera inmediatamente accesibles a un tercero, mediante instalaciones 
técnicas, la palabra de otro destinada a su conocimiento confidencial, será 
castigado con multa  

2º La misma pena se aplicará a quien hiciera accesible a un tercero una grabación o 
reproducción realizada conforme al inciso anterior.  

 

  Artículo 146.- Violación del secreto de la comunicación  

1º El que, sin consentimiento del titular:  

1. abriera una carta cerrada no destinada a su conocimiento;  
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2. abriera una publicación, en los términos del artículo 14, inciso 3º, que se 
encontrara cerrada o depositada en un recipiente cerrado destinado 
especialmente a guardar de su conocimiento dicha publicación, o que 
procurara, para sí o para un tercero, el conocimiento del contenido de la 
publicación;  

3. lograra mediante medios técnicos, sin apertura del cierre, conocimiento del 
contenido de tal publicación para sí o para un tercero,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

2º La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima. Se aplicará lo 
dispuesto en el artículo 144, inciso 5º, última parte.   

  Artículo 146 b.- Acceso indebido a datos.  
  
1°  El que sin autorización y violando sistemas de seguridad obtuviere para sí o para 
terceros, el acceso a datos no destinados a él y especialmente protegidos contra el 
acceso no autorizado, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o 
multa.  
  
2°  Como datos en sentido del inciso 1°, se entenderán solo aquellos, que se 
almacenan o transmiten electrónicamente, magnéticamente o de otra manera no 
inmediatamente visible.   

  
  Artículo 146 c.- Interceptación de datos.  

  
El que, sin autorización y utilizando 
medios técnicos:   
1° obtuviere para sí o para un tercero, datos en sentido del Artículo 146 b, inciso 2°, no 
destinados para él;  
  

2°  diera a otro una transferencia no pública de datos; o  
  

3°  transfiriera la radiación electromagnética de un equipo de procesamiento de datos,  
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o multa, salvo que el 
hecho sea sancionado por otra disposición con una pena mayor.  
 

 
  Artículo 146 d.- Preparación de acceso indebido e interceptación de datos.  

  
1° El que prepare un hecho punible según el Artículo 146 b o el Artículo 146 c 
produciendo, difundiendo o haciendo accesible de otra manera a terceros:  
  
1. las claves de acceso u otros códigos de seguridad, que permitan el acceso a datos 

en sentido del Artículo 146 b, inciso 2°; o  
  
2. los programas de computación destinados a la realización de tal hecho,  



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

186 
 

  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o multa.  
  
2°  Se aplicará, en lo pertinente, lo previsto en el Artículo 266, incisos 2° y 3°.
 Artículo 147.- Revelación de un secreto de carácter privado 1° El que revelara un 
secreto ajeno:  

1. llegado a su conocimiento en su actuación como,  

a) médico, dentista o farmacéutico;  

b) abogado, notario o escribano público, defensor en causas penales, 
auditor o asesor de  
Hacienda;  

c) ayudante profesional de los mencionados anteriormente o persona 
formándose con ellos en la profesión; o  

2. respecto del cual le incumbe por ley o en base a una ley una obligación de guardar 
silencio, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

2º La misma pena se aplicará a quien divulgue un secreto que haya logrado por herencia 
de una persona obligada conforme al inciso anterior.  

3º Cuando el secreto sea de carácter industrial o empresarial, la pena privativa de 
libertad podrá ser aumentada hasta tres años. Será castigada también la tentativa.  

4º La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima. Se aplicará 
lo dispuesto en el artículo 144, inciso 5º, última parte.  

5º Como secreto se entenderá cualquier hecho, dato o conocimiento:  

1. de acceso restringido cuya divulgación a terceros lesionaría, por sus 
consecuencias nocivas, intereses legítimos del interesado; o  

2. respecto de los cuales por ley o en base a una ley, debe guardarse silencio.   

  

Artículo 148.- Revelación de secretos privados por funcionarios o personas con 
obligación especial.  

 1°.- El que revelara un secreto ajeno llegado a su conocimiento en su  
actuación como:  

1. funcionario conforme al artículo 14, inciso 1°, numeral 14; o  

2. perito formalmente designado,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

 2°.- La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima. Se aplicará 
lo dispuesto en el artículo 144, inciso 5°, última parte.  
  

  Artículo 149.- Revelación de secretos privados por motivos económicos  

1º Cuando los hechos punibles descriptos en los artículos 147 y 148 hayan sido 
realizados:  
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1. a cambio de una remuneración;  

2. con la intención de lograr para sí u otro un beneficio patrimonial; 
o  

3. con la intención de perjudicar a otro, la pena privativa de libertad 
podrá ser aumentada hasta cinco años.  

2º Será castigada también la tentativa.  

3º La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima. 
Se aplicará lo dispuesto en el artículo 144, inciso 5º, última parte.    

CAPITULO VIII HECHOS PUNIBLES CONTRA EL HONOR Y LA REPUTACION  
  

  Artículo 150.- Calumnia  

1º El que en contra de la verdad y a sabiendas afirmara o divulgara a un tercero o ante 
éste un hecho referido a otro, capaz de lesionar su honor, será castigado con multa.  

2º Cuando el hecho se realizara ante una multitud, mediante la difusión de 
publicaciones conforme al artículo 14, inciso 3º, o repetidamente durante un tiempo 
prolongado, la pena podrá ser aumentada a pena privativa de libertad de hasta dos años 
o multa.  

3º En vez de la pena señalada, o conjuntamente con ella, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 59.  

  

  Artículo 151.- Difamación  

1º El que afirmara o divulgara, a un tercero o ante éste, un hecho referido a otro, capaz 
de lesionar su honor, será castigado con ciento ochenta días-multa.  

2º Cuando se realizara el hecho ante una multitud o mediante difusión de 
publicaciones conforme al artículo 14, inciso 3º, o repetidamente durante un tiempo 
prolongado, la pena podrá ser aumentada a pena privativa de libertad de hasta un año o 
multa.  

3º La afirmación o divulgación no será penada cuando sea dirigida confidencialmente a 
una persona allegada o cuando, por su forma y contenido, no exceda los límites de una 
crítica aceptable.  

4º La afirmación o divulgación no será penada cuando, sopesando los intereses y el 
deber de averiguación que incumba al autor de acuerdo con las circunstancias, se 
tratara de un medio proporcional para la defensa de intereses públicos o privados.  

5º La prueba de la verdad de la afirmación o divulgación será admitida sólo cuando de 
ella dependa la aplicación de los incisos 3º y 4º.  

6º En vez de la pena señalada, o conjuntamente con ella, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 59.  

  
  Artículo 152.- Injuria  

1º El que:   
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1. atribuya a otro un hecho capaz de lesionar su honor; o  

2. expresara a otro un juicio de valor negativo o a un tercero respecto de aquél, 
será castigado con pena de hasta noventa días-multa.  

2º Cuando la injuria se realizara ante un tercero o repetidamente durante tiempo 
prolongado, la pena podrá ser aumentada hasta ciento ochenta días-multa.  

3º En estos casos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 151, incisos 3º al 5º.  

4º En vez de la pena señalada o conjuntamente con ella, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 59.  

  
  Artículo 153.- Denigración de la memoria de un muerto  

1º El que denigrara gravemente la memoria de un muerto mediante calumnia, 
difamación, injuria o lesión de la intimidad de la persona, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta un año.  

2º El hecho no será perseguible si fuera realizado después de transcurridos diez años de 
la muerte del denigrado, salvo que el mismo constituyera, independientemente, otro 
hecho punible.  

  
  
  
  

  Artículo 154.- Penas adicionales a las previstas  

 1°.- En los casos de los artículos 150 al 152 se aplicará, en vez de la pena o 
conjuntamente con ella, lo dispuesto en el artículo 59.  
  

2°.- Cuando, en los casos de los artículos 150 al 152, el hecho haya sido 
realizado ante una multitud o mediante publicaciones conforme al artículo 14, inciso 3, 
se aplicará a petición de la víctima o del Ministerio Público lo dispuesto en el artículo 
60.  

  Artículo 155.- Reproche reducido  
Cuando el reproche al autor sea considerablemente reducido por sus motivos o por una 
excitación emotiva, se podrá prescindir de la pena y de la composición en los casos de 
los artículos 150 al 152.  

  
  Artículo 156.- Instancia  

1º  La persecución penal de la calumnia, la difamación y la injuria dependerá de la 
instancia  de la víctima.  En estos casos se aplicará lo dispuesto en el artículo 144, inciso 
5º, última parte.  

2º La persecución penal de la denigración de la memoria de un muerto dependerá de la 
instancia de un pariente, del albacea, o de un beneficiario de la herencia.  
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        TITULO II  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LOS BIENES DE LA PERSONA  
CAPITULO I  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA PROPIEDAD DE LOS OBJETOS 
Y OTROS DERECHOS PATRIMONIALES  

  
  Artículo 157.- Daño  

  
1°.- El que destruyera o dañara una cosa ajena será castigado con pena privativa 

de libertad de hasta dos años o con multa.  
2°.- Cuando el hecho arruinara económicamente al dueño de la cosa destruida 

o dañada, la pena podrá ser aumentada hasta cinco años.  
3°.- Cuando el autor realizara el hecho conjuntamente con otros, la pena podrá 

ser aumentada hasta cinco años.  
  4°.- En estos casos, será castigada también la tentativa.  

5º.- La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima.  
 
   

  Artículo 158.- Daño a cosas de interés común  
1º El que destruyera total o parcialmente:  

1. un objeto de veneración de una sociedad religiosa reconocida por el Estado o 
una cosa destinada al ejercicio del culto;  

2. una tumba o un monumento público artificial o natural;  

3. una cosa significativa para el arte, la ciencia, la historia o el desarrollo técnico, 
que se hallara en una colección con acceso público o que esté públicamente 
expuesta; o  

4. una cosa destinada al uso público o embellecimiento de vías públicas, plazas 
o parques, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o 
con multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  
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 Artículo 159.- Daño a obras construidas o medios técnicos de 
trabajo 1º El que destruyera total o parcialmente:  

1. un edificio, un buque, un canal, una esclusa, un puente, una vía terrestre o fluvial 
construida o una vía de ferrocarril u otra construcción, que sea propiedad de otro;  

2. un medio técnico de valor considerable, que sea propiedad de otro y esencial,  

a) para la construcción de instalaciones o empresas 
de relevancia social; o  

b) en una instalación que sirve al funcionamiento 
de dicha instalación o empresa; o  3. un vehículo de la Fuerza Pública, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

2º Como instalación o empresa de relevancia social en el sentido del numeral 2 del inciso 
anterior se entenderá:  

1. un ferrocarril, el correo o una empresa o instalación que sirve al transporte 
público;  

2. una instalación o empresa que suministra agua, luz, energía u otro elemento 
de  importancia vital para la población; y  

3. una entidad o instalación al servicio del orden o  la seguridad pública.    

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
.  
  

  Artículo 160.- Apropiación  
1º El que se apropiara de una cosa mueble ajena, desplazando a su propietario en el 
ejercicio de los derechos que le corresponden sobre la misma, para reemplazarlo por sí 
o por un tercero, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa. Será castigada también la tentativa.   

2º Cuando el autor se apropiara de una cosa mueble ajena que le hubiese sido dada en 
confianza o por cualquier título que importe obligación de devolver o de hacer un uso 
determinado de ella, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta ocho años.  
  

  Artículo 161.- Hurto  
1º  El que con la intención de apropiarse de una cosa mueble ajena, la sustrajera de la 
posesión de otro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa. 2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

 Artículo 162.- Hurto agravado  
1°.- Cuando el autor hurtara:  
1. del interior de una iglesia o de otro edificio o lugar cerrado 

dedicado al culto, una cosa destinada al ejercicio del mismo o a 
la veneración religiosa;  
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2. una cosa significativa para el arte, la ciencia, la historia o el 
desarrollo técnico, que se halle en una colección con acceso del 
público o que esté públicamente expuesta;  

3. una cosa especialmente protegida contra la sustracción por 
medio de un recipiente cerrado o una instalación de seguridad;  

4. comercialmente;  

5. aprovechándose de una situación de desamparo de otro, de un 
accidente o de un peligro común;  

6. maquinarias agrícolas, elementos imprescindibles para las 
explotaciones rurales o insumos relevantes para las mismas;  

7. automotores;  

8. habiendo, con el fin de realizar el hecho,  

a. entrado mediante la apertura forzosa de las instalaciones destinadas 
a impedir el acceso de personas no autorizadas;  

b. logrado la entrada por escalamiento u otra vía irregular;  

c. penetrado mediante llave falsa u otro instrumento no destinado a la  
apertura regular; o  

d. permanecido oculto en un edificio, una morada, un local comercial, 
un  

  despacho oficial u otro lugar cerrado,   la 
pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta 
diez años.  
  

2°.- Cuando el hecho se refiera a una cosa de valor menor a diez jornales, no se 
aplicará el inciso 1°.    

 
 
  

Artículo 163.- Abigeato  
1°.- El que hurtara una o más cabezas de ganado menor o mayor, será castigado 

con pena privativa de libertad de hasta cinco años.  
2º.- Cuando se hurtara cabezas de ganado menor o mayor de considerable valor 

o utilidad, la pena privativa de libertad será de uno a diez años, atendiendo las 
condiciones especiales de la víctima.  

 

   
  Artículo 164.- Hurto especialmente grave  

Cuando el autor hurtara:  

1. un arma de fuego, un arma de guerra con dispositivo explosivo, una sustancia 
explosiva o, por su naturaleza, de igual peligrosidad;  
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2. portando él u otro participante un arma de fuego;  

3. portando él u otro participante un arma u otro instrumento o medio para 
impedir o vencer la resistencia de otro mediante la fuerza o la amenaza con la 
fuerza;  

4. como miembro de una banda que se ha formado para la realización continuada 
de robos y hurtos,  y con la intervención de otro miembro de la misma,  

la pena privativa de libertad será de uno a diez años. En el caso señalado en el numeral 
4 se aplicará también lo dispuesto en los artículos 57 y 94.  

  
  Artículo 165.- Hurto agravado en banda  

1°.- Cuando el autor hurtara bajo los presupuestos del artículo 162, 163 o de los 
numerales 1 al 3 del artículo 164 como miembro de una banda que se ha formado para 
la realización continuada de robos y hurtos, y con la intervención de otro miembro de 
la misma, la pena privativa de libertad será de dos a diez años. En estos casos, se aplicará 
también lo dispuesto en los artículos 57 y 94.  

2º.- En casos leves, pena privativa de libertad será de hasta cinco años.  
3°.- No se aplicará el inciso 1° cuando el hecho se refiera a una cosa de valor 
menor a diez jornales.  
 
  

  Artículo 166.- Robo  
1º Cuando el autor hurtará mediante la fuerza contra una persona o mediante amenazas 
con peligro presente para la vida o la integridad física, la pena privativa de libertad será 
de uno a quince años.  
  
2º En casos leves, la pena privativa de libertad será de hasta cinco años.  
  

  Artículo 167.- Robo agravado  
1º Cuando el autor robara:  

1. portando, él u otro participante, un arma de fuego;  

2. portando, él u otro participante, un arma u otro instrumento o medio para 
impedir o vencer la resistencia de otro mediante fuerza o amenaza con fuerza;  

3. exponiendo, él u otro participante, a un tercero a un peligro presente para la 
vida o de una lesión grave conforme al artículo 112; o  

4. como miembro de una banda que se ha formado para la realización continuada 
de robos y hurtos, y con la intervención de otro miembro de la misma,  

la pena privativa de libertad será  de cinco a quince años.  

  
  

Artículo 168.- Robo con resultado de muerte o lesión grave  
1º Cuando el autor al realizar un robo causará la muerte de otro, la pena privativa de 
libertad no será menor de ocho años.   
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2º Cuando el resultado fuera una lesión grave, la pena privativa de libertad será de ocho 
a veinte años.   

  
  Artículo 169.- Hurto seguido de violencia  

El que al realizar un hurto sea encontrado en flagrante delito, y con el fin de 
mantenerse en la posesión de la cosa hurtada,  use violencia contra una persona o 
amenazas con peligro presente para la vida o la integridad física, será castigado como 
el autor de un robo.  

  

  Artículo 170.- Uso no autorizado de un vehículo automotor  

1º El que utilizara un vehículo automotor contra la voluntad del dueño o poseedor, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa, salvo 
que el hecho sea sancionado con una pena mayor por otro artículo.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.  

  

  Artículo 171.- Persecución de hechos en el ámbito familiar o doméstico  

Cuando la apropiación o el hurto previsto en los artículos 160 y 161 afectará a un 
pariente que viviera en comunidad doméstica con el autor, la persecución penal de los 
hechos dependerá de la instancia de la víctima.   

  

  Artículo 172.- Persecución de hechos bagatelarios  

Cuando la apropiación o el hurto previsto en los artículos 160 y 161 se refiera a una 
cosa de valor menor a diez jornales, la persecución penal del hecho dependerá de la 
instancia de la víctima, salvo que, a criterio del Ministerio Público, un interés público 
especial requiera una persecución de oficio.  

  

CAPITULO II  

   HECHOS PUNIBLES CONTRA OTROS DERECHOS PATRIMONIALES  

  

  Artículo 173.- Sustracción de energía eléctrica  

1º  El que lesionando el derecho de disposición de otro sobre energía eléctrica, y con la 
intención de utilizarla, la sustrajera de una instalación u otro dispositivo empleado para 
su transmisión o almacenaje, mediante conductor no autorizado ni destinado a la toma 
regular de la energía de la instalación o del dispositivo, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.   

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  En lo pertinente, se aplicará lo dispuesto en los artículos 171 y 172.  
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4º El que lesionando el derecho de disposición de otro sobre energía eléctrica y con el 
fin de causarle un daño por la pérdida de ella, la sustrajera de una instalación u otro 
dispositivo empleado para su transmisión o almacenaje, mediante conductor no 
autorizado ni destinado a la toma regular de la energía de la instalación o del 
dispositivo, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con 
multa. La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.  

  
 

Artículo 174.- Alteración de datos  

1º El que lesionando el derecho de disposición de otro sobre datos los borrara, 
suprimiera, inutilizara o cambiara, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
dos años o con multa.   

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º Como datos, en el sentido del inciso 1º, se entenderán sólo aquellos que sean 
almacenados o se transmitan electrónica o magnéticamente, o en otra forma no 
inmediatamente visible.  
  

 Artículo 174 b.- Acceso indebido a sistemas informáticos. (modificado por Ley N° 
4439/2011) 

  
1° El que accediere a un sistema informático o a sus componentes, utilizando su 
identidad o una ajena; o excediendo una autorización, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta tres años o multa.  
  
2° Se entenderá como sistema informático a todo dispositivo aislado o al conjunto de 
dispositivos interconectados o relacionados entre sí, cuya función, o la de alguno de sus 
componentes, sea el tratamiento de datos por medio de un programa informático.   
  

Art. 175.- Sabotaje de sistemas informáticos.  
  

1° El que obstaculizara un procesamiento de datos de un particular, de una empresa, 
asociación o de una entidad de la administración pública, mediante:  

  
1. un hecho punible según el Artículo 174, inciso 1°; o  

  
2. la destrucción, inutilización, sustracción o alteración de una instalación de 

procesamiento de datos, de una unidad de almacenamiento o de otra de sus partes 
componentes indispensable.  
  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  
  

 2°  En estos casos será castigada también la tentativa.  
  

Artículo 175 b.- Instancia.  
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En los casos de los Artículos 174 y 175, la persecución penal dependerá de la instancia 
de la víctima; salvo que la protección del interés público requiera la persecución de 
oficio.  
  
  Artículo 176.- Obstrucción al resarcimiento por daños en accidentes de 
tránsito 1º  El que como involucrado en un accidente de tránsito, se ausentara 
del lugar antes de:  

1. haber comunicado, en favor de los demás involucrados o perjudicados, el 
estar involucrado, y mediante su presencia haberles dado la posibilidad de 
constatar sus señas, los datos de su vehículo y la naturaleza de su 
participación en el accidente; o  

2. haber esperado un tiempo prudencial en el lugar sin hallar a alguien dispuesto 
a estas constataciones,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º  La misma pena se aplicará cuando:  

 1. luego del tiempo de espera señalado en el numeral 2 del inciso anterior; 
o   2. en forma justificada o no reprochable,  
  

 

 
el involucrado se haya ausentado del lugar y no haya posibilitado posteriormente, y en 
tiempo oportuno, las constataciones indicadas en el inciso anterior.  

3º  El deber de posibilitar posteriormente las constataciones será cumplido cuando el 
involucrado:  

1. haya comunicado a los afectados o a un puesto policial cercano haber estado 
involucrado en el accidente, su dirección y paradero, los datos y el paradero 
de su vehículo, y cuando  

2. haya mantenido su vehículo a disposición para las constataciones inmediatas 
por un tiempo razonable.  

4º  Las exigencias del inciso 3º no se tendrán por satisfechas cuando el autor, mediante 
su conducta, haya intencionalmente frustrado las constataciones.  

5º  Como involucrado en un accidente se entenderá a toda persona cuya conducta haya 
podido, según las circunstancias, influir en la causa del mismo.  

  Artículo 177.- Frustración de la ejecución individual  

1º  El que amenazado por la ejecución de una sentencia firme dirigida contra él, 
removiera u ocultara parte de su patrimonio con la intención de frustrar la satisfacción 
del acreedor, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2º El demandado que a sabiendas de haberse librado un mandamiento de embargo 
dirigido contra él, removiera u ocultara todo o parte de su patrimonio con la intención 
de frustrar la satisfacción del acreedor, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta un año o con multa.  
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3º En estos casos, la persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.  
  

  Artículo 178.- Conducta conducente a la quiebra  
1º El que:  

1. fundara o ampliara una empresa con una base de capital claramente 
insuficiente, según las exigencias de una administración económica prudente, 
y teniendo en cuenta, especialmente, la finalidad de la empresa y de los 
medios necesarios para el logro de ella;  

2. adquiriera a crédito mercancías o valores, y vendiera, removiera o cediera 
estos mismos o las cosas fabricadas con ellos, considerablemente por debajo 
de su valor; o  

3. obligado por ley a llevar libros de comercio, administrara una empresa sin 
procurarse mediante su correcto llevado u otros medios, el conocimiento 
sobre su estado patrimonial real,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º El hecho es punible solamente cuando:  

1. el autor o la empresa fundada o ampliada por él, haya caído en cesación de 
pago o cuando se haya declarado la quiebra; y  

2. no se pueda excluir una conexión entre las conductas descritas en el inciso 1º 
y la cesación de pago o la declaración de la quiebra.  

  
  Artículo 179.- Conducta indebida en situaciones de crisis  

  
1º El que en caso de insolvencia o iliquidez inminente o acontecida:   

1. gastara o se obligara a pagar sumas exageradas mediante negocios a pérdida 
o especulativos, juegos o apuestas, o negocios de diferencia respecto a 
mercancías o valores;  

2. disminuyera su patrimonio mediante otros negocios jurídicos respecto a la 
parte que, en caso de declaración de quiebra, pertenecería a la masa;  

3. removiera u ocultara partes de su patrimonio que, en caso de quiebra 
pertenecerían a la masa;  

4. simulara derechos de otros o reconociere derechos simulados;  

5. antes del término del plazo legal para la guarda removiera, ocultara, destruyera 
o dañara libros u otros papeles de comercio que un comerciante legalmente 
debe llevar o guardar;  

6. en contra de la ley,  

a) elaborará o modificara balances de tal manera que esto dificulte 
conocer su estado patrimonial real; o  

b) omitiera elaborar el balance de su patrimonio o el inventario en el 
plazo establecido.  
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7. en el tráfico mercantil utilizara resúmenes falsos o distorsionados del estado 
real de sus negocios o patrimonio,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  El que en los casos del inciso 1º:  

 1. negligentemente desconociera su insolvencia o iliquidez inminente o 
acontecida; o  2. realizara con negligencia grave las conductas descritas en 
los numerales 1, 2 o 7, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
dos años o con multa.  
3º En estos casos, se aplicará también lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 178.  

  
   
 
 
Artículo 180.- Casos graves  

1º  Cuando en los casos del artículo 178 inciso 1º,  el autor:  

1. actuara con la intención de enriquecerse; o  

2. a sabiendas, pusiera a muchas personas en peligro de indigencia o de pérdida de 
los valores patrimoniales que le hayan confiado,   

la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  

  

  Artículo 181.- Violación del deber de llevar libros de comercio  

  1°.- El que:  

1. omitiera llevar los libros de comercio a que la ley le obliga, o los 
llevara o alterara de tal manera que esto dificulte conocer su real estado 
patrimonial;  

2. antes del término del plazo legal para la guarda removiera, ocultara, 
destruyera o dañara libros u otros papeles de comercio que la ley le obligue a 
llevar o guardar. 

3.  en contra de la ley,  
a) elaborará balances de tal manera que esto dificultare conocer su 

estado  
patrimonial real;  

b) omitiera elaborar el balance de su patrimonio o el inventario en 
el plazo establecido por la ley, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años o con multa.  

2°.- El que en los casos del inciso 1°, numerales 1 y 3, actuara culposamente, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

  
   3°.- En estos casos, se aplicará también lo dispuesto en el artículo 178, inciso 
2º.   
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 Artículo 182.- Favorecimiento de acreedores  

1°.- El que conociendo su iliquidez, otorgara a un acreedor una garantía o 
cumpliera una obligación no exigible o no exigible en esa forma o tiempo y así, 
intencionalmente o a sabiendas, le favoreciera en perjuicio de los demás acreedores, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2°.- En estos casos, será castigada también la tentativa.  
3°.- En lo pertinente se aplicará también lo dispuesto en el artículo 178, inciso 

2º.  
  Artículo 183.- Favorecimiento del deudor  

1º El que con el consentimiento del deudor o en su favor:  

1. conociendo su inminente cesación de pago;  

2. después de la cesación de pago; o  3.  en una convocatoria de acreedores,  removiera 
o, en contra de las exigencias de una administración económica prudente, destruyera, 
dañara o inutilizara parte del patrimonio que, en caso de producirse el concordato, 
pertenecería a la masa, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o con multa.  

2º Con la misma pena será castigado el que, una vez declarada la quiebra, obrara en la 
forma señalada en el inciso 1°, respecto a una parte del patrimonio que pertenece a la 
masa.  

3° En estos casos, será castigada también la tentativa.  

4º Cuando el autor:  

1. actuara con la intención de enriquecerse; o  

2. a sabiendas, pusiera a muchas personas en peligro de indigencia o de pérdida  de 
los valores patrimoniales que  le hayan confiado,  

la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  

5º El hecho será punible solo cuando el deudor haya incurrido en la cesación de pago, 
en convocación de acreedores o cuando sea declarada su quiebra.  
 

 

CAPITULO II  
HECHOS PUNIBLES CONTRA El DERECHO DE AUTOR Y LOS DERECHOS 

CONEXOS  

 
Artículo 184a.- Violación del derecho de autor y derechos conexos.  

  1º.- El que sin autorización del titular de un Derecho de Autor y Derechos Conexos:  
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1. reproduzca, total o parcialmente, en forma permanente o temporal, obras 
protegidas;  
  
2. introduzca al país, almacene, distribuya, venda, alquile, ponga a disposición del 
público o ponga de cualquier otra manera en circulación copias de obras protegidas;  
  
3. comunique públicamente total o parcialmente en forma permanente o temporal 
obras protegidas mediante reproducciones no autorizadas;  
  
4. retransmita una emisión de radiodifusión;  
  
5. se atribuya falsamente la condición de titular originario o derivado de una obra 
protegida en todo o en parte, con la intención de ejercer los derechos que tal condición 
otorga;  
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  
  
  

2°.- A las obras señaladas en el inciso 1° se equipararán los fonogramas, las 
interpretaciones artísticas, las traducciones, los arreglos y otras adaptaciones protegidas 
por el derecho de autor.  

  
  3°.- El que:  

  
1. eludiera, modificara, alterara o transformara, sin autorización las medidas técnicas 
de protección de las obras señaladas en los incisos anteriores; o  
  
2. produjera, reprodujera, obtuviera, almacenara, cediera a otro u ofreciera al público 
dispositivos o medios específicamente destinados a facilitar la elusión, supresión o 
neutralización no autorizada de las medidas técnicas de protección de las obras 
señaladas en los incisos anteriores,  
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  
  

4°.- En caso de condena a una pena se aplicará, a petición de la víctima o del 
Ministerio Público, la publicación de la sentencia.  

  
5°.- En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad será de dos 
a ocho años.  
  
Para determinar la existencia de un caso especialmente grave se sopesarán todas 

las circunstancias y, en especial, si el autor ha:  
1. empleado métodos y medios de una producción industrial o comercialización masiva;  
  
2. producido objetos con un valor económico considerable;  
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3. ocasionado un perjuicio patrimonial considerable; o  
  
4. utilizado, para la realización del hecho, a un menor de dieciocho años.  
 En los casos previstos en el inciso 3° la pena podrá ser aumentada hasta cinco años.   
  

 
 

CAPITULO III  HECHOS PUNIBLES CONTRA LOS DERECHOS DE LA PROPIEDAD 
MARCARIA E INDUSTRIAL  

  
Artículo 184.b. De la violación de los derechos de marca.  

1°.- El que:  

1. falsifique, adultere o imite fraudulentamente una marca registrada 
de los mismos productos o servicios protegidos o similares;  

2. tenga en depósito, ponga en venta, venda o se preste a vender o a 
hacer circular productos o servicios con marca falsificada, 
adulterada o fraudulentamente imitada, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años.  

2°.- En estos casos se castigará también la tentativa.  

3°.- En caso de condena a una pena se aplicará a petición de la 
víctima o del Ministerio Público la publicación de la sentencia.  

  
4°.- En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad será de dos 
a ocho años.  
Para determinar la existencia de un caso especialmente grave se sopesarán 

todas las circunstancias y, en especial, si el autor ha:   
1. empleado métodos y medios de una producción industrial o comercialización masiva;  
  
2. producido objetos con un valor económico considerable;  
  
3. ocasionado un perjuicio patrimonial considerable; o  
  

4. utilizado para la realización del hecho, a un menor de dieciocho años  

Artículo 184c.- De la violación de los derechos sobre dibujos y modelos industriales:  
  
1 º.- El que, sin autorización del titular de un dibujo o modelo 
industrial registrado:   

1. fabrique o haga fabricar productos industriales que presenten las 
características protegidas por el registro de un Dibujo o Modelo 
Industrial,  
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2. tenga en depósito, ponga en venta, venda o se preste a vender o a 
hacer circular productos o de cualquier otro modo comercie 
productos industriales que presenten las características protegidas por 
el registro de un Dibujo o Modelo Industrial,  

  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.   

  2°.- En estos casos, será castigada también la tentativa.  
3°.- En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad será de dos 
a ocho años.  
  
Para determinar la existencia de un caso especialmente grave se sopesarán todas 

las circunstancias y, en especial, si el autor ha:   
1. empleado métodos y medios de una producción industrial o comercialización 
masiva;  
  
2. producido objetos con un valor económico considerable;  
  
3. ocasionado un perjuicio patrimonial considerable; o  
  
4. utilizado para la realización del hecho, a un menos de dieciocho años   

 

  

 CAPITULO III  

HECHOS PUNIBLES CONTRA EL PATRIMONIO  
  

  Artículo 185.- Extorsión  
1º El que con la intención de obtener para sí o para un tercero un beneficio patrimonial 
indebido mediante fuerza o amenaza considerable, pusiera a otro en una situación de 
serio constreñimiento que le indujera a disponer de todo o parte de su patrimonio o el   
de un tercero, causándose con ello  un perjuicio patrimonial a sí mismo o al tercero, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  
2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  
  
  
 

  
 
Artículo 186.- Extorsión agravada  

Cuando la extorsión se cometiera mediante la fuerza contra una persona o mediante la 
amenaza con un peligro presente para su vida o su integridad física, se aplicará la pena 
prevista para el robo conforme a lo dispuesto en los artículos 166 y 167.    

  Artículo 187.- Estafa  

1º  El que con la intención de obtener para sí o para un tercero un beneficio 
patrimonial indebido, y  mediante declaración falsa sobre un hecho, produjera en otro 
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un error que le indujera a disponer de todo o parte de su patrimonio o el de un tercero a 
quien represente, y con ello causara un perjuicio patrimonial para sí mismo o para éste, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  En los casos especialmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta ocho años.   

4º  En lo pertinente se aplicará también lo dispuesto en los artículos 171 y 172.   
  

Artículo 188.- Estafa mediante sistemas informáticos.  
  

1° El que, con la intención de obtener para sí o para un tercero un beneficio patrimonial 
indebido, influyera sobre el resultado de un procesamiento de datos mediante:  

  
1. una programación incorrecta;  

  
2. el uso de datos falsos o incompletos;  

  
3. el uso indebido de datos; u  

  
4. la utilización de otra maniobra no autorizada;   

 y con ello causara un perjuicio al 
patrimonio de otro,  

  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

  
2° En estos casos, se aplicará también lo dispuesto en el Artículo 
187, incisos  2° al 4°.  
  
3° El que preparare un hecho punible señalado en el inciso 1°, mediante la 

producción, obtención, venta, almacenamiento u otorgamiento a terceros de programas 
de computación destinados a la realización de tales hechos, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  
  

4° En los casos señalados en el inciso 3°, se aplicará lo dispuesto en el Artículo 
266, incisos 2° y  

3°.”  
  

  Artículo 189.- Aprovechamiento clandestino de una prestación  

1º El que con la intención de evitar el pago de la prestación, clandestinamente:  

1. se aprovechara del servicio de un aparato automático, de una red de 
telecomunicaciones destinada al público, o de un medio de transporte; o  

2. accediera a un evento o a una instalación,  
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será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa, siempre que 
no estén previstas penas mayores en otro artículo.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º En lo pertinente se aplicará lo dispuesto en los artículos 171 y 172.  

  

  Artículo 190.- Siniestro con intención de estafa  

1º  El que con la intención de obtener para sí o para otro la indemnización de un seguro 
ocasionara un siniestro del bien asegurado, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta cinco años.  

2º  En los casos especialmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta ocho años.  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 Artículo 191a.- Promoción fraudulenta de inversiones (Modificado Ley Nº 
6452/2019) 

 
1.° El que en conexión con: 

1. la venta de valores bursátiles, derechos a obtener tales valores, o 
certificados destinados a garantizar la participación en las ganancias de una 
empresa; o, 

2. la oferta de aumentar la inversión en tales certificados, proporcionara a 
un número indeterminado de destinatarios, con respecto a circunstancias 
relevantes para la decisión, datos falsos o incompletos sobre las ventajas de la 
inversión, en folletos de propaganda o en presentaciones o resúmenes de estado 
patrimonial, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o 
con multa. 

 
2.° Se aplicará también lo dispuesto en el inciso anterior, cuando el hecho se 

refiera a certificados de participación en un patrimonio que la empresa administrara 
en nombre propio, pero por cuenta ajena. 
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3.° No será punible, conforme a los incisos anteriores, quien voluntariamente 

haya impedido que, en base al hecho, se otorgara la prestación condicionada por la 
adquisición o el aumento. Cuando la prestación no haya sido otorgada por otras 
razones, el autor también será eximido de pena siempre que haya tratado voluntaria 
y seriamente de impedirla 
 

Articulo 191b.- Manipulación de mercados 
 

1.° El que con la intención de manipular o alterar los mercados financieros o 
de valores:  

 
1. Difundiera hechos falsos en cuanto a la oferta, la demanda o el precio de un 

instrumento financiero o de un contrato al contado de materias primas relacionadas con 
él. 
 

2. Fijare el precio de uno o varios instrumentos financieros o de un contrato sobre 
materias primas relacionadas con ellos en un nivel artificial, en comparación a los precios 
y variables del mercado; o,  
 

3. Efectuare una transacción, diere una orden de negociación o realizare cualquier 
otra actividad en los mercados financieros que afecte al precio de uno o varios 
instrumentos financieros o de un contrato al contado de materias primas relacionadas con 
ellos, mediante el empleo de dispositivos ficticios o cualquier otra forma de engaño o 
artificio. 

 
Será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. 

 
2.° A los efectos de este artículo se entenderá por instrumento financiero a 

todo contrato que da lugar a un activo financiero en una empresa y, simultáneamente, a 
un pasivo financiero o a un instrumento de patrimonio en otra empresa.  

 
3.° La pena podrá ser aumentada hasta ocho años, cuando: 

1. El autor utilizara información privilegiada. 
2. El autor utilizara su posición privilegiada como accionista, directivo o 

funcionario de una persona o estructura jurídica. 
3. El autor fuera funcionario de la institución pública encargada de la 

supervisión del mercado financiero o de valores. 
4. El autor actuara como miembro de una asociación criminal conforme al 

artículo 239; o, 
5. Se causara un perjuicio patrimonial relevante 

  
   
  
  

CAPITULO IV HECHOS PUNIBLES CONTRA EL PATRIMONIO  
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Artículo 192.- Lesión de confianza.  

1°.- El que en base a una ley, a una resolución administrativa o a un contrato, 
haya asumido la obligación de proteger un interés patrimonial relevante para un tercero 
y causara o no evitara, dentro del ámbito de protección que le fue confiado, un perjuicio 
patrimonial, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

2°.- En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad podrá ser 
aumentada hasta diez años. No se aplicará el párrafo anterior cuando el hecho se refiera 
a un valor menor de diez jornales.  

  
3°.- Se aplicarán los incisos anteriores aun cuando careciera de validez la base 

jurídica que debía fundamentar la responsabilidad por el patrimonio.  
  

  4°.- En lo pertinente, se aplicará también lo dispuesto en los artículos 171 y 172.  

  Artículo 193.- Usura  

1º El que explotando la necesidad, ligereza o inexperiencia de otro, se hiciera prometer 
u otorgar, para sí o para un tercero, una contraprestación que es evidentemente 
desproporcionada con relación a la prestación en los casos de:  

1. un alquiler de vivienda o sus prestaciones accesorias;  

2. un otorgamiento de crédito;  

3. un otorgamiento de garantías excesivas respecto al riesgo; o   
4. . una intermediación en las prestaciones anteriormente señaladas, será castigado con 

pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  
2º  Cuando el autor:  

1. realizara el hecho comercialmente;  

2. mediante el hecho produjera  la indigencia de otro; o   

3. se hiciera prometer beneficios patrimoniales usurarios mediante letra de cambio, 
pagaré o cheque, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  

  

   

 

 

Artículo 194.- Obstrucción a la restitución de bienes  

1º  El que ayudara a otro que haya realizado un hecho antijurídico, con la intención de 
asegurarle el disfrute de los beneficios provenientes de aquel, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º En estos casos, la pena no excederá de la prevista para el hecho del cual provienen 
los beneficios.   
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3º  No será castigado por obstrucción  el que sea punible por su participación en el hecho 
anterior.   

4° Será castigado como instigador el que indujera a la obstrucción, a una persona no 
involucrada en el hecho anterior.  

  
5º  La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima o de la 
autorización administrativa correspondiente, en su caso, en el supuesto de que el autor 
haya sido participante del hecho anterior.  
  

  Artículo 195.- Reducción  
1º El que con la intención de obtener para sí o para otro un beneficio patrimonial 
indebido, recibiera la posesión de una cosa obtenida mediante un hecho antijurídico 
contra el patrimonio ajeno,  la proporcionara a un tercero,  lograra su traspaso de otro a 
un tercero o  ayudara en ello, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o con multa.  

2º Se aplicará en lo pertinente lo dispuesto en los artículos 171 y 172.  

3º En estos casos, será castigada también la 
tentativa. 4º Cuando el autor actuara:  

1. comercialmente;  

2. como miembro de una banda formada para la realización continuada de 
hurtos, robos o reducciones,  

la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años. Se aplicará además 
lo dispuesto en los artículos 57 y 94.  
  
 
 

CAPITULO V  
HECHOS PUNIBLES CONTRA LA RESTITUCIÓN DE BIENES.  

  

Artículo 196.- Lavado de Activos 
1.° El que convirtiera u ocultara un objeto proveniente de un hecho 

antijurídico, o respecto de tal objeto disimulara su procedencia, frustrara o peligrara el 
conocimiento de su procedencia o ubicación, su hallazgo, su comiso, su comiso especial 
o su secuestro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

 
A los efectos de este artículo, se entenderá como hecho antijurídico:  

1. los previstos en los artículos 129a, 139, 184a, 184b, 184c, 185, 186, 187, 188, 
191a, 191b, 192, 193, 200, 201, 246, 261, 262, 263, 268b, 268c, 300, 301, 302, 303, y 
305 de este Código.  

2. un crimen. 
3. el realizado por un miembro de una Asociación Criminal previsto en el artículo 

239. 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

207 
 

4. los señalados en los artículos 37 al 45 de la Ley N° 1340/1988 "Que modifica 
y actualiza la ley n° 357/72, que Reprime el TrAfico IlIcito de Estupefacientes y Drogas 
Peligrosas y otros delitos afines y establece medidas de prevenciOn y recuperaciOn de 
fArmacodependientes", y sus modificatorias. 

 
5. los señalados en los artículos 94 al 104 de la Ley N° 4.036/2010 “De Armas de 

Fuego, sus Piezas y Componentes, Municiones, Explosivos, Accesorios y Afines”. 
6. el previsto en el artículo 336 de la Ley N° 2422/2004 “COdigo Aduanero”. 
7. los previstos en la Ley N° 2523/2004 “Que previene, tipifica y sanciona el 

Enriquecimiento IlIcito en la Función PUblica y el TrAfico de Influencias”. 
8. el previsto en el artículo 227, inciso e) de la Ley 5.810/2017 “Mercado de 

Valores”. 
9. los hechos punibles de soborno y cohecho transnacional, previstos en la Ley 

respectiva. 
2.° La misma pena se aplicará al que:  

1. obtuviera un objeto señalado en el inciso anterior, lo transfiriera o proporcionara 
a un tercero; o,  

2. lo guardara o lo utilizara para sí o para otro, habiendo conocido su procedencia 
en el momento de la obtención.  
3.° En estos casos, será castigada también la tentativa. 
4.° Cuando el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda formada 
para la realización continuada de lavado de activos, la pena privativa de libertad podrá 
ser aumentada hasta diez años. Se aplicará además lo dispuesto en los artículos 57 y 94. 
5.° El que en los casos de los incisos 1° y 2°, y por negligencia grave, desconociera 
la procedencia del objeto de un hecho antijurídico señalado en el inciso 1°, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa. 
6.° El hecho no será punible conforme al inciso 2°, cuando el objeto haya sido 
obtenido con anterioridad por un tercero de buena fe. 
7.° A los objetos señalados en los incisos 1°, 2° y 5° se equipararán los provenientes 
de un hecho antijurídico realizado fuera del ámbito de aplicación de esta ley, cuando el 
hecho se halle penalmente sancionado en el lugar de su realización.  
8.° No será castigado por lavado de activos el que:  

1. voluntariamente informara o hiciera informar sobre el hecho a la autoridad 
competente, siempre que éste aun no haya sido totalmente o parcialmente descubierto, y 
que el autor lo supiera; y,  

2. en los casos de los incisos 1° y 2°, bajo los presupuestos del numeral anterior, 
facilitara el secuestro de los objetos relativos al hecho punible.  
9.° Cuando el autor, mediante la revelación voluntaria de su conocimiento, haya 
contribuido considerablemente al esclarecimiento:  

1. de las circunstancias del hecho que excedan la propia contribución al mismo; 
o, 

2. de un hecho señalado en el inciso 1°, realizado antijurídicamente por otro, el 
tribunal podrá atenuar la pena con arreglo al artículo 67 o prescindir de ella. 
10.- El lavado de activos será considerado como un hecho punible autónomo, en el sentido 
de que para su persecución no se requerirá sentencia sobre el hecho antijurídico 
subyacente. 
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11.- En los casos en que el hecho antijurídico precedente sea el previsto en el artículo 261 
del Código Penal no será punible por lavado de activos cuando:  

1. El que oculte el objeto proveniente del hecho antijurídico previsto en el artículo 
261 del Código Penal sea autor de este hecho.  

 
2. El autor haya realizado la conducta conforme al inciso 5°. 

 

 

 

  

TITULO III  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA 
SEGURIDAD DE LA VIDA Y DE LA 
INTEGRIDAD  FISICA DE LAS 
PERSONAS  

  

CAPITULO I  

  HECHOS PUNIBLES CONTRA LAS BASES NATURALES DE LA VIDA 
HUMANA  

  

  Artículo 197.- Ensuciamiento y alteración de las aguas  

  

1º El que indebidamente ensuciara o, alterando sus cualidades, perjudicara las aguas, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. Se 
entenderá como indebida la alteración cuando se produjera mediante el derrame de 
petróleo o sus derivados, en violación de las disposiciones legales o de las decisiones 
administrativas de la autoridad competente, destinadas a la protección de las aguas.  

  

2º  Cuando el hecho se realizara vinculado con una actividad industrial, comercial o de 
la administración pública, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez 
años.  

  

3º  En estos casos será castigada también la tentativa.  

  

4º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

5º  El que conociera de un ensuciamiento o de una alteración de las aguas, que hubiera 
debido evitar, y omitiera tomar las medidas idóneas para desviar o reparar dicho 
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resultado y dar noticia a las autoridades, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta dos años o con multa.  

  

6º  Se entenderán como aguas, conforme al inciso 1º, las subterráneas y las superficiales 
junto con sus riberas y cauces.  

  

Artículo 198.- Contaminación del aire y emisión de ruidos dañinos.  
  
1°.- El que utilizando instalaciones o aparatos técnicos, indebidamente:  
  
1. contaminara el aire; o  
  
2. emitiera ruidos capaces de dañar la salud de las personas fuera de la  
 instalación,  
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  
  
2°.- Se entenderá como indebida la medida de la contaminación o del ruido, cuando:  
  
1. no se hayan cumplido las exigencias de la autoridad 
competente respecto  a las instalaciones o aparatos;  
  
2. se hayan violado las disposiciones legales sobre la 
preservación del aire; o  
  
3. se hayan excedido los valores de emisión establecidos por la 
autoridad  administrativa competente.  
  
3°.- Cuando el hecho se realizara vinculado con una actividad industrial, comercial o 
de la administración pública, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta 
diez años.  
  
4°.- El que realizara el hecho mediante una conducta culposa será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  
  
  

  Artículo 199.- Maltrato de suelos  

1º  El que, violando las disposiciones legales o administrativas sobre la admisión o el 
uso, utilizara abonos, fertilizantes, pesticidas u otras sustancias nocivas para la 
conservación de los suelos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o con multa.  

2º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  
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  Artículo 200.- Procesamiento ilícito de desechos  

1º  El que tratara, almacenara, arrojara, evacuara o de otra forma echara desechos:  

1. fuera de las instalaciones previstas para ello; o  

2. apartándose considerablemente de los tratamientos prescritos o autorizados por 
disposiciones legales o administrativas,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  Se entenderán como desechos en el sentido del inciso anterior las sustancias que 
sean:  

1. venenosas o capaces de causar enfermedades infecto-contagiosas a seres 
humanos o animales;  

2. explosivas, inflamables, o, en grado no bagatelario, radioactivas; o  

3. por su género, cualidades o cuantía capaces de contaminar gravemente las 
aguas, el  aire o el suelo.  

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

4º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

5º  El hecho no será punible cuando un efecto nocivo sobre las aguas, el aire o los suelos 
esté evidentemente excluido por la mínima cuantía de los desechos.  

 

Artículo 201.- Ingreso de sustancias nocivas en el territorio nacional  

1º El que en el territorio nacional:  

1. ingresara residuos o desechos peligrosos o basuras tóxicas o 
radioactivas; o  

2. recibiera, depositara, utilizara o distribuyera dichas 
sustancias, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años 
o con multa.  
2° En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º Cuando el autor actuara con la intención de enriquecerse, la pena privativa de libertad 
podrá ser aumentada hasta diez años.  

  
  Artículo 202.- Perjuicio a reservas naturales (modificado por Ley N° 
4770/2012) 

 
1º. El que dentro de una reserva natural, un parque nacional u otras zonas de 

igual protección, realizara en forma ilegal las siguientes actividades: 
 

1. explotación minera; 
2. excavaciones o amontonamientos; 
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3. Alteración significativa de los cauces hídricos; 
4. desecación de humedales; 
5. tala de árboles o bosques nativos; 
6. Producción de incendio, 
7. Disposición de residuos nocivos de cualquier naturaleza. 
 
Será castigado con pena privativa de libertad de dos a cinco años o con multa. 
2º. Será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años: 
 
1. el que incumpliera cuestiones significativas del Plan de Manejo de las 

Áreas Silvestres Protegidas de dominio público o privado, capaces de generar 
daños graves o permanentes al ecosistema, o 

2. el que ingresara, individualmente o en concierto con otras personas, con 
intenciones de instalarse, en forma temporal o permanente, sin consentimiento 
expreso de la autoridad ambiental de aplicación. 

3º. el que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa. 

4º. cuando se actuara con intensiones o fines comerciales o el hecho haya sido 
muy grave, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años. 

5º. será castigada también la tentativa de cualquiera de los actos tipificados 
en el presente artículo, salvo en el caso del inciso 3º de este artículo. 

 
CAPITULO II  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA SEGURIDAD DE LAS 
PERSONAS FRENTE A RIESGOS COLECTIVOS  

  
  Artículo 203.- Producción de riesgos comunes  

1º  El que causara:  

1. un incendio de dimensiones considerables, en especial en un edificio;  

2. una explosión mediante materiales explosivos u otros agentes;  

3. la fuga de gases tóxicos;  

4. el lanzamiento de venenos u otras sustancias tóxicas;  

5. la exposición a otros a una radiación iónica;  

6. una inundación; o  

7. avalanchas de tierra o roca,  

sin que en el momento de la acción se pudiera excluir la posibilidad de un daño a la vida 
o a la integridad física de otros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
cinco años.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  El que realizara uno de los hechos señalados en el inciso 1º mediante una conducta 
culposa, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años.  
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4º  El que mediante una conducta dolosa o culposa causara una situación de peligro 
presente de  que se realice un resultado señalado en el inciso 1º, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  
  

Artículo 204.- Actividades peligrosas en la construcción  
1º  El que con relación a actividades mercantiles o profesionales de construcción, e 
incumpliendo gravemente las exigencias del cuidado técnico, proyectara, construyera, 
modificara o derrumbara una obra construida y con ello peligrara la vida o la integridad 
física de otros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

2º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 205.- Exposición de personas a lugares de trabajo peligrosos  

1º El titular de un establecimiento o empresa y su responsable de la prevención de 
accidentes de trabajo que:  

1. causara o no evitara que los lugares o medios de trabajo incumplan las 
disposiciones legales sobre la seguridad y la prevención de accidentes en lugares de 
trabajo; o  2. claramente incumpliera las exigencias del cuidado técnico, y con ello 
peligrara la vida o la integridad física de otros, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º Los responsables, conforme al inciso 1º, que omitieran informar en forma idónea a 
los empleados sobre los peligros para la vida o la integridad física vinculados con los 
trabajos y sobre las medidas para la prevención, serán castigados con pena privativa de 
libertad de hasta tres años o con multa.  

3º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa será castigado, en los casos 
del inciso 1º, con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa y, en los casos 
del inciso 2º, con multa.  

  
  Artículo 206- Comercialización de medicamentos nocivos  

1º  El que en el marco de las actividades de un establecimiento mercantil pusiera o 
interviniera en la circulación de medicamentos fabricados en serie que, aplicados según 
las indicaciones, conlleven efectos nocivos para la vida y la salud, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta cinco años. Esto no se aplicará, cuando una entidad 
pública encargada de la comprobación de la seguridad de los medicamentos haya 
autorizado la circulación de los mismos.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  
  Artículo 207- Comercialización de medicamentos no autorizados  
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1º El que pusiera o interviniera en la circulación de medicamentos que no hayan sido 
autorizados o que, en caso de haber sido autorizados, lo hiciera incumpliendo las 
condiciones establecidas para el efecto, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta tres años o con multa.  

2º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 208- Comercialización de alimentos nocivos  

1º El que en el marco de las actividades de un establecimiento agropecuario, 
industrial o mercantil recolectara, produjera, tratara, ofreciera a la circulación o 
facilitara alimentos destinados al consumo público de manera tal que, consumidos 
en la forma usual, puedan dañar la vida o la integridad física de otros, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º Con la misma pena será castigado el que, en el marco de las actividades de un 
establecimiento mercantil, industrial o agropecuario, ofreciera o pusiera en 
circulación como alimentos otros productos que, en caso de ser consumidos, 
peligraran la vida o la integridad física de otros.  

3º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

Artículo 209.- Comercialización y uso no autorizados de sustancias 
químicas  

1º El que en el marco de las actividades de un establecimiento industrial o mercantil, 
y sin que la entidad encargada de la comprobación de la seguridad lo haya autorizado, 
pusiera o interviniera en la circulación de sustancias químicas, en especial las 
destinadas a la limpieza, protección de plantas o combate de pestes y plagas que, 
utilizadas en la forma indicada o usual el cuerpo humano pueda absorber, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º Con la misma pena será castigado el que, en un establecimiento agropecuario, 
industrial o mercantil, utilizara las sustancias señaladas en el inciso anterior sin que 
éstas hayan sido autorizadas o que, en caso de haber sido autorizadas, lo hiciera 
incumpliendo las condiciones establecidas para el efecto.  

3º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 210.- Comercialización de objetos peligrosos  

1º El que en el marco de las actividades de un establecimiento industrial o mercantil 
pusiera o interviniera en la circulación de objetos fabricados en serie, en especial de 
instrumentos de trabajo, del hogar o de recreo, que utilizados en la forma indicada o 
usual, impliquen peligro para  la vida o la integridad física, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  
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2º Esto no se aplicará cuando el objeto haya sido autorizado por la entidad encargada de 
la seguridad de los usuarios o consumidores y puesto en circulación de acuerdo con las 
condiciones impuestas por ella.  

3º El que dentro  de un establecimiento mercantil interviniera en la circulación de 
objetos  no autorizados por la autoridad competente, o lo hiciera sin cumplir las 
condiciones impuestas por ésta para el efecto, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 211.- Desistimiento activo  

Cuando en los casos de los artículos 203 al 210, el autor eliminara, voluntariamente y 
en tiempo oportuno, el estado de peligrosidad, el tribunal atenuará la pena prevista con 
arreglo al artículo 67 o prescindirá de ella.  

  
  Artículo 212.- Envenenamiento de cosas de uso común  

1º El que envenenara o adulterara con sustancias nocivas el agua, medicamentos,  
alimentos u otras cosas destinadas a la circulación, y con ello peligrara la vida o la 
integridad física de otros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o con multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º El que realizara el hecho mediante conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
CAPITULO III  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA SEGURIDAD DE LAS PERSONAS 
EN EL TRANSITO  

  
 Artículo 213- Atentados al tráfico civil aéreo y 
naval 1º El que:  

1. aplicara fuerza o vulnerara la libre decisión de una persona o realizara otras 
actividades con el fin de influir sobre la conducción u obtener el control de 
una aeronave civil con personas a bordo o de un buque empleado en el tránsito 
civil; o  

2. utilizara armas de fuego o intentara causar o causara una explosión o un 
incendio con el fin de destruir o dañar dicha aeronave o buque o su carga a 
bordo,  

será castigado con pena privativa de libertad de cinco a quince años.  

2º El que mediante un hecho señalado en el inciso anterior causara culposamente la 
muerte de otro, será castigado con pena privativa de libertad no menor de diez años.  

  
 Artículo 214.- Intervenciones peligrosas en el tráfico aéreo, naval y 

ferroviario 1º  El que:  
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1. destruyera, dañara, removiera, manejara incorrectamente o pusiera fuera de 
funcionamiento las instalaciones que sirven al tráfico, los medios de transporte o 
sus mecanismos de seguridad;  

2. impidiera o molestare al personal de operaciones respecto al ejercicio de sus 
funciones;  

3. produjera un obstáculo;  

4. diera falsas señas, señales o informaciones; o  5. impidiera la transmisión de señales 
o informaciones, y con ello peligrara la seguridad del tránsito aéreo, naval o 
ferroviario, será castigado con pena privativa de libertad de hasta seis años.  

2º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

3º Cuando el autor removiera voluntariamente el estado de peligrosidad o tratara de 
hacerlo y no se realizara otro daño, el tribunal atenuará la pena con arreglo al artículo 
67 o prescindirá de ella.  

  
  Artículo 215.- Exposición a peligro del tráfico aéreo, naval y ferroviario  

1º  El que, dolosa o culposamente, condujera una aeronave, un buque o un medio de 
transporte ferroviario:  

1. no autorizado para el tráfico;  

2. pese a no estar en condición de hacerlo con seguridad a consecuencia de la 
ingestión de bebidas alcohólicas u otras sustancias enajenantes, de defectos 
físicos o síquicos o de agotamiento; o  

3. pese a no tener la licencia de conducir, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años o con multa.  

2º  Con la misma pena será castigado el que:  

1. como titular del medio de transporte indicado en el inciso 1° permitiera o 
tolerara la realización de un hecho señalado en el mismo;  

2. como conductor de un medio de transporte señalado en el inciso 1º o como 
responsable de su seguridad violara, mediante una conducta grave contraria 
a sus deberes, las prescripciones o disposiciones sobre la seguridad del tráfico 
aéreo, naval o ferroviario.  

  
 Artículo 216.- Intervenciones peligrosas en el tránsito 
terrestre 1º  El que:  

1. destruyera, dañara, removiera, alterara, manejara incorrectamente o pusiera 
fuera de funcionamiento instalaciones que sirvan al tránsito;  

2. como responsable de la construcción de carreteras o de la seguridad del 
tránsito causara o tolerara un estado gravemente riesgoso de dichas 
instalaciones;  

3. produjera un obstáculo; o  
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4. mediante manipulación en un vehículo ajeno, redujera considerablemente su 
seguridad para el tránsito,  

y con ello peligrara la seguridad del tránsito terrestre, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

3º  En estos casos, se aplicará también lo dispuesto en el artículo 214, inciso 3°.  
  
 Artículo 217.- Exposición a peligro del tránsito 
terrestre El que dolosa o culposamente:  

1. condujera en la vía pública un vehículo pese a no estar en condiciones de 
hacerlo con seguridad a consecuencia de la ingestión de bebidas alcohólicas u 
otras sustancias enajenantes, de defectos físicos o síquicos, o de agotamiento;  

2. condujera en la vía pública un vehículo automotor pese a carecer de la licencia 
de conducir o existiendo la prohibición de conducir señalada en el artículo 58 
o habiendo sido privado del documento de licencia; o  

3. como titular del vehículo tolerara la realización de un hecho señalado en los 
numerales anteriores,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
CAPITULO IV HECHOS PUNIBLES CONTRA EL FUNCIONAMIENTO  

DE INSTALACIONES IMPRESCINDIBLES  
  

  Artículo 218.- Perturbación de servicios públicos  
1º  El que impidiera total o parcialmente el funcionamiento de:  

1. un ferrocarril, el correo o una empresa o instalación que sirva al transporte 
público; o  

2. una instalación que sirva al suministro público de agua, luz, calor, aire 
climatizado o energía, o una empresa de importancia vital para el 
aprovisionamiento de la población; o  

3. un establecimiento o instalación que sirva al orden o a la seguridad pública, 
dañando, apartando, alterando o inutilizando una cosa que sirva para su 
funcionamiento, o sustrayendo la energía eléctrica destinada al mismo,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 219.- Daño a instalaciones hidráulicas  
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1º  El que destruyera o dañara una obra hidráulica o sus instalaciones 
complementarias, y con ello pusiera en peligro la vida o la integridad física de otros, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
  Artículo 220.- Perturbación de instalaciones de telecomunicaciones.  

1º El que:  

1. destruyera, dañara, removiera, alterara o inutilizara una cosa destinada al  
funcionamiento de una instalación de telecomunicaciones para el servicio 
público; o  

2. sustrajera la energía que la alimenta, y con ello impidiera o pusiera en peligro su 
funcionamiento, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años 
o con multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  
TITULO IV  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA CONVIVENCIA DE LAS 
PERSONAS CAPITULO I  

HECHOS PUNIBLES CONTRA EL ESTADO CIVIL, EL MATRIMONIO Y LA 
FAMILIA  

  
  Artículo 221.- Falseamiento del estado civil  

1º  El que formulara ante la autoridad competente una declaración falsa sobre hechos 
relevantes para el estado civil de otro, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

2° En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
  Artículo 222.- Violación de las reglas de adopción  

1º  El titular de la patria potestad que, eludiendo los procedimientos legales para la 
adopción o colocación familiar y con el fin de establecer una relación análoga a la 
filiación, entregara su niño a otro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
un año o con multa. Con la misma pena será castigado el que en estas condiciones 
recibiera al niño.  

2º  El que intermediara en la entrega o recepción descrita en el inciso anterior, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa. Cuando el 
autor realizara el hecho con el fin de obtener un beneficio económico, la pena privativa 
de libertad podrá ser aumentada hasta cinco años.  

  
  Artículo 223.- Tráfico de menores  
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1º  El que explotando la necesidad, ligereza o inexperiencia del titular de la patria 
potestad, mediante contraprestación económica, indujera a la entrega de un niño para 
una adopción o una colocación familiar, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta cinco años. Con la misma pena será castigado el que interviniera en la 
recepción del niño.  

  
2º Cuando el autor:  

1. eludiera los procedimientos legales para la adopción o colocación familiar;  

2. actuara con el fin de obtener un beneficio económico; o  

3. mediante su conducta expusiera al niño al peligro de una explotación 
sexual o laboral, la pena podrá ser aumentada a pena privativa de libertad de hasta diez 
años.  
  

  Artículo 224.- Bigamia  
El que contrajera matrimonio estando casado o el que a sabiendas contrajera matrimonio 
con una persona casada, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años 
o con multa.  

  
  Artículo 225.- Incumplimiento del deber legal alimentario  

1º El que incumpliera un deber legal alimentario y con ello produjera el 
empeoramiento de las condiciones básicas de vida del titular, o lo hubiera producido 
de no haber cumplido otro con dicha prestación, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años o con multa.  

2º  El que incumpliera un deber alimentario establecido en un convenio judicialmente 
aprobado o en una resolución judicial, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años o con multa.  

  
  Artículo 226.- Violación del deber de cuidado o educación  

El que violara gravemente su deber legal de cuidado o educación de otro y con ello lo 
expusiera al peligro de:   

1. ser considerablemente perjudicado en su desarrollo físico o síquico;  

2. llevar una vida en la cual los hechos punibles sean habituales; o  3. 
ejercer la prostitución, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

  
  Artículo 227.- Violación del deber de cuidado de ancianos o discapacitados  

El que violara gravemente su deber legal de cuidado de personas ancianas o 
discapacitadas, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con 
multa.  

  
  Artículo 228.- Violación de la patria potestad  

1º  El que sin tener la patria potestad sustrajera un menor de la patria potestad de otro, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa. Cuando 
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además, el autor condujera al menor a un paradero desconocido por tiempo 
prolongado, será castigado con pena privativa de libertad de hasta seis años.  

2º  El que mediante fuerza, amenaza o engaño grave indujera a un menor de dieciséis 
años a alejarse de la tutela del titular de la patria potestad, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta un año o con multa.   
  

Artículo 229.- Violencia familiar. (complementada por Ley N° 5777/2016. De 
protección general a las mujeres, contra toda forma de violencia) 
 

1°.- El que, aprovechándose del ámbito familiar o de convivencia, ejerciera 
violencia física o psíquica sobre otro con quien convive o no, será castigado con 
pena privativa de libertad de uno a seis años. 

 
2°.- Cuando el hecho de violencia provocara los resultados de la Lesión 

Grave, se aplicará la sanción prevista en el artículo 112 del Código Penal. Texto 
Anterior Ley 4628/2012. Modificado por Ley 5378/2014  

 
  Artículo 230.- Incesto  

1º El que realizara el coito con un descendiente consanguíneo, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años.  

2º El que realizara el coito con un ascendiente consanguíneo, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa. La misma pena se aplicará, 
cuando el coito haya sido realizado entre hermanos consanguíneos.  

3º No serán aplicados los incisos anteriores a los descendientes y hermanos, cuando al 
tiempo de la realización del hecho no hayan cumplido dieciocho años.  

  
CAPITULO II HECHOS PUNIBLES CONTRA LA PAZ DE LOS DIFUNTOS  

  
  Artículo 231.- Perturbación de la paz de los difuntos  

1º El que sustrajera un cadáver, partes del mismo o sus cenizas de la custodia de la 
persona encargada, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o 
con multa.  

2º El que practicara actos ultrajantes a un cadáver o a una tumba, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

3º Cuando, en los casos señalados en los incisos anteriores, el autor actuara con 
intención de lograr un beneficio patrimonial para sí o para otro, la pena podrá ser 
aumentada hasta cinco años.  

4º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
  Artículo 232.- Perturbación de ceremonias fúnebres  

1º El que perturbara una ceremonia fúnebre, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años o con multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  
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CAPITULO III HECHOS PUNIBLES CONTRA LA TOLERANCIA RELIGIOSA  

  
  Artículo 233.- Ultraje a la profesión de creencias  

El que en forma idónea para perturbar la convivencia de las personas, públicamente, 
en una reunión o mediante las publicaciones señaladas el artículo 14, inciso 3º, 
ultrajara a otro por sus creencias, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

  

  

  

  

  
 

CAPITULO IV  
HECHOS PUNIBLES CONTRA LA SEGURIDAD DE LA CONVIVENCIA DE LAS 

PERSONAS  
  

  Artículo 234.- Perturbación de la paz pública  
1º El que desde una multitud como autor o partícipe realizara conjuntamente con otros 
hechos violentos contra personas o cosas o influyera sobre una multitud para crear o 
aumentar la disposición de aquella a realizarlos, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta cinco años, salvo que el hecho sea sancionado por otro artículo con 
una pena mayor. 2º Cuando el autor al realizar el hecho:  

1. portara un arma de fuego;  

2. portara otro tipo de arma, con la intención de usarla; o  3. incitara a 
un saqueo o participare de éste, la pena privativa de libertad podrá 
ser aumentada hasta diez años.  

  

  Artículo 235.- Amenaza de hechos punibles  

1º  El que en forma idónea para perturbar la paz pública amenazara con:  

1. hechos punibles contra la vida o lesiones graves señaladas en el artículo 112;  

2. robo o extorsión con violencia señalados en los artículos 166 al 169, 185 y 
186;  

3. secuestro o toma de rehenes conforme a los artículos 126 y 127; o  

4. un hecho punible doloso contra la seguridad de las personas frente a riesgos 
colectivos conforme a los artículos 203, 206, 208 al 210 y 212,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  

  Artículo 236.- Desaparición forzosa  
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1º El que con fines políticos realizara los hechos punibles señalados en los artículos 
105, 111, inciso 3º, 112, 120 y 124, inciso 2º, para atemorizar a la población, será 
castigado con pena privativa de libertad no menor de cinco años.  

2º El funcionario que ocultara o no facilitara datos sobre el paradero de una persona o 
de un cadáver, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa. Esto se aplicará aun cuando careciera de validez legal su calidad de funcionario.  

  

  Artículo 237.- Incitación a cometer hechos punibles  

1º El que públicamente, en una reunión o mediante divulgación de las 
publicaciones señaladas en el artículo 14, inciso 3º, incitara a cometer un hecho 
antijurídico determinado, será castigado como instigador.  

2º Cuando la incitación no lograra su objetivo, el autor será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. La pena no podrá exceder aquella 
que correspondiera cuando la incitación señalada en el inciso anterior hubiese logrado 
su objetivo.  

  

  Artículo 238.- Apología del delito  

El que públicamente, en una reunión o mediante las publicaciones señaladas en el 
artículo 14, inciso 3º, hiciera en forma idónea para perturbar la paz pública la apología 
de:  

 1. un crimen tentado o 
consumado; o  2. un condenado 
por haberlo realizado,  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  
  Artículo 239.- Asociación criminal  

1º  El que:  

1. creara una asociación estructurada jerárquicamente u organizada de algún 
modo, dirigida a la comisión de hechos punibles;  

  2 .fuera miembro de la misma o participara de ella;  

3. la sostuviera económicamente o la proveyera de apoyo logístico;  

4. prestara servicios a ella; o  

5. la promoviera,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  Cuando el reproche al participante sea ínfimo o su contribución fuera secundaria, el 
tribunal podrá prescindir de la pena.  

4º  El tribunal también podrá atenuar la pena con arreglo al artículo 67, o prescindir de 
ella, cuando el autor:  
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1. se esforzara, voluntaria y diligentemente, en impedir la continuación de la 
asociación o la comisión de un hecho punible correspondiente a sus objetivos; 
o  

2. comunicara a la autoridad competente su conocimiento de los hechos punibles 
o de la  planificación de los mismos, en tiempo oportuno para evitar su 
realización.  

    

  Artículo 240.- Omisión de aviso de un hecho punible  

1º El que en un tiempo que permita evitar la ejecución o el resultado, tomara 
conocimiento del proyecto o de la ejecución de:  

1. un hecho punible contra la vida o de una lesión grave conforme al artículo 112;  

2. un secuestro o una toma de rehenes conforme a los artículos 126 y 127;  

3. un robo o una extorsión con violencia con arreglo a los artículos 166 al 168, 185 
y 186;  

4. un hecho punible doloso señalado en los artículos 203 al 206, 208 al 210, 212, 
213 y 218 al 220;  

5. una asociación criminal conforme al artículo 239;  

6. un hecho punible doloso contra la existencia del Estado y el orden constitucional 
con arreglo a los artículos 269 al 271 y 273; o  

7. un genocidio o un crimen de guerra conforme a los artículos 319 y 320, y omitiera 
avisar oportunamente a las autoridades o al amenazado,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º El que, pese a haber tomado dicho conocimiento en forma verosímil, culposamente 
omitiera el aviso, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con 
multa.  

3º No está obligado a avisar el clérigo que haya tomado el conocimiento en su carácter 
de sacerdote.  

4º Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el inciso anterior a los abogados 
defensores y médicos, siempre que el omitente haya tratado seriamente de lograr que 
el autor o partícipe del proyecto se abstuviera de su realización o de evitar el resultado, 
salvo que el hecho punible sea un homicidio doloso o un genocidio con arreglo a los 
artículos 105 y 319.  

5º Cuando en los casos señalados en los incisos anteriores, la ejecución del proyecto no 
haya sido intentada, el tribunal podrá atenuar la pena con arreglo al artículo 67 o 
prescindir de ella.  

6º No será castigada la omisión de un aviso que implicara a un pariente, siempre que se 
dieran los demás presupuestos del inciso 4º.  

7º No será castigada la omisión del aviso cuando el omitente haya evitado el 
resultado de otra manera. Cuando la ejecución o el resultado del hecho no haya 
acontecido por otras razones, bastará que el omitente haya seriamente tratado de 
lograrlo.  
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Artículo 241.- Usurpación de funciones públicas  

El que sin autorización asumiera o ejecutara una función pública o realizara un acto 
que solo puede ser realizado en virtud de una función pública, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  

  TITULO V  

  HECHOS PUNIBLES CONTRA LAS RELACIONES JURIDICAS  

CAPITULO I  

   HECHOS PUNIBLES CONTRA LA PRUEBA TESTIMONIAL  

  

  Artículo 242.- Testimonio falso  

1º El que formulara un testimonio falso ante un tribunal u otro ente facultado para recibir 
testimonio jurado o su equivalente, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
diez años.  

2º El que actuara culposamente respecto a la falsedad de su testimonio, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

  Artículo 243.- Declaración falsa  

1º El que presentara una declaración jurada falsa ante un ente facultado para recibirla o 
invocando tal declaración, formulara una declaración falsa, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años.   

2º El que actuara culposamente respecto a la falsedad, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta un año o con multa.  

  

  Artículo 244.- Retractación  

1º  Cuando el autor rectificara su testimonio o declaración en tiempo oportuno, el 
tribunal podrá atenuar la pena con arreglo al artículo 67.  

2º  La rectificación no es oportuna cuando:  

1. ya no pueda ser considerada en la decisión;  

2. del hecho haya surgido un perjuicio para otro;  

3. el autor ya haya sido denunciado por el hecho; o  4. se haya iniciado una investigación 
del hecho contra él. 3º  La rectificación puede efectuarse ante:  

1. el ente donde haya sido cometido el falso testimonio;  

2. el ente que haya de investigarlo; o  

3. cualquier tribunal, ministerio público o autoridad  policial, en cuyo caso deberá 
señalarse el órgano ante el que se prestó la declaración falsa.  

  

  Artículo 245.- Declaración en estado de necesidad  
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Cuando el autor haya realizado un hecho señalado en los artículos 242 y 243 para 
rechazar o desviar de sí mismo, de un pariente o de otra persona allegada a él, una 
condena a una pena o medida privativa de libertad, el tribunal podrá, en el caso del 
artículo 242 prescindir de la pena o atenuarla con arreglo al artículo 67; en el caso del 
artículo 243, prescindirá de la pena.  

  

  

  

  
CAPITULO II HECHOS PUNIBLES CONTRA LA PRUEBA DOCUMENTAL  

  

  Artículo  246.- Producción de documentos no auténticos  

1º  El que produjera o usara un documento no auténtico con intención de inducir en las 
relaciones jurídicas al error sobre su autenticidad, será castigado con pena privativa de 
libertad  de hasta cinco años o con multa.  

2º  Se entenderá como:  

1. documento, la declaración de una idea formulada por una persona de forma tal 
que, materializada, permita conocer su contenido y su autor;  

2. no auténtico, un documento que no provenga de la persona que  figura como 
su autor.  3º En estos casos será castigada también la tentativa.  

4º  En los casos especialmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta diez años.  

  

  Artículo 247.- Manipulación de graficaciones técnicas  

1º  El que produjera o utilizara una graficación técnica no auténtica, con intención de 
inducir en las relaciones jurídicas al error sobre su autenticidad, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  Se entenderá como graficación técnica la representación gráfica de datos, medidas, 
valores de medida o cálculo, estados o acontecimientos que:  

1. se efectúe total o parcialmente en forma automática, con un medio técnico;  

2. cuyo objeto sea inteligible; y   

3. sea destinada a la prueba de un hecho jurídicamente relevante, sea que la 
determinación se dé con su producción o posteriormente.  

3º Se entenderá como no auténtica una graficación técnica cuando:   

  1. no proviniera de un medio señalado en el inciso 
2º;   2. proviniera de un medio distinto de aquel al cual 
se atribuye; o  

  3. haya sido alterada posteriormente.  
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4º  A la producción de una graficación técnica no auténtica será equiparado el caso del 
autor que influya sobre el resultado de la graficación, mediante la manipulación del 
proceso de  producción.  

5º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

6º  En lo pertinente, se aplicará también lo dispuesto en el artículo 246, inciso 4º.   

  

  Artículo 248.- Alteración de datos relevantes para la prueba  

1º El que con la intención de inducir al error en las relaciones jurídicas, almacenara o 
adulterara datos en los términos del  artículo 174, inciso 3º, relevantes para la prueba 
de tal manera que, en caso de percibirlos se presenten como un documento no 
auténtico, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º En lo pertinente se aplicará también lo dispuesto en el artículo 246, inciso 4º.  

  
Artículo 248 b.- Falsificación de tarjetas de débito o de crédito y otros medios 

electrónicos de pago. (ampliado por Ley N° 4439/2011) 
  
1°  El que, con la intención de inducir en las relaciones jurídicas al error o de facilitar 
la inducción a tal error:  
1. falsificare o alterare una tarjeta de crédito o débito u otro medio electrónico de pago; 

o   
2. adquiera para sí o para un tercero, ofreciere, entregare a otro o utilizare tales tarjetas 

o medios electrónicos,   
  
será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  
  

2°  Se castigará también la tentativa.  
  
3°  Cuando el autor actuara comercialmente o como miembro de una organización 
criminal dedicada a la realización de los hechos punibles señalados, la pena privativa 
de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  
  
4°  Tarjetas de crédito, en sentido del inciso 1°, son aquellas que han sido emitidas 
por una entidad de crédito o de servicios financieros para su uso en dicho tipo de 
transacciones y que, por su configuración o codificación, son especialmente protegidas 
contra su falsificación.  
  
5° Medios electrónicos de pago en el sentido del inciso 1°, son aquellos instrumentos 
o dispositivos que actúan como dinero electrónico, permitiendo al titular efectuar 
transferencias de fondos, retirar dinero en efectivo, pagar en entidades comerciales y 
acceder a los fondos de una cuenta.  
  

  Artículo 249.- Equiparación para el procesamiento de datos  
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La manipulación que perturbe un procesamiento de datos conforme al artículo 174, 
inciso 3º, será equiparada a la inducción al error en las relaciones jurídicas.  

  

  Artículo 250.- Producción inmediata de documentos públicos de contenido falso  

1º  El funcionario facultado para elaborar un documento público que, obrando dentro 
de los límites de sus atribuciones, certificara falsamente un hecho de relevancia jurídica 
o lo asentara en libros, registros o archivos de datos públicos, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En estos casos será castigada también la tentativa.  

3º  En casos especialmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta diez años.   

  

  Artículo 251.- Producción mediata de documentos públicos de contenido falso  

1º  El que hiciera dejar constancia falsa de declaraciones, actos o hechos con relevancia 
para derechos o relaciones jurídicas en documentos, libros, archivos o registros 
públicos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º  Se entenderá como falsa la constancia cuando dichas declaraciones, actos o hechos 
no estén dados, no hayan acontecido, hayan acontecido de otra manera, provengan de 
otra persona o de una persona con facultades que no le correspondieran.   

3º  Cuando el autor actuara con la intención de lograr para sí o para otro un beneficio 
patrimonial o de causar daño a un tercero, la pena privativa de libertad podrá ser 
aumentada hasta cinco años.  

4º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 252.- Uso de documentos públicos de contenido falso  

El  que con la intención de inducir al error utilizara un documento o archivo de datos de 
los señalados en el artículo 250, será castigado con arreglo al mismo.   

  

  
  Artículo 253.- Destrucción o daño a documentos o señales  

1º  El que con la intención de perjudicar a otro:  

1. destruyera, dañara, ocultara o de otra forma suprimiera un documento o una 
graficación técnica, en contra del derecho de otro a usarlo como prueba;  

2. borrara, suprimiera, inutilizara o alterara, en contra del derecho de disposición 
de otro, datos conforme al artículo 174, inciso 3º, con relevancia para  la 
prueba; o  

3. destruyera o de otra forma suprimiera mojones u otras señales destinadas a 
indicar un límite o la altura de las aguas,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  
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  Artículo 254.- Expedición de certificados de salud de contenido falso  

El que siendo médico u otro personal sanitario habilitado expidiera a sabiendas un 
certificado de contenido falso sobre la salud de una persona, destinado al uso ante una 
autoridad o compañía de seguros, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

    

  Artículo 255.- Producción indebida de certificados de salud  

El que:   

1. expidiera un certificado sobre la salud de una persona, arrogándose el 
título de médico o de otro personal sanitario habilitado que no le 
corresponda;  

2. lo hiciera bajo el nombre de tal persona sin haber sido autorizado; o  
3. falsificara un certificado de salud auténtico,  

y lo utilizara ante una autoridad o compañía de seguros, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

  Artículo 256.- Uso de certificados de salud de contenido falso  

El que, con la intención de inducir al error sobre su salud o la de otro, utilizara un 
documento señalado en los artículos 254 y 255 ante una autoridad o compañía de 
seguros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

  Artículo 257.- Expedición de certificados sobre méritos y servicios de contenido falso  

El funcionario público que expidiera un certificado falso sobre méritos o servicios de 
otro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

  

  Artículo 258.- Producción indebida de certificados sobre méritos y servicios  

El que con la intención de inducir al error:  

1. expidiera un certificado sobre méritos o servicios de otro, arrogándose un 
título de funcionario que no le corresponda;  

2. lo hiciera bajo el nombre de un funcionario, sin haber sido autorizado por 
éste; o  3. adulterara un certificado auténtico sobre méritos o servicios, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

  Artículo 259.- Uso de certificados sobre méritos y servicios de contenido falso  

El que con la intención de inducir al error sobre méritos o servicios utilizara un 
certificado señalado en los artículos 257 y 258, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta un año o con multa.  
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Artículo 260.- Abuso de documentos de identidad  

1º  El que con la intención de inducir al error en las relaciones jurídicas, utilizara como 
propio un documento personal expedido a nombre de otro o cediera a otro un 
documento no expedido para éste, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta dos años o con multa.  

2º  Se entenderá como documento personal todo aquel que acredite la identidad de una 
persona.  

  
TITULO VI  

HECHOS PUNIBLES CONTRA EL ORDEN ECONOMICO Y 
TRIBUTARIO CAPITULO I  

HECHOS PUNIBLES CONTRA EL ERARIO  

  

  Artículo 261.- Evasión de impuestos  

1º El  que:  

1. proporcionara a las oficinas perceptoras u otras entidades administrativas 
datos falsos o incompletos sobre hechos relevantes para la determinación del 
impuesto;  

2. omitiera, en contra de su deber, proporcionar a las entidades perceptoras datos 
sobre tales hechos; o  

3. omitiera, en contra de su deber, el uso de sellos y timbres impositivos, y con 
ello evadiera un impuesto o lograra para sí o para otro un beneficio impositivo 
indebido, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o 
con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º  Cuando el autor:  

1. lograra una evasión de gran cuantía;  

2. abusara de su posición de funcionario;  

3. se aprovechara del apoyo de un funcionario que abuse de su competencia o de su 
posición; o   

4. en forma continua lograra, mediante comprobantes falsificados, una evasión del 
impuesto o un beneficio impositivo indebido,  

la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  

4º  Se entenderá como evasión de impuesto todo caso en el cual exista un déficit entre 
el impuesto debido y el impuesto liquidado parcial o totalmente. Esto se aplicará aun 
cuando el impuesto haya sido determinado  bajo condición de una revisión o cuando 
una declaración sobre el impuesto equivalga a una determinación del impuesto bajo 
condición de una revisión.  

5º  Se entenderá también como beneficio impositivo recibir indebidamente devoluciones 
de impuestos.   
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6° Se entenderá como logrado un beneficio impositivo indebido cuando éste haya sido 
otorgado o no reclamado por el Estado, en contra de la ley.  

7° Lo dispuesto en los incisos 4º al 6º se aplicará aun cuando el impuesto al cual 
el hecho se refiere hubiese tenido que ser rebajado por otra razón o cuando el 
beneficio impositivo hubiese podido ser fundamentado en otra razón.  

  

  Artículo 262.- Adquisición fraudulenta de subvenciones  

1º  El que:  

1. por sí o por otro, y en busca de favorecerse o de favorecer a un tercero, 
proporcionara a la autoridad competente para el otorgamiento de una 
subvención o a otro ente o persona vinculada a dicho procedimiento, datos 
falsos o incompletos sobre hechos que sean relevantes para el otorgamiento 
de la misma;  

2. omitiera, en contra de las reglas sobre la subvención, proporcionar al otorgante 
datos sobre hechos relevantes para el otorgamiento de la misma; o  

3. utilizara, en el procedimiento un certificado sobre un derecho a una 
subvención o sobre un hecho relevante para ella, obtenido mediante datos 
falsos o incompletos,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con  multa.  

2º  Cuando el autor:   

1. mediante comprobantes falsificados lograra, para sí o para otro, una 
subvención   indebida de gran cuantía;  

2. abusara de sus competencias o de su posición de funcionario; o  

3. se aprovechara del apoyo de un funcionario que abuse de su competencia o de 
su posición,  la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  

3º No será punible según los incisos anteriores quien voluntariamente haya impedido 
que, en base al hecho, fuera  otorgada la subvención. Cuando ella no hubiera sido 
otorgada por otras razones, el autor también quedará eximido de pena si hubiese 
tratado voluntaria y seriamente de impedirlo.  

4º En el sentido de este artículo, se entenderá como subvención una prestación 
proveniente de fondos públicos que se otorga de acuerdo con una ley y, por lo menos 
parcialmente, sin contraprestación económica y con la finalidad de fomentar la 
economía.  

5º  Como relevantes para el otorgamiento de una subvención en el sentido del inciso 1°, 
se entenderán aquellos hechos en que:  

1. el otorgante, de acuerdo con una ley u otra norma basada en ella, señalare 
como tales; o  

2. de las cuales dependiere la concesión, el otorgamiento, el pedido de 
devolución, la prórroga del otorgamiento o la permanencia de una  
subvención o de una ventaja proveniente de ella. CAPITULO II  



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

230 
 

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA AUTENTICIDAD DE MONEDAS Y VALORES  

  

  Artículo 263.- Producción de moneda  no auténtica  

1º El que:  

1. con la intención de ponerla en circulación como auténtica o de posibilitarlo, 
produjera moneda  no auténtica o alterara moneda provocando la apariencia 
de un valor superior;  

2. la adquiriera con dicha intención; o  

3. pusiera en circulación como auténtica moneda no auténtica que él haya 
producido, adquirido o alterado bajo los presupuestos señalados en los 
numerales anteriores,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años.  Se aplicará también lo 
dispuesto en los artículos 57 y 94.  

2º  En los casos menos graves se aplicará la pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o multa.  

3º  Se entenderá como no auténtica la moneda que no proviene de la autoridad que 
debiera emitirla.  

  

  Artículo 264.- Circulación de moneda no auténtica  

1º  El que fuera de los casos señalados en el artículo 263, pusiera en circulación como 
auténtica moneda no auténtica, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
tres años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  

  
Artículo 265.- Producción y circulación de marcas de valor no 

auténticas 1º  El que:  
1. con la intención de poner en circulación o posibilitarlo, o de utilizarlas como 

auténticas, produjera marcas de valor oficial no auténticas o alterara marcas 
de valor oficiales auténticas, provocando la apariencia de un valor superior;  

2. las adquiriera con dicha intención; o  

3. utilizara, ofreciera o pusiera en circulación como auténticas, marcas de valor 
oficial no auténticas,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  El que utilizara como válidas marcas de valor oficial ya usadas en las que se haya 
eliminado el signo de desvalorización o que las pusiera en circulación como válidas, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  
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  Artículo 266.- Preparación para la producción de moneda y marcas de valor no 
auténticas  

1º  El que preparando la producción de moneda no auténtica o de marcas de valor no 
auténticas produjera, obtuviera, almacenara, guardara o cediera a otro:  

1. planchas, moldes, piezas de imprenta, clisés, negativos, matrices u otros 
medios que, por su naturaleza, fueran idóneos para la realización del hecho; o  

2. papel de igual calidad o que permita confundirse con el destinado a la 
confección de moneda o marcas de valor, y protegido con seguridades 
especiales contra la imitación,  

será castigado, en el caso de la preparación de un hecho señalado en el artículo 246, 
con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa y, en el caso de la 
preparación de un hecho señalado en el artículo 248, con pena privativa de libertad de 
hasta dos años o con multa.  

2º  No será castigado con arreglo al inciso anterior el que:  

1. renunciara a la realización del hecho preparado y desviara el peligro de que 
otros lo sigan preparando, o realicen el hecho;  

2. destruyera o inutilizara los medios señalados en el inciso anterior; o  

3. pusiera su existencia y ubicación a conocimiento de una autoridad o los 
entregare a ella.  

3º  Cuando dicho peligro fuera desviado o la consumación del hecho fuera impedida 
por otras razones bastará que, respecto a los presupuestos señalados en el numeral 
1 del inciso anterior, el autor haya voluntaria y seriamente tratado de lograr este 
objetivo.   

  

  Artículo 267.- Títulos de valor falsos  

A la moneda en el sentido de los artículos 263, 264 y 266 serán equiparados los 
siguientes títulos de valor cuando sean, mediante la impresión y el tipo de papel, 
protegidos con seguridades especiales contra la imitación:  

1. títulos de crédito al portador o a la orden que forman parte de una emisión 
general, si en el documento se prometiere el pago de una suma determinada 
de dinero;  

2. acciones;  

3. bonos emitidos por entes públicos o sociedades de inversión;  

4. cupones de interés, de participación en ganancias y de renovación de los 
títulos señalados en los numerales 1 y 3, así como los certificados sobre la 
prestación de tales títulos; y  

5. cheques viajeros que, en el formulario impreso del título, indiquen una 
determinada suma de dinero.  
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Artículo 268 a.- Moneda, marcas de valor y títulos de valor del extranjero  

Los artículos 263 al 267 se aplicarán también a la moneda, las marcas de valor y los 
títulos de valor del extranjero.  

 
CAPÍTULO III 

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA COMPETENCIA 
 

Articulo 268b.- Cohecho privado 
 

1.° El que como encargado o representante de una sociedad, asociación, 
entidad u organización de cualquier índole, solicitara, se dejara prometer o 
aceptara en el tráfico comercial un beneficio para sí o para un tercero a cambio de 
aceptar la oferta de productos, mercaderías o servicios de otro, en condiciones 
desventajosas para otros competidores del mercado, será castigado con pena 
privativa de la libertad hasta dos años o con multa. 

 
2.° La pena podrá ser aumentada hasta tres años, cuando: 

1. El hecho se refiera a una ventaja de gran cuantía, o 
2. El autor actúe profesionalmente o como miembro de una banda que se 

haya asociado para cometer continuamente el hecho. 
 

3.° Se aplicarán los incisos anteriores aun cuando careciera de validez la base 
jurídica que debía fundamentar la representación de la sociedad, asociación, 
entidad u organización.” 

 
Articulo 268c.- Soborno privado 

 
1.° El que, con el fin de obtener una ventaja competitiva frente a otros 

competidores del mercado, ofreciera, prometiera o garantizara a un encargado o 
representante de una empresa, asociación u organización, un beneficio a cambio de 
favorecerle en la adquisición de sus productos, mercaderías o servicios, en condiciones 
desventajosas para otros competidores del mercado, será castigado con pena privativa de 
libertad hasta dos años o con multa. 

 
2.° La pena podrá ser aumentada hasta tres años, cuando: 

1. El hecho se refiera a una ventaja de gran cuantía, o 
 

2. El autor actúe profesionalmente o como miembro de una banda que se haya 
asociado para cometer continuamente el hecho 
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  TITULO VII  

  HECHOS PUNIBLES CONTRA EL ESTADO  

  CAPITULO I  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA EXISTENCIA DEL ESTADO  

  

  Artículo 269.- Atentado contra la existencia del Estado  

1º El que intentara lograr o lograra, mediante fuerza o amenaza de fuerza, menoscabar 
la existencia de la República o modificar el orden constitucional, será castigado con 
pena privativa de libertad no menor de diez años.  

2º En casos menos graves la pena privativa de libertad será de uno a diez años.  

  

  Artículo 270.- Preparación de un atentado contra la existencia del Estado  

1º El que preparara una maquinación concreta de traición a la República, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta cinco años.  

2º En estos casos, serán castigados con la misma pena el hecho consumado y la tentativa.  

  

  Artículo 271.- Preparación de una guerra de agresión  

1º El que preparara una guerra de agresión en la cual la República sea la agresora, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

 Artículo 272.- Desistimiento activo 
Cuando el autor:  

1. desistiera de llevar adelante el hecho y evitara o disminuyera substancialmente el 
peligro por él conocido, de que otros sigan realizando o preparando el hecho; o  

2. voluntariamente impidiera su consumación,  

el tribunal podrá atenuar la pena con arreglo al artículo 67 o 
prescindir de ella.   
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CAPITULO II HECHOS PUNIBLES CONTRA LA CONSTITUCIONALIDAD DEL 
ESTADO Y EL SISTEMA ELECTORAL  

  

  Artículo 273.- Atentado contra el orden constitucional  

1º  El que intentara lograr o lograra cambios del orden constitucional fuera de los 
procedimientos previstos en la Constitución, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta cinco años.  

2º  Se entenderá como orden constitucional la configuración de la República del 
Paraguay  como Estado, conforme lo disponen los artículos 1 al 3 de la Constitución.  

  

  
 
 

Artículo 274.- Sabotaje  

1º  El que actuando en forma individual o como cabecilla o inspirador de un grupo 
lograra que dentro del territorio nacional quedaren, total o parcialmente, fuera de 
funcionamiento o sustraídas a su finalidad:  

1. el correo o una empresa o instalación que sirva al transporte público;  

2. una instalación que sirva al suministro público con agua, luz o energía, o una empresa 
de importancia vital para el abastecimiento de la población;  

3. una entidad o instalación entera o mayoritariamente al servicio de la seguridad o el 
orden  público,  

y con ello intencionalmente apoyara esfuerzos contra la existencia, la seguridad o                                
el orden constitucional de la República, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta cinco años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 275.- Impedimento de las elecciones  

1º  El que con violencia o mediante amenaza de violencia impidiera o perturbara 
una elección o la constatación de su resultado, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En los casos particularmente graves la pena privativa de libertad no será  menor de 
cinco años.  

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 276.- Falseamiento de las elecciones  
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1º  El que votara sin estar habilitado, o de otra manera produjera un resultado falso de 
una elección, o falseara el resultado, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años o con multa.  

2º  La misma pena se aplicará al que proclamara o hiciera proclamar un resultado falso 
de una elección.  

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

 

  Artículo 277.- Falseamiento de documentos electorales  

El que:  

1. lograra su inscripción en el padrón electoral mediante declaración falsa;  

2. inscribiera a otro como elector, a sabiendas de que no tiene derecho a la 
inscripción;  

3. conociendo la habilitación de otro para elegir, impidiera su inscripción 
como elector; o   4. se hiciera proponer como candidato para una elección, pese a no ser 
elegible, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa, salvo 
que el hecho sea sancionado por otro artículo con una pena mayor.  
  

  Artículo 278.- Coerción al elector  

1º  El que mediante fuerza, amenaza de un mal considerable, presión económica o 
abuso de una relación de dependencia profesional o económica, coaccionara a otro o le 
impidiera elegir o ejercer su derecho electoral en un determinado sentido, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad será de uno a diez 
años.  

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

 

Artículo 279.- Engaño al elector  

1º  El que mediante engaño lograra que otro en el acto de votar errara sobre el 
sentido de su voto, no votara o votara inválidamente, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 280.- Soborno del elector  

1º  El que ofreciera, prometiera u otorgara una dádiva u otra ventaja a otro para que no 
votara o lo hiciera en un sentido determinado, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta cinco años o con multa.  
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2º  La misma pena se aplicará al que exigiera, se hiciera prometer o aceptara una dádiva 
u otra ventaja por no votar o por hacerlo en un sentido determinado.  

  

  Artículo 281.- Ámbito de aplicación  

Los artículos 275 al 280 se aplicarán en los casos de elecciones generales, 
departamentales o municipales, de los plebiscitos y referendos, así como en las 
elecciones interno-partidarias.   

 

 

CAPITULO III HECHOS PUNIBLES CONTRA LA SEGURIDAD EXTERNA DEL 
ESTADO  

  

  Artículo 282.- Traición a la República por revelación de secretos de Estado  

1º  El que:  

1. comunicara un secreto de Estado a una potencia extranjera o a uno de sus 
intermediarios; o  

2. con la intención de perjudicar a la República o de favorecer a una potencia 
extranjera hiciera accesible a otro o  revelara públicamente un secreto de 
Estado,  

y con ello produjera el peligro de perjudicar gravemente la seguridad exterior de la 
República, será castigado con pena privativa de libertad de uno a quince años.  

2º  Cuando teniendo el deber específico de guardar el secreto, el autor abusara de 
su posición para incurrir en los casos previstos en el inciso 1°,  la pena privativa de 
libertad podrá ser aumentada hasta veinticinco años.  

  

3º  Se entenderán como secreto de Estado los hechos, objetos o conocimientos que 
sean accesibles sólo a un número limitado de personas y que deben guardarse de 
cualquier potencia extranjera, para evitar el peligro de un grave perjuicio para la 
seguridad externa de la República.  

  

  Artículo 283.- Revelación de secretos de Estado  

1º  El que hiciera accesible a otro o revelara públicamente un secreto de Estado que 
debiera ser guardado por un ente oficial o por disposición de éste, y con ello expusiera 
a la República al peligro de un perjuicio grave para su seguridad exterior,  será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta cinco años, salvo que no sea aplicable el artículo 
anterior.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 284.- Casos menos graves de revelación  
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1º  El que hiciera accesible a otro un secreto de Estado señalado en el artículo anterior 
o lo revelara públicamente, y con ello culposamente causara el peligro de un grave 
perjuicio para la seguridad exterior de la República, será castigado con pena privativa 
de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º  El que por su función o un mandato del ente competente tuviera acceso a un secreto 
de Estado y culposamente lo hiciera accesible a otro no autorizado, causando con ello 
el peligro de un grave perjuicio para la seguridad exterior de la República, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

3º  La persecución penal del hecho dependerá de la autorización del Poder Ejecutivo.  

  

  Artículo 285- Obtención de secretos de Estado  

1º El que con el fin de realizar una traición conforme al artículo 282 obtuviera un secreto 
de Estado, será castigado con pena privativa de libertad de uno a diez años.  

2º El que con el fin de realizar un hecho en los términos del artículo 283 obtuviera un 
secreto de Estado que debiera ser guardado por un ente oficial o por determinadas 
personas por disposición  del ente, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años. Será castigada también la tentativa.  

  
 

CAPITULO IV HECHOS PUNIBLES CONTRA ORGANOS CONSTITUCIONALES  

  

  Artículo 286.- Coacción a órganos constitucionales  

1º El que mediante fuerza o amenaza de fuerza coaccionara a:  

1. la Convención Nacional Constituyente;  

2. el Congreso Nacional, a sus Cámaras o a una de sus comisiones;  

3. la Corte Suprema de Justicia; o  

4. el Tribunal Superior de Justicia Electoral,  

con el fin de que no ejerzan sus facultades o lo hagan en un sentido determinado, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años.  

2º  En los casos menos graves, la pena privativa de libertad será de hasta cinco años.  

 Artículo 287.- Coacción al Presidente de la República y a los miembros de un 
órgano constitucional  

1º  El que  mediante fuerza o amenaza de fuerza coaccionara:  

1. al Presidente o al Vice Presidente de la República;  

2. a un miembro del Congreso Nacional;  

3. a un miembro de la Corte Suprema de Justicia; o  

4. a un miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral,  

con el fin de que no ejerzan sus facultades o lo hagan en un determinado sentido, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años.  
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2º  En casos particularmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta diez años.  

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
CAPITULO V HECHOS PUNIBLES CONTRA LA DEFENSA DE LA REPUBLICA  

  

  Artículo 288.- Sabotaje a los medios de defensa  

1º El que destruyera, dañara, alterara, inutilizara o removiera instalaciones, obras u 
otros medios semejantes, útiles para la defensa nacional o para la protección de la 
población civil contra los peligros de la guerra, con el fin de perjudicar la capacidad de 
defensa o el esfuerzo bélico de la República, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta cinco años.  

2º  La misma pena será aplicada al que fabricara o proveyera  medios o materiales de 
defensa defectuosos y con ello, a sabiendas, produjera un peligro señalado en el inciso 
anterior.   

3º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

4º  Cuando el autor no produjera el peligro a sabiendas, pero lo hiciera teniéndolo 
como posible  o culposamente, se le aplicará una pena privativa de libertad de hasta 
cinco años o multa, salvo que el hecho sea sancionado por otro artículo con una pena 
mayor.  

  

  TITULO VIII  

  HECHOS PUNIBLES CONTRA LAS FUNCIONES DEL ESTADO  

  CAPITULO I  

HECHOS PUNIBLES CONTRA LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA  

  

  Artículo 289.- Denuncia falsa  

El que a sabiendas y con el fin de provocar o hacer continuar un procedimiento contra 
otro:  

1. le atribuyera falsamente, ante autoridad o funcionario competente para recibir 
denuncias, haber realizado un hecho antijurídico o violado un deber 
proveniente de un cargo público;  

2. le atribuyera públicamente una de las conductas señaladas en el numeral 
anterior; o  3. simulara pruebas contra él,  

será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

  

  Artículo 290.- Publicación de la sentencia  

Cuando el hecho señalado en el artículo anterior se haya realizado públicamente o 
mediante las publicaciones señaladas en el artículo 14, inciso 3º se aplicará, en lo 
pertinente, lo dispuesto en el artículo 60. En caso de muerte de la víctima, el derecho 
de publicación pasará a los herederos.  
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  Artículo 291.- Simulación de un hecho punible  

1º  El que a sabiendas proporcionara a una autoridad o a un funcionario competente para 
recibir denuncias la información falsa de que:  

1. se ha realizado un hecho antijurídico; o  

2. sea inminente la realización de un hecho antijurídico señalado en el artículo 240, 
inciso 1º, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º La misma pena será aplicada al que, a sabiendas, intentara proporcionar a dicha 
autoridad o funcionario una información falsa sobre el participante de un hecho 
antijurídico o de la inminente realización de un hecho señalado en el artículo 240, inciso 
1º.  

  

  Artículo 292.- Frustración de la persecución y ejecución penal  

1º  El que intencionalmente o a sabiendas impidiera que otro fuera condenado a una 
pena o sometido a una medida por un hecho antijurídico, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

2º  La misma pena se aplicará al que intencionalmente o a sabiendas, impidiera total o 
parcialmente la ejecución de la condena de otro a una pena o medida.  

3º  La pena no excederá de la prevista para el hecho realizado por el otro.  

4º  En estos casos, será castigada también la tentativa.  

5º  No será castigado por frustración el que mediante el hecho tratara de impedir ser 
condenado a una pena o sometido a una medida, o que la condena se ejecutara.  

6º  Quedará eximido de pena el que realizara el hecho en favor de un pariente.  

  

  Artículo 293.- Realización del hecho por funcionarios  

1º  Cuando el autor del hecho señalado en el artículo anterior fuera un funcionario 
encargado de la colaboración en:  

1. el procedimiento penal o el procedimiento sobre la aplicación de una medida; o  

2. la ejecución de una pena o de una medida señalados en los artículos 72 y 86 al 96,  

la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta cinco años.   

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa y no se aplicarán los incisos 3º y 
6º del artículo anterior.  

  

  Artículo 294.- Liberación de presos  

1º  El que liberara a un interno, le indujera a la fuga o le apoyara en ella, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa. Será castigada también la 
tentativa.  

2º Cuando el autor:  
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 1. fuera funcionario público o prestare servicio en la institución 
penitenciaria; y  2. estuviera especialmente obligado a evitar la 
evasión, se aplicará una pena privativa de libertad de hasta siete años.  

  Artículo 295.- Motín de internos  

1º  Los internos que, formando una gavilla y conjuntamente:  

1. coaccionaran conforme al artículo 120 o agredieran físicamente a un funcionario del 
establecimiento, a otro funcionario u otra persona encargada de la vigilancia, del 
cuidado o de la investigación,  

2. con violencia se evadieran; o   

3. con violencia procuraran la evasión de ellos o de otro, serán castigados con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

3º Cuando el autor u otro participante en el motín:  

1. portara un arma de fuego;  

2. portara otro tipo de arma con la intención de usarla; o  

3. mediante una conducta violenta pusiera a otro en peligro de muerte o de 
grave lesión corporal, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.  
  

  

CAPITULO II HECHOS PUNIBLES CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA  

  

  Artículo 296.- Resistencia  

1º El que, mediante fuerza o amenaza de fuerza, resistiera o agrediera físicamente a un 
funcionario u otra persona encargada oficialmente de ejecutar leyes, decretos, 
sentencias, disposiciones judiciales o resoluciones, y estuviere actuando en el ejercicio 
de sus funciones, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con 
multa.  

2º Cuando el autor u otro participante realizara el hecho portando armas u ocasionara a 
la víctima lesiones graves o la pusiera en peligro de muerte, la pena privativa de libertad 
podrá ser aumentada hasta cinco años.  

  

  Artículo 297.- Afectación de cosas gravadas  

1º El que total o parcialmente destruyera, dañara, inutilizara o de alguna manera 
sustrajera del poder del depositario una cosa secuestrada, embargada o incautada por 
una autoridad, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con 
multa.  

2º Será castigado con la misma pena el que arrancara, dañara o hiciera irreconocible 
un precintado o un sello oficial que señale cosas embargadas u oficialmente 
incautadas, haciendo total o parcialmente ineficaz el señalamiento.   
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3º No será castigado el hecho señalado en los incisos 1º y 2º cuando el secuestro, 
embargo, precintado o sellamiento no haya sido realizado conforme a la ley.  

  

  Artículo 298.- Quebrantamiento del depósito  

1º El que destruyera, dañara, inutilizara o de otra forma sustrajera total o parcialmente 
de la disposición oficial documentos u otras cosas muebles que:   

1. se encuentren en custodia oficial; o  

2. hayan sido confiados a la guarda del autor o de un tercero, será castigado 
con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2º El que realizara el hecho respecto a una cosa que se le haya confiado en su 
calidad de funcionario público o que en esta calidad le haya sido accesible, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

  

  Artículo 299.- Daño a anuncios oficiales  

El que a sabiendas arrancara, rompiera, desfigurara, hiciera irreconocible o alterara el 
contenido de un documento oficial, fijado o expuesto para el conocimiento público, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa.  

  

CAPITULO III HECHOS PUNIBLES CONTRA EL EJERCICIO DE FUNCIONES 
PÚBLICAS  

  

  Artículo 300.- Cohecho pasivo  

1º El funcionario que solicitara, se dejara prometer o aceptara un beneficio a cambio 
de una contraprestación proveniente de una conducta propia del servicio que haya 
realizado o que realizará en el futuro, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta tres años o con multa.  

2º El juez o árbitro que solicitara, se dejara prometer o aceptara un beneficio como 
contraprestación de una resolución u otra actividad judicial que haya realizado o que 
realizará en el futuro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta  cinco años 
o con multa.  

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 301.- Cohecho pasivo agravado  

1º El funcionario que solicitara, se dejara prometer o aceptara un beneficio a cambio de 
un acto de servicio ya realizado o que realizará en el futuro, y que lesione sus deberes, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta  cinco años.  

2º El juez o árbitro que solicitara, se dejara prometer o aceptara un beneficio a cambio 
de una resolución u otra actividad judicial ya realizada o que realizará en el futuro, y 
lesione sus deberes judiciales, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
diez años.  
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3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

4º En los casos de los incisos anteriores se aplicará también lo dispuesto 
en el artículo 57.   

  Artículo 302.- Soborno  

1º El que ofreciera, prometiera o garantizara un beneficio a un funcionario a cambio de 
un acto de servicio ya realizado o que realizará en el futuro, y que dependiera de sus 
facultades discrecionales, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos 
años o con multa.  

2º El que ofreciera, prometiera o garantizara un beneficio a un juez o árbitro a cambio 
de una resolución u otra actividad judicial ya realizada o que realizará en el futuro, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.  

  

  Artículo 303.- Soborno agravado  

1º El que ofreciera, prometiera o garantizara un beneficio a un funcionario a cambio de 
un acto de servicio ya realizado o que realizará en el futuro, y que lesione sus deberes, 
será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años.  

2º El que ofreciera, prometiera o garantizara a un juez o árbitro un beneficio a cambio 
de una resolución u otra actividad judicial, ya realizada o que se realizará en el futuro, 
y que lesione sus deberes judiciales, será castigado con pena privativa de libertad de 
uno a cinco años.  

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  

  Artículo 304.- Disposiciones adicionales  

1º Será equiparada a la realización de un acto de servicio, en el sentido de los artículos 
de este capítulo, la omisión del mismo.  

2º Se considerará como beneficio de un árbitro, en el sentido de los artículos de este 
capítulo, la retribución que éste solicitara, se dejara prometer o aceptara de una parte, 
sin conocimiento de la otra, o si una parte se la ofreciere, prometiere o garantizare, sin 
conocimiento de la otra.  

  

  Artículo 305.- Prevaricato  

1º El juez, árbitro u otro funcionario que, teniendo a su cargo la dirección o decisión 
de algún asunto jurídico, resolviera violando el derecho para favorecer o perjudicar a 
una de las partes, será castigado con pena privativa de libertad de dos a cinco años.  

2º En los casos especialmente graves la pena privativa de libertad podrá ser aumentada 
hasta diez años.  

  

  Artículo 306.- Traición a la parte  

El abogado o procurador que, debiendo representar a una sola parte, mediante consejo 
o asistencia técnica, prestara servicios a ambas partes en el mismo asunto jurídico, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.   
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 Artículo 307.- Lesión corporal en el ejercicio de funciones públicas  

1º El funcionario que, en servicio o con relación a él, realizara o mandara realizar un 
maltrato corporal o una lesión, será castigado con pena privativa de libertad de hasta 
cinco años. En casos leves, se aplicará  pena privativa de libertad de hasta tres años o 
multa.  

2º En caso de una lesión grave conforme al artículo 112, el autor será castigado con pena 
privativa de libertad de dos a quince años.  

  
  Artículo 308.- Coacción respecto de declaraciones  

El funcionario que, teniendo intervención en un procedimiento penal u otros 
procedimientos que impliquen la imposición de  medidas, maltratara físicamente a otro, 
o de otro modo le aplicare violencia y así le coaccionara a declarar o a omitir una 
declaración, será castigado con pena privativa de libertad de dos a quince años. En 
casos leves, se aplicará la pena privativa de libertad de uno a cinco años.  

  
  Artículo 309.- Tortura  

1º El que con la intención de destruir o dañar gravemente la personalidad de la víctima 
o de un tercero, y obrando como funcionario o en acuerdo con un funcionario:  

  1. realizara un hecho punible contra  

a) la integridad física conforme a los artículos 110 al 112;  

b) la libertad de acuerdo a los artículos 120 al 122 y el 124;  

c) la autonomía sexual según los artículos 128, 130 y 131;  

d) menores  conforme a los artículos 135 y 136;  

e) la legalidad del ejercicio de funciones públicas de acuerdo a los artículos 307, 
308, 310 y 311; o  

  2. sometiera a la víctima a graves sufrimientos 
síquicos, será castigado con pena privativa de libertad 
no menor de cinco años.  
2º El inciso 1º se aplicará aun cuando la calidad de funcionario:  

1. careciera de un fundamento jurídico válido; o  

2. haya sido arrogada indebidamente por el autor.  

  
  Artículo  310.- Persecución de inocentes  

1º  El funcionario con obligación de intervenir en causas penales que, intencionalmente 
o a sabiendas, persiguiera o contribuyera a perseguir penalmente a un inocente u otra 
persona contra la cual no proceda una persecución penal, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta diez años. En casos leves, el hecho será  castigado con 
pena privativa de libertad de seis meses a cinco años.  
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2º  Cuando el hecho se refiera a un procedimiento acerca de medidas no privativas de 
libertad, se aplicará la pena privativa de libertad de hasta cinco años.  

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
  Artículo 311.- Ejecución penal contra inocentes  

1º El funcionario que, intencionalmente o a sabiendas, ejecutara una pena o medida 
privativa de libertad en contra de la ley,  será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta diez años. En casos leves, el hecho será castigado con pena privativa de 
libertad de uno a cinco años.  

2º El  inciso anterior será aplicado, en lo pertinente, también a la ejecución de una 
medida cautelar privativa de libertad.   

3º En estos casos, será castigada también la tentativa.  

  
Artículo 312.- Exacción.  

  
1°.- El funcionario encargado de la recaudación de impuestos, tasas 

y otras contribuciones que a sabiendas:  

1. recaudara sumas no debidas;  

2. no entregara, total o parcialmente, lo recaudado a la caja 
pública; o 3. efectuara descuentos indebidos, será castigado con pena 
privativa de libertad de uno a cinco años o con multa.  
  

  2°.- En estos casos, será castigada también la tentativa  
  

  Artículo 313.- Cobro indebido de honorarios  
1º  El funcionario público, abogado u otro auxiliar de justicia que, a sabiendas, cobrara 
en su provecho honorarios u otras remuneraciones no debidas, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta dos años o con multa.  

2º  En estos casos, será castigada también la tentativa.   

  
  Artículo 314.- Infidelidad en el servicio exterior  

1º El funcionario que en representación de la República ante un gobierno extranjero, 
una Comunidad de Estados o un organismo interestatal o intergubernamental, 
incumpliera una instrucción oficial o elevara informes falsos, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta cinco años o con multa.  

2º La persecución penal dependerá de la autorización del Poder Ejecutivo.  

  
  Artículo 315.- Revelación de secretos de servicio  

1º El funcionario que revelara un secreto que le haya sido confiado o cuyo 
conocimiento hubiera adquirido en razón de su cargo, atentando con ello contra los 
intereses públicos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o 
con multa. Como secreto se entenderán hechos, objetos o conocimientos, que sean 
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accesibles sólo a un número limitado de personas y que por ley o en base a una ley no 
deban comunicarse a terceros.  

2º En estos casos, será castigada también la tentativa.  
  

   Artículo 316.- Difusión de objetos secretos.  
  

1°.- El que fuera de los casos del artículo anterior, participara a otros o hiciera 
públicos objetos, documentos escritos, planos o maquetas, señalados como secretos por:  

1. un órgano legislativo o por una de sus comisiones; o   

2. un órgano administrativo, y con ello pusiera en peligro 
importantes intereses públicos, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta tres años o con multa.  

  
2º.- La persecución penal dependerá de la instancia del presidente del órgano 
legislativo o del titular del  

órgano administrativo  
  

  

   

  
 Artículo 317.- Violación del secreto de correo y telecomunicación  

1º El que sin autorización comunicará a otro hecho protegido por el secreto postal y 
de telecomunicación, y que los haya conocido como empleado de los servicios 
respectivos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con 
multa.  

2º Será castigado con la misma pena, quien como empleado del correo o de 
telecomunicaciones y sin autorización:  

1. abriera un envío que le haya sido confiado para su transmisión al correo o a la 
oficina de telecomunicaciones, o se enterara del contenido, sin abrirlo, 
mediante medios técnicos;  

2. interviniera o estableciera, sin expresa autorización judicial, escuchas en una 
línea telefónica u otro medio telecomunicativo o las grabara;  

3. suprimiera un envío confiado al correo o la oficina de telecomunicaciones para 
la transmisión por vía postal o telecomunicativa; o  

4. ordenara o tolerara las conductas descritas en este inciso y en el anterior.  

3º Será aplicado lo dispuesto en los incisos 1º y 2º a la persona que:  

1. por el correo o mediante la autorización de éste, le sea confiada las funciones 
de servicio postal;  

2. sin pertenecer al correo u oficina de telecomunicaciones supervisara, sirviera 
o realizara sus actividades en instalaciones de telecomunicaciones que sirvan 
al tránsito público;  
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3. sin pertenecer al correo u oficina de telecomunicaciones, pero en calidad de 
funcionario público, efectúe una intervención no autorizada, en el secreto 
postal y telecomunicativo.  

  

  Artículo 318.- Inducción a un subordinado a un hecho punible  

El superior que indujera o intentará inducir al subordinado a la realización de un 
hecho antijurídico en el ejercicio de sus funciones o tolerará tales hechos, será 
castigado con la pena prevista para el hecho punible inducido.  

  

TITULO IX HECHOS PUNIBLES CONTRA LOS PUEBLOS CAPITULO UNICO 
GENOCIDIO Y CRIMENES DE GUERRA  

  

  Artículo 319.- Genocidio  

El que, con la intención de destruir, total o parcialmente, una comunidad o un grupo 
nacional, étnico, religioso o social:  

1. matara o lesionara gravemente a miembros del grupo;  

2. sometiera a la comunidad a tratamientos inhumanos o condiciones de existencia que 
puedan destruirla total o parcialmente;  

3. trasladará, por fuerza o intimidación a niños o adultos hacia otros grupos o lugares 
ajenos a los de su domicilio habitual;  

4. imposibilitara el ejercicio de sus cultos o la práctica de sus costumbres;  

5. impusiera medidas para impedir los nacimientos dentro del grupo; y 6. forzara a la 
dispersión de la comunidad, será castigado con pena privativa de libertad no menor 
de cinco años.  

  

  
  Artículo 320.- Crímenes de guerra  

El que, violando las normas del derecho internacional en tiempo de guerra, de 
conflicto armado o durante una ocupación militar, realizara en la población civil, en 
heridos, enfermos o prisioneros de guerra, actos de:  

1. homicidio o lesiones graves;  

2. tratamientos inhumanos, incluyendo la sujeción a experimentos médicos o científicos;  

3. deportación;  

4. trabajos forzados;  

5. privación de libertad;  

6. coacción para servir en las fuerzas armadas enemigas; y  

7. saqueo de la propiedad privada y su deliberada destrucción, en especial de bienes 
patrimoniales de gran valor económico o cultural,  

será castigado con pena privativa de libertad no menor de cinco años.  
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LIBRO TERCERO PARTE FINAL  

  

TITULO UNICO DISPOSICIONES FINALES  

  

  Artículo 321.- Adaptación general de las sanciones en leyes penales especiales  

En cuanto las leyes penales especiales vigentes no sean expresamente modificadas por 
este Código, las sanciones previstas en ellas se adaptarán de la siguiente manera:  

1. cuando la ley prevea una pena privativa de libertad menor de un año, la 
sanción será reemplazada por la de pena de multa.  

2. cuando la ley prevea una pena privativa de libertad con un mínimo menor de 
seis meses, se suprimirá este mínimo.   

3. cuando la ley prevea como única sanción una pena privativa de libertad no 
mayor de tres años, se agregará como sanción facultativa la pena de multa.  

4. cuando la ley prevea como sanción única o alternativa una multa, sea ella 
facultativa o acumulativa, la sanción sólo será pena de multa.  

  

  Artículo 322.-  Atenuante para menores penalmente responsables  

Hasta que una ley especial no disponga algo distinto, se considerará como circunstancia 
atenuante de la responsabilidad criminal el que el autor tenga entre catorce y diez y ocho 
años de edad.    

  

 Artículo 323.-  Derogaciones 
Quedan derogados:  
1° El Código Penal promulgado el 18 de junio de 1914 y sus modificaciones posteriores, 
con excepción de los artículos, 349, 350, 351, 352 con modificación y 353, cuyos textos 
se transcriben a continuación:  

  

  Artículo 349.- “La mujer que causare su aborto, por cualquier medio empleado 
por ella misma o por un tercero con su consentimiento, será castigada con penitenciaría 
de quince a treinta meses”.  

“Si hubiere obrado en el interés de salvar su honor será castigada con prisión de seis a 
doce meses”.  

  
Artículo 350.- “La pena será de cuatro a seis años si por razón de los medios 

empleados para causar el aborto o por el hecho mismo del aborto resultare la muerte de 
la mujer”.  

“Si la muerte de la mujer resultare de haber empleado para hacerla abortar medios más 
peligrosos que los consentidos por ella, la pena será de seis a ocho años de 
penitenciaría”.  
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 Artículo 351.- “El que sin el consentimiento de la paciente causare dolosamente el 
aborto de una mujer, empleando violencia o medios directos, será castigado con tres a 
cinco años de penitenciaría”.  

“Si resulta la muerte de la mujer, el culpable sufrirá de cinco a diez años de 
penitenciaría”.  

“En los demás casos, el aborto no consentido por la paciente será castigado con 
dos a cinco años de penitenciaría”.   

  Artículo 352.- “Las penas establecidas en los tres artículos precedentes, serán 
aumentadas en un cincuenta por ciento cuando el culpable fuere el propio marido de la 
paciente”.  

“El mismo aumento se aplicará a los médicos cirujanos, curanderos, parteras, 
farmacéuticos, sus practicantes y ayudantes, los fabricantes o vendedores de 
productos químicos y estudiantes de medicina que a sabiendas hubiesen indicado, 
suministrado o empleado los medios por los cuales se hubieren causado el aborto o 
hubiere sobrevenido la muerte”.  

“Estará sin embargo exento de responsabilidad cualquiera de éstos que justificare haber 
causado el aborto indirectamente, con el propósito de salvar la vida de la mujer puesta 
en peligro por el embarazo o por el parto”.  

  

 Artículo 353.- “En caso de aborto, causado para salvar el honor de la esposa, madre, 
hija o hermana, las penas correspondientes serán disminuidas a la mitad”.  

  

  2º. las demás disposiciones legales contrarias a este Código.  

  

  Artículo 324.- Edición oficial  

El Poder Ejecutivo dispondrá la inmediata publicación de cinco mil ejemplares de la 
edición oficial de esta Ley.  

  

  Artículo 325.- Entrada en vigor  

Este Código entrará en vigor un año después de su promulgación.  

Artículo 2º.- Derogaciones. Ley Nª 3440 - 2008  
  
Deróguense:  

1°. - Los artículos 349 al 353 del Código Penal promulgado el18 de junio de 
1914;  
2°. - Los tipos penales y sus sanciones, contenidos en las siguientes leyes:  

1. LEY N° 868/81 "DE DIBUJOS Y MODELOS INDUSTRIALES"  
2. LEY N° 1.294/98 "DE MARCAS"  
3. LEY N° 1.328 "DE DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS"  
4. LEY N° 2.849/05 "ESPECIAL ANTISECUESTRO"  
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5. LEY N° 2.880/06 "QUE REPRIME HECHOS PUNIBLES CONTRA EL 
PATRIMONIO DEL ESTADO"  

6. LEY N° 2.861/06 "QUE REPRIME EL COMERCIO Y LA DIFUSIÓN 
COMERCIAL O NO COMERCIAL DE MATERIAL PORNOGRÁFICO, 
UTILIZANDO LA IMAGEN U OTRA REPRESENTACIÓN DE  
MENORES O INCAPACES", a excepción de los artículos 8 -primer párrafo- y 
9.  

  
  3°. - Las demás disposiciones legales contrarias a esta Ley.  

  
4°. - Quedan expresamente excluidas de este artículo la Ley No. 1.680/01 

"Código de la Niñez y la Adolescencia" y la ley No. 1.600/00, Contra la Violencia 
Doméstica.  
  
  

  Artículo 326.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.  
  
Aprobada por la Honorable Cámara de Senadores el veintiún de agosto del año un mil 
novecientos noventa y siete y por la Honorable Cámara de Diputados, sancionándose la 
Ley, el dieciséis de octubre del año un mil novecientos noventa y siete, de conformidad 
al Artículo 207, Numeral 3) de la Constitución Nacional.  
  

Atilio Martínez Casado  
Presidente H. Cámara de Diputados  

  
Heinrich Ratzlaff Epp  

Secretario Parlamentario  
    

Rodrigo Campos Cervera  
Presidente H. Cámara de 
Senadores  

  
Elba Recalde  

Secretaria Parlamentaria  
Asunción, 26 de noviembre de 1997  

  
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial.  

  
El Presidente de la República  

  
  

Juan Carlos Wasmosy Monti  
  
  

Sebastián González 
Insfrán Ministro de 
Justicia y Trabajo  

  
  
  
  
  



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

250 
 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

251 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

LEY N° 5810/2017 
MERCADO DE VALORES 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

252 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Ley Nª 5810/2017 
 

MERCADO DE VALORES. 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Capítulo I 

Ámbito de aplicación 
 
Artículo 1.° La presente ley regula la oferta pública de valores y sus emisores, los valores 

de oferta pública, las bolsas de valores, las casas de bolsas, y en general, los demás participantes 
en el mercado de valores, así como la Comisión Nacional de Valores, en adelante "la Comisión". 

 
Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a los valores emitidos por el Poder 

Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda o por el Banco Central del Paraguay. 
 
Artículo 2.° Los usos y costumbres bursátiles se aplicarán supletoriamente a las leyes y 

resoluciones que rigen el mercado de valores. 
 
Artículo 3.° Se reserva en forma exclusiva el uso de las expresiones "bolsa", "bolsa de 

valores", "casa de bolsa" u otras semejantes o equivalentes en cualquier idioma, que impliquen la 
facultad de realizar algunas de las actividades que están sometidas a las disposiciones que rigen 
el mercado de valores, para ser utilizadas, respectivamente, por las personas que, de acuerdo con 
la presente ley, gocen de la autorización correspondiente. 

 
Capítulo II 

De la oferta pública y de los valores 
 
Artículo 4.° Es oferta pública de valores, aquella que se hace al público en general o a 

grupos determinados, por cualquier medio de comunicación o mediante ofrecimientos personales, 
para efectuar cualquier acto jurídico sobre los mismos. 

 
Artículo 5.° Toda oferta pública de valores requerirá autorización previa de la Comisión. 
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Artículo 6.° La Comisión podrá eximir a ciertas ofertas públicas del cumplimiento de 

alguno de los requisitos de la presente ley, mediante normas de carácter general. 
 
Los emisores que estén en liquidación, no podrán hacer oferta pública de valores. 
 
Artículo 7.° Los valores deberán ser negociables, tener las mismas características y 

otorgar iguales derechos dentro de su clase. 
 
Artículo 8.° Los valores se representarán en títulos, que son instrumentos necesarios para 

ejercitar el derecho literal y autónomo que en ellos se consigna. 
 
También podrá efectuarse oferta pública con valores no consignados por escrito que 

representen derechos de crédito, de suscripción, de propiedad, de participación, u otros, en cuyo 
caso, se deberán expedir certificados en los que consten los derechos que confieren, conforme lo 
reglamente la Comisión. 
 

No se encuentran comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley, los contratos de 
créditos concertados bajo la modalidad de financiamiento colectivo, ya sea a través de plataformas 
electrónicas, o a través de otros medios. 

 
Artículo 9.° Los valores objeto de oferta pública emitidos por el Estado, las 

gobernaciones, los municipios y las instituciones públicas centralizadas y descentralizadas, 
estarán sujetos a las disposiciones de esta ley únicamente en cuanto a su intermediación, en los 
casos en que esta se lleve a cabo por intermediarios de valores. La inscripción de estos títulos en 
el Registro del Mercado de Valores, en adelante el Registro, así como en la Bolsa, se hará 
mediante la simple solicitud del emisor, indicando todas las características de la emisión, y se 
entenderá efectuada de pleno derecho. 

 
Cuando la colocación de los valores emitidos referidos en el párrafo anterior se lleve a 

cabo a través de intermediarios de valores, deberán efectuarse vía Bolsa de Valores. La Comisión 
podrá exonerar a algunas emisiones del cumplimiento de esta obligación. 

 
Los valores, objeto de oferta pública, colocados por procedimiento distinto al anterior y 

a los efectos de su habilitación para negociación secundaria en bolsa, deberán ser igualmente 
registrados, para lo cual, las entidades públicas mencionadas comunicarán a la Comisión acerca 
de las características de los valores emitidos dentro de los quince días siguientes a su emisión. 

 
Las demás personas jurídicas en las que el Estado tenga participación y que emitan 

valores de oferta pública, se someterán en todo a lo dispuesto en la presente ley. 
 
Artículo 10. Las personas jurídicas constituidas en el exterior que pretendan realizar 

oferta pública de valores en el país, deberán sujetarse a las disposiciones de la presente ley y 
demás disposiciones normativas del mercado de valores. 

 
En todo caso, la autorización de la Comisión estará supeditada al tratamiento recíproco 

por parte del país extranjero, con relación a los valores nacionales o si, a juicio de la Comisión, 
convenga a los intereses del país. 

 
Artículo 11. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, las emisiones de valores 

extranjeros que se realicen en el país que provengan de empresas emisoras de países miembros 
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del Tratado de Asunción (Mercosur) o de países que se asocien a dicho tratado, se regirán por las 
pautas o normas establecidas por los protocolos suscritos por los países miembros. 

 
Dichas emisiones deberán inscribirse en el Registro, y estarán sometidas al régimen de 

información aplicable a los emisores locales. 
 
Artículo 12. Asimismo, las personas con valores o programas de emisión inscriptos 

en el Registro, que pretendan efectuar oferta de valores en el exterior, deberán presentar a la 
Comisión la información correspondiente, de acuerdo con las disposiciones de carácter general 
que esta entidad establezca. 
 

Capítulo III 
Del registro del Mercado de Valores 

 
Artículo 13. La Comisión reglamentará la forma, el ordenamiento y los medios de 

publicidad del Registro. 
 

Artículo 14. En el Registro, se inscribirán:  
 

a) los valores que sean objeto de oferta pública; 
 

b) los emisores, que podrán ser sociedades anónimas y las demás personas jurídicas 
que la Comisión autorice mediante reglamentación de carácter general; 

 
c) las bolsas de valores; 

 
d) las casas de bolsa; 

 
e) las sociedades administradoras de fondos; 

 
f) los auditores externos; 

 
g) las cámaras compensadoras; 

 
h) las cajas de valores; 

 
i) las sociedades calificadoras de riesgo; 

 
j) las sociedades secularizadoras; y, 

 
k) los que determinen otras Leyes o la Comisión, en su caso. 

 
Artículo 15. Solo podrá hacerse oferta pública de valores cuando estos y su emisor 

hayan sido inscriptos en el Registro, salvo excepciones de carácter general establecidas por 
la Comisión. 

 
El registro es público y las certificaciones que él otorgue harán plena fe. 

 
Artículo 16. Toda emisión de cualquier valor requerirá ser inscripta en el Registro, 

aunque sea de iguales características a los de una emisión ya registrada. 
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Artículo 17. Para proceder a la inscripción de un emisor, de un valor, o de un 
intermediario, la Comisión dispondrá de un plazo de quince días hábiles contados desde la 
fecha de recepción de la solicitud o de la presentación de documentos e informaciones que 
fuesen exigidos. Dicho plazo se suspenderá si la Comisión, mediante comunicación escrita, 
pide información adicional al peticionario o le solicita que modifique la petición o que 
rectifique sus antecedentes por no ajustarse estos a las normas establecidas, computándose un 
nuevo plazo de quince días hábiles cuando se haya cumplido con dicho trámite. 

 
Subsanándose los defectos o atendidas las observaciones formuladas en su caso y vencido 

el plazo a que se refiere el parágrafo precedente, la Comisión deberá efectuar la inscripción 
dentro de los tres días hábiles siguientes. 

 
Artículo 18. Además de la inscripción en el Registro, los emisores y los valores de 

oferta pública deberán estar inscriptos en una Bolsa de Valores, la cual deberá hacerlo dentro 
de un plazo máximo de diez días hábiles desde que fueron presentados los documentos 
aprobados por la Comisión. En caso contrario, se entenderá denegada la inscripción a los 
efectos señalados en el artículo 87. 

 
Capítulo IV 

De la información 
 

Sección I 
De la obligación de informar 

 
Artículo 19. Las entidades inscriptas en el Registro deberán informar a la Comisión, 

a la Bolsa y al público en general, respecto de su situación jurídica, económica, financiera y de 
otros hechos de importancia sobre sí mismos, los valores emitidos y la oferta que de estos se haga. 

 
La información antedicha deberá ser divulgada en forma veraz, suficiente y oportuna, con 

la periodicidad, publicidad y en la forma dispuesta por la Comisión, a través de normas de carácter 
general. 

 
Artículo 20. Todo prospecto de emisión de valores de las entidades regidas por esta 

ley, deberá contar con la aprobación previa de la Comisión.  
 
Toda publicidad o anuncio de la emisión por cualquier medio de comunicación a ser 

realizada en forma previa o posterior a su registro, deberá ser comunicada a la Comisión antes de 
su realización. 

 
Artículo 21. Las personas que directamente, o a través de otras, sean titulares del 10% 

(diez por ciento) o más del capital social de una sociedad de capital abierto, o que a causa de una 
adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, deberán informar a la Comisión y a cada 
una de las bolsas de valores del país donde la sociedad tenga valores registrados para su 
cotización, de toda adquisición o enajenación de acciones que efectúen de esa sociedad, dentro 
de los cinco días siguientes al de la transacción. 

 
Artículo 22. Cuando una o más personas directamente o a través de personas 

vinculadas, pretendan obtener el control de una sociedad sometida a la fiscalización de la 
Comisión a través de la oferta pública, deberán informar previamente tal propósito al público en 
general. En dicha información, se indicará a lo menos el precio y condiciones de la oferta. 
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Para los fines del presente artículo, enviará comunicación escrita a la Comisión y a las 
bolsas de valores y, cumplido lo anterior, se publicará un aviso destacado en un diario de 
circulación nacional. 

 
La adquisición de acciones solo podrá perfeccionarse transcurridos cinco días hábiles 

desde la fecha en que se publique el aviso a que se refiere el parágrafo anterior. 
 
Artículo 23. Las casas de bolsas cuyos representantes, asesores financieros y demás 

dependientes participen en la administración de un emisor de valores de oferta pública o de sus 
empresas vinculadas, quedarán obligadas a informar a sus clientes de esta situación, en la forma 
que determine la Comisión. 

 
Los intermediarios de valores deberán abstenerse de realizar para sí, o para personas 

vinculadas a los mismos, cualquier transacción de valores emitidos o garantizados por dicho 
emisor. 

 
Artículo 24. La publicidad, propaganda y difusión que por cualquier medio hagan 

emisores, casas de bolsa, bolsas de valores y cualesquiera otras personas que participen en una 
emisión o colocación de valores, no podrán contener declaraciones que puedan inducir a error al 
público sobre la naturaleza, precios, rentabilidad, rescates, liquidez, garantías o cualesquiera otras 
características de los valores de oferta pública o de sus emisores. 

 
Sección II 

De la información reservada y privilegiada 
 

Artículo 25. Con la aprobación de las tres cuartas partes de los directores en ejercicio 
podrá darse el carácter de reservado a ciertos hechos o antecedentes que se refieran a 
negociaciones aún pendientes que al ser divulgados de forma prematura puedan acarrear perjuicio 
al emisor. Tratándose de emisores no administrados por un directorio u otro órgano colegiado, la 
decisión de reserva debe ser tomada por todos los administradores. 

 
Las decisiones y acuerdos deberán ser comunicados a la Comisión al siguiente día hábil 

a su adopción. Asimismo, el directorio informará en forma continua acerca de los avances 
realizados en la negociación, a fin de que la Comisión establezca el tiempo máximo de la reserva 
en la información. 

 
Artículo 26. Se entiende por “información privilegiada” aquella no divulgada al 

mercado proveniente de un emisor referida a este, a sus negocios o a uno o varios valores por él 
emitidos o garantizados, cuyo conocimiento público sea capaz de influir en la cotización de los 
valores emitidos. 

 
También se entenderá por “información privilegiada” la que se tiene de las operaciones 

de valores a realizar, de adquisición o enajenación, por un inversionista institucional en el 
mercado de valores. 

 
Artículo 27. Salvo prueba en contrario, se presume que poseen información 

privilegiada las personas vinculadas a los inversionistas institucionales y a las casas de bolsa que 
operen con valores del emisor, así como las personas vinculadas a este último. 

 
Tratándose de las personas indicadas en este literal, la presunción señalada se entenderá 

referida exclusivamente a la información privilegiada definida en el parágrafo segundo del 
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artículo 26 y respecto de la información que tuvieren sobre la colocación de acciones de primera 
emisión que les hubiere sido encomendada. 

 
Artículo 28. Además, salvo prueba en contrario, se presume que tienen información 

privilegiada, en la medida en que puedan tener acceso al hecho objeto de la información, las 
siguientes personas: 
 

a) los directores, funcionarios, apoderados, consultores y asesores de la bolsa de 
valores; 

 
b) los socios y administradores de los auditores externos del emisor; 

 
c) los socios, administradores y miembros de los comités de calificación de las 

sociedades calificadoras de riesgo, que califiquen valores del emisor o a este último; 
 

d) los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los 
directores o administradores del emisor o del inversionista institucional; 

 
e) las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor; 

 
f) los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a 

emisores de valores de oferta pública o a fondos patrimoniales autorizados por ley; y, 
 

g) los cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, de 
las personas señaladas en los incisos anteriores. 

 
Artículo 29. Los directores, administradores o asesores que presten servicios a la 

sociedad y las personas que en razón de su cargo o posición hayan tenido o tengan acceso a 
información privilegiada, estarán obligados a dar cumplimiento a lo establecido en el siguiente 
artículo hasta un año de concluidas sus funciones. 
 

Artículo 30. Las personas que posean información privilegiada, tienen prohibido: 
 

a) revelar o confiar la información a otras personas hasta que esta se divulgue al 
mercado; 

 
b) recomendar la realización de las operaciones con valores respecto de los cuales 

se tiene información privilegiada; y, 
 

c) hacer uso indebido y valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de 
terceros, de la información privilegiada. 

 
Estas personas están obligadas a velar porque sus subordinados acaten las prohibiciones 

establecidas en el presente artículo; no obstante, quedarán liberadas de responsabilidades si 
demuestran haber puesto la debida diligencia al respecto. 

 
Capítulo V 

De los mercados Primarios y Secundarios 
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Artículo 31. Las operaciones o negociaciones con valores inscriptos en el Registro de 
Valores pueden ser primarias o secundarias y ambas pueden realizarse en transacciones públicas 
o privadas. 

 
Artículo 32. Las operaciones o negociaciones primarias son aquellas realizadas por el 

propio emisor o a través de un agente intermediario colocador, con el fin de obtener directamente 
del público la captación de recursos financieros por los valores colocados por primera vez, 
constituyéndose así el mercado primario de valores. 

 
Artículo 33. Las operaciones o negociaciones secundarias son las que se realizan con 

posterioridad a la primera colocación y quienes reciben los recursos son los titulares de los valores 
como vendedores de los mismos, sea a través de un intermediario de valores o actuando su titular 
directa y privadamente, fuera de bolsa; constituyéndose así el mercado secundario de valores. 
 

TÍTULO II 
De las Personas Vinculadas y de los Controladores 

 
Artículo 34. Se consideran vinculadas a las entidades fiscalizadas: 

 
a) a las personas con derecho a voto que controlen al menos el 10% (diez por ciento) 

del capital de las mismas; 
 

b) a las sociedades anónimas en las que estas controlen por lo menos el 10% (diez 
por ciento) del capital; 

 
c) a sus accionistas que tengan potestades de elegir en asambleas al menos un 

director; y, 
 

d) a sus directores, administradores, síndicos, auditores internos y apoderados. 
 

Los cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las 
personas referidas en los incisos anteriores, siempre que tengan participación en el capital de la 
sociedad. 
 

Artículo 35. Son también personas vinculadas aquellas que mediante acuerdo de 
actuación conjunta reúnan frente a la sociedad los requisitos de los incisos a), b) y c) del artículo 
anterior. 

 
Artículo 36. La Comisión podrá calificar que entre dos o más personas existe acuerdo 

de actuación conjunta, por más que el instrumento respectivo no sea exhibido o no exista, tomando 
en consideración el número de empresas en cuya propiedad participen simultáneamente y la 
frecuencia de votación coincidente tanto para la elección de directores o administradores como 
en las asambleas extraordinarias de accionistas.  

 
Artículo 37. Previa reglamentación de carácter general, la Comisión también podrá 

calificar como personas vinculadas a las entidades fiscalizadas, a aquellas cuyo activo esté 
significativamente comprometido con las mismas, o entre las cuales exista un importante nivel de 
endeudamiento. 

 
Artículo 38. Las entidades fiscalizadas por la Comisión proporcionarán a esta y a la 

Bolsa información acerca de operaciones con sus personas vinculadas. 
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La Comisión determinará mediante reglamentación de carácter general el contenido, la 

periodicidad de la información y la publicidad de las operaciones con personas vinculadas. 
 
Artículo 39. La Comisión mantendrá un registro de las personas vinculadas, 

calificadas conforme a lo dispuesto en el presente capítulo, que será de conocimiento público. 
 
Artículo 40. La Comisión tendrá amplias facultades para requerir de las entidades 

fiscalizadas, de sus socios y de sus acreedores y deudores toda información necesaria para evaluar 
la posible calificación como personas vinculadas. 

 
Tratándose de sociedades anónimas con acciones al portador, la Comisión podrá tener 

por socios a quienes figuran como tales en el correspondiente libro de asistencia a las asambleas 
de los últimos dos años, salvo prueba en contrario. 

 
Artículo 41. Entre las entidades fiscalizadas y sus personas vinculadas no podrá 

tenerse participación recíproca en sus respectivos capitales. Tampoco podrán hacerlo en forma 
indirecta, a través de otras personas físicas o jurídicas. 

 
Artículo 42. Se tendrá por filial aquella en la cual una matriz controla directamente o 

a través de otra persona más del 50% (cincuenta por ciento) de su capital con derecho a voto, o 
pueda designar o hacer elegir a la mayoría de sus directores o administradores. 

 
También son consideradas vinculadas, aquellas entidades que cuenten con la misma 

entidad controlante o matriz. 
 
Artículo 43. La participación recíproca en el capital que ocurra en virtud de fusiones 

o de adquisiciones del control de sociedades anónimas, deberá constar en las respectivas 
memorias y terminar en el plazo de un año desde que el evento ocurra. 

 
Artículo 44. Las operaciones entre sociedades anónimas matrices y filiales entre sí, 

como asimismo entre las demás personas vinculadas, deberán conservar condiciones de equidad, 
similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, salvo autorización expresa de las 
asambleas respectivas.  

 
Los directores serán responsables personalmente de las operaciones hechas en infracción 

a este artículo. 
 

Artículo 45. En la memoria anual, el directorio deberá señalar las inversiones de la 
sociedad en sociedades filiales o vinculadas y las modificaciones ocurridas durante el ejercicio, 
debiendo dar a conocer a los accionistas los balances de las referidas empresas y las memorias 
explicativas de sus negocios. 

 
Las notas explicativas de los estados contables que hacen referencia a las inversiones, 

deberán contener información precisa sobre las sociedades vinculadas y filiales, en la forma que 
determine la Comisión. 

 
En todo caso, la existencia de inversiones en sociedades filiales obliga a la sociedad 

matriz a exponer en nota anexa el cuadro de pérdidas y ganancias y los resultados de las 
inversiones en forma consolidada. 
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Artículo 46. Las operaciones de la sociedad filial en que algún director de la sociedad 
matriz tuviere interés, solo podrán celebrarse en la forma y condiciones del artículo 44. 

 
Los acuerdos que se adopten serán dados a conocer en la primera asamblea ordinaria de 

accionistas de ambas sociedades, por quienes las presidan. 
 
Artículo 47. Es controlador de una sociedad toda persona o grupo de personas con 

acuerdo de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas físicas o jurídicas, 
participa en su propiedad y tiene poder de decisión para realizar alguna de las siguientes 
actuaciones: 

 
a) tratándose de sociedades anónimas de capital abierto puedan asegurar la mayoría de 

votos en las asambleas de accionistas y elegir a la mayoría de los directores; 
 
b) asegurar la mayoría de votos en las sesiones de directorio; 

 
c) designar al administrador o representante legal en otro tipo o en otra sociedad; o, 

 
d) influir decisivamente en la administración de la sociedad. 

 
Cuando un grupo de personas tiene acuerdo de actuación conjunta para ejercer influencia 

en alguna de las formas antes señaladas, cada una de ellas será considerada miembro del grupo 
controlador. 
 

Artículo 48. Se entenderá que influye decisivamente en la administración o en la 
gestión de una sociedad toda persona, o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta 
que, directamente o a través de otras personas físicas o jurídicas, controla al menos un 25% 
(veinticinco por ciento) del capital con derecho a voto de la sociedad, o del capital de ella si no 
se tratare de una sociedad por acciones, con las siguientes excepciones: 
 

a) que exista otra persona, u otro grupo de personas con acuerdo de actuación 
conjunta, que controle, directamente o a través de otras personas físicas o jurídicas, un 
porcentaje igual o mayor; 

 
b) que no controle directamente o a través de otras personas físicas o jurídicas más 

del 40% (cuarenta por ciento) del capital con derecho a voto de la sociedad, o del capital 
de ella si no se tratare de una sociedad por acciones y que simultáneamente el porcentaje 
controlado sea inferior a la suma de las participaciones de los demás socios o accionistas 
con más de un 5% (cinco por ciento) de dicho capital. Para determinar el porcentaje en 
que participen dichos socios o accionistas, se deberá sumar el que posean por sí solos con 
el de aquellos con quienes tengan acuerdo de actuación conjunta; y, 

 
c) cuando así lo determine la Comisión en consideración a la distribución y 

dispersión de la propiedad de la sociedad. 
 

TÍTULO III 
De la Emisión de Títulos Representativos de Deuda 

 
Sección I 

De la emisión de bonos en general 
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Artículo 49. La oferta pública de valores representativos de deuda podrá efectuarse 
mediante bonos, sujetándose a lo dispuesto en el presente capítulo, en las resoluciones dictadas 
por la Comisión y, supletoriamente, en las disposiciones que no se contrapongan sobre 
obligaciones negociables o debentures contenidas en el Código Civil, cuya terminología deberá 
adecuarse, en cuanto difiera, a la utilizada en este capítulo. 

 
Los bancos y las otras entidades financieras que estuvieran autorizados para emitir bonos, 

deberán cumplir con los requisitos de la normativa que les rige y los que se establecen en este 
Capítulo. 

 
Artículo 50. Salvo disposición en contrario de los estatutos, el directorio está 

suficientemente facultado para la emisión de bonos, sin necesidad de obtener el acuerdo previo 
de la asamblea de accionistas, ello sin perjuicio de dar cuenta acerca de la respectiva emisión, en 
la próxima asamblea. 

 
Artículo 51. El emisor de los bonos podrá designar un representante de los 

obligacionistas o fiduciario, en cuyo caso celebrará con el mismo un contrato de emisión de bonos, 
que contendrá como mínimo las previsiones de los artículos 1.140 y 1.141 del Código Civil. 

 
De no ser designado por el emisor, los obligacionistas podrán nombrar dicho 

representante en asamblea de obligacionistas. 
 
La remuneración del representante de los obligacionistas recaerá en quien lo haya 

designado. 
 
Artículo 52. Solo los bancos y las demás entidades financieras, los intermediarios de 

valores, las empresas fiduciarias u otras entidades especializadas autorizadas al efecto por la 
Comisión, podrán ser designados como representantes de los obligacionistas. 

 
No podrá designarse como representante de los obligacionistas al emisor, ni a las personas 

vinculadas con el mismo. 
 
Artículo 53. Además de las previstas en el artículo 1.145 del Código Civil, las 

funciones del representante de los obligacionistas son las siguientes: 
 

a) velar por el cumplimiento de los compromisos asumidos por el emisor frente a 
los obligacionistas; 

 
b) verificar que las garantías de la emisión hayan sido debidamente constituidas; 

 
c) comprobar la existencia y el valor de los bienes afectados en garantía y cuidar 

que se encuentren debidamente asegurados, al menos por un monto proporcional al 
importe de las obligaciones en circulación; 

 
d) requerir al emisor o a sus auditores externos, en todo momento y sin afectar la 

gestión social, los informes escritos necesarios para una adecuada protección de los 
intereses de sus representados; 

 
e) guardar estricta reserva de la información interna del emisor de que hubiera 

tomado conocimiento, sin perjuicio del pleno ejercicio de las facultades con que cuenta 
para el cumplimiento de sus funciones; y, 
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f) las demás impuestas por la Comisión, el Código Civil, el contrato de emisión y 

la Asamblea de Obligacionistas. 
 

Artículo 54. El representante de los obligacionistas no podrá apartarse de sus 
funciones hasta que la Asamblea de Obligacionistas designe a su sustituto, haciendo efectivo el 
ejercicio de sus funciones a partir de su designación por la Asamblea. 

 
Artículo 55. El representante de los obligacionistas tendrá a su cargo la defensa de los 

derechos e intereses que colectivamente correspondan a los obligacionistas, a cuyo efecto estará 
investido de las facultades ordinarias y especiales a que se refiere el artículo 1.144 del Código 
Civil.  

 
Artículo 56. Los títulos de los bonos deberán contener al menos las menciones 

establecidas en el artículo 1.137 del Código Civil. 
 
Los emisores podrán emitir títulos globales de sus obligaciones negociables, cumpliendo 

con los requisitos del párrafo anterior, para su inscripción en regímenes de depósito colectivo. 
Estos títulos se consideran definitivos, negociables y divisibles.  

 
Artículo 57. Los bonos podrán emitirse con cláusulas de reajuste monetario a ser 

aprobadas por la Comisión. 
 
Artículo 58. Solo podrán preverse procedimientos de rescates anticipados que se 

efectúen mediante sorteos u otros mecanismos que aseguren un tratamiento equitativo para todos 
los tenedores de bonos. 

 
Artículo 59. La emisión de bonos podrá efectuarse con las garantías establecidas en el 

Código Civil.  
 
Las garantías se constituyen por las manifestaciones que el emisor realice en las 

resoluciones que dispongan la emisión y deben inscribirse, cuando corresponda según su tipo, en 
los registros correspondientes. 

 
La inscripción en dichos registros deberá ser acreditada ante la Comisión con anterioridad 

al comienzo del período de colocación. La hipoteca se constituirá y cancelará por declaración 
unilateral de la emisión cuando no concurra un representante de los obligacionistas en los 
términos del artículo 51 y no requiere de la aceptación por los acreedores. La cancelación solo 
procederá si media certificación contable acerca de la amortización o rescate total de las 
obligaciones negociables garantizadas, o conformidad unánime de los obligacionistas; requerirá 
además la conformidad de la Comisión. 

 
Artículo 60. Dicha emisión podrá también garantizarse mediante fianzas bancarias, 

depósitos bancarios, certificados bancarios en moneda extranjera depositados en una entidad 
financiera del país, pólizas de caución de empresas de seguros u otras que la Comisión establezca 
mediante disposiciones de carácter general. 

 
Artículo 61. En el caso de la emisión de bonos con garantías, se podrá designar un 

representante de obligacionistas a cuyo nombre se constituirán las citadas garantías. 
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Artículo 62. Las citaciones y notificaciones que de acuerdo con la ley deben 
practicarse respecto de los acreedores hipotecarios o prendarios, se entenderán cumplidas al 
efectuarse al representante de los tenedores de bonos, en caso de que se haya optado por su 
designación. 
 

Artículo 63. Corresponde a la asamblea de obligacionistas aceptar o no las decisiones 
de la sociedad relativas a la anticipación o la prórroga del plazo establecido para la redención de 
las obligaciones o su conversión en acciones cuando no hubiera sido prevista en el contrato de 
emisión y, en general, sobre toda modificación de las condiciones de emisión. 

 
Artículo 64. Los bonos convertibles en acciones solo podrán emitirse por decisión de 

la asamblea extraordinaria de accionistas de la sociedad, la cual deberá determinar las bases y 
modalidades de la conversión y acordará aumentar el capital en la cuantía necesaria. 

 
Artículo 65. Los accionistas tendrán derecho de suscripción preferente sobre las 

obligaciones convertibles en acciones que emita la sociedad, de acuerdo con su clase y en 
proporción a sus respectivas tenencias. 

 
Artículo 66. La asamblea extraordinaria de accionistas puede suprimir el derecho de 

preferencia para la suscripción de obligaciones convertibles con la mayoría exigida por el artículo 
1.091 del Código Civil, acordándose en dicho caso a los socios disconformes el derecho conferido 
en el artículo 1.092 del Código Civil. 

 
Artículo 67. En tanto existan bonos convertibles, no se podrá acordar una reducción 

de capital que implique la devolución de aportes a los accionistas o la condonación de los 
dividendos pasivos a no ser que se ofrezca previamente a los obligacionistas la posibilidad de 
realizar la conversión antes de dicha reducción o que la operación sea aprobada por la totalidad 
de los obligacionistas. 

 
Mientras existan bonos convertibles, si se produce un aumento de capital con cargo a 

utilidades o reservas o se reduce el capital por pérdidas, se deberá modificar la relación de cambio 
de los bonos por acciones en proporción a la cuantía del aumento o la reducción, de forma tal que 
afecte de igual manera a los accionistas y a los obligacionistas. Asimismo, en los casos de 
aumento de capital por nuevos aportes, se deberá efectuar el respectivo ajuste en la fórmula de 
conversión de bonos convertibles en acciones. 

 
Artículo 68. La Comisión reglamentará la emisión de bonos convertibles en acciones. 
 
Artículo 69. Además de los bonos pueden utilizarse como instrumentos 

representativos de deuda los pagarés, las letras de cambio o los otros valores que determine la 
Comisión. 

 
Sección II 

De la emisión de bonos sin información 
 

Artículo 70. Las entidades que no tengan información histórica o tengan información 
insuficiente, podrán emitir bonos para ser colocados mediante oferta pública, siempre que reúnan 
los siguientes requisitos: 
 

a) que la Comisión dicte una norma de carácter general que establezca las 
condiciones cómo se harán las emisiones respectivas; 
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b) que la colocación de las emisiones solo se efectúe en una bolsa de valores; y, 

 
c) que los adquirentes de tales valores únicamente puedan ser inversionistas 

institucionales, salvo que la emisión cuente con garantías eficaces o calificación de riesgo. 
 

Artículo 71. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los bonos que emitan 
las sociedades que se acojan a estas normas, no podrán exceder del 75% (setenta y cinco por 
ciento) máximo del patrimonio neto según balance anual debidamente informado por el contador 
de la sociedad emisora. 
 

Estas emisoras no podrán reducir su capital, incluso en los casos previstos por el Código 
Civil, sino en proporción al reembolso que se haga sobre las obligaciones por ellas emitidas, ni 
podrán cambiar su objeto, domicilio o denominación, acordar su disolución anticipada, ni 
enajenar sus principales activos. 
 

TÍTULO IV 
De las Bolsas y de los Intermediarios de Valores 

 
Capítulo I 

De las bolsas de valores 
 

Sección I 
De la constitución, reglamentación y funcionamiento 

 
Artículo 72. Las bolsas de valores, en adelante "las bolsas", funcionarán como 

sociedades anónimas con objeto social exclusivo, y con las demás características especiales 
previstas en el presente capítulo. 

 
Artículo 73. Las bolsas deberán incluir en su denominación la expresión: "Bolsa de 

Valores". 
 
Artículo 74. El objeto social de las bolsas será proveer a sus miembros la estructura, 

los mecanismos y los servicios necesarios para que puedan realizar eficientemente transacciones 
de valores; pudiendo ampliarse a transacciones relativas a productos, en cuyo caso se ajustarán a 
lo establecido en la ley especial que regula el establecimiento de las bolsas de productos y a las 
disposiciones de la Comisión. 

 
Será también actividad esencial de las bolsas promover y fomentar el desarrollo de un 

mercado público, regular, ágil, transparente, ordenado y competitivo. 
 
Las bolsas podrán efectuar, además, otras actividades que la Comisión les autorice o exija 

de acuerdo con sus facultades, y que sean conducentes al desarrollo del mercado de valores o 
productos. 

 
Artículo 75. Las bolsas deberán constituirse con un número de casas de bolsa no 

inferior a cinco. 
 
Artículo 76. La calidad de accionista de la bolsa habilita al propietario a constituir una 

casa de bolsa. 
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Cada accionista solo podrá ser propietario de una acción en la bolsa respectiva. 
 
Artículo 77. Las acciones de la bolsa serán nominativas, tendrán igual valor y 

otorgarán los mismos derechos. No podrán establecerse acciones con preferencias en el voto o 
patrimoniales. 

 
Artículo 78. Los accionistas no tendrán derecho de opción preferente para la 

suscripción de nuevas emisiones de acciones que realice la bolsa. 
 
Artículo 79. La compra de la acción que permita la constitución de una casa de bolsa 

se podrá hacer a través de una oferta en firme en bolsa por un período de hasta sesenta días, y por 
un precio no inferior al mayor valor entre el promedio de precio de transacciones en bolsa de su 
acción del último año y el valor libro actualizado a la fecha de la oferta. Si en ese período no se 
hubiera tenido oferta alguna de venta, el interesado podrá exigir de la bolsa la emisión de una 
acción y la bolsa estará obligada a emitirla, la que deberá ser adquirida al valor más alto de los 
previamente indicados. Los estatutos se considerarán modificados de pleno derecho en cuanto al 
aumento del capital social por el valor nominal de la acción emitida conforme al presente artículo, 
para lo cual bastará una resolución del Directorio de la Bolsa. 
 

Artículo 80. La enajenación de una acción de la bolsa se llevará a cabo de acuerdo con 
los procedimientos establecidos por el reglamento interno de la bolsa, previa comunicación al 
directorio de la misma. 

 
Artículo 81. En el caso establecido en el artículo 79, el adquirente deberá solicitar a la 

Comisión su inscripción como casa de bolsa dentro de los treinta días siguientes al de la compra 
de la acción, debiendo reunir todos los requisitos exigidos para el efecto. 

 
La transferencia y entrega de la acción, como asimismo el pago por su adquisición, 

estarán sujetos a la condición suspensiva de haber cumplido el interesado, dentro del plazo 
indicado, con todos los requisitos legales y reglamentarios para constituirse como casa de bolsa. 

 
Artículo 82. Las bolsas no podrán distribuir dividendos y sus utilidades se destinarán 

exclusivamente al desarrollo y perfeccionamiento de la actividad bursátil. 
 
Artículo 83. Las bolsas requerirán autorización de la Comisión para operar.  
 
Para su registro ante la Comisión, las bolsas deberán acreditar haber cumplido con los 

requisitos exigidos legal y reglamentariamente. 
 
Artículo 84. Las bolsas deberán dictar las normas necesarias para regular y vigilar las 

operaciones bursátiles y la actividad de las casas de bolsa, estableciendo la información que estas 
deban brindar. 

 
Los reglamentos internos de la bolsa deben ser aprobados previamente por la Comisión, 

y contendrán normas que fijen lo siguiente: 
 

a) los derechos y obligaciones de las casas de bolsa, en especial en lo concerniente 
a la oportunidad en que deben llevar al mercado las órdenes de sus clientes y a la 
prioridad, paridad y precedencia que deben darles; a las condiciones en que pueden 
efectuar negociaciones por cuenta propia; a la manera de efectuar las transacciones y la 
asesoría de inversión que brinden a sus clientes; 
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b) los derechos, obligaciones y sanciones de los emisores, en especial la obligación 

de informar sobre su situación jurídica, económica y financiera y sobre los hechos que 
pudieran influir en la cotización de sus valores inscriptos en la bolsa; 

 
c) la concesión a los inversionistas de un tratamiento justo, exento de fraudes, 

manipulación del mercado y aprovechamiento ilícito de la información u otras prácticas 
irregulares; 

 
d) los procedimientos operativos para las ruedas de bolsa y demás mecanismos de 

negociación, el registro de las cotizaciones y la divulgación de la información relativa a 
ellas y a los emisores; 

 
e) las sanciones a los miembros del directorio de la bolsa y a sus socios, así como a 

los funcionarios y a los empleados de estos, por infracción de la ley, las normas de la 
Comisión y el propio reglamento; 

 
f) el registro de los reclamos que se interpusiese contra las casas de bolsa y sus 

apoderados y empleados, así como el registro de las sanciones aplicadas por la bolsa y 
por la Comisión; y, 

 
g) las demás reglas que apruebe la Comisión. 

 
Artículo 85. Las bolsas podrán requerir de sus accionistas, en cualquier tiempo, el 

pago de cuotas para sufragar los gastos de manutención y reposición de sus bienes y de expansión 
y mejoramiento de sus actividades. El monto de las cuotas se establecerá mediante resolución del 
directorio de la bolsa. 

 
Artículo 86. La bolsa determinará el arancel de mantenimiento anual de registro de 

emisores y de inscripción de las diversas clases y categorías de valores, así como los derechos 
que percibirá por las transacciones de valores negociados en su recinto. El arancel deberá ser 
aprobado previamente por la Comisión, la que deberá expedirse en un plazo no superior a los 
treinta días hábiles a contar de la fecha de la solicitud. 

 
Artículo 87. Las personas cuya inscripción o la de sus valores les sea denegada, o que 

hayan sido suspendidas, expulsadas, u objeto de cualquier otra sanción o medida impuesta por las 
bolsas, podrán interponer recurso de apelación dentro de los diez días hábiles de la notificación 
de las medidas adoptadas. 

 
La apelación deberá interponerse ante la Comisión en escrito debidamente fundado, del 

cual se correrá traslado a la bolsa, por el plazo de diez días.  
 
La Comisión podrá, como medida de urgencia, suspender la aplicación de la sanción o 

medida dispuesta por la bolsa, u ordenar la inscripción respectiva si así lo estima procedente. 
 
Una vez contestado el traslado corrido a la bolsa, o transcurrido el plazo para hacerlo, la 

Comisión procederá, de acuerdo con las reglas establecidas para el procedimiento sumario, en el 
cual será también parte la bolsa. 

 
Artículo 88. Los documentos emitidos por las bolsas o por los intermediarios de 

valores, que acrediten la liquidación de una operación efectuada entre ellos o con sus clientes, 
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tendrán fuerza ejecutiva. Igualmente, tendrán fuerza ejecutiva los títulos y certificados emitidos 
conforme lo establecido en los artículos 8° y 56. 
 

Artículo 89. No podrán ser directores de una bolsa: 
 

a) las personas que hayan sido sancionadas por faltas graves con medidas de 
suspensión u otras sanciones por la Comisión o la Bolsa; 

 
b) las personas que hayan sido condenadas por los delitos establecidos en la presente 

ley, y en general, por hechos punibles contra el patrimonio y las relaciones jurídicas; y, 
 

c) las personas que estén en convocatoria de acreedores, hayan sido declaradas en 
quiebra, o estén inhibidas de sus bienes. 

 
Sección II 

De las ruedas de bolsa 
 
Artículo 90. Las operaciones en rueda de bolsa se regirán por la reglamentación 

interna de la bolsa y por lo dispuesto en los artículos siguientes. 
 
La presente sección será aplicable, además, en lo pertinente, a los sistemas electrónicos 

de negociación bursátil que apruebe la Comisión. 
 
Artículo 91. Durante el desarrollo de las negociaciones en rueda, el jefe de rueda podrá 

suspender las operaciones de un determinado valor, cuando se estime que existen factores que no 
son de conocimiento general, o que la información existente en el mercado, por ser incompleta o 
inexacta, impida que la negociación se efectúe en condiciones transparentes y competitivas. 

 
La suspensión deberá ser comunicada de inmediato en rueda, así como al emisor, a la 

respectiva Casa de Bolsa, a las demás bolsas nacionales o extranjeras en su caso, y a la Comisión. 
 
Artículo 92. Los valores que se negocian en rueda no son reivindicables, sin perjuicio 

de la responsabilidad de la casa de bolsa interviniente por el incumplimiento de las obligaciones 
que le competen, y de las acciones civiles o penales a que hubiere lugar. 

 
Artículo 93. Todas las operaciones concertadas por los miembros de una bolsa fuera 

de la rueda, pero dentro del recinto de la bolsa y que versen sobre valores inscriptos, deberán ser 
registradas a la iniciación de la rueda inmediatamente siguiente. 

 
Artículo 94. Los certificados expedidos por una bolsa de valores, a través de las 

personas autorizadas para el efecto, sobre el precio bursátil de un determinado valor inscripto en 
ella, tendrán la fuerza probatoria de los instrumentos públicos. 

 
Artículo 95. Todas las operaciones de valores que se concreten al contado deberán 

liquidarse en un plazo no mayor de setenta y dos horas, por conducto de la misma bolsa o por caja 
de valores, con la entrega de lo negociado y el pago del precio estipulado.  

  
Quedan prohibidas las operaciones nominales que no impliquen el traspaso del valor 

negociado, excepto aquellas realizadas por bolsa y que estén vinculadas a contratos de futuros o 
derivados, las que podrán liquidarse por diferencial de precios o contra la entrega del valor 
negociado. 
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Capítulo II 

De las garantías bursátiles 
 
Artículo 96. La bolsa deberá constituir un fondo de garantía a los efectos de garantizar 

el cumplimiento de las operaciones realizadas en su recinto. 
Artículo 97. Dicho fondo estará constituido con las contribuciones de las Casas de 

Bolsa, según los reglamentos internos de la bolsa. 
 
La Comisión podrá exigir garantías adicionales en la forma que determine, a los efectos 

de que el fondo guarde relación con los volúmenes negociados en bolsa. 
 
Artículo 98. Los recursos del fondo de garantía solo pueden ser invertidos en 

depósitos en instituciones financieras, valores representativos de deuda que cuenten con 
calificación de riesgo en una de las tres mejores categorías, valores no accionarios emitidos o 
garantizados por el Estado o por instituciones bancarias o financieras, así como otros que 
previamente autorice la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 

 
Artículo 99. La retribución que corresponde a la bolsa por la administración del fondo 

de garantía, debe ser aprobada mediante resolución de la Comisión. 
 
Artículo 100. Las garantías que tengan por objeto caucionar obligaciones de las casas 

de bolsa entre sí, o con las bolsas de valores, o con sus clientes, o de cualquiera de estos para con 
aquellos, se constituirán en la siguiente forma: 
 

a) si la garantía recayere sobre monedas, oro o plata, o títulos de crédito u otros 
valores mobiliarios al portador, la prenda se constituirá mediante el otorgamiento de un 
instrumento privado de fecha cierta, firmado por las partes ante una Casa de Bolsa que 
no sea parte en las obligaciones caucionadas, o ante el representante de la bolsa, en el que 
se individualizarán los bienes entregados en prenda; 

 
Además, será esencial la entrega material de los bienes dados en prenda al acreedor 

o a un tercero que de común acuerdo designen las partes; 
 

b) si la garantía recayere sobre títulos de crédito emitidos con la cláusula "a la orden" 
o que puedan transferirse mediante su endoso, la prenda se constituirá mediante el endoso 
en garantía del título y la entrega material del mismo, con la cláusula "valor en garantía" 
o "valor en prenda"; y, 

 
c) si la garantía recayere sobre acciones, bonos o valores mobiliarios nominativos, 

que contengan la cláusula de "no endosables", la prenda se constituirá mediante el 
otorgamiento del instrumento privado a que se refiere la letra a) precedente y la entrega 
material al acreedor de los títulos pertinentes, en los que se dejará constancia bajo la firma 
del deudor de su entrega en garantía al acreedor que señale. Si estas acciones, bonos o 
valores nominativos estuvieren sujetos a inscripción obligatoria en un Registro, la prenda 
constituida sobre ellos solo será oponible a terceros desde su inscripción en el Registro 
respectivo. 

 
En los casos a que se refiere el presente inciso, el deudor quedará liberado de toda 

responsabilidad si paga a quien le acredite su condición de acreedor por la garantía. 
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Artículo 101. Los bienes entregados en prenda de conformidad a los artículos anteriores 
y sus intereses, frutos e incrementos de cualquier naturaleza, responderán del pago íntegro de los 
créditos garantizados más sus accesorios.  

 
Lo prendado solo podrá ser embargado en juicios entablados por los acreedores a cuyo 

favor se constituyó la garantía, en cuanto ejerzan acciones protegidas por la garantía. 
 
Artículo 102. Una vez hechas exigibles las obligaciones garantizadas con títulos de 

crédito u otros valores mobiliarios, sin necesidad del juicio de ejecución prendaria, el acreedor 
pondrá a disposición de una bolsa de valores los bienes prendados para que se proceda a su venta 
en subasta pública, a más tardar al siguiente día hábil al de su entrega. 

 
Los créditos nominativos, cualquiera sea la forma de su otorgamiento y las cláusulas que 

contengan, se entregarán endosados por el acreedor garantizado a la bolsa de valores respectiva, 
para su transferencia al adjudicado en la subasta. 

 
Lo producido se entregará al acreedor al siguiente día hábil de realizada la subasta hasta 

el monto de la obligación garantizada, conforme a la liquidación que apruebe la bolsa. 
 
El remanente, si lo hubiere, será entregado al deudor por la bolsa, deducidos los gastos y 

comisiones. 
 
En caso que lo producido no cubra la obligación garantizada y sus accesorios, el acreedor 

podrá reclamar el cobro del saldo por la vía judicial, a cuyo efecto tendrá fuerza ejecutiva la 
liquidación certificada por la bolsa. 

 
Artículo 103. Si antes de hacerse exigibles las obligaciones garantizadas, vencieron los 

créditos que caucionan su cumplimiento, el acreedor prendario podrá proceder a su cobro y lo que 
obtuviere en pago se entenderá legalmente constituido en prenda, con la vigencia y con los efectos 
a que se refieren estas disposiciones.  

 
El dinero que el acreedor prendario obtuviera, de acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 

precedente, así como sus frutos e incrementos, serán percibidos por el acreedor o por el 
depositario de los bienes prendados por cuenta del deudor, salvo que las partes hubieran 
convenido expresamente que se depositen a interés o que el acreedor consienta en la devolución 
del dinero a cambio de otros títulos que garanticen las obligaciones caucionadas. 
 
 

Capítulo III 
De las Casas de Bolsa 

 
Sección I 

De las facultades 
 
Artículo 104. Se consideran intermediarios de valores aquellas personas jurídicas, 

denominadas Casas de Bolsa, que en forma profesional y habitual realizan las operaciones 
reguladas en el presente capítulo. La intermediación de valores es la actividad exclusiva para 
intermediarios de valores inscriptos en el Registro de la Comisión Nacional de Valores y las 
Bolsas, con demandantes y oferentes para la adquisición o enajenación de valores. 
 

El derecho de operar en bolsa será exclusivo e intransferible de las Casas de Bolsa. 
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Una Casa de Bolsa podrá ejercer su actividad en más de una bolsa, adquiriendo en cada 

una de ellas la acción correspondiente. 
 

Artículo 105. Las Casas de Bolsa están facultadas para efectuar las siguientes 
operaciones: 
 

a) comprar y vender valores por cuenta de terceros y también por cuenta propia, con 
recursos propios, en la bolsa o fuera de ella; 

 
b) prestar asesoría en materia de valores y operaciones de bolsa así como brindar a 

sus clientes un sistema de información y de procesamiento de datos; 
 

c) suscribir transitoriamente, con recursos propios, parte o la totalidad de emisiones 
primarias de valores; 

 
d) promover el lanzamiento de valores públicos y privados y facilitar su colocación; 

 
e) actuar como representante de los obligacionistas; 

 
f) prestar servicios de administración de carteras y custodia de valores; 

 
g) llevar el registro contable de valores de sus clientes con sujeción a lo establecido 

en la presente ley, o en las resoluciones que dicte la Comisión al efecto; 
 

h) otorgar créditos, con sus propios recursos, únicamente con el objeto de facilitar 
la adquisición de valores por sus comitentes, estén o no inscriptos en bolsa y con la 
garantía de tales valores; 

 
i) recibir créditos de empresas del sistema financiero para la realización de las 

actividades que les son propias; y, 
 

j) efectuar todas las operaciones y servicios que sean compatibles con la actividad 
de intermediación en el mercado de valores y que previamente y de manera general 
autorice la Comisión. 

 
Sección II 

De la inscripción de las Casas de Bolsa 
 
Artículo 106. Las Casas de Bolsa, para el ejercicio de sus actividades, requieren 

inscribirse en el Registro que establezca la Comisión, previo cumplimiento de los requisitos que 
señala esta ley y los que establezca la Comisión. 
 

Artículo 107. Para ser inscriptos en el Registro, las Casas de Bolsa deberán acreditar, a 
satisfacción de la Comisión, lo siguiente: 
 

a) constituirse como sociedades anónimas de objeto exclusivo, conforme a lo 
establecido en la presente ley y las reglamentaciones que fije la Comisión; 

 
b) contar con el capital social mínimo que establezca la Comisión; 
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c) constituir las garantías en la forma y por los montos que se establecen en la 
presente ley; 

 
d) actuar a través de uno o varios operadores debidamente acreditados ante la bolsa 

o la Comisión; 
 

e) no haber solicitado convocatoria de acreedores ni haberse declarado su quiebra; 
y, 

 
f) cualquier otro requisito que la Comisión determine por medio de normas de 

carácter general. 
 

Artículo 108. Los representantes, apoderados y operadores de las Casas de Bolsa 
deberán acreditar los requisitos mínimos que establezcan la bolsa y la Comisión. 
 

Artículo 109. No podrán ser directores, apoderados, operadores y síndicos de una Casa 
de Bolsa los que se encuentren comprendidos en las siguientes causales de inhabilidad:  
 

a) los que se hallen en relación de dependencia con las sociedades y otros entes que 
cotizan sus valores; 

 
b) los funcionarios públicos; 

 
c) los que estén en convocatoria de acreedores, hayan sido declarados en quiebra o 

estén inhibidos de bienes; 
 

d) los que hayan sido condenados por hechos punibles contra el patrimonio y las 
relaciones jurídicas; y, 

 
e) los que hayan sido expulsados de una bolsa de valores, nacional o extranjera. 

 
Artículo 110. Los bancos e instituciones financieras podrán constituir o participar en el 

capital de las Casas de Bolsa con las siguientes limitaciones: 
 

a) ninguna institución podrá ser accionista de más de una Casa de Bolsa; y, 
 

b) las Casas de Bolsa en cuyo capital participen algunas de las mencionadas 
instituciones, no podrán realizar operaciones con acciones emitidas por dichas entidades 
vinculadas. 

 
Artículo 111. Previo al inicio de sus actividades, las Casas de Bolsa deberán constituir 

una garantía para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones emergentes de las operaciones de 
intermediación. 
 

La garantía será de un monto inicial equivalente a doscientos cincuenta salarios mínimos 
mensuales establecidos para actividades diversas no especificadas. 

 
Dicha garantía podrá constituirse en dinero efectivo, póliza de seguros o instrumento de 

renta fija calificado o cuyo emisor haya sido previamente calificado. 
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La Comisión podrá exigir mayores garantías en razón del volumen y naturaleza de las 
operaciones de los intermediarios, de los endeudamientos que las afectaren o de otras 
circunstancias que así lo justifiquen. 

 
La garantía deberá mantenerse hasta los seis meses posteriores al retiro de la autorización 

para operar como intermediarios de valores. 
 

Sección III 
De las operaciones de intermediación 

 
Artículo 112. Las Casas de Bolsa están obligadas a llevar los libros y registros, así 

como proporcionar toda información que la Comisión y la bolsa determinen en sus respectivos 
reglamentos. 

 
Artículo 113. En el desempeño de sus funciones, las Casas de Bolsa podrán recibir 

fondos y valores de sus clientes y serán responsables frente a estos, así como ante las instituciones 
en las que opera y ante la Comisión, del fiel cumplimiento de lo convenido. 

 
Para la aplicación de dichos fondos y valores en operaciones convenidas, las Casas de 

Bolsas requerirán la aceptación de sus clientes, de acuerdo con lo dispuesto por la Comisión 
mediante normas de carácter general. 

 
Artículo 114. Los directores, apoderados y dependientes de las casas de bolsa deben 

guardar reserva sobre sus clientes y sobre las operaciones que estos realicen, salvo las 
informaciones que sean requeridas judicialmente, las referidas a las Leyes sobre origen de fondos, 
y las que sean requeridas por la Comisión y las bolsas de valores. 

 
Artículo 115. Las Casas de Bolsa son responsables de la identidad y capacidad de sus 

clientes, de la autenticidad e integridad de los valores que negocien, de la inscripción de su último 
titular en los registros del emisor cuando esto sea necesario, así como de la continuidad de los 
endosos y de la autenticidad del último de estos, cuando proceda. 

 
En las negociaciones registradas a través de anotaciones en cuenta a través de una Caja 

de Valores, u otras instituciones autorizadas por la Comisión, se distinguirá la identidad del 
propietario de los valores “Comitente”, y a la Casa de Bolsa “Depositante”, a través de la cual se 
efectúa el depósito de los valores representados en cuenta, y las negociaciones de los mismos.  

 
Podrán ser depositantes a más de las Casas de Bolsa, otras entidades autorizadas por la 

Comisión mediante disposiciones de carácter general. Los depositantes verificarán los datos de 
los comitentes incorporados en sus registros. Dicha información debe hallarse ajustada a las 
disposiciones legales vigentes. 

 
Los depositantes suscribirán con los comitentes un contrato en el que consten los derechos 

de los mismos conforme a lo que establezca la Comisión, y los reglamentos internos de las 
instituciones autorizadas por la Comisión, para el registro de las anotaciones en cuenta. 

 
La transmisión de títulos valores representados por anotaciones en cuenta se opera con el 

registro de los movimientos de débitos y créditos en las respectivas cuentas. El registro a favor 
del adquirente produce todos los efectos legales de la tradición pura y simple de los títulos valores 
y es oponible a terceros desde el momento en que se efectúa dicho registro, reputándolo titular o 
propietario legítimo del valor consignado en el registro respectivo.  
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Artículo 116. Las Casas de Bolsa deberán cumplir y mantener los márgenes de 

endeudamiento, de colocaciones y otras condiciones de liquidez y solvencia patrimonial que la 
Comisión establezca mediante normas de aplicación general que dictará especialmente con 
relación a la naturaleza de las operaciones, su cuantía, el tipo de instrumentos que se negocien. 

 
Artículo 117. Las Casas de Bolsa quedarán solidariamente obligadas a pagar el precio 

de la compra o a hacer entrega de los valores vendidos. Las mismas no podrán compensar las 
sumas que recibieran para comprar valores, ni el monto que se les entregue por los valores 
vendidos, con los montos que les sean adeudados por sus clientes. 

 
Artículo 118. El precio del servicio de las Casas de Bolsa, que no sea por 

intermediación de valores, será estipulado libremente entre las partes. 
 
Las comisiones por intermediación no podrán exceder en cada negociación y por cada 

punta el 0,80% (cero con ochenta por ciento) del valor negociado. 
Artículo 119. La actuación en una misma operación en bolsa de dos o más 

representantes de una misma casa de bolsa, se ajustará a los reglamentos dictados por las bolsas. 
TÍTULO V 

De las Sociedades Anónimas de Capital Abierto 
 

Capítulo I 
De la constitución 

 
Artículo 120. Las sociedades anónimas de capital abierto son las que hacen oferta 

pública de sus acciones, conforme a esta ley. 
 
En su denominación social deberán incluir, aunque no esté prevista en los estatutos, la 

expresión "sociedad anónima emisora de capital abierto", pudiendo hacerlo también en forma 
abreviada por la sigla "SAECA". 

 
No podrán agregar dicha expresión o su abreviatura, las sociedades emisoras que hagan 

oferta pública de otros valores que no sean acciones, las cuales estarán sujetas sin embargo a las 
demás disposiciones que rigen a las sociedades de capital abierto, con excepción de aquellas 
excluidas por la Comisión, a través de normas de carácter general. 

 
Artículo 121. Se considerará que representan a más de un accionista los fondos 

patrimoniales de inversión, otros inversionistas institucionales o entidades que en razón de su 
objeto o actividad, sean así calificados por la Comisión. 

 
Artículo 122. También serán sociedades anónimas de capital abierto aquellas 

constituidas mediante el procedimiento de suscripción pública, en cuyo caso los promotores 
redactarán un programa de fundación por instrumento público o privado, que se someterá a la 
previa aprobación de la Comisión.  

 
Al respecto, regirán las disposiciones contenidas en el Código Civil y la reglamentación 

que dicte la Comisión. 
 

Capítulo II 
Del capital social, de las acciones y los accionistas 
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Artículo 123. El capital social estará representado por acciones, cuyo valor estará 
expresado en moneda nacional o extranjera. 

 
Los estatutos pueden prever diversas clases de acciones con derechos diferentes; dentro 

de cada clase las acciones conferirán los mismos derechos. 
 
Artículo 124. Las sociedades anónimas de capital abierto, para obtener su inscripción 

en el Registro, deberán contar con un capital social e integrado no inferior al monto establecido 
por la Comisión mediante resolución de carácter general. 

 
El capital social estará representado por acciones nominativas, excepto el de aquellas 

sociedades incorporadas al régimen de custodia de valores y de acciones escriturales realizadas 
por entidades autorizadas a dichos efectos. 

 
Artículo 125. De no mediar el procedimiento de suscripción pública, al constituirse la 

sociedad deberá suscribirse por entero el capital social emitido e integrarse una tercera parte del 
capital social por lo menos; el saldo deberá integrarse en un plazo no superior a tres años. 

  
La integración deberá efectuarse por todos los accionistas en igual proporción y plazo, 

conforme lo dispongan los estatutos, o el directorio por delegación de estos. 
 
Artículo 126. La Comisión determinará mediante reglamentación de carácter general 

un procedimiento de ajuste del patrimonio por efecto de la inflación, a fin de preservar el valor 
patrimonial de la sociedad. 

 
En caso de ajuste el monto corresponderá a una retasación del activo, y pasará a una 

reserva especial que deberá ser capitalizada en la próxima asamblea ordinaria. Dicho monto no 
constituirá renta bruta. 

 
Igualmente, las sociedades emisoras deberán crear y mantener previsiones por cuentas 

incobrables de la cuenta del activo "cuentas por cobrar" por cada ejercicio. 
 
Dichas previsiones serán consideradas gastos deducibles a efectos del cálculo del 

impuesto a la renta del ejercicio en el que se hayan realizado, hasta un 15% (quince por ciento) 
del total de la cartera vigente al cierre del correspondiente ejercicio. Las pautas de incobrabilidad 
serán fijadas por la Comisión mediante normas reglamentarias de carácter general. 

 
Las sociedades emisoras también podrán crear previsiones, a efectos de reflejar la pérdida 

del valor del inventario de bienes de cambio y de bienes de capital, motivado por razones de 
obsolescencia comercial o técnica, respectivamente. A los efectos del cálculo del Impuesto a la 
Renta, los mismos serán considerados gastos deducibles hasta un 15% (quince por ciento) del 
total del saldo de los bienes de cambio al cierre del correspondiente ejercicio, siempre que sean 
aplicables a valores o bienes ciertos e individualizables; limitación porcentual que no regirá para 
los bienes de capital. 

 
Artículo 127. La disminución o el aumento del capital social se hará mediante 

modificación de los estatutos.  
 
El aumento conlleva necesariamente la correspondiente emisión de acciones, sin que sea 

necesaria otra asamblea para el efecto. La asamblea podrá delegar en el directorio la colocación 
de las acciones y la fijación de la forma de pago y plazos para el efecto. 
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Artículo 128. El aumento del capital social deberá suscribirse e integrarse dentro del 

plazo de tres años. 
 
De no suscribirse e integrarse en su totalidad el capital social, en el plazo de tres años, y 

para mantener el capital social establecido en los estatutos sociales, se deberá poner a 
consideración de la Asamblea un plan de capitalización el cual no deberá exceder el plazo de tres 
años, contados a partir de la fecha de la Asamblea. Este hecho deberá comunicarse a la Comisión. 

 
En caso de no integrarse el mismo quedará reducido al efectivamente suscrito e integrado, 

debiéndose asimismo convocar a una nueva asamblea para la consecuente modificación de los 
estatutos. 

Artículo 129. Las acciones podrán ser ordinarias de voto único o de voto múltiple, hasta 
cinco votos por acción, según lo determinen los estatutos. El privilegio en el voto es incompatible 
con preferencias patrimoniales. 

 
Artículo 130. Las acciones también podrán ser preferidas, en cuyo caso solo podrán 

tener derecho a un voto. 
 
Dichas acciones podrán asimismo carecer de voto, o tener derecho de voto con 

limitaciones, según se consigne expresamente en los estatutos. 
 
Artículo 131. En todo caso, las acciones preferidas tendrán derecho de voto durante el 

tiempo en que se encuentren en mora en recibir los beneficios que constituyen su preferencia. 
También lo tendrán si se suspendiera o retirara la cotización de la sociedad en bolsa, mientras 
subsista esta situación. Asimismo, podrán votar en los supuestos previstos en los artículos 1.080, 
inciso c); y 1.091 del Código Civil. 

 
Artículo 132. Según se establezca en los estatutos, las acciones podrán o no tener valor 

nominal. 
 
Artículo 133. Las sociedades que posean acciones con valor nominal no podrán hacer 

oferta o colocar sus acciones por debajo del valor nominal. 
  
El plazo y la forma para el ejercicio del derecho de opción preferente para la adquisición 

de acciones de nuevas emisiones serán reglamentados por la Comisión. 
 
Artículo 134. Toda cesión de acciones nominativas se formalizará mediante endoso 

autenticado por un representante del intermediario de valores o ante escribano público.  
 
A la sociedad no le corresponde pronunciarse sobre la transferencia de las acciones y está 

obligada a inscribir sin más trámite los traspasos que se le presenten. 
 
La Comisión resolverá administrativamente, con audiencia de las partes interesadas, las 

dificultades que se produzcan con motivo de la tramitación e inscripción del traspaso de acciones. 
 
Artículo 135. La Comisión podrá autorizar a las sociedades sometidas a su control a 

que simplifiquen en casos calificados la forma de efectuar la transferencia de acciones, pudiendo 
inclusive utilizar medios electrónicos de transferencia, siempre que dichos sistemas resguarden 
debidamente los derechos de los accionistas. 
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Artículo 136. Si así lo faculta el estatuto, las acciones no se representarán en títulos. A 
dicho efecto, la sociedad habilitará un registro de acciones escriturales, en el cual las acciones se 
inscribirán en cuentas llevadas a nombre de sus titulares. Dicho registro contendrá las mismas 
menciones del libro de registro de acciones. 

 
El registro de acciones escriturales también podrá ser llevado por bancos de plaza, bolsas 

o por cajas de valores autorizadas por la Comisión. 
 
La calidad de accionista se presume por las constancias de las cuentas abiertas en el 

registro de acciones escriturales. La sociedad será siempre responsable ante los accionistas por 
los errores o irregularidades de las cuentas, sin perjuicio de la responsabilidad del banco, la bolsa, 
o caja de valores ante la sociedad, en su caso. 

 
La sociedad, la bolsa, la entidad bancaria o la caja de valores, según corresponda, deben 

otorgar al accionista el certificado de custodia, el certificado bancario de depósito, según 
corresponda, el comprobante de la apertura de su cuenta y de todo movimiento que inscriban en 
ella. Todo accionista tiene además derecho a que se le entregue, en cualquier momento, constancia 
del saldo de su cuenta, a su costa, así como el comprobante correspondiente para participar en las 
asambleas de la sociedad. 

 
Artículo 137. Las sociedades autorizadas a hacer oferta pública podrán emitir 

certificados globales de sus acciones, con los requisitos del artículo 1.069 del Código Civil. A tal 
fin, se considerarán definitivos, negociables y divisibles. 

 
Artículo 138. La cesión de las acciones producirá efecto respecto a la sociedad y de 

terceros desde que se inscriban en el Registro de Accionistas de la sociedad. 
 
Artículo 139. Los estatutos no podrán estipular disposiciones que limiten la libre cesión 

de las acciones. 
 
Artículo 140. Salvo disposición en contrario de los estatutos, los saldos de las acciones 

suscritas no pagados en fecha, serán reajustados de acuerdo con la variación del Índice de Precios 
al Consumidor (IPC); si el valor de las acciones estuviere expresado en moneda extranjera, los 
saldos no pagados se abonarán en dicha moneda o en moneda nacional al valor del mercado libre 
de cambios. En este último caso, la asamblea determinará si se adopta el tipo de cambio vigente 
al momento de la suscripción o al momento del pago en efectivo. 

 
Si los estatutos no disponen lo contrario, las acciones no pagadas totalmente gozarán de 

iguales derechos que las íntegramente abonadas, salvo en lo relativo a la participación que les 
corresponda en los beneficios sociales y en las devoluciones de capital, casos en los que 
concurrirán en proporción a la parte pagada. 

 
En ningún caso, las acciones cuya integración esté en mora, tendrán derecho a voto en las 

asambleas. 
 
Artículo 141. Salvo disposición en contrario de los estatutos, cuando un accionista 

estuviera en mora en la integración de la totalidad o parte de las acciones por él suscritas, la 
sociedad podrá vender en bolsa de valores, por cuenta y riesgo del moroso, el número de acciones 
que sea necesario para cubrir los saldos impagos y los gastos de enajenación, previa interpelación 
para que en el plazo de quince días se haga efectivo el pago correspondiente. 
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Artículo 142. Las preferencias de las acciones deberán constar en los estatutos sociales 
y en los títulos de las acciones deberá hacerse referencia a ellas. No podrán estipularse 
preferencias sin precisar el plazo de su vigencia. Tampoco podrán estipularse preferencias que 
consistan en el otorgamiento de dividendos que no provengan de utilidades del ejercicio o de 
utilidades retenidas y de sus respectivas revalorizaciones. 

 
Artículo 143. Las opciones para suscribir acciones de aumento de capital de la sociedad 

y de bonos convertibles en acciones de la sociedad emisora, o de cualesquiera otros valores que 
confieran derechos futuros sobre estas acciones, deberán ser ofrecidas con preferencia a los 
accionistas, en proporción a las acciones que posean, y de acuerdo con su clase. En la misma 
proporción, serán distribuidas las acciones liberadas emitidas por la sociedad. 

 
El derecho de opción preferente es esencialmente renunciable y transferible, y deberá 

ejercerse o transferirse dentro del plazo de treinta días contados desde su última publicación, en 
la forma y condiciones que determine la Comisión. 

Los estatutos o en su defecto la asamblea respectiva determinará si el derecho de opción 
preferente de los accionistas a suscribir acciones de nuevas emisiones, será ejercido por su valor 
nominal o valor libro, ajustándose a las normativas dictadas por la Comisión para el efecto. 

 
Transcurrido el plazo señalado en este artículo, las acciones y en su caso los bonos 

convertibles en acciones serán colocados por la sociedad, conforme al procedimiento indicado 
por los estatutos, o la asamblea respectiva, o en su defecto por el Directorio. 
 

Capítulo III 
Del Directorio 

 
Artículo 144. El Directorio deberá estar constituido por un número fijo e impar de por 

lo menos tres miembros. 
 
Artículo 145. Los estatutos deberán determinar si los directores serán o no remunerados 

por sus funciones y en caso de serlo, la cuantía de las remuneraciones será fijada anualmente por 
la asamblea ordinaria de accionistas. 

 
Los estatutos podrán establecer la cuantía de las remuneraciones en el acto constitutivo y 

luego serán establecidas por la asamblea ordinaria de accionistas. 
 
En la memoria anual que las sociedades sometan al conocimiento de la asamblea ordinaria 

de accionistas deberá constar, en su caso, toda remuneración adicional a la autorizada en asamblea 
que los directores hayan percibido de la sociedad durante el ejercicio respectivo, incluso las que 
provengan de funciones distintas del ejercicio de su cargo. 

 
Artículo 146. Además de los casos previstos en la legislación respectiva, no podrán ser 

directores de una sociedad anónima de capital abierto, o de sus filiales, los directores, 
representantes u operadores de los intermediarios de valores. 

 
Artículo 147. La Comisión por resolución fundada podrá requerir al Directorio para que 

sesione, a fin de que se pronuncie sobre las materias que sometan a su decisión. 
 

Capítulo IV 
De las asambleas de accionistas 
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Artículo 148. Las asambleas serán convocadas por el Directorio de la sociedad o por el 
síndico, además: 
 

a) a asamblea ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo soliciten 
accionistas que representen, a lo menos, el 5% (cinco por ciento) del capital social, si los 
estatutos no han fijado una representación distinta, expresando en la solicitud los asuntos 
a tratar en la asamblea; y, 

 
b) a asamblea ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la 

Comisión, con respecto a las sociedades sometidas a su control, sin perjuicio de su 
facultad para convocarlas directamente. 

 
Las asambleas convocadas en virtud de la solicitud de accionistas o de la Comisión, 

deberán celebrarse dentro del plazo de treinta días a contar de la fecha de la respectiva solicitud. 
 

Los accionistas para asistir a las asambleas, deberán depositar, con tres días hábiles de 
anticipación de la fecha de su realización, sus acciones en la sociedad, o un certificado bancario 
según las previsiones de los artículos 1.084 y 1.085 del Código Civil. En el caso de que la custodia 
de las acciones se encuentre a cargo de entidades custodiantes habilitadas por la Comisión 
Nacional de Valores, se deberá presentar el certificado de custodia que acredite el depósito de las 
acciones. 

 
Artículo 149. Tanto las asambleas ordinarias como las extraordinarias pueden ser 

convocadas en cualquier momento, según las materias que sean de su competencia. La asamblea 
ordinaria deberá convocarse obligatoriamente al menos una vez al año, dentro de los  cuatro meses 
posteriores al cierre del ejercicio, para tratar la memoria anual del Directorio, los estados 
contables, la distribución de utilidades y los informes de auditoría y del síndico. 

 
Artículo 150. Las sociedades deberán comunicar a la Comisión la celebración de toda 

asamblea de accionistas, con una anticipación no inferior a diez días. 
 
La Comisión podrá suspender por resolución fundada la citación a asamblea de 

accionistas y la asamblea misma, cuando fuere contraria a la ley, a los reglamentos o a los 
estatutos. 

 
La Comisión podrá hacerse representar, con derecho a voz, en toda asamblea de una 

sociedad sometida a su control, y en ella su representante tendrá facultades para resolver 
administrativamente con relación a la habilitación de los comparecientes o sus representantes, a 
la legitimidad de la constitución de la asamblea, a su competencia para los distintos puntos 
tratados y al quorum requerido para la validez de sus acuerdos. 

 
Artículo 151. Las reformas de estatutos que tengan por objeto la modificación o 

supresión de preferencias, deberán ser aprobadas con el voto favorable de las dos terceras partes 
de las acciones de la clase o las clases afectadas. 
 

Capítulo V 
De la fiscalización externa 

 
Artículo 152. La asamblea ordinaria de accionistas podrá designar a los auditores 

externos, con el objeto de examinar la contabilidad, el inventario, el balance y otros estados 
financieros. 
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Los auditores externos serán designados de una terna que presentará el Directorio, 

seleccionada de entre los habilitados e inscriptos en el registro que lleve la Comisión al efecto. 
 
Los estatutos sociales o la asamblea respectiva podrán delegar en el Directorio las 

facultades de designación y remoción de los auditores externos. Los cargos de auditores son 
indelegables. 

 
Artículo 153. Los auditores tendrán la obligación de informar por escrito a la asamblea 

ordinaria respectiva sobre el cumplimiento de su mandato. Dicho informe será entregado a la 
sociedad por lo menos con quince días de anticipación a la fecha de la celebración de la asamblea, 
a fin de que los accionistas puedan, dentro de dicho plazo, tomar conocimiento de su contenido. 

 
Los auditores podrán concurrir a las asambleas con derecho a voz, pero sin derecho a 

voto. 
Capítulo VI 

De la memoria y de la distribución de utilidades 
 
Artículo 154. El Directorio deberá presentar a la consideración de la asamblea ordinaria 

de accionistas una memoria razonada acerca de la situación de la sociedad en el último ejercicio, 
e incluirá como anexo una síntesis fiel de los comentarios y proposiciones que formulen 
accionistas que posean o representen el 10% (diez por ciento) o más de las acciones emitidas con 
derecho a voto, relativas a la marcha de los negocios sociales y siempre que dichos accionistas 
así lo soliciten.  

 
Asimismo, en toda información que envíe el Directorio a los accionistas en general, con 

motivo de citación a asamblea, solicitudes de poder, fundamentación de sus decisiones y otras 
materias similares, deberán incluirse los comentarios y proposiciones pertinentes que hubieren 
formulado los accionistas mencionados en el parágrafo anterior. 

 
Artículo 155. Salvo acuerdo diferente adoptado en la asamblea respectiva, por al menos 

el 75% (setenta y cinco por ciento) de las acciones presentes con derecho a voto, las sociedades 
deberán distribuir anualmente como dividendo en dinero a sus accionistas, a prorrata de sus 
acciones o en la proporción que establezcan los estatutos si hubiere acciones preferidas, a lo 
menos el 10% (diez por ciento) de las utilidades líquidas de cada ejercicio. 

 
No se podrá hacer distribución provisoria de dividendos durante el ejercicio con cargo a 

las utilidades del mismo. 
 
Artículo 156. En caso de que los dividendos no se hayan abonado en una sola vez, estos 

se podrán pagar a un plazo que no exceda la fecha de cierre del ejercicio siguiente al que 
correspondan estos dividendos. 

 
Artículo 157. Salvo acuerdo diferente adoptado en la asamblea respectiva por la 

mayoría de los accionistas presentes, los dividendos deberán pagarse en dinero. Sin embargo, la 
sociedad podrá pagar dividendos, en lo que exceda al mínimo obligatorio, otorgando opción a los 
accionistas para recibirlos en dinero o en acciones de su propia emisión. 

 
TÍTULO VI 

Del Retiro del Régimen de la Oferta Pública 
 



DIGESTO LEGISLATIVO DE LA CAMARA DE SENADORES 
Ley N° 1015/1997 Lavado de activos y normas complementarias 

 

280 
 

Artículo 158. Las entidades que decidan retirarse del régimen de la oferta pública, 
deberán considerar el tema como punto expreso del orden del día en asamblea extraordinaria al 
igual que la modificación de estatutos sociales, a cuyo efecto será aplicable el artículo 1091 del 
Código Civil en cuanto a la mayoría y la pluralidad de votos. 
 

Cuando el retiro voluntario afecte a las acciones de la sociedad, en los avisos de la 
convocatoria, se mencionará el derecho de receso por parte de los accionistas, el cual se hará 
efectivo conforme al artículo 1.092 del Código Civil. 

 
La asamblea extraordinaria no podrá resolver el retiro de la sociedad mientras estén 

pendientes de pago obligaciones colocadas por medio de oferta pública, salvo que exista acuerdo 
favorable para el retiro obtenido en asamblea de obligacionistas. 

 
Artículo 159. La Comisión deberá ser informada dentro de los cinco días posteriores a 

la asamblea extraordinaria que resuelve el retiro, acreditándose el cumplimiento de los requisitos 
para adoptar tal decisión según lo dispuesto en el artículo anterior. 

 
La Comisión procederá automáticamente a la suspensión de la autorización para efectuar 

oferta pública, y una vez remitido los estatutos sociales modificados debidamente inscriptos en 
los Registros Públicos, cancelará la inscripción de la sociedad en sus registros, y dará publicidad 
de la misma por los medios de difusión que disponga. 

 
La sociedad continuará cumpliendo las obligaciones impuestas por la normativa del 

mercado de valores hasta que se haga efectiva la cancelación de la inscripción. 
 

Artículo 160. La Comisión conservará la competencia para aplicar sanciones 
administrativas por infracciones cometidas durante el tiempo en que la sociedad hubiese estado 
dentro del mercado de valores, aun después de hecha efectiva la cancelación de su inscripción y 
hasta la cancelación total de sus deudas. 
 

Artículo 161. Cuando se disuelva una sociedad de capital abierto por fusión, la 
cancelación de la autorización para efectuar oferta pública no procederá hasta que se produzca el 
canje de valores. 

 
Artículo 162. En los demás casos de disolución de la sociedad, la cancelación 

procederá: 
 

a) respecto de acciones u obligaciones convertibles, una vez que se aprueben el 
balance final y el proyecto de distribución; y, 

 
b) respecto de obligaciones no convertibles, una vez que se haya puesto a 

disposición de los obligacionistas el importe de la amortización total y los intereses que 
correspondieran. 

 
Artículo 163. También procederá la cancelación cuando se haya declarado, por 

resolución ejecutoriada, la quiebra de la sociedad, o se haya retirado, también por resolución 
ejecutoriada, la autorización para funcionar de acuerdo con leyes especiales en razón de su objeto. 

 
TÍTULO VII 

De la Comisión Nacional de Valores 
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Capítulo I 
De la naturaleza jurídica, objeto y atribuciones 

 
Artículo 164. La Comisión es una entidad de derecho público, autárquica y autónoma, 

con jurisdicción en toda la República. 
 

Sus relaciones con el Poder Ejecutivo se mantendrán por intermedio del Ministerio de 
Industria y Comercio (MIC) y tendrá la organización que esta ley y sus reglamentos 
establezcan. 

 
La Comisión tiene su sede en la ciudad de Asunción, con facultades para establecer 

oficinas regionales o departamentales. 
 

Artículo 165. Son funciones de la Comisión: 
 

a) vigilar y supervisar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y sus 
reglamentaciones; 

 
b) reglamentar, mediante normas de carácter general, las leyes relativas al mercado 

de valores; 
 

c) fomentar y preservar un mercado de valores competitivo, ordenado y 
transparente; 

 
d) velar por la correcta formación de los precios en los mercados, a cuyo efecto la 

Comisión impartirá reglas de carácter general; 
 

e) facilitar la difusión de la información necesaria para proteger a los inversionistas; 
 

f) supervisar y controlar a las personas que la presente ley u otras leyes así le 
encomienden; 

 
g) llevar el Registro Público del Mercado de Valores; 

 
h) aplicar las sanciones establecidas en el Título VII de la presente ley; 

 
i) requerir de las personas o entidades fiscalizadas que proporcionen al público, en 

la forma, plazos y vías que la Comisión reglamente, información veraz, suficiente y 
oportuna sobre su situación jurídica, económica y financiera; 

 
j) fijar las normas para el contenido, diseño, confección y presentación de las 

memorias, balances, estados de situación y demás estados financieros de las instituciones 
fiscalizadas y determinar los principios, conforme a los cuales deberán llevar su 
contabilidad; 

 
k) inspeccionar a las personas o entidades fiscalizadas; 

 
l) vigilar la actuación de los auditores externos, impartirles normas sobre el 

contenido de sus dictámenes y requerirle cualquier información o antecedentes relativos 
al cumplimiento de sus funciones; 
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m) suspender o cancelar una oferta pública cuando se presentaren indicios de que en 
las negociaciones objeto de la oferta se ha procedido en forma engañosa o irregular, o si 
la información proporcionada no refleja adecuadamente la situación financiera, 
patrimonial o jurídica del emisor sujeto a su control o, en general, por requerirlo el interés 
público; 

 
n) ordenar la suspensión inmediata de la propaganda o información publicitaria de 

las personas que hagan oferta pública de títulos, o que ofrezcan servicios de 
intermediación, cuando sean contrarias a la ley o a la reglamentación que haya dictado la 
Comisión, o cuando esta considere que es engañosa o que se hacen afirmaciones o se 
suministran datos que no son verídicos; 

 
ñ) evacuar las consultas y peticiones formuladas por accionistas, administradores, 

inversionistas u otros legítimos interesados, e interpretar en materia de su competencia 
las disposiciones normativas que rigen el Mercado de Valores; 

 
o) investigar las denuncias o reclamos formulados por accionistas, inversionistas u 

otros legítimos interesados, en materia de su competencia, siempre que se adecúen a los 
requisitos establecidos para ello; 

 
p) autorizar a las entidades fiscalizadas a operar en el Mercado de Valores, a 

inscribir ante la misma la modificación de sus estatutos, o a su retiro del mercado; 
 

q) establecer los aranceles de la Comisión y autorizar los aranceles y condiciones 
generales que podrán cobrar las bolsas; 

 
r) contratar el servicio de peritos y técnicos para ejercer sus funciones; 

 
s) formar y difundir la estadística nacional de valores; 

 
t) participar en organismos internacionales vinculados a materias de su competencia 

y celebrar acuerdos con ellos y con entidades reguladoras de los mercados de valores de 
otros países; y, 

 
u) ejercer las demás facultades que esta y otras leyes expresamente le confieran. 

 
Artículo 166. Las resoluciones de carácter reglamentario de la Comisión deberán ser 

publicadas en la Gaceta Oficial y solo entrarán en vigencia a partir del día siguiente de la última 
publicación, o desde el día que ellas determinen. La Comisión podrá además hacer públicas las 
mismas, a través de otros medios de difusión. 
 

Artículo 167. Los funcionarios designados por la Comisión, en cumplimiento de las 
disposiciones de la presente ley, tendrán libre acceso a las oficinas o locales de las entidades 
fiscalizadas. La Comisión podrá solicitar orden de allanamiento al Juzgado de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial de turno, la que será despachada en el día. 

 
Artículo 168. Las entidades sometidas a la supervisión y fiscalización de otras 

autoridades de control, lo estarán también a la de la Comisión, en aquellos aspectos relativos a su 
participación en el Mercado de Valores. 
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Capítulo II 
De la dirección, administración y financiamiento 

 
Sección I 

De la dirección 
 
Artículo 169. La dirección y administración de la Comisión estarán a cargo de un 

directorio, el cual estará integrado por un presidente y tres directores, designados por el Poder 
Ejecutivo. 
 

Uno de los directores será nombrado a propuesta de la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios de Paraguay. 
 

El presidente tendrá el rango de Viceministro de Estado y los demás miembros del 
directorio tendrán rango de director o equivalente. 
 

Durarán en sus cargos cinco años, no coincidentes con el período presidencial. 
 

Artículo 170. El presidente y los directores deben ser de nacionalidad paraguaya, 
poseer título universitario, y de probada idoneidad en materia bursátil, económica, financiera, 
jurídica o afines. 
 

Artículo 171. No podrán ser designados presidente ni director de la Comisión: 
 

a) los directores, síndicos, funcionarios, asesores o apoderados de las entidades 
fiscalizadas por la Comisión; 

 
b) toda persona vinculada directamente de manera comercial, económica o 

profesional a actividades que pudieran generar conflictos de intereses en las tomas de 
decisiones propias de la Comisión, mientras duren dichas vinculaciones; 

 
c) dos o más personas que tengan entre sí parentesco dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o el segundo de afinidad; 
 

d) los cónyuges simultáneamente; 
 

e) quienes hubieren sido declarados en quiebra dolosa, aunque se hubiesen 
rehabilitado; 

 
f) quienes hayan sido condenados por la comisión de delitos contra el patrimonio, 

la fe pública o los deberes de función o por delitos tributarios; 
 

g) quienes tengan obligaciones en mora con el Fisco, salvo que las mismas se hallen 
recurridas y se encuentren pendientes de resolución; y, 

 
h) aquellos concursados y fallidos y en general a quienes afecte la medida de 

inhibición general de vender o gravar. 
 

Artículo 172. El Presidente de la Comisión es la autoridad máxima de la institución, y 
tiene la representación legal de la Comisión. 
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Artículo 173. El presidente será sustituido, en caso de vacancia, ausencia o 
impedimento temporal, por cualquiera de los otros directores, como encargados del despacho de 
la presidencia. Estos lo reemplazarán en forma rotativa por períodos que no excedan de tres meses 
cada uno. 
 

Artículo 174. Las sesiones del directorio serán convocadas por el presidente o a pedido 
de uno o más directores, por lo menos una vez por semana. El directorio podrá sesionar 
válidamente con el quorum de tres directores y las resoluciones serán adoptadas por simple 
mayoría, salvo que la ley exija unanimidad. El presidente tiene derecho a voto. En caso de empate, 
decide con voto doble. 
 

Los directores y demás asistentes a las sesiones no podrán permanecer en ellas cuando se 
traten asuntos de su interés personal o cuestiones que afecten directa o indirectamente a personas 
vinculadas o a parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, 
debiendo dejarse constancia en acta de tal circunstancia. 
 

Cuando el Directorio lo considere conveniente podrán ser llamados a participar en las 
deliberaciones funcionarios de la Comisión o personas extrañas a la misma. 
 

Artículo 175. Cuando las resoluciones del directorio contravinieren las disposiciones 
legales, sus miembros incurrirán en responsabilidad personal y solidaria, salvo aquellos que 
hiciesen constar en el acta respectiva su voto en disidencia. 
 

Artículo 176. El presidente y los directores cesarán en sus cargos por: 
 

a) expiración del plazo de su nombramiento. Sin embargo, permanecerán en 
funciones hasta tanto el Poder Ejecutivo haga efectiva la designación correspondiente; 

 
b) renuncia presentada al Poder Ejecutivo; 

 
c) alguna inhabilidad o causa sobreviniente que le impida ejercer el cargo; 

 
d) el mal desempeño de sus funciones; y, 

 
e) condena ejecutoriada por la comisión de delitos comunes. 

 
Sección II 

De los funcionarios de la Comisión 
 
Artículo 177. El Directorio y los funcionarios de la Comisión y las personas que presten 

sus servicios a la misma, deben guardar secreto de las informaciones obtenidas en el ejercicio de 
sus funciones. 

 
Lo dispuesto en el parágrafo anterior no obstará a que el presidente pueda difundir o hacer 

difundir la información o documentación relativa a los sujetos fiscalizados, con el fin de velar por 
el interés de los inversionistas y por la debida protección de la fe pública. 

 
Artículo 178. Los miembros del Directorio y los funcionarios de la Comisión no podrán 

prestar servicios profesionales de ninguna clase a persona física o jurídica alguna sometidas a su 
fiscalización, sino transcurridos dos meses desde que hubiesen dejado el cargo. 
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Artículo 179. Los funcionarios de la Comisión no podrán solicitar créditos a los bancos, 
empresas financieras u otras entidades que formen parte del sistema financiero, que en virtud de 
esta ley estén sujetas a su fiscalización por ser emisores de valores de oferta pública, ni adquirir 
bienes de tales empresas sin haber comunicado previamente al presidente de la Comisión. 

Sección III 
Del financiamiento 

 
Artículo 180. La Comisión percibirá aranceles por sus servicios de gestiones 

administrativas, mantenimiento de registro y fiscalización de entidades y registro de valores, de 
conformidad a los siguientes límites: 
 

a) Hasta el equivalente a seis jornales mínimos por cada gestión administrativa. 
 

b) Anualmente, hasta el equivalente a cincuenta jornales mínimos, por el 
mantenimiento de registro de entidades y fiscalización de las mismas. 

 
c) Entre el uno por diez mil y hasta el cinco por diez mil sobre el importe registrado 

de valores. 
 

Artículo 181. El presupuesto de la Comisión se integrará con los fondos que 
anualmente destine al efecto la Ley de Presupuesto General de la Nación; ingresos que perciba 
por derechos que establece la presente ley; ingresos que perciba por los servicios que preste, 
publicaciones que efectúe y rentas de sus bienes patrimoniales, ingresos eventuales que obtenga 
e ingresos por las multas que aplique. 
 

TÍTULO VIII 
De las Infracciones y Sanciones 

 
Capítulo I 

De las infracciones 
 
Artículo 182. Las personas que infrinjan las disposiciones normativas que rigen el 

Mercado de Valores serán pasibles de las sanciones administrativas dispuestas en el presente 
título, sin perjuicio de su responsabilidad civil y penal. Las infracciones serán calificadas como: 
leves, graves y muy graves. 

 
Artículo 183. Por las infracciones responderán las personas jurídicas afectadas y las 

personas físicas que ejercen en las mismas funciones de dirección, de administración, de 
fiscalización, de calificación de riesgos y de operación bursátil. 

 
Al solo efecto de atribuir la responsabilidad de las personas físicas, para la aplicación de 

las sanciones administrativas previstas en la presente ley, regirán las disposiciones pertinentes del 
derecho civil y las demás leyes aplicables. 

 
Artículo 184. Son infracciones que afectan a todas las entidades fiscalizadas: 

 
1. Infracciones muy graves: 

 
a) no llevar el sistema de información y registro exigido, o que el mismo contenga 

vicios que impidan conocer su situación patrimonial o sus operaciones; 
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b) carecer del informe de auditores externos independientes, cuando corresponda, 
en la forma y plazos que establezca la Comisión, salvo que ello sea imputable a los 
auditores contratados; 

 
c) obstruir las actuaciones de inspección y fiscalización de la Comisión; 

 
d) el incumplimiento a las normas sobre información privilegiada o reservada; 

 
e) el incumplimiento del deber de secreto; 

 
f) haber sido sancionado por la comisión por dos faltas graves en el período de un 

año; 
 

g) el ejercicio de actividades ajenas a su objeto social exclusivo; y, 
 

h) realizar actividades fiscalizadas por la Comisión sin que las entidades dedicadas 
a ellas estén inscriptas en los registros pertinentes. 

 
2. Infracciones graves: 

 
a) la no presentación en forma oportuna, sin causa justificada, de informaciones 

periódicas o específicas requeridas por la Comisión; 
 

b) la falta de remisión a la Comisión de cuantos datos o documentos deban 
remitírsele o requiera en el ejercicio de sus funciones. A los efectos de este inciso, se 
entenderá que hay falta de remisión cuando esta no se produzca dentro del plazo 
establecido o concedido al efecto por la Comisión al recordar por escrito la obligación o 
reiterar el requerimiento; 

 
c) el incumplimiento de observaciones o advertencias emanadas de la Comisión; 

 
d) el incumplimiento del deber de informar los hechos calificados como esenciales 

por las disposiciones normativas del mercado de valores; y, 
 

f) haber sido sancionado por la Comisión por dos faltas leves en el período de un año. 
 

 
3. Infracciones leves: 

 
Aquellas acciones u omisiones que supongan el incumplimiento de normas de 

obligada observancia que las leyes vinculadas al Mercado de Valores no califiquen como 
infracción muy grave o grave. 

 
Artículo 185. Son infracciones que afectan a los emisores:  

 
1. Infracciones muy graves: 

 
a) el desarrollo de prácticas dirigidas a falsear la libre formación de los precios en 

el Mercado de Valores, o que no impliquen transferencia efectiva de la propiedad, en 
contravención a la normativa del Mercado de Valores; 
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b) no presentar en forma oportuna, sin causa justificada, las informaciones 
económicas y financieras requeridas por las Leyes del Mercado de Valores y las normas 
dictadas por la Comisión, cuando se tuviera señalado un plazo para el efecto. 

 
2. Infracciones graves: 

 
a) la falta de remisión a la Comisión, sin causa justificada, del contrato de auditoría 

externa independiente de sus estados contables en los plazos fijados por las normas; 
 

b) carecer de la evaluación continua de calificación de riesgos, en la forma y plazos 
que establezca la Comisión, salvo que ello sea imputable a la calificadora de riesgos 
contratada; 

 
c) mantener reservas o previsiones insuficientes para cubrir riesgos asumidos, 

conforme a las normas dictadas por la Comisión; 
 

d) proporcionar a la Comisión información errónea, incompleta o inconsistente 
sobre su situación económica, jurídica y financiera; 

 
e) no proporcionar a la Comisión toda información relevante sobre situaciones que 

por su trascendencia, puedan afectar el precio en el Mercado de los Valores emitidos; y, 
 

g) la falta de comunicación por parte del Directorio de las sociedades emisoras, a las 
asambleas generales y al síndico, de una sanción administrativa, cuando la Comisión 
hubiere obligado de modo expreso a ello. 

 
 

 
Artículo 186. Son infracciones que afectan a las bolsas de valores: 

 
1. Infracciones muy graves: 

 
a) la admisión de valores a ser negociados en los mercados sin el previo registro en 

la Comisión, en los casos que corresponda, así como la suspensión o exclusión de 
negociaciones de valores autorizados por la Comisión, sin causa justificada; 

 
b) no ejercer sus deberes de fiscalización conforme a sus estatutos, reglamentos 

internos y demás normas vigentes; 
 

c) la reducción de su patrimonio por al menos seis meses consecutivos; y, 
 

d) distribuir dividendos en contravención a lo dispuesto en la presente ley. 
 

2. Infracciones graves: 
 

a) el incumplimiento reiterado de las normas reguladoras de los mercados, en 
desatención a los requerimientos formulados por la Comisión; 

 
b) el incumplimiento de sus obligaciones relacionadas con el registro de 

operaciones; 
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c) la suspensión de las ruedas de bolsa sin causa justificada; y, 
 

d) no tener vigentes las garantías exigidas. 
 

Artículo 187. Son infracciones que afectan a los intermediarios: 
 

1. Infracciones muy graves: 
 

a) la adquisición o enajenación de valores por cuenta propia cuando solo están 
autorizados a operar por cuenta ajena; 

 
b) efectuar operaciones y servicios no compatibles con los autorizados por las 

normas vigentes; 
c) incumplir con la entrega de los valores encomendados para la venta, o no pagar 

el precio de los valores encomendados para la compra; 
 

d) la negociación de valores de oferta pública sin contar con el registro previo en la 
Comisión; y, 

 
e) la reducción de su patrimonio por al menos seis meses consecutivos. 
 

2. Infracciones graves: 
 

a) el incumplimiento de las obligaciones relacionadas al registro de operaciones y 
de clientes; 

 
b) no tener vigente las garantías exigidas; 

 
c) exceder los límites y márgenes operativos establecidos por la Comisión; y, 

 
d) la expedición de certificados no auténticos o que contengan vicios en la 

información sobre los valores negociados. 
 

Artículo 188. Son infracciones que afectan a los auditores externos: 
 

1. Infracciones muy graves: 
 

a) el incumplimiento de la obligación de realizar una auditoría de estados contables, 
contratada en tiempo y forma; 

 
b) la emisión de informes de auditoría de estados contables, cuyo contenido no esté 

de acuerdo con las verificaciones obtenidas; 
 
c) el incumplimiento de las normas de auditoría de obligada observancia; y, 

 
d) la aceptación de trabajos de auditoría de estados contables, que superen la 

capacidad anual medida en horas profesionales, de acuerdo con lo establecido en las 
normas técnicas de auditoría. 

 
2. Infracciones graves: 
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a) no contar con papeles de trabajo de las auditorías realizadas o que los mismos no 
contengan las evidencias de los procedimientos aplicados en las revisiones realizadas; 

 
b) no suministrar datos e informaciones requeridos por la Comisión; y, 

 
c) la expedición de constancias o documentos con vicios en la información. 

 
Artículo 189. Son infracciones que afectan a los calificadores de riesgo: 

 
1. Infracciones muy graves: 

 
a) el incumplimiento de la obligación de realizar una evaluación de riesgo de 

valores, contratada en tiempo y forma; 
 

b) el incumplimiento de los procedimientos de calificación y de manejo de conflicto 
de intereses; 

 
c) haber asumido la calificación de una entidad o valores emitidos, estando 

relacionada o teniendo interés en ellos; 
 

d) la emisión de una calificación de riesgo, cuyo contenido no esté de acuerdo, con 
el resultado de los procedimientos aplicados; y, 

 
e) el haber realizado actos prohibidos por la Ley de Calificadoras de Riesgo. 

 
 
 
 

2. Infracciones graves: 
 

a) no contar con las evidencias que respalden los procedimientos aplicados para la 
calificación; 

 
b) no suministrar datos e informaciones requeridos por las autoridades reguladoras 

señaladas en la Ley de Calificadora de Riesgo; y, 
 

c) la expedición de constancias o documentos con vicios en la información. 
 

Artículo 190. Son infracciones que afectan a las Cámaras Compensadoras: 
 

1. Infracciones muy graves: 
 

a) incumplimiento de sus obligaciones que se deriven de los contratos que se transen 
por su intermedio; 

 
b) no contar con las garantías establecidas por la Comisión; y, 

 
c) incumplir las funciones establecidas en las leyes pertinentes. 

 
2. Infracciones graves: 
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a) la reducción de su patrimonio por debajo del mínimo establecido por la Comisión, 
por al menos seis meses consecutivos; y, 

 
b) infringir normas de operación establecidas en sus estatutos o en sus reglamentos. 

 
Artículo 191. Son infracciones que afectan a las sociedades administradoras de fondos: 

 
1. Infracciones muy graves: 

 
a) el ejercicio de actividades ajenas a su objeto exclusivo legalmente determinado; 

y, 
 

b) la realización de actos u operaciones prohibidos por la ley.  
 

2. Infracciones graves: 
 

a) la realización de actos u operaciones sin autorización cuando esta sea obligatoria 
o sin observar los requisitos básicos establecidos; 

b) la ausencia de comunicación, cuando esta sea obligatoria, y en los casos en que 
la misma se refiera a la composición de los órganos de administración de la sociedad o la 
composición de sus accionistas; y, 

 
c) presentar la sociedad, deficiencias en la organización administrativa y contable, 

o en los procedimientos de control interno. 
 

Artículo 192. Son infracciones que afectan a los representantes de los obligacionistas: 
 

1. Infracciones muy graves: 
 

a) el incumplimiento de sus funciones establecidas en las disposiciones legales 
pertinentes; 

 
b) la falta de comunicación a la Comisión de hechos relevantes que llegaren a su 

conocimiento en el ejercicio de sus funciones o que deriven como consecuencia del 
mismo; y,  

 
c) aceptar la función estando vinculado al emisor o con personas vinculadas a este. 

 
2. Infracciones graves: 

 
a) el incumplimiento de los reglamentos y procedimientos operativos establecidos 

por la Bolsa; y, 
 

b) la falta de cuidado y diligencia necesarios en el cumplimiento de sus funciones. 
 

Artículo 193. Son infracciones que afectan a la caja de valores: 
 

1. Infracciones muy graves: 
 

a) incumplimiento de sus obligaciones que se deriven de los contratos de custodia; 
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b) la omisión, la inexactitud o el retraso de la inscripción en su registro de las 
operaciones, de sus comitentes y depositantes; 

 
c) la expedición de certificados o documentos que contengan vicios en la 

información; y, 
 

d) incumplir sus funciones o realizar actos prohibidos por las disposiciones 
pertinentes. 

 
2. Infracciones graves: 

 
a) la reducción de su patrimonio por debajo del mínimo establecido por la Comisión, 

por al menos seis meses consecutivos; 
 

b) la falta de cuidado y diligencia en el registro, compensación y liquidación de las 
operaciones realizadas; 

 
c) infringir normas de operación establecidas en sus estatutos o en sus reglamentos; 

 
d) no mantener las garantías y los seguros en las condiciones exigidas para 

responder por el correcto y cabal cumplimiento de sus obligaciones; y, 
 

e) no mantener sus instalaciones y sus sistemas en condiciones adecuadas de 
seguridad para el cumplimiento de sus funciones. 

 
Artículo 194. Las infracciones prescribirán en el plazo de tres años, a contar de la fecha 

en que se cometieron. 
 

La prescripción se interrumpe, además de las causas previstas en las leyes, por la 
notificación del sumario administrativo, volviendo a correr el plazo si el expediente permaneciese 
paralizado durante más de dos meses por causa no imputable al afectado. 

 
Capítulo II 

De las sanciones 
 
Artículo 195. Corresponderá a la Comisión la facultad de aplicar las siguientes 

sanciones administrativas: 
 

a) apercibimiento; 
 

b) multa hasta un monto equivalente a doscientos salarios mínimos mensuales, 
establecidos para trabajadores de actividades diversas no especificadas; 

 
c) suspensión o inhabilitación hasta por diez años para desempeñar funciones de 

administración o fiscalización en instituciones fiscalizadas por la Comisión; 
 

d) suspensión hasta dos años de la autorización para efectuar oferta pública de 
valores; 

 
e) prohibición para efectuar oferta pública de valores; y, 
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f) cancelación de la inscripción del Registro que habilita para desempeñar alguna 
de las calidades que esta ley permite. 

 
Artículo 196. Las sanciones se aplicarán con base a un criterio de graduación que 

atienda la gravedad de la infracción y la existencia de reiteración o de reincidencia. 
 

En los casos de reiteración en la comisión de una infracción, se aplicará la sanción basada 
en la infracción más grave que hubiera sido cometida de manera reiterada. En los casos de 
reincidencia en la comisión de una infracción, se aplicará como base una multa de hasta el monto 
máximo expresado en el artículo anterior, más la sanción que correspondiera, según la gravedad 
de la infracción. 

 
Se entenderá por “reiteración” cuando se cometan dos o más infracciones de diversa 

índole dentro del período de tres años anteriores al sumario incoado y por reincidencia, al que 
habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada, cometa otra de la misma índole, 
dentro de los tres años inmediatos siguientes a la fecha en que haya quedado firme y ejecutoriada 
la resolución correspondiente. 

 
La Comisión conservará la competencia para aplicar sanciones administrativas por 

infracciones cometidas durante el tiempo en que la sociedad hubiese estado dentro del Mercado 
de Valores, aún después de hecha efectiva la cancelación de su inscripción. 

 
Artículo 197. La sanción de multa podrá ser acumulada a la suspensión del cargo y 

prohibición de realizar determinadas operaciones en valores, según corresponda. 
Artículo 198. Cuando se aplique la sanción de multa, la Comisión pondrá en 

conocimiento de la asamblea de los accionistas las infracciones en que hayan incurrido los 
directores o síndicos, a fin de que aquella pueda removerlos de sus cargos si lo estima conveniente, 
sin perjuicio de ejercer las acciones judiciales que crean pertinentes.  

 
La convocatoria a esta asamblea de accionistas deberá hacerla el Directorio dentro del 

plazo que fije la Comisión, pudiendo ser citada por ella misma si lo estima necesario. 
 
Artículo 199. Cuando se apliquen las sanciones de suspensión o inhabilitación a uno o 

más directores o síndicos, el Directorio o en su defecto la Comisión podrán convocar a asamblea 
de accionistas, para que se nombren a él o los reemplazantes, si no hubiera suplentes. 
 

Artículo 200. La cancelación de la inscripción de un valor de las entidades emisoras en 
el Registro del Mercado de Valores, podrá acumularse a otras sanciones administrativas, y 
procederá cuando la inscripción se hubiese obtenido sin los requisitos correspondientes, o por 
medio de informaciones o antecedentes falsos.  
 

También procederá la cancelación cuando con ulterioridad al registro el emisor 
proporcione informaciones o antecedentes falsos a la Comisión, a las entidades fiscalizadas, o al 
público en general. 
 

Artículo 201. La suspensión o cancelación de la inscripción de intermediarios podrá 
acumularse a otras sanciones administrativas, a criterio de la Comisión, en los supuestos de 
infracciones graves o muy graves.  
 

Lo propio ocurrirá cuando los intermediarios dejen de cumplir con los requisitos 
necesarios para su funcionamiento, salvo que la Comisión, mediando justa causa debidamente 
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fundada, otorgue al interesado un plazo para subsanar la situación, el que en ningún caso podrá 
exceder de ciento veinte días. 
 

TÍTULO X 
De los Procedimientos 

 
Capítulo I 

Del procedimiento sumario 
 
Artículo 202. Las sanciones administrativas serán aplicadas por la Comisión, mediante 

procedimiento sumario que podrá ser instruido de oficio o por denuncia debidamente fundada y 
documentada. 

  
Artículo 203. La Comisión designará a un instructor del sumario, quien lo conducirá 

conforme a lo indicado en el presente Capítulo. 
 
Artículo 204. Las actuaciones del sumario tendrán carácter reservado frente a terceros, 

salvo que la Comisión resuelva que por interés general las mismas sean abiertas al público.  
 
En todo caso, se garantizará que las partes afectadas tengan libre acceso al expediente 

formado. 
 
Artículo 205. En la instancia administrativa, todos los plazos son perentorios, salvo las 

excepciones previstas en la ley. Las providencias y demás resoluciones se notificarán por Cédula 
de Notificación y los plazos correrán desde el día siguiente. 

 
Artículo 206. Instruido el sumario, se correrá traslado de la denuncia a los afectados, 

los cuales presentarán su defensa dentro del plazo de diez días, debiendo ofrecer en el mismo 
escrito las pruebas de descargo, acompañando las que tuviesen a su disposición o indicando dónde 
se encuentran si no pudiesen presentarlas. 

 
Artículo 207. En caso de que hubiese peligro por la demora, se podrá disponer la 

suspensión de la oferta pública de valores de la sociedad emisora inculpada y de la actuación de 
los intermediarios. 

 
La suspensión podrá ser levantada en cualquier estado del sumario o del juicio una vez 

que desapareciesen las causas que la motivaron. 
 
Artículo 208. Cuando se haya incoado sumario administrativo en el que resulten 

inculpadas una o varias personas que ocupen cargos de administración o fiscalización en 
cualquiera de las instituciones fiscalizadas, la Comisión podrá, mediante resolución fundada, 
ordenar la suspensión provisional de aquellas en dichos cargos, hasta tanto recaiga resolución en 
el sumario. 
 

Los cargos de las personas suspendidas no se computarán a efectos del quorum de 
constitución y de adopción de acuerdos de los órganos de administración de la entidad, salvo que 
esta última acuerde el cese o sustitución de aquellas, conforme a las leyes y a sus estatutos. 

 
La suspensión podrá ser levantada en cualquier estado del sumario o del juicio una vez 

que desapareciesen las causas que la motivaron. 
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Artículo 209. Las pruebas serán producidas dentro del plazo de diez días, prorrogables 
por hasta otro lapso igual para la producción de pruebas, cuya falta de diligenciamiento no fuese 
imputable a los sumariados. 

 
Artículo 210. El instructor del sumario podrá citar y hacer comparecer testigos, recabar 

informes y testimonios de instrumentos públicos y privados y disponer inspecciones de libros y 
documentos de las entidades fiscalizadas y cualesquiera otros medios de prueba. Si se tratare de 
ofertas públicas de valores, podrá requerir informes y documentos a personas y entidades que 
participen en el Mercado de Valores. 

 
Los administradores de las instituciones fiscalizadas, de los intermediarios de valores y 

de las bolsas de valores, y sus representantes, en su caso, prestarán declaración en las oficinas de 
la Comisión, salvo que el juez instructor, atendidas las circunstancias, disponga lo contrario. 

 
Artículo 211. El sumariado podrá presentar sus alegatos dentro del plazo de cinco días 

de cerrado el período probatorio. Vencido este plazo, o declarada la cuestión de puro derecho, el 
instructor del sumario pondrá los autos al despacho del Directorio de la Comisión en el plazo de  
diez días, el cual dictará resolución dentro de los diez días siguientes, prorrogables de oficio por 
igual lapso, para el diligenciamiento de medidas que considere indispensables para mejor proveer. 

 
Artículo 212. Por falta de pronunciamiento dentro del plazo o de su prórroga, se tendrá 

por sobreseído el sumario. Lo mismo ocurrirá si el expediente permaneciera paralizado por el 
lapso de al menos tres meses. 

Artículo 213. Serán aplicables supletoriamente las disposiciones procesales en la 
materia contencioso-administrativa, procesal civil y procesal penal. 

 
Capítulo II 

Del recurso de reconsideración 
 
Artículo 214. Contra toda resolución o acto administrativo de carácter no reglamentario 

por parte de la Comisión cabrá el recurso de reconsideración, salvo que el afectado promueva 
directamente la acción contencioso-administrativa. 

 
Artículo 215. La reconsideración se formulará por escrito y contendrá en forma clara y 

precisa los hechos y el derecho en que se fundamenta. 
 
El plazo para su interposición será de cinco días contados a partir de la notificación del 

respectivo acto administrativo. 
 

Artículo 216. La Comisión dispondrá de cinco días para resolver el recurso de 
reconsideración, transcurridos los cuales, sin que medie resolución, se entenderá que rechaza el 
recurso para los efectos del parágrafo siguiente. 

 
La interposición del recurso de reconsideración suspenderá el plazo para recurrir ante el 

Tribunal de Cuentas. 
 

Capítulo III 
De la acción contencioso-administrativa 
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Artículo 217. La acción contencioso-administrativa deberá interponerse ante el 
Tribunal de Cuentas dentro del plazo de dieciocho días, contados desde la notificación del acto 
de la Comisión recurrido, o desde que se tuvo conocimiento de la omisión. 

 
Artículo 218. No tendrán efecto suspensivo la acción contencioso-administrativa y los 

demás recursos contra las resoluciones que dispongan la prohibición de realizar oferta pública o 
de la actuación de los intermediarios, así como la suspensión provisional en los cargos de 
administración o fiscalización en cualquiera de las instituciones fiscalizadas. 

 
La suspensión podrá ser levantada en cualquier estado del sumario o del juicio una vez 

que desapareciesen las causas que la motivaron. 
 
En el caso de la aplicación de multas y demás sanciones, los recursos y la acción 

contencioso-administrativa tendrán efecto suspensivo. 
 
 

Capítulo IV 
Del cobro de las multas 

 
Artículo 219. El incumplimiento de resoluciones dictadas por la Comisión que se 

refieran a infracciones leves, graves y muy graves, será penado con multa equivalente salarios 
mínimos mensuales establecidos para trabajadores de actividades diversas no especificadas, de 
acuerdo con la siguiente escala: 
 

a) infracciones leves, de uno a cien salarios mínimos mensuales; 
 

b) infracciones graves, de ciento uno a doscientos salarios mínimos mensuales; y, 
 

c) infracciones muy graves, de doscientos uno a trescientos salarios mínimos 
mensuales. 

 
Artículo 220. El monto de las multas deberá ser pagado en las oficinas de la Comisión 

dentro del plazo de treinta días, contado desde la notificación por cédula. 
 

Artículo 221. Si la multa no fuera pagada y hubiera resolución firme, la Comisión podrá 
demandar judicialmente al infractor por medio de juicio ejecutivo ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial de la capital, acompañando copia de la resolución que aplicó la 
sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola fuerza ejecutiva. 
 

En este juicio, el demandado no podrá oponer otras excepciones que la de prescripción, 
la falta de acción, y la de pago total. 
 

Artículo 222. De toda multa aplicada a una sociedad o a sus directores o liquidadores 
responderán solidariamente los directores o liquidadores que concurrieron con su voto 
favorable a los acuerdos que motivan la sanción. 

 
Artículo 223. El retardo en el pago de toda multa que aplique la Comisión, en 

conformidad a la ley, devengará los intereses de mercado correspondiente al promedio de la tasa 
activa. 
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Si la multa no fuere procedente y no obstante hubiese sido pagada, la Comisión o el 
juzgado respectivo según corresponda, deberá ordenar se devuelvan las sumas pagadas, con los 
intereses establecidos por ley. 

 
Artículo 224. La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de dos años 

contados desde que se hizo exigible. 
 

TÍTULO X 
De los Delitos 

 
Artículo 225. Cuando en el ejercicio de sus funciones, los funcionarios de la Comisión 

tomen conocimiento de evidencias o indicios que pudieran ser constitutivos de posibles delitos 
señalados en el presente Título, deberán remitir a los órganos correspondientes copia de los 
antecedentes obrantes en el sumario administrativo incoado. 

 
Artículo 226. Serán sancionados con penas privativas de libertad de hasta tres años o 

multa:  
 

a) los que hicieren oferta pública de valores sin cumplir con los requisitos de 
inscripción en el Registro que exige esta Ley o lo hicieren respecto de valores, cuya 
inscripción hubiere sido suspendida o cancelada; 

 
b) los que actuaren como bolsa intermediarios, auditores externos independientes o 

calificadores de riesgo sin estar inscriptos en los registros correspondientes o cuya 
inscripción hubiere sido suspendida o cancelada; y, 

 
c) las personas que violen deliberadamente las disposiciones de la presente ley 

relativa a información privilegiada o reservada. 
 

Artículo 227. Serán sancionados con penas privativas de libertad de hasta cinco años o 
multa: 
 

a) los que dolosamente proporcionaran antecedentes falsos o certificaran hechos 
falsos a la Comisión, a una bolsa de valores o al público en general, para los efectos de 
lo dispuesto en la normativa del Mercado de Valores; 

 
b) los administradores y apoderados de una bolsa de valores que den certificaciones 

falsas sobre las operaciones que se realicen en ella; 
 

c) los representantes de los intermediarios de valores que den certificaciones falsas 
sobre las operaciones en que hubieren intervenido o registren operaciones sin 
transferencia de valores; 

 
d) los auditores que dictaminen falsamente de forma dolosa sobre la situación 

financiera de una persona sujeta a obligación de registro de conformidad a esta ley o 
suministren datos falsos para obtener la autorización para oferta pública de valores, o la 
calificación de sociedad de capital abierto o la obtención de incentivos fiscales; 

 
e) las personas que contrariando disposiciones normativas del Mercado de Valores 

efectúen transacciones de valores, con el objeto de estabilizar, fijar o hacer variar 
artificialmente los precios; 
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f) los directores, administradores y gerentes de un emisor de valores de oferta 

pública, cuando efectuaren declaraciones falsas en la respectiva escritura de emisión de 
valores de oferta pública, en el prospecto de inscripción, en los antecedentes 
acompañados a la solicitud de inscripción, en las informaciones que deban proporcionar 
a la Comisión de Valores, a la Superintendencia de Bancos o al organismo de control en 
su caso, o a los tenedores de valores de oferta pública o en las noticias o propaganda 
divulgada por ellos al mercado; y, 

 
g) las personas que con el objeto de inducir a error en el mercado difundieren 

noticias falsas o tendenciosas, aun cuando no persiguieren con ello obtener ventajas o 
beneficios para sí o terceros. 
 
Artículo 228. En los supuestos previstos en el artículo anterior, se aplicará 

accesoriamente la pena de inhabilitación de cinco hasta diez años para desempeñar los cargos de 
director, administrador, gerente, auditor, consejero calificador o liquidador de una sociedad 
anónima o cualquier otra persona jurídica. 

 
Artículo 229. Si la quiebra de un intermediario de valores, producto de conductas 

dolosas, tuviese como consecuencia la imposibilidad de dar cumplimiento a operaciones que deba 
ejecutar por cuenta de sus comitentes, se aplicará una pena privativa de libertad de dos años o 
multa. 

 
Artículo 230. Los administradores que estando en conocimiento del estado de 

insolvencia en que se encuentran las empresas por ellos administradas, lleven adelante la oferta 
pública de los valores emitidos por las mismas, serán sancionados conforme a la legislación penal 
vigente.  

 
Será castigada también la conducta culposa. 
 

TÍTULO XI 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Artículo 231. Continuarán vigentes todos los artículos del Código Civil y sus 

modificaciones, y de la Ley N° 1.163/97 “QUE REGULA EL ESTABLECIMIENTO DE LAS 
BOLSAS DE PRODUCTOS”, que no contradigan lo dispuesto en la presente ley. 

 
Artículo 232. La presente ley regirá a partir del día siguiente de su publicación. 
 
Artículo 233. Deróganse la Ley N° 1.284/98 “MERCADO DE VALORES” y el 

artículo 122 de la Ley N° 1.034/83 “DEL COMERCIANTE” que dio continuidad a la vigencia 
del Libro Primero Título III relativo a las Bolsas y Mercados, del Código de Comercio del año 
1903. 
 
 Artículo 234. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Diputados, a los dos días del mes de 
noviembre del año dos mil dieciséis, y por la Honorable Cámara de Senadores, a los veinte días 
del mes de abril del año dos mil diecisiete, queda sancionado, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 207, numeral 1 de la Constitución Nacional. 
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          Hugo Adalberto Velázquez Moreno       Roberto Acevedo Quevedo 
                Presidente                                                Presidente 
      H. Cámara de Diputados            H. Cámara de Senadores 
                                   
   
 
         José Domingo Adorno Mazacotte                                      Oscar Salomón     
         Secretario Parlamentario                                Secretario Parlamentario 
 

Asunción, 18  de julio  de 2017 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. 

 
El Presidente de la República 
Horacio Manuel Cartes Jara 

         
Gustavo Alfredo Leite Gusinky 

Ministro de Industria y Comercio 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


